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Introducción

Este libro cobra vida gracias a las contribuciones realizadas durante el 
Seminario Internacional: “Experiencias y desafíos de la economía social y 
solidaria. Compromisos con la equidad de género” que tuvo lugar en la 
ciudad de La Paz (Bolivia), entre el 28 y el 30 de octubre de 2016, en el marco 
del Programa AndESS “Fortaleciendo movimientos y políticas públicas de 
economía social y solidaria con equidad de género”, desarrollado desde 
2013 en tres países andinos (Ecuador, Perú y Bolivia) y en el País Vasco, 
con apoyo de la Agencia Vasca de Cooperación al Desarrollo (AVCD). Las 
contribuciones vienen tanto de investigadores integrados al Programa en sus 
respectivos países, como de otros que cuentan con trayectoria de re� exión, 
sistematización y/o apoyo directo a iniciativas económicas solidarias.  

En el marco del Programa AndESS, este seminario organizado en Bolivia por 
el CIDES – UMSA, fue la culminación del Seminario Permanente llevado 
por HEGOA-UPV, y cuyas anteriores versiones tuvieron lugar en Ecuador 
y Perú.   

El Seminario se organizó en un marco de cooperación interinstitucional 
entre el Postgrado en Ciencias del Desarrollo de la Universidad Mayor de 
San Andrés (CIDES-UMSA), el Instituto de Estudios sobre Desarrollo y 
Cooperación Internacional de la Universidad del País Vasco (HEGOA-UPV) 
y el Centro de Promoción de la Mujer “Gregoria Apaza” (CPMGA), por una 
convergencia de  agendas y por coincidencias re� exivas y políticas a favor del 
fortalecimiento de movimientos sociales y de acciones públicas de promoción 
de la economía social y solidaria y de la equidad de género. Este marco se 
amplió con la participación de actores de movimientos internacionales 
(Marcha Mundial de Mujeres, Mujeres de Barrios del Mundo) y nacionales 
de la economía solidaria (MESyCJB, ASARBOLSEM, CNCJ, CIOEC, AOPEB, 
Red OEPAIC, El CEIBO y otros1) que desde hace un par de décadas resisten 
y luchan por abrirse espacio en la dinámica económica y política del país, en 
un gesto de solidaridad � ncado en aspiraciones comunes. 

Este Seminario se propuso conocer y re� exionar sobre la construcción y 
características de iniciativas de economías solidarias en territorios urbanos 

1 Movimiento de Economía Solidaria y Comercio Justo de Bolivia - MESyCJB (que 
forma parte del Programa AndESS); Asociación de Artesanas de Bolivia Señor de 
Mayo -ASARBOLSEM-; Coordinadora Nacional de Comercio Justo -CNCJ-; Coor-
dinadora Interinstitucional de Organizaciones Económicas Campesinas - CIOEC-; 
Asociación de Organizaciones de Productores Ecológicos de Bolivia -AOPEB-; Red 
de Organizaciones , Red OEPAIC, El CEIBO



y rurales, comprender sus potencialidades y limitaciones, e indagar en 
sus desafíos considerando sobre todo sus alcances para promover el 
reconocimiento y ejercicio de los derechos sociales y económicos de las 
mujeres. Interesaba discutir las posibilidades de contribución desde la 
economía solidaria a la creación de condiciones para hacer frente a la actual 
crisis de sostenibilidad de la vida, que castiga a las mujeres imponiéndoles 
los mayores esfuerzos.   

Igualmente, el Seminario debatió en torno a los marcos institucionales y de 
políticas públicas a favor de la economía social y solidaria, y de las acciones 
tanto de políticas públicas como de las propias iniciativas solidarias en pro 
de los derechos de las mujeres que participan en las mismas, de cara a lograr 
sociedades más justas e igualitarias. Y, adicionalmente, pretendió también 
ser un espacio para fortalecer el diálogo entre protagonistas de iniciativas 
económicas solidarias, académicos y políticos comprometidos con esta 
economía y la equidad de género, buscando generar sinergias en favor de 
su consolidación. 

Estos objetivos partieron de la convicción sobre el papel pedagógico que 
tiene la experiencia, de los procesos de construcción institucional de formas 
alternativas de direccionar colectivamente la producción, distribución, 
comercialización y consumo, ancladas en la solidaridad, la equidad y, 
principalmente, la con� anza necesaria para llevar colectivamente los mismos. 
Es importante, por tanto, conocer que esos procesos toman tiempo, implican 
muchos aprendizajes vinculados con la defensa de algunos principios y 
prácticas, con las transformaciones de otras y también con la invención de 
nuevas que se orienten a la expansión de la solidaridad y la equidad, a la 
superación de comportamientos cuestionados y no deseados. No aprender de 
esos procesos sería un enorme desperdicio de la experiencia, sería quedarnos 
sin aprender y sin proyectar los desafíos a futuro sobre cómo construir social, 
cultural y políticamente relaciones económicas alternativas, aún en asuntos 
tan concretos y técnicos como son la construcción de mercados, la � jación de 
precios, la construcción de redes, etc.   

Bajo estas premisas, apreciamos que las presentaciones han analizado la 
construcción y recorridos de experiencias de economía solidaria y equidad 
de género, que muestran diversas aproximaciones disciplinarias y teóricas, 
y principalmente una heterogeneidad de “lugares” o sujetos, contextos 
y motivaciones desde donde surgen o son impulsadas. Muestran una 
pluralidad de formas, funciones y trayectorias que cruzan distintos momentos 
y procesos políticos de nuestros países, donde se advierten “perseverancias” 
pero también “transiciones” de cara a la activación de la relacionalidad y 
con� anza, sea asociativa o comunitaria, entre otros propósitos. 

En los casos sobre todo del ámbito rural, las experiencias tienen que ver 
con las nuevas dinámicas que asumen unidades económicas familiares 



persistentes en cuanto a sus relaciones de trabajo, sus objetivos, formas 
de propiedad y de gestión, etc., distintas de las formas organizativas de 
la economía capitalista privada y del sector público. Puede advertirse 
en este ámbito, particularmente para el caso boliviano, experiencias 
que transitan desde unidades familiares de producción agraria hacia 
cooperativas de producción, transformación y comercialización (EL 
CEIBO), y también hacia asociaciones económicas de producción y sobre 
todo de comercialización (OECA); o también hacia variados intentos de 
creación de experiencias comunitarias de producción que trascienden 
la producción agraria o ganadera para alcanzar la transformación 
(CORACA-PROTAL y, más recientemente, la Organización Económica 
Comunitaria -OECOM- Raqaypampa). En este último caso, el proceso 
de construcción de la autonomía o autogobierno indígena, originario y 
campesino tiene un vínculo directo con la creación de las condiciones 
de posibilidad de la OECOM con base en un cambio de normas desde 
adentro de la comunidad. 

En cuanto a casos de otros países (Ecuador, Perú y País Vasco), las 
experiencias muestran el predominio de la forma cooperativa de 
organización de los emprendimientos con base en una influencia 
compartida del humanismo cristiano y/o doctrina social de la Iglesia 
(Salinerito, San Hilarión y Mondragón, respectivamente). Más allá de 
la diversidad de rubros productivos (alimentos, finanzas, artefactos 
electrodomésticos, principalmente), otro rasgo común interesante es 
su tendencia a la expansión -guardando las distancias entre países- 
tanto mediante la integración vertical de sus actividades como de su 
diversificación o expansión horizontal (Salinerito y Mondragón). Esta 
expansión, que permiten interfaces entre ámbitos rural y urbano en 
ambos casos,  también facilita condiciones de control de la cadena de 
valor; pero, a la vez, les enfrenta a permanentes reflexiones profundas 
acerca de los desafíos que la creciente escala de sus actividades coloca a 
la reafirmación de sus principios cooperativos y democráticos en cuanto 
a su organización interna y modelo de gestión; estos mismos desafíos 
atañen a su cada vez mayor integración al mercado mundial .      

Más allá de la ratificación, reacomodo y/o reinvención de estos principios 
ante su escalamiento económico, es importante señalar que tanto en estos 
emprendimientos y también los anteriores, los principios de solidaridad 
y/o de equidad de género no están siempre explicitados y, en cambio, sí 
lo está su articulación y convivencia con los circuitos amplios del mercado 
capitalista en desmedro de circuitos cortos solidarios, analizados en el 
caso de Loja. Esto deja incertidumbres sobre el carácter de las relaciones 
que se tejen en ese marco, más allá de su base organizativa fundada en 
la auto-generación de los emprendimientos, y de la presencia de mujeres 
como protagonistas directas de gran parte de los mismos. 



Estos desafíos -que se suman a un sinnúmero de otros muy puntales y relativos 
a las características de cada experiencia2- se agrandan ante la ausencia/
presencia o pertinencia de normativas y políticas públicas en relación con 
las economías solidarias y la equidad de género. Las experiencias dan 
cuenta que una favorable trayectoria de estas entidades requiere el apoyo 
de instituciones públicas estatales y no estatales (incluida la academia) en 
un diálogo horizontal, como lo muestra la experiencia del Estado Español y 
sus amplias políticas de fomento y dinamización de las articulaciones entre 
emprendimientos solidarios y equidad de género, bajo diversos mecanismos. 
Sin embargo, ello no es tan evidente aún en los casos de Ecuador y Bolivia, 
donde se han producido avances normativos profundos que reconocen la 
economía solidaria y popular (Ecuador) y la economía comunitaria y social 
cooperativa (Bolivia) como formas de la economía plural, y la solidaridad 
como un valor también económico; pero donde las políticas no han podido 
acompañar esos marcos con propuestas innovadoras. 

Bajo estas consideraciones, el libro se ha organizado en dos grandes 
apartados: el primero, que muestra procesos de construcción de iniciativas 
económicas solidarias tanto por impulso de organizaciones sociales y otras 
de la sociedad civil, como por incentivo de las políticas públicas entendidas 
en sentido amplio; y el segundo que incluye re� exiones sobre algunos 
dilemas conceptuales en tono a la economía solidaria y a los vínculos de ésta 
con la equidad de género.  

Esperamos con ello contribuir con elementos para fortalecer el diálogo 
entre actores de iniciativas económicas solidarias, académicos y políticos 
comprometidos con la economía social y solidaria y la equidad de género; y, 
sobre todo, aprender de las experiencias para enfrentar los enormes desafíos 
de abrir espacio a la política de la relacionalidad, solidaridad y equidad 
necesarias para fortalecer la pluralidad inherente a un mundo vivible y justo.  

Ivonne Farah Henrich

Carlos Puig Lizárraga

La Paz, julio de 2017

2 Tales como la rotación de sus afi liados, sobre todo en las OECOM; debilidades téc-
nicas de producción, limitaciones para responder a cambios de demandas, ausencia 
de condiciones que permitan la participación plena de las mujeres, limitaciones de 
capital, falta de claridad en los alcances de emprendimientos solidarios, inclusivos y 
equitativos, etc. 
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La Organización Económica Comunitaria de 
Raqaypampa: Un nuevo paso en la larga marcha

Luz María Calvo1

A continuación trataré de desarrollar la experiencia de organizaciones eco-
nómicas comunitarias en el marco de las autonomías indígenas en proce-
so de construcción en Bolivia. El caso fundamental en el cual ha nacido 
este tipo de experiencias es el del pueblo indígena de Raqaypampa, en 
el departamento de Cochabamba; y es a partir de este pueblo que, en los 
últimos meses, se están produciendo otras experiencias de organizaciones 
económicas comunitarias en el proceso de la conformación de autonomías 
indígenas, tales como las de Mojocoya en Sucre, la de Corque Marka en 
Oruro, y otras.

Antecedentes: la lucha de los pueblos indígenas de Bolivia por 
el reconocimiento de sus derechos colectivos 

Para una mejor comprensión de la experiencia de construcción de la auto-
nomía indígena que vive Raqaypampa -en la que se enmarca la formación 
de su Organización Económica Comunitaria- es necesario remitirnos a 
ciertos antecedentes del proceso histórico vivido por los pueblos indíge-
nas en Bolivia; proceso muy ligado a la conformación misma del país en 
términos territoriales y al carácter colonial de su Estado. Bolivia presenta 
grandes contrastes naturales en su vasto territorio, que se expresan en nu-
merosas eco regiones muy diferenciadas (escenarios, cada una de ellas, 
de desarrollos culturales particulares), y débilmente articuladas entre sí, 
a causa de la existencia de fuertes barreras naturales (Cordillera Oriental, 
amplias áreas inundables, salares, etc.) y del carácter del Estado, de origen 
colonial y centrado -hasta hace pocos años- en los centros urbanos. Am-

1 Estudios de Etnología, con especialidad en antropología económica. Ex subsecreta-
ria de Asuntos Étnicos del Ministerio de Desarrollo Humano (1994-1997). Amplia 
experiencia en trabajo con comunidades y pueblos indígenas del país, en el fortale-
cimiento de sus prácticas económicas, en el marco del manejo de recursos de la bio-
diversidad y sostenibilidad ambiental para el desarrollo local. En los últimos años 
ha dirigido proyectos de promoción de las economías comunitarias y de autonomías 
indígenas originario campesinas bajo el Programa BIOCULTURA del Ministerio de 
Medio Ambiente y Agua. Es directora del Instituto Socioambiental Bolivia, ISA-Bo-
livia, desde donde impulsa el desarrollo local sostenible.
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bas características -territoriales y políticas- junto a la fuerza de las organi-
zaciones indígenas, han determinado que el peso de los pueblos indígenas 
sea muy grande hasta el presente. Aunque en el último periodo intercen-
sal, comprendido entre los años 2001 al 2012, la población indígena ha 
registrado una reducción desde más del 60% de la población nacional al 
40 %; sin embargo, a nivel rural, ella continúa siendo claramente la pobla-
ción mayoritaria. No obstante, es importante destacar que bajo el concepto 
genérico de “pueblos indígenas” se ocultan realidades muy distintas: desde 
grandes grupos lingüísticos mayoritarios -como quechuas y aymaras, con 
una alta diversidad cultural a su interior y fuerte presencia urbana y po-
lítica-, hasta pequeños grupos en situación de alta vulnerabilidad -como 
araonas, ayoreos, yukys, y otros-. El siguiente cuadro ilustra esta realidad a 
partir de la información registrada por el censo nacional de 2001.

Cuadro 1:
Población por pueblo indígena y principales grupos lingüísticos originarios 

(Censo 2001)

PUEBLO 
INDIGENA

POBLACION CENSO 2001
OBSERVACIONES

Total Hombres Mujeres
Araona 92 54 38  
Aymara 1.277.881 633.757 644.124  
Ayoreo 860 440 420  
Baure 496 293 203  
Canichana 213 127 86  
Cavineño 852 468 384  
Cayubaba 328 197 131  
Chacobo 255 135 120  

Chiquitano 112.218 59.219 52.999
Incluye: Chiquitano, Besiro, Nepa-
ca, Paunaca, Moncoca.

Esse Ejja 409 218 191 Incluye a Esse Ejja y Chama.
Guarani 81.011 42.452 38.559  
Guarasugwe 9 5 4  
Guarayo 6.010 2.986 3.024  
Itonama 1.492 841 651  
Joaquiniano 169 89 80  
Kallawaya       No identifi cados en el Censo 2001.
Leco 2.443 1.349 1.094  
Machineri 15 8 7  
Maropa 2.741 1.486 1.255 Incluye a Reyesano, Maropa. 
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PUEBLO 
INDIGENA

POBLACION CENSO 2001
OBSERVACIONES

Total Hombres Mujeres

Mojeño 46.336 25.025 21.311 Incluye a Mojeños, Trinitario, Jave-
riano, Loretano, Ignaciano.

Moré 44 22 22  
Mosetén 813 450 363  
Movima 6.183 3.331 2.852  
Pacahuara 32 21 11  
Quechua 1.555.641 749.672 805.969  
Sirionó 134 73 61  
Tacana 3.580 2.026 1.554  
Tapiete 19 13 6  
Tsimane 
(Chimán) 4.331 2.307 2.024  

Urus 1.210 684 526 Incluye a Uru-chipaya, Uru-ito y 
Uru-murato.

Weenayek 1.022 525 497 Weenayek, incluye a Mataco
Yaminahua 45 25 20  

Yuki 112 63 49  

Yuracaré 1.399 751 648  

TOTALES 3.108.395 1.529.112 1.579.283  

Fuente: Elaboración propia con base a: Instituto Nacional de Estadística (INE) “Bolivia: Características Sociodemográfi cas de la 
Población Indígena”. La Paz, Bolivia. 2003

Desde el momento mismo de la conquista española, las luchas de estos 
pueblos frente al sometimiento y al orden colonial, han sido una constante 
en la historia del país; sin embargo, es desde la década de los años noven-
ta del siglo pasado, que las movilizaciones indígenas interpelan con más 
fuerza el ordenamiento jurídico y político del Estado y ponen en marcha 
la demanda de reconocimiento de los derechos colectivos, que establecerá 
las bases legales que van a permitir lo que hoy son los emprendimientos 
autonómicos indígenas. Así mismo, estas luchas han ido transformando 
el país en las últimas décadas, hasta llegar al planteamiento conceptual y 
jurídico del hoy llamado “Estado Plurinacional”. Corresponde destacar que 
hasta los años 90, el término “pueblo indígena” no existía en la legislación 
nacional, lo que nos da una idea del nivel de ocultamiento que tenía el 
Estado sobre la realidad fundamental de su propia conformación. Será la 
primera marcha indígena del año 90 la que dará inicio a un proceso acu-
mulativo y creciente de reconocimiento de derechos que hará posible lo 
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que hoy establece ya la nueva Constitución Política del Estado: el recono-
cimiento del derecho indígena a la autonomía.

Sería largo hacer un recuento exhaustivo de este proceso acumulativo en 
materia legal, pero es necesario destacar que el reconocimiento del dere-
cho al territorio -que ya ocurre en 1996 con la promulgación de la Ley del 
Instituto Nacional de Reforma Agraria, más conocida como Ley INRA, y 
que tiene sus antecedentes en la ratifi cación del Convenio 169 de la OIT 
(1991), en los primeros decretos territoriales del mismo año y en la Refor-
ma de la Constitución de 1994 (cuyo artículo 171 establece las bases jurídi-
cas para la titulación territorial)- constituye el cimiento para la conforma-
ción de las actuales organizaciones económicas comunitarias de pueblos 
indígenas, entendidas como organizaciones que agrupan al conjunto de 
población de determinado territorio y que son regidas por normas y pro-
cedimientos propios. 

Es a partir de ese reconocimiento jurídico del año 1996, que se van a ti-
tular los espacios que hoy conocemos como territorios indígenas2 (varios 
de ellos, aún en proceso de saneamiento agrario para su titulación) y que, 
en la actualidad, ascienden aproximadamente a 190 áreas tituladas por 
el INRA que abarcan más de 20 millones de hectáreas. (Fundación Tie-
rra, 2010) Ello da una idea de la importancia y el potencial que tiene la 
fi gura de territorio indígena en términos económicos para nuestro país.

2 Los territorios indígenas que en el marco de la Ley INRA se denominaron Tierras 
Comunitarias de Origen (TCO), actualmente, en el marco de lo dispuesto por la 
nueva Constitución, se denominan “territorios indígena originario campesinos” 
(TIOC).
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Fuente: Fundación Tierra. 2010
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Después del gran hito de la titulación territorial indígena, en la Asamblea 
Constituyente y la nueva Constitución Política del Estado, aprobada en el 
año 2009, se logró -además de constitucionalizar los derechos colectivos 
indígenas conquistados ya en la legislación nacional y los instrumentos 
internacionales- el reconocimiento del derecho a la autonomía indígena 
que recoge lo dispuesto en la Declaración Universal de Naciones Unidas 
sobre los derechos indígenas aprobada en el año 2007 y ratifi cada por Bo-
livia el mismo año. El siguiente cuadro ilustra los principales hitos legales 
que están en la base del derecho a la autonomía indígena.

Cuadro 2:
Bolivia: Disposiciones legales que reconocen los 

derechos colectivos de los pueblos indígenas 

- 1991 Ratifi cación Convenio 169 de la OIT mediante Ley 1257.

- 1994 CPE Reformada reconoce derecho indígena al territorio (como Tierras Comunita-
rias de Origen) y a la aplicación de normas propias (Art. 171).

- 1995 Ley 1700 reconoce derecho exclusivo de los pueblos indígenas al aprovecha-
miento de los bosques de sus territorios 

- 1996 Ley 1715 (INRA) reconoce el derecho propietario de los pueblos indígenas 
sobre sus territorios y el régimen legal de TCO (Tierras Comunitarias de Origen) como 
propiedad colectiva, indivisible, inembargable, inalienable y regida por normas propias. 
(Es modifi cada en 20016 mediante la Ley 3545 de Reconducción Comunitaria del 
Proceso De Reforma Agraria).

- 2009 Nueva CPE constitucionaliza todos los derechos reconocidos previamente a los 
pueblos indígenas (en el país y en instrumentos internacionales) y establece el derecho 
a la autonomía indígena:

Art. 289 CPE: La autonomía indígena originario campesina (AIOC) consiste en el 
autogobierno como ejercicio de la libre determinación de las naciones y los pueblos 
IOC, cuya población comparte territorio, cultura, historia, lenguas, y organización o 
instituciones jurídicas, políticas, sociales y económicas propias y

Art. 290 CPE: El autogobierno de las autonomías se ejercerá de acuerdo a sus normas, 
instituciones, autoridades y procedimientos, conforme a sus atribuciones y 
competencias, en armonía con la Constitución y la ley.
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Sobre estas bases, la aprobación de la Ley 144 de la “Revolución produc-
tiva comunitaria y Agropecuaria” del 26 de julio del 2011, y de la Ley 338 
“De Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena Originarias – 
OECAS y de Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM para 
la Integración de la Agricultura Familiar Sustentable y la Soberanía Ali-
mentaria”, del 26 de enero del 2013, establecen las bases legales específi -
cas para el reconocimiento de las organizaciones de pueblos indígenas en 
tanto Organizaciones Económicas Comunitarias, con un rol protagónico 
en el logro de seguridad y soberanía alimentaria, respaldado por el Estado 
Plurinacional.

Formación de la Organización Económica Comunitaria de Ra-
qaypampa (OECOM)

ANTECEDENTES COMUNITARIOS Y DEL PROCESO AUTONÓMICO

La fi gura de la Organización Económica Comunitaria (OECOM) es com-
pleja por cuanto es una organización que involucra a toda la población de 
cada territorio comunitario. En cuanto al proceso concreto de formación de 
la OECOM Raqaypampa, lo primero que se debe destacar es que ha sido 
un subproducto del proceso de construcción de la autonomía indígena en 
el territorio; es decir, es parte del proceso local de gestación y tramitación 
de la autonomía indígena, que se remonta varias décadas atrás. Este se 
inicia ya en los años 90 -cuando Raqaypampa logra ser reconocida como 
Distrito Municipal Indígena (DMI), en el marco de aplicación de la Ley 
de Participación Popular de 1994- y, posteriormente, cuando –a partir de 
la nueva CPE- se inicia la formulación de su Estatuto Autonómico en el 
territorio. En ese camino se va a producir una serie de refl exiones y defi -
niciones estratégicas -entre ellas las estrategias económicas-, que van a ir 
cobrando mayor formalidad a partir del momento en que es ofi cialmente 
admitido en 2011 el trámite de reconocimiento de la autonomía indígena 
de Raqaypampa por parte del Estado. Dicho trámite demandó que el pue-
blo indígena solicitante cuente con un instrumento de planifi cación de su 
autogobierno o Plan Territorial (que, a partir de la Ley 777 del Sistema de 
Planifi cación del Estado del año 2016, pasa a denominarse Plan de Gestión 
Territorial Comunitario - PGTC), que básicamente constituye su plan de 
gobierno “para el vivir bien”.
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Mapa 2.
Ubicación del Pueblo indígena y Territorio de Raqaypampa

Mapa de Subcentrales
Distrito Mayor  Indigena Raqaypampa

Vat’ya Punku

Subcentral 
SALVIA

Molle Pukara

Kalera Chica

DuraznalBahila
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El pueblo indígena originario campesino de Raqaypampa se compone de 
43 comunidades ubicadas en el sur del departamento de Cochabamba, en 
la provincia Mizque a orillas del Río Caine. Desciende del señorío prehis-
pánico de los Chues, que fue absorbido totalmente por haciendas durante 
la Colonia y hasta la década de los 70 del siglo pasado. Desde entonces, el 
pueblo raqaypampeño ha desarrollado una lucha incesante por su libera-
ción y autogobierno.

Se debe hacer notar que, antes del proceso de lucha por su autonomía, Ra-
qaypampa destacó a nivel nacional por su fuerza organizativa. Si bien los 
patrones fueron expulsados bastante tarde en la región -casi dos décadas 
después de la Reforma Agraria de 1953-, tempranamente se generó en la 
zona una importante experiencia de organización educativa que fue clave 
en las luchas de los colonos; así, en la década de los ochenta se inició el 
proceso de formación de una organización única que quedó plenamente 
constituida como Central Regional Sindical Única de Campesinos Indíge-
nas de Raqaypampa (CRSUCIR) en los años noventa. Desde su creación, 
esta tuvo logros importantes, entre los que destacan el reconocimiento 
del derecho propietario sobre su territorio y la plena titulación del mis-
mo como Tierra Comunitaria de Origen (TCO), y su reconocimiento como 
Distrito Municipal Indígena del Municipio de Mizque; con atribuciones 
en la designación de sus autoridades, la defi nición del uso de sus recursos 
públicos y la administración desconcentrada de los mismos. En suma, en 
la gestión de su propio desarrollo. Bajo esta estructura, la CRSUCIR ha 
dado pasos fundamentales en la institucionalización y sostenimiento de su 
propio sistema de formación de líderes y técnicos comunales (con apoyo 
del Centro de Formación Alternativa Fermín Vallejos, CEFOA), de creación 
de una radio propia; instrumentos fundamentales para su fortalecimiento 
organizativo y construcción de su autogobierno. 

Es decir, en las décadas precedentes se desarrollaron fundamentos orga-
nizativos e instrumentos imprescindibles a considerar en el análisis al mo-
mento de pensar la demanda y construcción autonómica y la formación de 
su Organización Económica Comunitaria. Sin esa fuerza de organización y 
articulación interna -necesaria para una OECOM-, la formación de la ex-
periencia económica comunitaria no hubiera podido ponerse en marcha.

Otro antecedente importante a considerar es que el pueblo indígena de 
Raqaypampa constituye uno de los herederos más destacados del “siste-
ma de control vertical de un máximo de pisos ecológicos”, generado por 
las culturas andinas de la parte boliviana de Los Andes, como respuesta 
a sus características ambientales (potencialidades y limitaciones), y apli-
cado desde la época de Tiahuanaco y, luego, en el Incario y los Señoríos 
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Aimaras. Pese a haber quedado totalmente absorbido por el sistema de 
hacienda, como grupo étnico que quedó distribuido en varias haciendas, 
este pueblo logró mantener el sistema de aprovechamiento de distintos 
pisos ecológicos -basado en un sistema agrícola poli cíclico- hasta el pre-
sente. Cabe destacar que este sistema de producción agropecuaria es muy 
demandante en términos culturales y de conocimiento, pues el aprove-
chamiento de distintos pisos ecológicos se da en el marco de un régimen 
de producción a secano, constantemente amenazado por las sequías y la 
irregularidad climática, lo que demanda sofi sticados conocimientos de 
predicción climática, estrategias de manejo de riesgos, manejo de una ele-
vada agrobiodiversidad y complejas redes de reciprocidad, como base de la 
organización productiva. En suma, una compleja cultura agraria.

Raqaypampa posee una cultura agraria muy sofi sticada basada en un sistema de 
cultivo poli cíclico a secano que se desarrolla en distintos pisos ecológicos

El territorio de Raqaypampa
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Papa, maíz, trigo y diversos productos asociados (tarwi, lacayotes, zapallos, ar-
veja, haba, quinua, etc.), constituyen los cultivos que se integran en el sistema 
poli cíclico de control vertical de diversos pisos ecológicos del territorio.

En este marco, la situación de las mujeres es especialmente difícil por-
que ellas tienen que moverse con toda la familia, sobre todo niños y niñas 
pequeñas, entre distintos pisos ecológicos y entre los distintos cultivos; 
también por ello, su participación en los procesos organizativos y políticos 
del territorio es muy débil. Si bien formalmente siempre está presente la 
organización de mujeres; no obstante, esta no tiene un papel signifi cativo 
porque, en la práctica, ellas no pueden seguir la dinámica que pauta la 
organización sindical masculina.

Bajo este contexto y como parte de la construcción de la autonomía in-
dígena, entre los años 2012 y 2013 se desarrolló en el Territorio una gran 
movilización y refl exión comunitaria para la defi nición del Plan Estratégico 
de la Autonomía (hoy denominado PGTC). Esta movilización siguió a la 
aprobación interna del Estatuto de la Autonomía Indígena y se centró en la 
refl exión de los desafíos del gobierno indígena. Partiendo del autodiagnós-
tico de la situación de cada comunidad, se refl exionó sobre las visiones de 
futuro y acciones prioritarias, en el marco de las expectativas y aspiraciones 
de las comunidades sobre la descolonización, el autogobierno y la cons-
trucción del “vivir bien”. De estas refl exiones emergió una visión propia del 
“vivir bien” que lo defi ne como un equilibrio entre 5 dimensiones princi-
pales de la vida comunitaria, familiar y de las personas: la económica, la de 
formación humana y del bienestar personal, la organizativa, la cultural, y 
la del equilibrio territorial y con la madre tierra.
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Fotografías: Juan José Alba, ISA Bolivia

El proceso participativo de defi nición del Plan de Gestión Territorial Co-
munitario de la autonomía indígena ha permitido a Raqaypampa reunir y 
proyectar el conjunto de experiencias que ha venido desarrollando desde 
la expulsión de los patrones (en la década de los setenta), y ampliarlas en 
la perspectiva de defi nición de una estrategia integral para el “vivir bien”.

En lo que respecta a la situación económica, el autodiagnóstico comuni-
tario arrojó un panorama crítico: el territorio está en un acelerado proceso 
de desertifi cación como efecto del cambio climático y ello hace que todo 
el sistema productivo y económico se sitúe en una situación de crisis: que 
no se logren los niveles de producción necesarios para reproducir todo el 
sistema, y que muchos pobladores deban migrar de manera estacional o 
defi nitiva hacia el Chapare o hacia donde sea posible. Ello repercute en el 
debilitamiento de la atención a las tareas agropecuarias y, por tanto, en 
los resultados de los procesos productivos agropecuarios; asimismo, en el 
debilitamiento de los conocimientos y prácticas culturales necesarias para 
el funcionamiento del sistema, y en la organización social que está en la 
base de los procesos productivos.

La Formulación del Plan Estratégico de la Autonomía de Raqaypampa
Autodiagnóstico y planifi cación comunitaria (2012)

43 talleres comunales, 7 de subcentrales 4 centrales
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Esta crisis se ve agravada por una relación muy desventajosa con la econo-
mía de mercado, basada en términos de intercambio marcadamente desfa-
vorables (por ejemplo, con un quintal de trigo producido y comercializado 
en el territorio no se puede comprar una bolsa de fi deo en el mercado 
local). Esos términos del intercambio han ido deteriorando el conjunto de 
la economía familiar, modifi cando la dieta, la salud de los niños, etc. 

En consecuencia, el mandato que surge para la defi nición del plan au-
tonómico en lo económico, es un mandato muy ambicioso y complejo. 
En primer lugar, es necesario priorizar la mejora técnica de la producción, 
-enfrentar el cambio climático y la crisis de la productividad, desarrollar 
la producción agroecológica como una opción real frente a los daños que 
va generando la utilización de agroquímicos en un contexto de crisis cli-
mática-. Por otra parte, es necesario mejorar la relación con la economía 
de mercado, poner en valor la propia producción y fortalecer o desarrollar 
procesos de transformación y generación de valor agregado y de búsqueda 
de mercados más favorables. Finalmente, se debe priorizar también el de-
sarrollo de emprendimientos económicos que benefi cien de manera más 
directa a las mujeres para fortalecer sus capacidades, independencia y su 
rol social fundamental.

En conjunto, este desafío –primordial para la autonomía- es de largo pla-
zo; pero, a la vez, es el que genera la convicción de la necesidad de una 
organización económica en el territorio. Hasta hace poco, la organización 
comunitaria del territorio ha estado dedicada casi exclusivamente a defi nir 
normas, resolver confl ictos, o representar políticamente al conjunto ante 
el Estado, sin entrar en la gestión o regulación de lo productivo. Ahora 
se requiere que la organización comunitaria ingrese a tratar de manera 
colectiva la solución de la crisis económica y la articulación de alternativas.

DEFINICIÓN DE LAS BASES Y POSTERIOR PUESTA EN MARCHA DE LA OECOM-R

A los pocos meses de la conclusión concertada del Plan de Gestión Terri-
torial de la Autonomía, en 2013 se inició la formación de la Organización 
Económica Comunitaria de Raqaypampa (OECOM-R), tarea nada fácil y 
que ha demandado mucha discusión y esfuerzo colectivo. Varios meses ha 
implicado la defi nición de la orientación de la organización, sus fi nes, ob-
jetivos y funciones, su estructura organizativa y forma de funcionamiento. 
Aproximadamente se realizaron 50 talleres y reuniones de la Central, de las 
Subcentrales y comunidades para llegar a concertar plenamente las defi ni-
ciones básicas sobre la organización, las cuales fi nalmente quedaron sella-
das con la aprobaron del Estatuto de la misma en un Congreso Orgánico 
realizado el mismo año. En este se defi ne que la OECOM Raqaypampa:
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Es una Organización sin � nes de lucro, de derecho y bene� cio comu-
nitario y constituida bajo principios de participación democrática, so-
lidaridad, reciprocidad y equidad. Ha sido creada por decisión unáni-
me y mayoritaria de las organizaciones de la Central de Raqaypampa 
y se constituye en la instancia que garantiza su reconocimiento como 
actores económicos productivos capaces de generar autoempleo, em-
pleo directo e indirecto y excedente, como respuesta solidaria frente a 
otros modelos de desarrollo productivo. (Fuente: Estatuto OECOM).

Sin embargo, esta defi nición de OECOM no debe prestarse a confusión, 
el hecho de que no tenga como fi n último el lucro, no quiere decir que 
no debe tener sostenibilidad económica. Esta última está en la base de la 
función social de la misma, establecida en los objetivos de la Organización:

- Mejoramiento de los ingresos a nivel familiar y la 
economía local.

- Contribución al fortalecimiento de la autonomía indígena 
Raqaypampa.

- La transformación y la generación de valor agregado a la 
producción agrícola.

- La Diversifi cación en la transformación de alimentos.

- La búsqueda y consolidación de mercados a nivel local, 
regional,departamental y nacional.

- La promoción de una producción ecológica que respete y 
cuide la madre tierra, garantizándose la conservación de 
los recursos naturales y la calidad de un producto libre 
de agroquímicos.

- Garantizar una Organización Económica Comunitaria 
participativa, equitativa y democrática en su 
conformación y gestión.

- Promover la participación equitativa y protagónica de las 
mujeres.

- Contribución a la disminución de la desnutrición 
(especialmente infantil) para mejorar las condiciones 
generales de salud de la población.

- Promover hábitos de consumo saludables principalmete 
basados en los recursos de la agrobiodiversidad local.

OBJETIVOS de la OECOM - RAQAYPAMPA
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Asamblea de Elección del Primer Directorio de la OECOM Raqaypampa

Fotografía: Rene Herbas -ISA Bolivia

Miembros del primer Directorio OECOM-R
Fotografía: Rene Herbas-ISA Bolivia
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Tras la aprobación del Estatuto se eligió a la primera directiva de la Orga-
nización, la que puso en marcha su funcionamiento; la gran tarea inicial de 
la Directiva fue la negociación e implementación del primer proyecto de la 
Organización: la planta de transformación de granos y producción de ga-
lletas ubicada en la comunidad de Salvia. La gran expectativa del conjunto 
de los afi liados de la Central -y miembros de la Organización- respecto a 
los resultados de la OECOM actuó como fuerte presión a la Directiva para 
la pronta demostración de resultados. Así, el mismo año de la fundación 
de la OECOM se logró su plena constitución legal, la instalación física 
de la planta de producción de galletas, la capacitación del personal, y la 
concreción del primer contrato de provisión de desayuno escolar con el 
Municipio de Mizque.

Sin embargo, todo ese tiempo fue un tiempo muy duro: de debates, gestio-
nes, negociaciones y aprendizaje intenso, en el que se fueron dando pasos 
fundamentales, importantes de destacar.

Una primera cuestión elemental que se debe enfatizar y que implicó mu-
cho debate, fue la elección del producto; este es un tema clave, pues es-
tamos hablando de un producto que se articule con la producción local, 
que tenga un impacto benefi cioso y cuyo proceso productivo considere la 
crisis climática; un producto que empalme con las relaciones comunitarias 
y con la cultura local y, lo más importante, que tenga demanda y viabilidad 
económica.

Las consideraciones de estos aspectos derivaron en la propuesta actual: 
de haber pensado inicialmente en una fábrica de fi deos, se llegó a decidir 
la instalación de una fábrica de producción de galletas con base, en gran 
medida, en negociaciones con el municipio para que las galletas puedan 
destinarse a proveer al desayuno escolar en el mismo territorio. Es a partir 
de ello que el otro elemento muy importante fue “amarrar” el mercado, 
al menos para esta fase de surgimiento del emprendimiento. Entonces, 
defi nir claramente qué es lo que se va a producir y dónde se va a vender, 
en qué cantidades, etc., es lo que ha permitido empezar a producir sobre 
una base clara y también económicamente sostenible. Con estos aspectos 
claramente defi nidos recién se cerró el proyecto para el establecimiento 
de la planta en Salvia y se procedió al montaje de la infraestructura, la 
adquisición de equipos, la capacitación del personal, etc. En este contexto 
fue muy importante la fl exibilidad del apoyo recibido de parte del Progra-
ma Nacional Biocultura, pues sobre la base de un compromiso serio de 
apoyo fi nanciero, fue posible analizar adecuadamente estos aspectos para 
recién cerrar el proyecto fi nal y proceder a las adquisiciones e inversiones 
iniciales.
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Otro tema que demandó mucha discusión al interior de los sindicatos de 
la Central fue el de la defi nición de la estructura organizativa, pues todos 
los comunarios querían verse representados en la estructura de decisión. 
Es así que se concluyó con un esquema organizativo que se articula a la or-
ganización territorial de la Central, en la que el Directorio está compuesto 
por representantes de cada una de las Subcentrales (hombres y mujeres); 
esta instancia -cuyo Presidente actúa como Representante Legal- dirige y 
supervisa la labor del nivel operativo, y cuenta con su respectiva dirección 
operativa y equipo de operarios. Cabe señalar, que si bien actualmente el 
nivel operativo se centra en el emprendimiento de producción de galletas, 
se prevé que a futuro se puedan desarrollar otros emprendimientos pro-
ductivos en el marco de la OECOM -como la producción de harinas inte-
grales, de miel y de artesanías- y que cada uno de ellos tenga su respectiva 
estructura operativa, subordinada y controlada por el Directorio general de 
la OECOM.

La puesta en marcha del emprendimiento ha tenido en la capacitación del 
Directorio y los operarios su mayor desafío, dado que las competencias 
de una producción vinculada a la transformación y bajo una modalidad 
colectiva son totalmente nuevas en el territorio. En especial la adminis-
tración contable, el ofi cio de pastelería, las buenas prácticas industriales y 
de higiene para la manipulación de alimentos y el manejo de maquinaria, 
constituyen temas en los que se ha invertido mucho esfuerzo de capaci-
tación inicial (y en los que se ve la necesidad de refuerzos constantes por 
la rotación de directivos y operarios). Una ayuda muy importante en este 
proceso fue la brindada por el supermercado IC Norte de Cochabamba, 
que recibió a distintos grupos de operarios y directivos como pasantes en 
su pastelería, para su capacitación práctica.

Para la gestación del emprendimiento, cada afi liado de la Central aportó 
con una arroba de trigo o maíz para establecer un fondo inicial de ope-
raciones. La Subcentral de Salvia facilitó el local (algunos ambientes de 
una escuela subutilizada) y la Directiva de la OECOM efectuó los trámites 
legales en la ciudad de Cochabamba para la obtención de la personería ju-
rídica, el NIT, el Registro Sanitario y asumió directamente la realización de 
cotizaciones y adquisiciones de maquinaria y equipamiento. A ello siguie-
ron una serie de pasos que demandaron también muchos ensayos y discu-
siones: la selección de operarios, la producción experimental y el desarrollo 
de recetas, la estandarización de las recetas seleccionadas, la defi nición de 
la marca, de la imagen de mercado, las etiquetas, etc.

Actualmente se cuenta con el producto que tiene aceptación de mercado 
y que benefi cia a todos los afi liados, y todas las comunidades están de 
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acuerdo, pues todas las familias son productoras de trigo y maíz (insumos 
de las galletas); y, algo muy importante, se cuenta con un contrato con 
el Municipio que se ha renovado como resultado de licitaciones públicas, 
después de una fase de prueba exitosa y del activo apoyo de la dirigencia 
en las gestiones necesarias.

Fuente: Presentación de la OECOM Raqaypampa
Oscar Tordoya, ISA Bolivia

Breve balance de logros y desafíos

LOGROS

¿Cuál es el logro más importante de esta experiencia? Desde el punto de 
vista de los pueblos indígenas y de la autonomía indígena, el haber puesto 
en marcha una Organización Económica Comunitaria como instrumento 
para responder orgánicamente a la problemática que enfrenta la economía 
indígena local con objetivos integrales y no de simple producción de algo. 
Se trata de un mandato que tiene que ver con el fortalecimiento de la eco-
nomía local en su integralidad. Y en esta perspectiva, también es un logro 
muy importante el que se haya defi nido una estrategia para ir avanzando 
paulatinamente en la atención de las distintas dimensiones de la proble-

CÓMO FUNCIONA LA ORGANIZACIÓN?

FAMILIAS
(LEGITIMAS DUEÑAS)

- PROVEEDORES DE INSUMOS (MAIZ,TRIGO, 
ETC.) DE PRODUCCIÓN AGROECOLóGICA

- MANO DE OBRA

OECOM
- COMPRA A PRECIO JUSTO

- TRANSFORMACIÓN EN PRODUCTO DE LATA 
CALIDAD

-GENERA VALOR AGREGADO Y EMPLEO

-COMERCIALIZA
VENTA

-AL MUNICIPIO(DESAYUNO ESCOLAR)
-A SUPERMERCADOS
-FERIAS
-OTROS
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mática de la economía local que está siendo ejecutada por la OECOM y 
por la estructura de gobierno autonómico en su conjunto. Ello integra: (i) 
la formación de técnicos comunales -como agentes de difusión de buenas 
prácticas agropecuarias con enfoque agroecológico- que ayuden fortalecer 
el sistema productivo agropecuario local y a encontrar alternativas técnicas 
frente a la crisis productiva actual, a reforzar la seguridad alimentaria y 
también la educación productiva en las escuelas, con los mismos objeti-
vos para fortalecer la propia cultura agraria desde la base; (ii) el desarrollo 
de emprendimientos de trasformación y producción alternativa con valor 
agregado (galletas ya institucionalizado; harinas integrales, miel y artesa-
nía en fase de formación), que aprovechen las potencialidades locales y 
diversifi quen la producción para el incremento de ingresos; y (iii) la bús-
queda de mejores nichos de mercado para la producción agropecuaria tra-
dicional del área, principalmente consumidores conscientes que valoren la 
producción de la agro biodiversidad local, sin transgénicos ni pesticidas y 
permitan mejores ingresos que los que actualmente se logran por la venta 
de excedentes.

Por otra parte, ha sido también muy positivo el avanzar con la implemen-
tación y materialización de la referida estrategia: 

• Haber logrado la plena institucionalización de la Organización 
Económica Comunitaria (Estatuto, Reglamento, Personería Jurí-
dica, NIT, RRSS, estructura de gestión, etc.).

• Haber defi nido con plena participación comunitaria el carácter y 
la organización del emprendimiento productivo inicial.

• Haber montado la primera planta de transformación de granos y 
producción de galletas con base en el esfuerzo de toda la Central, 
los aportes de todos los afi liados y las gestiones fi nancieras y po-
líticas ágiles de los dirigentes y directivos.

• Lograr un producto de calidad que tiene una demanda creciente y 
ya cuenta con cuatro años en el mercado, y una producción soste-
nida y en constante expansión.

• Haber logrado la participación exitosa en licitaciones públicas en 
tres años consecutivos, y la sostenibilidad económica del empren-
dimiento.

Por supuesto, todo ello tiene que ver con un Directorio y personal capaci-
tados.
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DIFICULTADES

En cuanto a las debilidades. En primer lugar, hay que mencionar el tema 
de la participación de las mujeres; si bien el emprendimiento fue pensa-
do principalmente para que participen las mujeres, al momento de cum-
plir las exigencias sanitarias, los horarios y el régimen de trabajo “fabril”, 
ellas quedaron fuera de escena a causa de sus difi cultades de tiempo. (Esto 
planteó la necesidad de explorar otra opción productiva más acorde con la 
vida de las mujeres del territorio: la producción artesanal, la cual actual-
mente está en fase experimental).

Otra debilidad es la que se produce con la rotación de miembros del Di-
rectorio de la Organización y de los dirigentes de la Central. En cuanto 
a la Organización, el funcionamiento de la OECOM requiere capacida-
des administrativas y de gestión en el Directorio de la Organización -para 
garantizar la adecuada conducción del emprendimiento y seguimiento al 
nivel operativo del mismo-; y a nivel de la Central también se requieren 
capacidades para un buen seguimiento al desempeño de la gestión de la 
OECOM. Dado que ambos grupos de autoridades son rotativas, la inver-
sión en su capacitación debe volver a hacerse el momento que ellas se 
renuevan. 

En el marco del apoyo que brindó ISA Bolivia y el Programa Nacional Bio-
cultura al proceso de constitución de la OECOM-R, se contó con recursos 
para la primera capacitación, de manera que las capacitaciones siguientes 
y necesarias tras los cambios de autoridades, no contaron con los recursos 
requeridos, por lo que fueron menos consistentes y con efectos en el des-
empeño de los siguientes directorios y en el seguimiento por parte de la 
Central. El hecho que el último Directorio no haya accedido a una buena 
capacitación en gestión administrativa condujo a decisiones económicas 
inadecuadas como, por ejemplo, elevar excesivamente el precio que se 
paga por el trigo a los socios, lo que generó falta de liquidez para pagar al 
personal y el deterioro de su situación.

Una difi cultad enfrentada es la competencia con grandes empresas, al mo-
mento de las licitaciones para la provisión de insumos para el desayuno 
escolar. Estas empresas, que trabajan a gran escala, con niveles elevados de 
industrialización, personal asalariado -permanente y califi cado-, grandes 
escalas de producción, y que utilizan materia prima también producida 
industrialmente (con altos niveles de agroquímicos y, en muchos casos, 
productos transgénicos), tienen la posibilidad de ofrecer productos más 
baratos, que obliga a que la oferta de la OECOM se situé en el mismo 
rango de precios, aunque ello reduzca en exceso su margen de ganancia.
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Finalmente, una de las mayores difi cultades enfrentadas han sido los re-
trasos en los pagos de parte del Municipio. Esto ha generado una situación 
crítica de iliquidez que difi culta el cumplimiento de pagos con los opera-
rios y que motiva la renuncia de varios de ellos, obligando a la Organiza-
ción a sustituirlos con personal que no tiene el mismo nivel de capacita-
ción; ello tiene consecuencias en la calidad del producto y el manejo de las 
maquinas.

Estas difi cultades han colocado a la planta de producción de galletas en 
una situación de crisis, que está obligando a revisar lo avanzado hasta aho-
ra, refl exionar sobre las difi cultades señaladas y redefi nir estrategias. Se 
trata de una crisis que se la está asumiendo como un momento de apren-
dizaje. En este marco se debe realizar una Asamblea General de socios 
para analizar estos problemas y defi nir medidas de ajuste.

En este contexto, al presente la PECOM-R enfrenta la imposibilidad de 
responder a la demanda existente por las difi cultades señaladas, a pesar 
de los diversos pedidos que no han podido ser atendidos por haberse con-
centrado totalmente en el mercado del desayuno escolar, y estar limitada 
en su desempeño por las difi cultades de liquidez ya señaladas ocasionada 
por los retrasos de pagos del municipio.

DESAFÍOS

Un desafío muy grande, quizá el principal en este tipo de emprendimien-
tos, es el del desarrollo de capacidades en administración y gestión y en 
producción, considerando la rotatividad de los cargos y el carácter comu-
nitario de las decisiones y dinámica de la organización. De momento, una 
alternativa es apuntar a institucionalizar programas audiovisuales de capa-
citación para el Directorio, los dirigentes de la Central y los operarios, que 
tengan como dato de la realidad el que la gente va a rotar. A mediano plazo 
es necesario institucionalizar la capacitación en estos temas en las escuelas 
y en el Centro de Formación de Líderes por lo menos en lo referente a las 
bases de administración y sostenibilidad, ya que el objetivo fi nal en este 
campo debiera ser contar con una masa crítica que garantice estabilidad 
en la gestión de la OECOM.

Otro desafío inmediato es el de la ampliación y optimización de merca-
dos. Es necesario trascender el actual mercado del desayuno escolar que 
paga poco y tarde. Se requiere conquistar nuevos mercados, para lo cual es 
necesario realizar algunas inversiones para diversifi car los productos, me-
jorar la imagen y mecanizar el empacado. Considerando las condiciones 
de competencia con las grandes empresas, se debe trabajar en la apertura 
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de mercados más selectos, como señalamos, de consumidores conscientes 
que estén dispuestos a pagar lo que corresponde por productos sanos y 
socialmente responsables.

Estos dos desafíos -de desarrollo de capacidades y apertura de mercados- 
creemos que se los puede encarar de manera coordinada con otras au-
tonomías indígenas, cuya producción tenga el mismo perfi l que la de la 
OECOM-R.

Desde el punto de vista de las bases de la OECOM-R, urge ampliar la es-
cala de los benefi cios generados para los socios, de manera que estos sean 
signifi cativos para la mayor parte de sus miembros. Ello está ligado a la so-
lución de los problemas referidos a la planta de producción de galletas -la 
ampliación de mercados y todo lo asociado a ello-; sin embargo, demanda 
también la diversifi cación de las líneas productivas que se halla en proceso, 
pues la producción de galletas no podrá ser una alternativa real para las 
más de 2.000 familias que componen la OECOM-R. 

Estas otras líneas de producción benefi cian de manera particular a distin-
tos segmentos de población o zonas del territorio (la producción de miel, 
a comunidades que cuentan con áreas signifi cativas de bosques; la pro-
ducción artesanal, principalmente para las mujeres; la optimización de la 
comercialización de maíz, trigo y papa a quienes disponen de excedentes 
en estos cultivos, etc.). Cada una de estas líneas complementarias de tra-
bajo de la OECOM está siendo desarrollada de manera paralela (en todos 
los casos aún en fase experimental). Se espera que, una vez resueltos los 
problemas que ahora se enfrentan en la producción de galletas, se pueda ir 
ampliando y consolidando cada una de estas líneas (pero, como se dice en 
la zona, “un paso a la vez”).

Con relación al tema de género, las difi cultades antes anotadas, a las que 
se suman las grandes distancias de desplazamiento necesarias entre las vi-
viendas de las mujeres dispersas por todo el territorio y un establecimiento 
de producción centralizado, nos han impulsado a refl exionar y concluir 
que la planta de producción de galletas no es una opción para las orga-
nizaciones de mujeres; por ello se ha decidido optar por otro emprendi-
miento que sea parte de la OECOM-R , pero que se adecue a la realidad y 
la cotidianidad de las mujeres del territorio. Inicialmente las mujeres iden-
tifi caron como alternativa la producción de tejidos, que en la región son de 
calidad; sin embargo, tras el sondeo inicial de mercado se pudo ver que los 
tejidos “se regalan” en los mercados populares de Cochabamba. Por tanto, 
se ha optado por la recuperación/recreación del arte del bordado -un arte 
tradicionalmente propio de los hombres y único en el contexto de la arte-



EXPERIENCIAS Y DEBATES DESDE PAÍSES ANDINOS Y PAÍS VASCO 35

sanía boliviana-. En esa perspectiva, se ha desarrollado una primera fase 
de promoción del bordado y el diseño entre las mujeres y de exploración 
de productos de venta, cuyo resultado ha sido muy heterogéneo respecto 
a las aptitudes y calidad de productos alcanzados por las participantes. Por 
ello se está en la encrucijada de cómo seguir, pues la organización de mu-
jeres quiere un emprendimiento en el que participen todas sus afi liadas. 
Su desarrollo aun requerirá de tiempo adicional de fase exploratoria y de 
esfuerzo en un horizonte de mediano plazo.

Conclusiones

• La Organización Económica Comunitaria constituye, en el caso ana-
lizado, el paso fundamental para lograr que las conquistas legales de 
derechos indígenas -y, en especial, la titulación de territorios indíge-
nas- se conviertan en un hecho económico signifi cativo que trans-
forme la posición estructural de sometimiento y explotación de las 
economías indígenas y campesinas para los pueblos en cuestión, por 
la economía de mercado. Así mismo, los territorios indígenas son un 
espacio privilegiado para el desarrollo de las OECOM, pues cuentan 
con la base organizativa intercomunal, la cultura productiva comparti-
da entre sus miembros y una escala humana que es mayor a la de una 
comunidad aislada y que tiene, por tanto, más capacidad de desempe-
ño como actor económico.

• Sin embargo, esta forma de organización económica implica un com-
plejo desarrollo de capacidades y destrezas, que debe ser encarado 
con enfoque comunitario y considerando la rotatividad de los cargos, 
lo cual requiere una solución institucionalizada de mediano plazo. En 
todo caso, el emprender tareas como el mejoramiento de la produc-
ción, su transformación y la participación en la economía de mercado, 
de manera colectiva, implica cambios en las organizaciones tradicio-
nales de los territorios indígenas, que no son fáciles de lograr y de-
mandan esfuerzos de mediano plazo.

• El proceso de desarrollo y consolidación de estas organizaciones y su 
participación en la economía de mercado como sujetos económicos 
colectivos, demanda del apoyo decidido de las políticas públicas. En 
gran medida la ruta del apoyo necesario de parte del Estado está de-
lineada en las leyes: Ley 144 de  “Revolución productiva comunitaria 
y Agropecuaria”, y Ley 338 de “OECAS y OECOM para la integración 
de la Agricultura Familiar”. Sin embargo, existe el gran desafío de con-
vertir lo dispuesto por estas leyes en acciones públicas comprometidas 
a nivel local.
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Fortalecimiento de organizaciones 
económicas campesinas (OECA)

La experiencia de CORACA-PROTAL

Marc Devisscher3

La historia de CORACA-PROTAL remonta a principios de los años ochen-
ta y tiene su origen en un proyecto de ley que fue elaborado por la Con-
federación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUT-
CB) durante el gobierno de la Unidad Democrática y Popular (UDP), que 
estuvo presidido por Hernán Siles Suazo (1982-1985). Se trata de la Ley 
Agraria Fundamental, cuyos contenidos fueron puestos a discusión de los 
afi liados de bases en un Congreso Nacional de Reforma Agraria convoca-
do por la CSUTCB en enero de 1984. Una de las comisiones del Congreso 
redactó los estatutos de la “Corporación Agropecuaria Campesina (CORA-
CA)”, los que son aprobados por los delegados al Congreso. Como dato 
curioso, el relator de esa comisión era el actual Presidente de Bolivia, Evo 
Morales Ayma, quien entonces era dirigente sindical y representante en 
aquel Congreso de los productores de coca del Chapare cochabambino. 

La Ley Agraria Fundamental nunca llegó a ser aprobada por el Parlamento. 
Sin embargo, los estatutos de la CORACA dieron lugar a la promulgación 
del Decreto Supremo Nº 19877 que reconoció su personalidad jurídica en 
febrero de 1984. A raíz de este decreto, nacen desde ese mismo año varias 
CORACA departamentales en el país, las que fueron promovidas por las 
respectivas federaciones departamentales de productores/as campesinos: 
La Paz, Oruro, Chuquisaca, Potosí, Tarija. Igualmente surgieron algunas 
CORACA regionales, particularmente en el Altiplano Sud (Uyuni) y en 
Sud Yungas (Irupana). Las CORACA fueron consideradas el “brazo econó-
mico” de estas federaciones únicas de los productores campesinos.

La CORACA Cochabamba es creada en el año 1985 por la Federación 
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Cochabamba (FSUTCC); 

3 Marc Devisscher es ingeniero agrónomo (Bélgica) y sociólogo (Venezuela). Tiene 
post-grado en economía andina (Perú). Durante su carrera profesional, se fue espe-
cializando en la temática de las Organizaciones Económicas Campesinas (OECA). 
Tiene varias publicaciones al respecto tanto a nivel nacional como internacional. 
También realizó estudios sobre gestión territorial y sobre fomento de la agroecolo-
gía en el país. Recientemente, publicó una investigación sobre el rol de las ONG en 
Bolivia en la actualidad.
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este es un año particular de crecimiento de los afi liados a esta Federación 
con base en la incorporación, principalmente, de trabajadores exmineros 
despedidos de las minas estatales, producto de las políticas de ajuste es-
tructural implementadas a partir de agosto de 1985. Pero también con la 
incorporación de numerosos contingentes de campesinos minifundistas 
despegados de sus tierras y que, junto a los exmineros, buscaban nuevos 
medios de vida mediante su asentamiento en diversos territorios, en este 
caso del trópico y valles de Cochabamba.

Construcción de CORACA-PROTAL: trayectoria e hitos

En la década de los ochenta coincidieron fenómenos de colonización de 
tierras vírgenes en el Oriente del país y en la zona del Chapare que, des-
de tiempos anteriores, ya estaban fuertemente instalados en la cabeza 
de muchas familias campesinas presionadas por el minifundio, y que se 
acoplaron a las necesidades de un contingente de asalariados mineros 
que fueron despojados de sus empleos a raíz del D.S. 21060 y de la 
Nueva Política Económica implementada por el Gobierno de Víctor Paz 
Estenssoro, a partir de 1985. 

ASENTAMIENTOS HUMANOS

Es bajo esas circunstancias que, en la FSUTCC y la recién constituida 
CORACA Cochabamba, surge la idea de organizar un asentamiento 
humano de familias campesinas pobres y de exmineros, en el Valle de 
Totolima, ubicado en la cuenca del Río Torreni al extremo norte del mu-
nicipio de Tiquipaya (provincia Quillacollo). 

ASENTAMIENTO TOTOLIMA

Para llevar adelante esta iniciativa se había valorado la existencia de un 
camino carretero desde Tiquipaya hasta las proximidades del pueblo de 
Torreni aunque, a partir de ahí, la distancia hasta la zona defi nida para 
el asentamiento exigía caminar varias horas a pie. El planteamiento de 
la FSUTCC y la CORACA departamental consistía en destinar el asen-
tamiento a una producción diversifi cada asentada en café, frutales y ga-
nadería y en base a 100 familias y en la organización de cuatro grupos 
de trabajo. Las primeras familias asentadas añadieron inmediatamente 
el cultivo de locoto a los inicialmente previstos, así como la actividad 
de la apicultura; producciones que ya estaban siendo desarrolladas por 
las escasas familias que vivían en el lugar con anterioridad al proceso 
de asentamiento organizado por la Federación. 
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Durante el transcurso de los dos primeros años, las difi cultades de tras-
lado de los productos al mercado no se dejaron esperar; ello motivó 
la experimentación con modalidades de deshidratación del locoto. En 
esta perspectiva, se dispusieron cuatro equipos comunales artesanales 
para el secado de este producto; materia básica para producir –de ini-
cio- algunos kilos de locoto deshidratado en polvo con el objetivo de 
ser comercializados sin riesgos de descomposición y traslado. 

En cuanto a la miel de abejas, su producción empezó a cobrar impor-
tancia convirtiéndose en el segundo producto comercializable. A pesar 
de estos signifi cativos emprendimientos productivos, no fue fácil con-
tar con un número signifi cativo de colonos en el asentamiento; ellos no 
alcanzaban siquiera a un centenar.

Con todo, es bajo esta dinámica que, en 1992, la FSUTCC pudo pose-
sionar a la CORACA Regional Totolima con base en los cuatro grupos 
de trabajo que constituyeron los embriones de las CORACA comunales.

ASENTAMIENTO NORTE ALTAMACHI

Un par de años después, y en vista de la experiencia impulsada por 
la FSUTCC en el valle de Totolima, hacia 1987 el Comité Ejecutivo de 
la Central Única Campesina de la provincia Ayopaya -en particular su 
connotado dirigente Román Loayza- decide impulsar un proceso de co-
lonización hacia el valle de Qhory Mayu, ubicado al extremo norte del 
municipio de Morochata (provincia Ayopaya) y colindante con el valle 
de Totolima. En esta oportunidad, el propósito también estaba referido 
a benefi ciar a familias campesinas sin tierra, a hijos e hijas menores sin 
tierra y exmineros de la provincia (Kami), con un asentamiento similar. 
El asentamiento se inspiraba en el modelo y experiencia de Totolima; 
es decir, se trataba de grupos de trabajo con perspectiva de convertirse 
en base de otras CORACA comunales. Del mismo modo, la propuesta 
productiva diversifi cada integró la producción de locoto desde el inicio.

Hacia 1992, el conformado “Comité de Asentamientos de Norte Ayo-
paya” se constituye en sindicato de Qhory Mayu, afi liado a la Central 
Sindical de Altamachi. Este sindicato cuenta con su CORACA comunal; 
y para el emprendimiento se implementó in situ un secador artesanal 
con miras a la producción de locoto deshidratado en polvo. En este 
caso, el número de colonos interesados en vivir en esta zona alcanzaba 
a 190; sin embargo, los realmente activos no superaban los 150 o alre-
dedor de 30 familias. 
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Foto de Hernán Vásquez

Trayectoria de CORACA Totolima-Altamachi & PROTAL

En enero 1993, Román Loayza es elegido Secretaria Ejecutivo de la FSUTCC 
y es bajo su conducción que, en marzo de ese año, los sindicatos de Qhory 
Mayu, Carmen Pampa, Totolima y otros grupos de trabajo de Porvenir y 
Jaythasiri, se reúnen en asamblea para conformar la CORACA Regional 
Totolima-Altamachi, mediante la fusión de los dos procesos de asenta-
miento. La estructura orgánica de la CORACA Regional contemplaba los 
cargos de Presidente y Vice-Presidente, de responsable de producción, de 
responsable de industrialización y comercialización, y de responsable de 
infraestructura y servicios. Esta primera directiva fue posesionada por la 
FSUTCC. Ya en abril se conforma la unidad de comercialización bajo el 
nombre de “Productos Totolima-Altamachi (PROTAL)”. En junio se sus-
criben convenios con las CORACA comunales que comprometen la pro-
ducción y provisión de locoto en polvo y miel, y se empieza el proceso de 
acopio de estos productos.

Para septiembre del mismo año, se aprueba la incorporación de una nueva 
zona de producción: Mayqa Monte – San Julián, ubicada al extremo norte 
del municipio de Colomi (Chapare) y colindante con el municipio de Ti-
quipaya (Quillacollo) y de Morochata (Ayopaya). De esta manera, el terri-
torio de origen de la producción de CORACA-PROTAL se amplía y queda 
circunscrito en la confl uencia de tres municipios: Tiquipaya, Morochata y 
Colomi, y tres provincias: Quillacollo, Ayopaya y Chapare. 
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Así, a principios del año 1997, la CORACA-PROTAL había crecido sig-
nifi cativamente, por lo que se plantea adquirir un inmueble propio en la 
ciudad de Cochabamba, mediante la gestión de un préstamo de la ANED 
(Asociación Nacional Ecuménica de Desarrollo). Si bien entonces todavía 
no se logra la compra del inmueble, el crédito le permite acceder –bajo la 
modalidad de contrato por anticrético- a una sala de envasado, una tienda 
de venta y espacios para ofi cinas. Este proceso no estuvo exento de se-
rias difi cultades que empezaron a manifestarse ya a los pocos meses de su 
creación. Una manifestación lamentable de esas difi cultades fue la fuga del 
administrador campesino con un monto signifi cativo de dinero que dejó 
a la organización con deudas elevadas y precarias condiciones económi-
cas. Esta circunstancia desanimó a muchas familias para continuar con el 
emprendimiento; no obstante, las CORACA comunales acordaron otorgar 
un préstamo a su organización, que le permita continuar con la iniciativa 
hacia adelante. Como este tipo de hechos se fueron repitiendo4, la CO-
RACA-PROTAL debió generar un sistema de control interno que lo logra 
concretar recién en el año 2001. 

Ese mismo año, el 10 de agosto, la Prefectura del departamento de Co-
chabamba reconoce la personalidad jurídica de la organización, mediante 
Resolución Prefectural Nº 248/01, incorporando con fi nes legales la de-
nominación de Asociación Agropecuaria Campesina CORACA PROTAL.

En cuanto a su dinámica económica, las evidencias dan cuenta que la pro-
ducción fue creciendo a un ritmo mayor que las ventas; esto originaría el 
desarrollo de una campaña agresiva de comercialización y, lo más impor-
tante, la búsqueda de coordinación con la CIOEC (Coordinadora de Inte-
gración de Organizaciones Económicas Campesinas) y otras alianzas para 
identifi car estrategias concretas de comercialización que logren posicionar 
el locoto en polvo y los productos de la apicultura en los mercados del país. 

A nivel local, se promueve la publicitación del locoto en polvo mediante 
spots radiales y televisivos; también se difunden volantes, se confeccionan 
mandiles con las ilustraciones de los productos, y otras iniciativas. Estas 
acciones tuvieron resultados importantes: CORACA-PROTAL terminará 
esa gestión comercializando prácticamente tres toneladas métricas de lo-
coto en polvo y seis toneladas métricas de miel. 

Desde ese momento, la producción y las ventas de CORACA – PROTAL 
no han dejado de crecer. Se ha diversifi cado la presentación del locoto en 
polvo en envases diferenciados (frascos tipo saleros, sachets y sobrecitos). 
Ha sido importante también el proceso progresivo de diversifi cación de la 
producción de derivados de la apicultura. 

4 Los robos se siguieron produciendo en lo posterior, como el producido en mayo 
1999 y que afecta los productos en almacén.  
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Foto de Hernán Vásquez

Entre esos productos se encuentra la Nutriapis (miel de abeja, jalea real y 
polen), la jalea real, la crema de miel, la crema de propóleos, la propomiel, 
el propóleo concentrado, el polen, la cera estampada y caramelos de miel y 
propóleo. También desde entonces, este emprendimiento se ha propuesto 
incursionar en el desarrollo de algunas rutas turísticas a través de las zonas 
de producción. 

Un asunto nada menor es que, también desde entonces, CORACA PRO-
TAL ha dejado de depender de cooperación externa para su funciona-
miento; aunque, sin duda, seguirá demandando apoyos específi cos y asis-
tencia técnica en temas de gestión empresarial, desarrollo organizativo, 
innovaciones tecnológicas y apertura de nuevos mercados.

Desde 2007, CORACA-PROTAL cuenta con ofi cinas propias en la ciudad 
de Cochabamba y se encuentra construyendo una planta procesadora de 
alimentos en Apote (próximo a Tiquipaya) destinada a la transformación 
y envasado de sus productos. Con el apoyo e impulso de la CIOEC, im-
plementa además actividades de difusión y validación de su oferta de miel 
por parte de organizaciones del movimiento de economía social y solidaria 
del país y, por este medio, tienen la perspectiva de ingresar en el plan de 
Subsidio de Lactancia del Ministerio de Salud. 

Fruto de estos recorridos, en abril 2008, se funda la Asociación Nacional 
de Productores Apícolas de Bolivia (ANPROABOL) como organización de 
“tercer piso” que fortalece los emprendimientos asociativos en el país, cuya 
personaría jurídica fue obtenida en el año 2010.

-En 2001: Se concreta un sistema de control 
interno(de calidad)

-En agosto 2001: La Prefctura reconoce la per-
sonaría jurídica de la“Asociación Agropecuaria 
Campesina CORACA-PROTAL“.

-Se va diferenciando la presentación del loco-
to en polvo (frascos, sachets) y diversifi cando 
la producción de productos apícolas.

-Se incursiona en el turismo rural.

-La organización deja de benefi ciarse de 
cooperación externa para su funcionamiento.

-Hacia el 2007, CORACA-PROTAL tiene 
ofi cinas propias en Cochabamba y está cons-
truyendo una planta procesadora de alimentos 
en Apote (Tiquipaya) para la transformación y 
envasado de sus productos.

La experiencia de “CORACA PROTAL”
*Trayectoria e hitos*
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Logros y di� cultades en el proceso

En la actualidad, las ventas de CORACA-PROTAL superan las 20 tone-
ladas métricas de locoto en polvo y las 25 toneladas de miel al año. La 
organización cuenta con unas 150 familias asociadas y funciona con una 
Asamblea General de Delegados en la que participan dirigentes y líderes 
de las CORACA comunales de cuatro comunidades (Qhory Mayu, Car-
men Pampa, Maiqa Monte y San Julián) y de dos grupos de trabajo (Por-
venir y Jaythasiri). La Asamblea tiene carácter decisional y es la instancia 
que diseña las políticas generales de la Asociación. Además, cuenta con 
un Directorio que es la instancia ejecutiva y que está conformada por siete 
miembros o personas: cuatro con competencias en lo administrativo, y tres 
que fungen como Comité de Control (de calidad). 

Las CORACA comunales responden a su organización matriz en materia 
de producción y comercialización, y actualmente tienen hornos de des-
hidratación de locoto y molinos instalados en cada comunidad, donde se 
realiza el pre-procesamiento de los productos primarios bajo condiciones 
naturales y ecológicas, sin generar impactos negativos al ecosistema local. 
Se estima que, en estas comunidades, el ingreso proveniente de las ventas 
de locoto deshidratado en polvo y de productos de la apicultura a CORA-
CA-PROTAL, signifi ca entre el 50 y el 75% del ingreso familiar.

Como puede advertirse, existe una estructura piramidal en la organización 
de este importante emprendimiento que se traduce en una forma de inte-
gración vertical del proceso productivo. 

Uno de los factores fundamentales que, a mi modo de ver, conduce al éxito 
de esta organización es el liderazgo comprometido de sus dirigentes, su 
visión empresarial y su capacidad de establecer alianzas comerciales que 
implican la disminución de costos de comercialización, acceso a puntos 
de venta de otras organizaciones; de alianzas técnicas que le permiten la 
introducción de innovaciones; y también otras muy funcionales de carác-
ter fi nanciero. Así es cómo la CORACA-PROTAL es una afi liada activa 
de la CIOEC, de la AOPEB, de la Red TUSOCO (TURISMO SOLIDARIO 
COMUNITARIO) y de la ANPROABOL. En esta última asume un rol in-
discutible de líder nacional.

Otro factor clave de su éxito, a mi juicio, es que la actual estructura jerár-
quica de CORACA se fue construyendo paulatinamente: no fue una im-
posición estatutaria o legal, sino un proceso que inició con modalidades 
colectivas y muy participativas de decisión, las que fueron evolucionando a 
medida de las contingencias enfrentadas (cambios de tamaño, tecnologías, 
mercados, otros). ¡Ambos factores son, básicamente, los creadores de una 
importante confi anza y lealtad social!



ECONOMÍA SOLIDARIA Y COMPROMISOS CON LA EQUIDAD DE GÉNERO44

Foto de Hernán Vásquez

Dicho esto, más que en los logros alcanzados, es en las difi cultades en-
frentadas y superadas donde quisiera poner el énfasis en lo que sigue, para 
poder extraer lecciones que sean útiles para otros emprendimientos aso-
ciativos del país.

EL “FREE RIDING” Y EL “AZAR MORAL”

Con la historia de la CORACA-PROTAL es posible contar con evidencias 
que muestran que el ser humano tiende a individualizar el benefi cio y a 
colectivizar el perjuicio. Tanto durante la fase de asentamientos humanos 
como después -en la implementación de la unidad de comercialización 
PROTAL- han surgido actitudes de aprovechamiento individual u oportu-
nismo por parte de algunos asociados. Es lo que se llama el free riding (o 
“frirraidismo”), una suerte de oportunismo individual que se expresa en la 
actitud de búsqueda de benefi cios para sí o para la familia con base en la 
colectivización de los perjuicios5.

5 Un ejemplo al respecto y frecuente en el área rural es el de la crianza de ovejas en las 
comunidades campesinas. Se sabe que esta crianza es una “caja de oro” y que, por 
tanto, cada uno quiere tener la más grande posible. Este objetivo tiene muchas veces 
el efecto del sobrepastoreo pero no en el terreno propio sino en el de la comunidad. 
Así, el benefi cio particular supone un perjuicio que se traslada a los otros miembros 
de la comunidad.  

- Actualmente, las ventas de CORACA-
PROTAL superan las 20 toneladas de locoto 
en polvo y las 25 toneladas de miel al año.

- La organización cuenta con un@s 150 
asociad@s y activ@s.

- En las comunidades, la venta de locoto 
en polvo y de productos de la apicultura a 
CORACA-PROTAL signifi ca entre el 50% y el 
75% del ingreso de las familias.

Dos factores fundamentales conllevan al éxito de 
la organización:

- El liderazgo comprometido de sus dirigentes, 
su visión empresarial y su capacidad de 
establecer alianzas (comerciales, técnicas, 
fi nancieras).

- La estructura jerárquica construida 
paulatinamente a medida de las 
contingencias enfrentadas (crecimiento, 
tecnología, mercado...) u no por imposición 
estatutaria o legal.

La experiencia de “CORACA PROTAL”
*Logros en proceso*
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Además de los casos de fugas y robos -que hablan de “riesgo moral” como 
los que se presentaron en 1997 a cargo de campesinos-, otros casos como 
el del locoto “pardeado” que las CORACA comunales dejaron quemar, o 
el de la miel “alargada” con agua que la organización tuvo que comprar de 
sus afi liados y afi liadas, en ausencia de mecanismo de control interno de 
calidad (hasta el 2001), dan cuenta de esa actitud, con los consiguientes 
perjuicios para la CORACA-PROTAL. 

De igual modo, se registran casos de incumplimiento de acuerdos (de can-
tidad o plazos, entre otros) por parte de socias y socios, y/o de las CO-
RACA comunales. Con todo ello, la organización fue entendiendo que la 
vinculación libre entre personas y organizaciones colectivas no resulta de 
un mero ideal cooperativo o de un cierto altruismo, sino del hecho que un 
agente racional solo elegirá el sistema institucional que para él represente la 
posibilidad del mayor benefi cio neto; asimismo, participará en un sistema u 
organización colectiva solamente si pierde menos (o gana más) que en un 
espacio o sistema privado alternativo (esto es algo que nos dice la teoría de 
la elección racional). 

A juicio mío, son varios los elementos que han estado permitiendo contra-
rrestar hoy en día esa tendencia asociada al riesgo moral en la organiza-
ción. Un primer elemento es que el aporte de socios y socias fue exigente 
en sacrifi cios de todo tipo desde el momento mismo de la instalación de 
los asentamientos: no se trató de un mero aporte monetario, como suele 
ocurrir, sino que implicó mucho trabajo en apertura de caminos, en trans-
porte de materiales diversos, en pérdida de productos en los ensayos para 
producir los deshidratados, etc. 

Estos sacrifi cios coadyuvaron al desarrollo de una cultura organizacional 
particular que, además, se asienta en estructuras comunales que facilitan la 
participación de las y los socios. Un segundo elemento es que la organiza-
ción siempre optó por pagar un porcentaje elevado del precio al productor 
(80% a la entrega del producto). Esta opción, por lo demás, contribuye a 
generar cultura y cohesión organizacional bajo criterios de justicia, asegu-
rando a sus socios un buen precio por sus productos al momento de su 
entrega. Y un tercer elemento, me parece, está relacionado al hecho que la 
organización está generando trabajo para hijos e hijas de las y los socios. 

Obviamente que a todo ello debe sumarse –como ya lo mencioné- el li-
derazgo comprometido (y carismático) de los dirigentes, que se mantiene 
pese a los reveses sufridos. 

FIJACIÓN DE PRECIO A LOS Y LAS SOCIAS COMO PROVEEDORES/AS

En las organizaciones de la economía social y solidaria, el equilibrio entre 
el benefi cio de socios y socias y la sostenibilidad de la organización siem-
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pre ha sido fuente de confl icto. CORACA-PROTAL encaró la producción y 
la comercialización del locoto deshidratado en polvo al tanteo, por prueba 
y error, como muchas veces ocurre en las familias campesinas. No se había 
realizado un estudio de mercado y no se tenía idea clara de los costos de 
producción. El producto era un “tinkazo” fruto de las condiciones de trans-
porte y no existía prácticamente en el mercado, por lo que no se tenía una 
referencia sobre su precio. 

Es recién en 1995, después de casi tres años de comercialización, que se 
alcanza a defi nir los costos de producción, gracias al trabajo de un estu-
diante de la Universidad Mayor de San Simón. Teniendo este ejercicio a 
disposición, el precio al acopio del locoto en polvo para las y los socios 
como proveedores o proveedoras termina fi jándose por los productores 
en asamblea, considerando únicamente el costo de producción (juzgado 
“justo” por socias y socios al integrar utilidad para el productor), y también 
un porcentaje adicional para la CORACA comunal. Es decir, no entra en 
consideración el riesgo de que -de pronto- el precio determinado pueda 
resultar demasiado elevado de cara al equilibrio fi nanciero de PROTAL, 
y/o exageradamente alejado del precio del mercado. 

Hasta hoy, PROTAL no tiene otra salida que incrementar el precio al clien-
te y/o disminuir su margen de comercialización; lo que implica serias di-
fi cultades para la organización en la generación de recursos fi nancieros 
sufi cientes para capital de operación y nuevas inversiones. PROTAL no 
tiene más alternativa que la de ser competitivo en el mercado y aceptar 
disminuir su margen de comercialización o aumentar el precio al compra-
dor. En su caso, los excedentes se capitalizan, no se distribuyen, porque se 
supone que esa utilidad ya está en el precio. 

En resumen, CORACA-PROTAL no distribuye utilidades y tampoco rea-
liza un reintegro posterior al precio: la organización se orienta principal-
mente a asegurar el acceso a mercados para los productos de sus asocia-
dos. Este enfoque le permite encarar de forma sistemática el desarrollo de 
la empresa (capital de trabajo, innovaciones tecnológicas, etc.) y de los ser-
vicios adicionales a los socios (servicios productivos y sociales limitados).

Alcances y retos futuros

Considero que hay tres restos fundamentales para la organización. 

DIVERSIFICACIÓN DE RIESGOS

Un primer reto es el de la diversifi cación de riesgos. La CORACA ya ha de-
mostrado –y ha sido señalado- su capacidad en aprovechar oportunidades, 
alianzas posibles, etc.; por tanto no lo repito. Pero está claro que si no logra 
diversifi car sus riesgos no logrará ser competitivo en el mercado. 
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Una organización solo puede generar efectos positivos en el ingreso de 
sus asociados y asociadas, y lograr su propia sostenibilidad económico fi -
nanciera, si logra competitividad en el mercado. Está claro, desde ya, que 
difícilmente acá funciona una estrategia de liderazgo en costos (vender 
mucho y barato) y, por el contrario, aquí se aplica más la opción de vender 
con una estrategia de diferenciación (vender caro aunque poco). CORA-
CA-PROTAL ha demostrado tener capacidad para innovar y diversifi car 
sus productos generando valor agregado, estableciendo alianzas y aprove-
chando las diversas coyunturas.

Sin embargo, la organización tiene hoy que enfrentar varios competidores 
locales y de otros departamentos en la producción de locoto deshidratado 
en polvo. En cuanto a miel, está surgiendo el programa gubernamental 
“pro miel” que, posiblemente, le permita presentarse como un competi-
dor en los programas de compras estatales. Desde hace unos dos años ya, 
CORACA-PROTAL intenta diversifi car su producción incursionando en la 
transformación de otros productos (como la racacha) con miras a diversi-
fi car sus riesgos.

CONTROL SOCIAL

CORACA-PROTAL tiene bien desarrollado los mecanismos de control in-
terno de gerencia general, pero muy poco ha desarrollado los de control 
social. En Bolivia, el Código Civil no hace referencia a órganos de vigilan-
cia/fi scalización, por lo que las asociaciones suelen conformar esos órga-
nos inspirándose en la legislación relativa a sociedades cooperativas. Esos 
órganos se conforman desde las asambleas y son colocados en el mismo 
nivel jerárquico que el directorio; así, ninguno depende del otro y no existe 
una línea de mando entre ambos. Los análisis y las recomendaciones que 
derivan de ello deben ser presentados ante el Consejo de Administración 
(responsable en lo operativo); pero, sobre todo, deben ser elevados ante la 
Asamblea que lo ha elegido y que puede decidir en última instancia. 

Personalmente considero que, más allá de la vigilancia a los aspectos ad-
ministrativos, el control social debería abocarse a la vigilancia del funcio-
namiento de la organización. Este órgano de control debería dar segui-
miento al cumplimiento de la misión institucional y al compromiso activo 
del directorio y la gerencia (conformada por personal contratado) con esta 
misión; prestando atención particular a los aspectos de ética y de doble 
objetivo perseguido por las organizaciones de economía solidaria: el be-
nefi cio económico, y el bienestar social. Se trataría también de controlar 
el trato que la organización da a sus asociados y asociadas -formación e 
información, transparencia, involucramiento en refl exiones, servicios di-
versos, etc.-, y la medida en que la organización sigue respondiendo a las 
expectativas de sus miembros. En ello, las estrategias desarrolladas para 
fomentar la inclusión activa de las mujeres (y la juventud) deberían adqui-
rir una particular importancia.
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EQUILIBRIO DE GÉNERO 

Al igual que sucede en muchas empresas y organizaciones, la participación 
de mujeres y varones en CORACA-PROTAL no es igualitaria; se observan 
varios obstáculos en la participación de la mujer sobre todo en relación con 
dos aspectos: (i) en el acceso a la condición de socias (membrecía), pues se 
mantiene aún la idea que la membresía debe seguir con base en el “jefe” de 
familia: el marido. Esta idea no ha sido aún superada. (ii) En el desempeño 
de cargos de responsabilidad (decisión). 

En mi opinión, la representación de la mujer en cargos de responsabilidad 
es importante y no solo por una cuestión de democracia, sino también por 
una cuestión de efi ciencia social y cultural, más allá de la económica. 

En este sentido, mi impresión es que CORACA-PROTAL evoluciona 
fuertemente hacia la consolidación empresarial velando sobre todo por 
el buen desempeño fi nanciero-económico, pero dejando en un segundo 
plano las cuestiones sociales y culturales. Se necesitan más mujeres en ca-
lidad de miembros y en el desempeño de altos cargos, de modo de abrirse 
a la introducción de nuevas cuestiones en su agenda, y de discutir sobre 
problemas diferentes y nuevos asociados con la cuestión de la equidad 
que aseguren a plenitud el doble objetivo propio de toda organización de  
economía social y solidaria, ya antes mencionado: el benefi cio económico 
y el bienestar social.



Central de Cooperativas El CEIBO Ltda. Recorrido 
con el sello del comercio justo: de los granos a un 

fi no chocolate

Natty Pari6

La Cooperativa El Ceibo es una de las experiencias exitosas de pequeños 
productores familiares que iniciaron su actividad con la producción de ca-
cao en la región tropical del norte del departamento de La Paz. En sus 
inicios, estos productores vendían su producto a intermediarios que llega-
ban a las puertas de sus parcelas; en la actualidad, ellos comercializan su 
producción de forma asociativa, tanto a nivel nacional como internacional, 
habiendo logrado no solo vender los granos de cacao sino también una 
diversidad de productos transformados derivados del cacao.

En su intento por llegar al mercado internacional, esta Cooperativa ini-
ció gestiones para incorporarse al comercio justo con producción orgáni-
ca. Al comienzo, las normativas y la certifi cación de comercio justo entre 
los compradores y consumidores de países de destino (sobre todo euro-
peos), fueron fl exibles; sin embargo, en la actualidad, esas normativas se 
han vuelto rígidas e infl exibles y –ahora- son elaboradas por instituciones 
independientes y reconocidas a nivel internacional en la función de regu-
lación del comercio justo.

De� nición del comercio justo

Si bien existe una defi nición general a nivel internacional, esta no es nece-
sariamente común para el conjunto de las organizaciones internacionales 
que regulan y promueven el comercio justo. En este documento, se utiliza-
rá la defi nición que se ha adoptado en Bolivia sobre comercio justo y que 
coincide en forma general con la defi nición internacional; ella se encuentra 
en el Artículo 8 de la Ley No. 3387, e indica: 

6 Docente de economía en la Universidad Católica de La Paz, con experiencia de 
docencia en otras universidades. Áreas de trabajo en desarrollo rural, comercializa-
ción alternativa, diagnósticos participativos en agricultura campesina y evaluación 
de proyectos.

7 Ley de Organizaciones Económicas Campesinas, Indígenas-Originarias –OECAS y 
de Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM para la Integración de la 
Agricultura Familiar Sustentable y la Soberanía Alimentaria (Ley 338 de 26 de enero 
de 2013). 
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El Comercio Justo es la comercialización basada en el diálogo, la 
transparencia y el respeto, que busca mayor equidad en el comercio 
para conseguir cambios en las reglas y prácticas de la comercializa-
ción convencional, que contribuye a un desarrollo integral para Vivir 
Bien. Ofreciendo mejores condiciones comerciales y asegurando los 
derechos de las productoras y los productores, apoyados por los con-
sumidores y consumidoras informados y responsables.

Podemos analizar algunos elementos de esta defi nición, por ejemplo:

a. Equidad en el comercio, que implicaría un juego donde ambos 
agentes son ganadores: quien compra y paga un precio adecuado 
por un producto, y quien vende y recibe un pago adecuado por el 
mismo.

b. Transparencia, que requiere contar con la información plena sobre 
el sistema de producción y también sobre los mecanismos de la 
comercialización. 

c. Consumidores responsables que apoyan esta forma de producir y 
hacer comercio.

Con base en ellos, en el comercio internacional con certifi cación de comer-
cio justo existen productos que cuentan con un precio mínimo; es decir, 
que no puede aceptarse precios por debajo de este mínimo. Entre estos es-
tán generalmente los productos que se cotizan en la bolsa internacional de 
materias primas de Nueva York y Londres; el cacao o los granos de cacao 
constituyen uno de esos productos incluidos en este régimen.

En los llamados países desarrollados o países del Norte, donde se encuen-
tran principal y mayormente los consumidores del comercio justo8, se está 
manifestando una creciente sensación entre estos consumidores de que 
los productos con certifi cación de comercio justo son más caros que los 
convencionales. Si bien existen consumidores dispuestos a pagar un precio 
alto, ello se sustenta en diversas motivaciones9; sin embargo, la mayoría de 
los consumidores no está dispuesta a pagarlo, por lo que este precio –que 

8 En sus inicios el comercio justo priorizó el comercio Norte-Sud, actualmente existen 
casos de Norte-Norte y Sud-Sud. En el caso boliviano aún no se tiene una regla-
mentación que apoye el cumplimiento del artículo 8 de la Ley 338.

9 Existen trabajos específi cos orientados a establecer una tipología de estos consumi-
dores.
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podría llamarse justo y/o solidario- podría convertirse en uno de los facto-
res que limitaría el consumo masivo de estos productos y, en consecuencia, 
las posibilidades de expansión de su producción.

El comercio justo tiene principios que promueven oportunidades para pro-
ductores económicamente desfavorecidos, promueven la transparencia, la 
equidad de género, condiciones de trabajo dignas, relaciones comerciales 
duraderas, un pago de precios y salarios justos, la protección del medio 
ambiente, prohíbe la explotación infantil y promueve la identidad de las 
diferentes culturas. Ellos se muestran en la gráfi ca siguiente:

Gráfi co 1: Los 10 Principios del Comercio Justo

Fuente: Intercrafts Perú

Por su importancia para el futuro de la producción orientada hacia el co-
mercio justo, en lo que sigue nos concentramos en el análisis del pago de 
un precio mínimo.

PRECIO MÍNIMO

El precio del cacao comercializado en el libre mercado es fl uctuante; por 
lo tanto, a lo largo del tiempo existen periodos de precios altos y otros de 
precios bajos. Sin duda, es la situación de los periodos de precios bajos, 
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la que motivó al establecimiento del precio mínimo que pueda garantizar 
un pago a los productores primarios, para permitirles obtener un ingre-
so adecuado y justo por su producción. Esta disposición ha surgido de la 
consideración de que los precios del libre mercado no son siempre justos.

En el siguiente gráfi co se aprecia la evolución del precio del cacao en el 
mercado convencional internacional y el precio mínimo del comercio jus-
to. Se identifi ca dos precios mínimos, uno del cacao en el comercio jus-
to-orgánico, que corresponde a la línea verde, y el otro de comercio justo 
correspondiente a la línea roja. Es evidente que cuando el cacao se cotiza 
en el mercado a precios por debajo de los mínimos, el agricultor recibe, al 
menos, un precio adecuado por su producción; es decir, un precio que teó-
ricamente le permite vivir dignamente (alimentación, vivienda, educación 
y salud).

Gráfi co 2: Evolución del precio del cacao en el mercado internacional del 2005 al 
2017 y del precio mínimo del comercio justo

Fuente: Finances.net (http://www.� nances.net/matieres_premiere/graphique/prix-cacao/USD; 22 de marzo del 2017)
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Sin embargo, cuando los precios están por encima de estos precios míni-
mos, los agricultores están tentados a dejar el comercio justo para vender 
su producción al mercado convencional, ya que producir para el comercio 
justo exige el cumplimiento de varios requisitos que implican costos, tiem-
po y energía, en circunstancias que el precio justo o mínimo queda bajo 
respecto al del mercado “libre”. Es, además, en estos periodos en los que 
los consumidores (generalmente los intermediarios) hacen valer el lazo 
de relaciones duraderas entre productores y consumidores; de este modo, 
para garantizar la provisión de productos (sean materia prima u otros) de 
los países productores, los consumidores ofrecen un precio ligeramente 
superior al del mercado internacional.

En la actualidad el precio mínimo para el cacao de comercio justo-orgánico 
está en 2.050 dólares por tonelada métrica (TM), y el cacao de comercio 
justo en 1.750 dólares por TM. Este precio mínimo ha ido aumentando en 
el tiempo; y es en el momento en que los precios del mercado estaban por 
debajo del precio mínimo establecido que nace el comercio justo, ponien-
do en evidencia que cuando el precio del mercado internacional está por 
encima, el comercio justo sería innecesario (si solo se toma en cuenta el 
factor precio, evidentemente).

En el rubro del cacao al igual que en la mayoría de los productos agrícolas, 
generalmente una sobreproducción no implica buenos ingresos, ya que 
esta buena producción puede generar, paradójicamente, la reducción de 
los precios justos y, en consecuencia, de los ingresos. Es decir, en ocasiones, 
el comercio justo también puede moverse siguiendo “reglas” del mercado.

La Cooperativa El CEIBO, desde sus inicios, ha ido mejorando su produc-
ción no solo en lo que se refi ere al aumento del volumen de su producción, 
sino también al fortalecimiento de su capacidad para generar valor añadi-
do a esta. Inicialmente solo se exportaba granos de cacao, en la actualidad 
también se exporta productos transformados a un mercado especializado. 
Estos productos son los chocolates fi nos en presentación fi nal.

Iniciativas importantes para el desarrollo del comercio justo

En Estados Unidos aparecen prácticas de comercio justo en los años 40 y 
ya en los años 50 Europa se une a esas iniciativas. En 1964 en Ginebra y en 
1968 en las CNUCED (Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comer-
cio y Desarrollo), se fortalece la iniciativa orientada a realizar prácticas co-
merciales más justas, con el eslogan: “comercio, no ayuda”. Es importante 
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rescatar aquí que este giro se debió a la participación de Raúl Prebisch10,  
Secretario de la Comisión Económica por América Latina y el Caribe de 
1950 a 1963, al defender -en dicho espacio- políticas de industrialización 
para reducir las importaciones por parte de los países del Sud. Posterior-
mente, cuando se encontraba trabajando como Secretario General de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNC-
TAD), se lanza el eslogan antes mencionado, que exhorta a los países del 
Norte a poner fi n a sus políticas proteccionistas. Ese eslogan es rápida-
mente adoptado por los militantes del comercio justo.

Paralelamente, en 1964 nace la primera Organización de Comercio Alter-
nativo, ATO por su sigla en inglés.

En 1974, la organización Artesanos del Mundo abre su primera boutique 
en Francia, para ofrecer productos de países en vías de desarrollo con el 
mensaje de comercio justo; y ya en 1981 se crea la Federación de Artesanos 
del Mundo.

Hasta ahora las iniciativas de comercio justo se desarrollan con base en la 
confi anza, la relación directa entre productores y consumidores; y, por lo 
general, entre los países del Sud y organizaciones de los países del Norte 
que facilitaban el comercio. Es en 1988 cuando se crea el LABEL o sello de 
comercio justo, a partir de la asociación Max Havelaar en Holanda. Este 
sello es otorgado con base al cumplimiento de ciertos requisitos estableci-
dos para los productores y transformadores. En 1992, Max Havelaar inicia 
actividades en Francia y luego varios países del Norte siguen el ejemplo.

En 2005 son redefi nidas las normas del comercio justo, y ya en 2008 exis-
ten dos grandes grupos que comercializan productos del comercio justo; 
uno más enfocado en productos agropecuarios con Max Havelaar, y el otro 
especializado en las artesanías con la Organización Mundial del Comercio 

10  Entre mayo de 1950 y julio de 1963, el señor Prebisch fue Secretario Ejecutivo de 
la Comisión Económica de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe 
(CEPAL). Posteriormente, ejerció el cargo de Secretario General de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). En 1984 regre-
só a Argentina para colaborar en el gobierno democrático instaurado en 1983. La 
vigorosa personalidad de Raúl Prebisch se proyectó en su país, en épocas críticas; 
infl uyó decisivamente sobre las ideas y los senderos de desarrollo de América La-
tina y el Caribe y contribuyó al intento de las Naciones Unidas por lograr un orden 
económico internacional más justo (Fuente: http://www.cepal.org/cgi-bin/getProd.
asp?xml=/noticias/paginas/5/13975/P13975.xml&base=/tpl/top-bottom.xslt. Con-
sultado 18 de marzo del 2017).
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Justo (WFTO, por su sigla en inglés). En la actualidad, el sello de comercio 
justo de Pequeño Productor se desprende de Max Havelaar y se desarrolla 
en forma creciente.

Gráfi co 3: La emergencia de iniciativas de Comercio Justo

Fuente: Modifi cado de Pari, 201611

Paralelamente a esta evolución del comercio justo, la agricultura orgánica12 
certifi cada inicia su proceso al mismo tiempo que se fortalece el enfoque 
de desarrollo sostenible.

CERTIFICACIÓN 

Actualmente, los productores agrícolas que trabajan con el comercio justo 
son motivados o incentivados a obtener la certifi cación orgánica, en caso 

11  Del Encuentro Internacional: Experiencias y desafíos de la economía social y soli-
daria. Compromisos con la equidad de género

12  La agricultura orgánica, biológica y ecológica son términos tomados como sinóni-
mos en este documento, cuya característica principal es la producción de cultivos 
sin la utilización de agroquímicos o productos sintéticos y tampoco se permite la 
utilización de semillas genéticamente modifi cadas. Actualmente existe una corrien-
te que defi ende la diferencia que existe entre agricultura orgánica y ecológica.
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de ser aún convencionales. En cuanto a la situación en Bolivia, se puede 
decir que casi todas las organizaciones de agricultores que trabajan con el 
comercio justo están siendo certifi cadas como productores orgánicos.

La Cooperativa El Ceibo fue la primera en exportar granos de cacao con 
certifi cación orgánica. Esta Cooperativa aprovechó la coyuntura de los 
años 90 para desarrollar y fortalecer su producción orgánica y de comercio 
justo13; ella fue una de las pioneras en contribuir a la emergencia de un 
comercio diferente en el país. 

Max Havelaar es el sello14 que certifi ca que el producto es de comercio jus-
to; este sello está destinado, principalmente, a productos agrícolas como es 
el caso de la producción de caco por parte de la Cooperativa.

La producción de comercio justo y la orgánica tienen puntos en común, 
por tal razón Francia por ejemplo tiene un único sello que certifi ca a am-
bos: Bio Équitable (Bio Justo, traducido literalmente).

Hitos importantes en el largo caminar de la Cooperativa 
El Ceibo

A fi nales de los años 60 se promueve la migración a la región tropical de 
La Paz, destinada a colonizar tierras y hacerlas productivas. Uno de los ru-
bros priorizados para la producción fue el del cacao. Para los años 70 ya se 
cuenta con producción de cacao y se crean las primeras cooperativas que, 
en 1977, conformarían lo que hoy es la Central de Cooperativas El Ceibo 
Ltda., inicialmente dedicadas a la producción de cacao en grano.

Es en 1981 que esta Central incursiona en la transformación del cacao en 
pasta para su comercialización a nivel nacional; y en 1985 ya incursiona en 
la industrialización del cacao con la elaboración de licor, manteca y cocoa 
para la exportación, en la zona de Rio Seco (ciudad de El Alto)15. Es en 1987 

13  Al inicio, las primeras organizaciones que obtuvieron la certifi cación orgánica y de 
comercio justo tuvieron apoyo para evitar pagar los costos de certifi cación, y fueron 
acompañadas para cumplir los requisitos de ambas certifi caciones. En el caso del 
comercio justo, el certifi cador no era un tercero, existía el riesgo de confl icto de 
intereses.

14  Existen tres formas de certifi cación, una realizada por una entidad independiente, 
otra por una entidad que trabaja en relación con la misma organización y la tercera 
por un sistema participativo.

15  Consultado en la página web de la Cooperativa: http://www.elceibo.com/histo-
ria.php. Consulta el 19 de marzo del 2017.
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cuando la planta industrializadora que actualmente se conoce, inicia sus 
actividades en la Ceja de la ciudad de El Alto.

En 1982 se crean las estructuras agroindustrial y técnica, esta última cono-
cida actualmente como “PIAF” (Programa de Implementaciones Agrofo-
restales, Ecológicas y Forestales). El PIAF tiene como actividades principa-
les el prestar asistencia técnica, capacitación y actualización en el manejo 
del cultivo de cacao en sistemas agroforestales, garantizando de esta ma-
nera la producción adecuada de cacao para el comercio justo y orgánico.

En 1987, la Central realiza su primera exportación de cacao orgánico certi-
fi cado con destino a los Estados Unidos. 

El Ceibo es la primera organización en exportar cacao orgánico con certifi -
cación. Y ya en 1998 obtiene la certifi cación de comercio justo.

El éxito de esta Cooperativa a veces oculta o hace olvidar el arduo trabajo 
de sus socios; aunque las condiciones parecieran dadas, ellas han sido el 
fruto de caídas, esfuerzos y sudor de sus productores y otras instituciones 
de apoyo. A esto se suma el hecho que el cacao como tal tiene varios atri-
butos que le otorgan diferentes oportunidades; entre ellos: 

a. El cacao es un producto de los países del Sud, cuyo ecosistema se 
encuentra en las zonas tropicales y amazónicas.

b. El cacao es un producto de exportación (un commodity), cuya de-
manda se encuentra principalmente en los países del Norte, la 
que alcanza hasta el 90% de la producción total. Esta demanda 
no es sinónimo de consumo inmediato, ya que es después de su 
industrialización que los productos a base de cacao son redistri-
buidos nuevamente.

c. El cacao es un producto cotizado en la bolsa de valores, con ran-
gos de calidad bien establecidos. La producción orgánica y el ca-
cao fi no de origen son muy valorados. 

d. El cacao es un producto que luego de un proceso específi co pasa 
de ser un producto perecedero a un producto que puede ser alma-
cenado.

e. El cacao en Bolivia principalmente es un producto de exporta-
ción; sin embargo, hoy en día su consumo interno va en aumento.
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EL CEIBO: ENTRE COMERCIO JUSTO Y COMERCIO CONVENCIONAL ESPECIALIZADO

Para cualquier organización de pequeños productores, sobre todo familia-
res, iniciarse en la comercialización es difícil, más aún en la exportación. El 
Ceibo no es una excepción, pero en sus inicios contó con el apoyo y la par-
ticipación directa de la solidaridad de los consumidores de los países del 
Norte. Al inicio, las certifi caciones eran menos estrictas y podían obtenerse 
no necesariamente de terceros independientes.

En una segunda etapa, se establecen normativas de calidad y certifi cación 
tanto del comercio justo como de la agricultura orgánica, esta vez con la 
participación de entidades de certifi cación independientes.

En la tercera etapa, las certifi caciones internacionales son necesarias para 
exportar con sello de comercio justo o de agricultura orgánica; y, evidente-
mente, ambos tienen costos adicionales y demandan de estructuras orga-
nizativas específi cas para un sistema de control interno.

En una cuarta etapa, las certifi caciones avanzan a los productos transfor-
mados. Inicialmente se especializaron en la producción de grano, luego en 
licor, manteca y cocoa para exportación; para el mercado local ya existían 
los “ceibolitos16”, chocolates de consumo fi nal. Actualmente se exportan 
chocolates fi nos de consumo fi nal a mercados especializados.

Se puede identifi car una quinta etapa en la que El Ceibo transita desde 
su inicio focalizado en el mercado exterior hacia el fortalecimiento de su 
oferta para el mercado nacional; cambiando de consumidores principales. 
El mercado nacional es en la actualidad el que representa alrededor del 
70% de sus ventas.

Por último, puede advertirse una nueva y sexta etapa en la trayectoria de El 
Ceibo que se defi niría por su incursión en el mercado de chocolates fi nos, 
donde los requisitos y/o atributos vinculados con el comercio justo no son 
necesariamente los únicos a valorar y tomar en cuenta.

Como se ha visto, El Ceibo ha atravesado varias etapas y, sin duda, le que-
dan otras tantas por andar, en las que deberá acomodarse a las tendencias 
del mercado como hasta ahora lo ha hecho. En ese sentido, deben consi-
derarse, por ejemplo, las siguientes:

16  Los ceibolitos son los primeros chocolates puestos al mercado por la Cooperativa. 
Con algunos cambios este producto se mantiene en el mercado.
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a. Actualmente está en aumento la tendencia a una alimentación 
saludable, libre de agroquímicos y lo más natural posible (libre de 
sucedáneos); tendencia a la que se está acomodando la produc-
ción orgánica de El Ceibo.

b. Un consumo responsable con los productores primarios y con el 
ambiente es cada vez más visible. Esto está fortaleciendo no solo 
su sistema de producción agroforestal, cacao con especies foresta-
les, sino también el sistema asociativo de la Cooperativa. 

Si bien El Ceibo pareciera acomodarse bien a los cambios del mercado, 
ello no es tan evidente; también debe acomodarse a los cambios climáticos 
que provocan la disminución de la producción y la emergencia de enfer-
medades. En la gestión del 2014, por ejemplo, El Ceibo exportó solo dos 
productos: la manteca y la cáscara de cacao, debido a que los cultivos de 
cacao sufrieron el ataque de la monilia17.

UNA VIDA ASOCIATIVA QUE CONTRIBUYE A SUS LOGROS COMERCIALES

No debemos descuidar la vida asociativa de la organización para analizar 
sus aciertos o tropiezos; por ejemplo, una fuertemente cuestionada deci-
sión pero casi siempre apoyada después, es la de la rotación de su directiva, 
su gerencia y también su personal de gestión en todos los niveles. Esto 
tiene que ver con una política de rotación que implementaron en su inicio 
y que es mantenida y defendida en la actualidad. 

El Ceibo cuenta con una directiva que se renueva imperativamente cada 
cuatro años y donde participan los socios activos.

Los puestos laborales en la Cooperativa son en prioridad para los socios 
o los hijos de los socios, fomentando de esta manera la formación y la 
rotación.

Cada gestión, los benefi cios económicos son destinados a la reinversión y 
a la redistribución, sea de forma efectiva o a través de su sistema de seguro 
de salud, o de becas de estudio para socios y/o sus hijos e hijas.

En la actualidad la Cooperativa cuenta con una cartera de género que ma-
neja un presupuesto propio, si bien este monto es considerado reducido, 
se espera que pueda ser fortalecido en el futuro.

17  Hongo Monilia (Moniliophthora) roreri E. (C. y P.). 
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GRANOS DE CACAO CON CERTIFICACIÓN DE COMERCIO JUSTO Y PRECIO QUE RECIBEN 
LOS AGRICULTORES

Con datos de producción y comercialización entre el 2.000 y 2.007 se pudo 
hacer un estudio18 sobre qué parte del precio fi nal llegaba a manos de los 
productores de cacao. En el gráfi co siguiente se puede apreciar que el 80% 
del precio fi nal de los granos llega a manos del productor, el 15% corres-
ponde a los costos de acondicionamiento y administrativos, y solo un 5% 
corresponde a su margen de ganancias. Este margen es un componente 
muy incierto en la agricultura en general, pues es una actividad de riesgo. 
Sin embargo, el margen de ganancia que corresponde al productor podría 
ser interpretado también como un componente de la ganancia de una em-
presa social responsable, y no solo de sus productores; es decir, la ganancia  
podría ser redistribuida también entre clientes, productores y comunida-
des de los y las socias.

Gráfi co 4: Margen de ganancia de los granos de cacao con certifi cación
de comercio justo y orgánico

Fuente: Pari, 2010.

Los porcentajes de distribución señalados y su análisis solo corresponden 
a los granos de cacao exportados con certifi cación comercio justo y orgá-
nico, no comprende a los granos de cacao transformados o procesados. 

18  Pari N., 2010. Análisis del precio mínimo de los granos de cacao del comercio justo, caso 
de la Cooperativa El Ceibo. Tesis doctoral. Universidad de Bourgogne, Dijon, Francia.
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Sin duda, la Cooperativa tiene otras fuentes de ingreso diferentes a la pro-
ducción agrícola, que no son pocas.

Algunas interrogantes en torno a las ventajas y desventajas de 
estar en un mercado de comercio justo

El comercio justo se desarrolló para garantizar a los pequeños producto-
res asociados un ingreso digno por su producción, ofreciendo precios mí-
nimos por su producción; sin embargo, los mercados están en constante 
movimiento a tal punto que en la actualidad no es evidente este propósito. 

El mercado orgánico pareciera ser más importante con relación al mercado 
de comercio justo; sin embargo, ambos cuentan con puntos de convergen-
cia que hace que la diferencia no sea inmediatamente perceptible.

Los sellos o labeles están en pleno desarrollo y pareciera que son las gran-
des empresas las que se auto-certifi can con el objetivo de confundir a los 
consumidores, y las que se autoproclaman como empresas responsables 
social y ambientalmente.

Max Havelaar es uno de los sellos pioneros del comercio justo a nivel in-
ternacional, pero la emergencia del sello de Pequeño Productor del comer-
cio justo pone en evidencia las distorsiones en su interior.

El comercio justo nace como alternativa a un comercio convencional, pero 
ésta solo representa un débil 1% del comercio mundial.

El diversifi car es una alternativa de la producción, así como también el 
diversifi car los clientes, sean estos de comercio justo o de mercados con-
vencionales de nicho.

El comercio justo sigue siendo una alternativa para los pequeños produc-
tores aunque, en la actualidad, con más barreras y requisitos que antes.





Experiencia de Salinas de Guaranda

Gabriela Espinosa19

“Salinas ha evolucionado durante los últimos 40 años, desde una situación 
de pobreza extrema a un centro activo de emprendimiento, conocido como 
el pueblo de la economía solidaria”. 

En lo que sigue, compartiré una experiencia de economía solidaria que 
tiene ya un recorrido de 40 años, difícil de sintetizar en breves páginas. Esta 
experiencia, conocida comúnmente como El Salinerito, toma su nombre 
por el lugar de ubicación: Salinas de Guaranda. 

Salinas es una parroquia rural perteneciente al cantón Guaranda, capi-
tal de la provincia de Bolívar, ubicada en la sierra central del Ecuador. La 
parroquia de Salinas está compuesta por la cabecera parroquial y treinta 
recintos aledaños. 

Cuenta con una población aproximada de diez mil habitantes, de los cua-
les el 60% son indígenas y el 40% mestizos. Su geografía es bastante parti-

19  Economista agrícola, con especialización en relaciones internacionales y comercio 
exterior. Master en manejo de confl ictos. Su trabajo siempre estuvo relacionado al 
sector productivo agropecuario en temas de cadenas de valor y negociaciones in-
ternacionales para el acceso a mercados. Ha trabajado en programas de coopera-
ción internacional en temas de desarrollo rural y desarrollo económico inclusivo, en 
Ecuador y en la región andina. Actualmente, es Ofi cial de Programa de la Fundación 
Intercooperation, donde también apoya en temas de gestión del conocimiento y 
gestión de información y comunicación. 

Ecuador
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cular, pues existen dos pisos ecológicos y climáticos: páramo y subtrópico, 
en territorios que oscilan entre los 8 msnm hasta los 4.800 msnm; los que 
–con el tiempo- se han convertido en una fortaleza y un desafío porque la 
diversidad de pisos altitudinales ha permitido aprovechar la diversidad de 
fl ora y fauna en la zona. 

Salinas de Guaranda, cabecera parroquial de Salinas, se localiza a 3.550 
metros de altura con una población aproximada de solo mil habitantes. 
Actualmente, Salinas de Guaranda se ha convertido en el centro de opera-
ciones del modelo de economía social y solidaria del Ecuador.

En lo que sigue, veremos cómo es que Salinas de Guaranda ha logrado ser 
ese centro, y de qué forma El Salinerito –experiencia que vamos a analizar 
y a la que la Fundación Intercooperation ha contribuido a ello20 mediante 
un trabajo cercano desde hace aproximadamente unos 10 o 12 años se ha 
vuelto el motor de ese centro.  

Características de la experiencia

A principios de la década de 1970, la parroquia de Salinas –llamada así 
por la presencia de minas de sal- era considerada una región deprimida 
y en extrema pobreza. Aunque las condiciones de la zona favorecían una 
vocación agrícola, la extracción de la sal fue por muchos años su actividad 
económica principal. 

En el tránsito de la extracción de sal hacia un modelo de desarrollo agrí-
cola jugó un rol fundamental la preocupación por atender las necesidades 
básicas de servicios, infraestructura y educación de las comunidades. Con 
este giro Salinas de Guaranda cuenta con servicios que han mejorado la 
condición social de su población, la infraestructura de vivienda, el acceso 
a caminos y carreteras; lo que se ha constituido en una motivación para 
iniciar su camino hacia su desarrollo económico diversifi cado. 

La presencia y apoyo de una fuerza cristiana de un grupo de misioneros 
salesianos provenientes de Italia, bajo el liderazgo y espíritu emprendedor 
del Padre Antonio Polo21, que empezaron a trabajar en esta zona y que bus-
caba la recuperación de la dignidad humana y de la autoestima, constituyó 
un factor fundamental para direccionar el camino hacia el cooperativismo. 

20  En el fortalecimiento organizativo, de la asociatividad y, posteriormente, de la co-
mercialización y la integración.

21  Polo, Antonio, SS. Los “Ojos De Gato”. Del Camino Salinero a La Economía Solida-
ria: Refl exiones sobre los 40 años de Desarrollo Comunitario en Salinas.



EXPERIENCIAS Y DEBATES DESDE PAÍSES ANDINOS Y PAÍS VASCO 65

En efecto, bajo el impulso de este sacerdote se fue desarrollando un pro-
ceso de fortalecimiento de las capacidades locales para el desarrollo em-
presarial y asociativo sobre principios de gestión claramente fundados en 
la democracia, mutualidad, solidaridad y justicia económica y social. Estos 
principios estuvieron a la base de la promoción de una lógica económica 
productiva que combinaba la evangelización católica, la recuperación de 
la dignidad y autoestima de los pobladores de Salinas, quienes –empode-
rados- asumieron el inicio de nuevos emprendimientos productivos cam-
biando la fi sonomía de su pueblo. 

 
                              1971                                                 2009

El cambio supuso un largo recorrido hacia rumbos de cooperación como 
base de una organización empresarial asociada, y de entrelazamiento de 
esta base empresarial asociada también con el mercado pero sobre la base 
de los principios antes mencionados.

Democráticos mutuales solidarios Igualdad  Justicia económica 
y social 

lógica socia-productiva, el impulso de la cooperación, la fuerza cristiana, la 
recuperación de la dignidad humana y la autoestima

Recorrido por 
el camino de la 

cooperación

Con base en la capacidad empresarial asociada

Con base en la capacidad empresarial asociada
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La visión con la que se da inicio al modelo de Salinas priorizó la efi ciencia 
social sobre la efi ciencia económica y, a su vez, los esfuerzos empresariales 
apuntaron a optimizar los recursos disponibles: con qué se cuenta, qué se 
es capaz de hacer, qué se puede aprender con los medios disponibles, con 
las capacidades existentes y las potencialidades presentes.

De este modo, los emprendimientos apuntaron al uso de una tecnología 
sencilla y efectiva combinando lo manual con lo técnico para que sea in-
clusiva. 

Cabe destacar que los emprendimientos salineros absorbieron (y siguen 
absorbiendo) mano de obra local e impulsaron el desarrollo de capacida-
des convirtiendo a los propios actores en protagonistas de su desarrollo. 
Es importante considerar también que estos emprendimientos no se con-
centraron en la producción primaria, sino que desde un inicio se manejó 
como estrategia el encadenamiento productivo logrando la elaboración de 
productos con valor agregado en lugar de materias primas22, y lo hicieron 
bajo estándares de calidad para asegurar un mejor precio por producto, 
generar mayores fuentes de trabajo y garantizar una adecuada comerciali-
zación que fortalezca la organización y unión23. 

Ello permitió que a la par del desarrollo de los emprendimientos en Sa-
linas, se abra una tienda comunitaria en Quito para ofertar los productos 
provenientes de lo que se podría llamar un emporio de micro empresas 
que se fueron estableciendo bajo formas solidarias de producción. En efec-
to, a lo largo de 40 años del proceso de construcción de lo que es hoy 
Salinas, los actores locales y sus estructuras directivas fueron asumiendo 
gradualmente nuevas actividades productivas, fi nancieras, educativas, cul-
turales y religiosas sobre una base comunitaria. 

De este modo, se logró conformar la Corporación de Desarrollo Comuni-
tario, conocida actualmente como GRUPPO SALINAS, que consolidó una 

22  Por ejemplo, con base en el desarrollo de la ganadería, y con manejo de una tec-
nología sencilla y efectiva, se empieza a producir quesos, para lo cual recibieron 
ayuda de (José Dubac), proveniente de Suiza, quien viaja a Salinas y les enseña 
técnicas en producción de quesos. Aprovechando la altura –sistema de frío na-
tural sin costo- se empieza a adaptar las variedades de queso a los pisos altitudi-
nales, y se eligen las zonas donde hacer la recolección de leche. En este proceso, 
se ha impulsado el desarrollo de capacidades del conjunto de socios y así tener 
condiciones para mejorar su efi ciencia productiva, avanzar en la transformación 
y apostar por la comercialización directa desde el mismo emprendimiento. 

23  Comercio Justo y Economía Solidaria, Video Participativo – Programa TIC Pymes, 2014.
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estructura organizativa -como emporio de experiencias micro-empresa-
riales organizadas bajo principios solidarios de producción- y conformada 
por las siguientes:

• FUNORSAL como instancia de coordinación de todas las coope-
rativas salineras 

• PRODUCOOP para impulsar la producción de derivados lácteos

• TEXSAL para la promoción laboral y social de la mujer

• FUGJS para la atención específi ca a la juventud

• FUNDACIÓN FAMILIA SALESIANA para objetivos pastorales, 
de salud y educación

• CONA y CENTRO de EXPORTACIONES surgieron para cubrir la 
comercialización interna al país y al exterior.

Posteriormente, esa expansión fue abarcando el campo de las fi nanzas, 
cooperativas de ahorro y crédito; a la vez que también dimensiones cultu-
rales y religiosas. El conjunto de organizaciones e instituciones que con-
forman el Gruppo Salinas vela por fortalecer su naturaleza comunitaria.

Esta expansión tanto organizativa como productiva fue también una 
apuesta y resultado de una convicción que pasó a ser parte de vida de cada 
socio/a y de los habitantes de Salinas. 

Unidad de salud 
y educación

Junta 
Parroquial

CENTRO 
EXPORTACION

COMAGRUPO 
SALINAS

FUNORSAL

FUGJS

PRODUCOOP 

FUSTE

GRACEAL

TEXSAL

Esta propuesta en proceso 
de construcción , asumida 

gradualmente por los actores 
locales y directivos en las 

actividades productivas, fi nan-
cieras, educativas, culturas y 

religiosascon base comunitaria, 
se consolidó con la aprobación 
de la Corporación de Desarrollo 
Comunitario ¨Gruppo Salinas 

noviembre 2006

Instituciones miembros de la Corporación
 Grupo Salinas
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En cuanto a las actividades productivas locales, existe una considerable 
diversifi cación de productos que se han concentrado en cuatro ámbitos 
de actividad: agrícola-alimentaria, turística, artesanal y educativa. Salinas 
produce quesos frescos pero principalmente maduros, dadas las condicio-
nes climáticas y de temperaturas frías que favorecen la calidad de los pro-
ductos lácteos, pero también produce productos cárnicos, especies, textiles, 
confi tes, etc. Actualmente produce en los siguientes sectores y cuenta con 
las siguientes plantas:

Queseras 24 queseras Infusiones Aromáticas  3 plantas

Hongos deshidratados 128 secadores Fábrica de balones  1 planta

Embutidoras  2 Plantas Derivados de soya  1 planta

Confi tería  1 Planta Criadero de truchas 20 criaderos

Turrones 6 plantas Planta de textiles   1 Hilandería

Fuente: FUNORSAL. Experiencia de Salinas de Guaranda – EPS. Flavio Chuñir

Adicionalmente, como soporte al desarrollo de la comunidad cuenta con 
30 invernaderos que se localizan sobre los 3.600 msnm, y existe la iniciativa 
de manejarlos bajo principios de permacultura como sistema de produc-
ción. A ello se suma una Escuela de Formación Empresarial, un colegio 
virtual, una radio comunitaria, 18 empresas familiares y una red comu-
nitaria de datos para contar con una mejor comunicación y gestión de la 
información en toda la comunidad. 

El negocio con cada una de sus líneas de producto ha permitido una fac-
turación global sostenida y creciente a lo largo de los años. Durante el 
periodo 2004 – 2012, las ventas pasaron de 2.4 millones a cerca de 10 mi-
llones de dólares24. La producción de quesos registró en los últimos años 
fl uctuaciones en las ventas, identifi cando entre las principales causas a la 
normativa de semaforización implementada en el Ecuador, que etiquetó 
a los quesos maduros como altos en grasa y altos en sal. Sin embargo, 
su recuperación ha sido positiva dadas las costumbres alimenticias y el 
posicionamiento de la marca El Salinerito como referente de la economía 
social y solidaria.

Trayectoria e hitos 

Como se ha señalado, la década de los años setenta es el punto de partida 
y los inicios del modelo salinero, y es a partir de 1979 cuando empieza la 
etapa de crecimiento caracterizada por un fortalecimiento organizacional 
promovido desde el cooperativismo y el desarrollo de infraestructura: vías, 
escuelas, plantas, talleres. Un hecho importante durante este tiempo fue la 

24  Informe Anual.  
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creación de la marca El Salinerito, fuerte identidad que se mantiene hasta 
hoy. En los años noventa, el modelo salinero alcanza su madurez marcado 
por una amplia diversifi cación de la producción y el trabajo, para luego 
entrar en una etapa de estabilidad bajo una consolidada economía social 
y solidaria25. 

Actualmente, podríamos preguntarnos si el desarrollo de Salinas perma-
necerá estable o si es posible pensar en la necesidad de una nueva eta-
pa para el mediano plazo, que garantice la continuidad del éxito de su 
modelo profundizando aciertos y corrigiendo errores. Temas como el de 
las tecnologías de la información y comunicación, y de la inclusión de la 
variable cambio climático son aún algunos de los elementos que debe-
rían ser incorporados en su quehacer diario por la vulnerabilidad y riesgos 
que este fenómeno plantea a su base productiva agropecuaria; del mismo 
modo, es importante conocer sus posibilidades de incrementar la capa-
cidad de adaptarse en un mundo donde esta economía social y solidaria 
debe coexistir con la economía convencional.

Logros y di� cultades

Si bien Salinas es un referente en Ecuador, varios son los éxitos alcanzados 
y difi cultades enfrentadas a la vez, en sus 40 años de camino.

Entre sus logros se puede rescatar: 

• El empoderar a la comunidad en un sentido de pertenencia como 
socios y propietarios

• Identifi car y fortalecer valores comunitarios dentro de un proceso 
participativo con años de experiencia

• Promover el desarrollo personal y grupal

• Desarrollar y gestionar proyectos productivos estructurados

• Desarrollar capacidades locales y contar con profesionales res-
ponsables y altamente califi cados

• Contar con precios justos y productos reconocidos de calidad

• Disponer de infraestructura, servicios básicos y tecnologías para la 
producción, así como acceso a créditos productivos

25 Mata, Oswaldo (2014): Los proyectos solidarios de Salinas de Guaranda y su aporte 
para la construcción de “otra economía”. FLACSO, Quito-Ecuador.
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Por su parte las difi cultades están relacionadas con:

• La complejidad sobre todo geográfi ca de la zona que, a su vez, da 
lugar a 

• Una comunicación insufi ciente debido a las limitaciones para 
contar con vías de acceso y conexión a internet, en particular du-
rante los meses de invierno. 

• El posicionamiento de sus productos demanda adicionalmente 
mejoras tecnológicas que requieren altos montos de inversión en 
maquinaria y tecnologías, sumado a una serie de cumplimientos y 
normativas en cuanto a empaque y etiquetado. 

• Finalmente, la organización tiene que hacer frente a intereses 
creados por falsos dirigentes de la zona que debilitan la organi-
zación social, y que se manifi estan en una tendencia a valorar el 
ingreso monetario particular antes que el bien comunitario.          

       

Hoy por hoy, el mayor reto que tiene el emprendimiento del Salinerito es 
el de mantener -más allá del logo y de su atractivo para los clientes que 
consumen los productos comunitarios- la fuerza y la autenticidad de los 
valores que Salinas ha vivido y representado durante décadas. Este desafío 

LOGROS

- Sentido de pertenecia de socios
- Valores comunitarios
- Proceso participativo con años de 

experencia
- Promoción del desarrolo personal/

grupal
- Proyecto productivos estructurados
- Personal responble y califi cado
- Precios justos y productos recono-

cidos de calidad
- Mejora en infraestructura, servi-

cios básicos y tecnologías para la 
producciòn.

- Acceso a créditos productivos

DIFICULTADES

- Realidad y complejidad de la zona
- Comunicación insuficiente (vías 

de acceso y acceso a internet)
- Alta inversión para el acceso a la 

tecnología
- Intereses creados por falsos 

dirigentes de la zona
- Tendencia a valorar el ingreso 

monetario particular antes que el 
bien comunitario

- Empaque, etiquetado y semafori-
zación
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debe enfrentarse sin dejar de poner su esfuerzo para seguir ofertando pro-
ductos de calidad, que es una responsabilidad de todos los involucrados, 
desde los productores proveedores de la materia prima, hasta los trans-
formadores con sus buenas prácticas de manufactura, adecuado acopio, 
empacado y transporte. Es fundamental mantener una efi ciente distribu-
ción y venta, y la óptima administración y gestión que permitan que los 
benefi cios retornen a las bases comunitarias y los productores. 

Finalmente, sobre la participación de la mujer. Es evidente que ellas juegan 
un rol importante en las actividades operativas de cada una de las líneas de 
producción; sin embargo, ello no las ha eximido de las responsabilidades 
que deben cumplir como madres y amas de casa, por lo que sus jornadas 
diarias son extensas. 

En cuanto a su liderazgo dentro del proceso salinero, es claro que su par-
ticipación y capacidad de decisión ha sido menor en relación con la de los 
hombres. No obstante, en los últimos años, algunas mujeres han asumido 
cargos directivos relacionados con el tema de la producción de textiles y de 
la comercialización de los productos a nivel nacional e internacional.

 

PRODUCTOS 
DE CALIDAD, 

RESPONSABILIDAD 
DE TODOS

PRODUCTORES 
(MATERIA PRIMA 
DE CALIDAD)

TRANSFORMA-
DORES, BUENAS 
PRACTICAS DE 
MANUFACTURA

DISTRIBUCIÓN Y 
VENTAS

ADMINISTRACIÓN Y

GESTIÓN

CENTRO DE ACOPIO, 
EMPAQUE Y TRANSPOR-
TE (BUENAS PRACTICAS 
DE MANUFACTURA)





Buscando equilibrio entre organización y mercado. 
Experiencias del Programa del Servicio Holandés de 

Cooperación al Desarrollo (SNV)

Dick Commandeur26

En lo que sigue me interesa refl exionar sobre la experiencia de cooperación 
de Holanda, y particularmente, del Servicio Holandés de Cooperación al 
Desarrollo (SNV) que inició sus actividades con organizaciones de produc-
tores campesinos aproximadamente en 1993 y las desarrolló hasta media-
dos de la primera década de los años 2000. 

Datos generales

Aunque no hay un inicio y fi n claros por la forma de trabajar del SNV, que 
combinaba fi nanciamiento externo con asesoría propia, el Programa tuvo 
en sus comienzos como objetivo central la mejora de la competitividad del 
productor campesino en los mercados nacionales e internacionales me-
diante varias estrategias. Las principales estaban basadas en la introduc-
ción y difusión de innovaciones tecnológicas y organizativas, con especial 
énfasis en la organización de productores con fi nes económicos, y en el 
establecimiento y fortalecimiento de actores económicos locales con base 
en acuerdos con los mismos.

Desde el inicio se dio mucha importancia al desarrollo de metodologías de 
fortalecimiento a partir de la propia experiencia, y conjuntamente con las 
organizaciones y otras entidades de desarrollo; considerando las organiza-
ciones e instituciones ya existentes.

Aunque el programa no usaba el término economía solidaria, este princi-
pio sí era considerado dentro de los criterios generales de un sistema eco-
nómico preocupado por la inclusión de productoras y productores campe-
sinos (y en algunos casos urbanos) de ingresos bajos.

26 Tiene 28 años de experiencia profesional, y una formación en la Universidad de Wa-
geningen en los Países Bajos orientada al desarrollo rural. Es experto en desarrollo 
económico general con énfasis en desarrollo de cadenas de valor, organizaciones 
de productores del sector privado y de políticas públicas. Su experiencia profesional 
proviene del ejercicio en diferentes puestos de trabajo ligados, principalmente, al 
Servicio Holandés de Cooperación al Desarrollo (SNV) y programas de coopera-
ción para el desarrollo en Bolivia, Nicaragua, Ghana y otros países africanos. Ha 
producido un número considerable de documentos, varios publicados, en temas 
de fortalecimiento de organizaciones de productores, acceso al mercado, compras 
estatales inclusivas, desarrollo económico y cooperación externa. 
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Las organizaciones con las cuales se trabajó correspondían a varios depar-
tamentos del país, principalmente fueron las siguientes: 

En Chuquisaca: 

• Inca Pallay, una asociación de artesanas tejedoras con identidad 
cultural, surgida desde el trabajo de la organización no guberna-
mental (ONG) ASUR (Antropólogos del Sur)

• Asociación de Productores de Leche de Chuquisaca (ADE-
PLECH), cuyo origen estaba ligado al programa entonces prefec-
tural de Fomento Lechero

• Asociación de Productores de Trigo de Chuquisaca, promovida 
desde el trabajo de varias ONG, especialmente ACLO (Acción 
Católica Loyola).

En Cochabamba:
• Asociación de Productores de Trigo de Cochabamba, promovida 

por el trabajo de las ONG INEDER (Instituto de Educación para 
el Desarrollo Rural) y CESAT (Centro de Servicios y Asistencia a 
la Producción Triguera)

• El Lino, una asociación de mujeres artesanas de la zona Sud de la 
ciudad de Cochabamba, surgida del trabajo de la Parroquia Santa 
Vera Cruz. 

• Corporación Agropecuaria Campesina (CORACA) Aiquile, cuya 
base está en la organización sindical campesina.

En Tarija:

• Asociación de Artesanas y Artesanos de Tajzara (AAAT) en texti-
les, apoyada por el trabajo del Centro de Capacitación e Investiga-
ción de la Mujer Campesina de Tarija (CCIMCAT).

Y en Potosí:

• Corporación Agropecuaria Campesina (CORACA) Potosí, surgida 
de la organización sindical campesina.

La diversidad de organizaciones en cuanto a origen y actividades facilitaba 
un aprendizaje interesante y válido para contextos muy variados.

Aparte de estas OECA, el SNV apoyaba a la Coordinadora de Integración 
de Organizaciones Económicas Campesinas (CIOEC) a nivel nacional, y 
particularmente en los departamentos de Chuquisaca y Tarija, donde tuvo 
un rol impulsor en su constitución.
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Este apoyo se dio hasta el año 2005, ya que desde 2004 el SNV empezó a 
cambiar paulatinamente su estrategia, reorientando su apoyo directo a las 
organizaciones económicas campesinas (OECA) hacia una colaboración 
a instituciones del entorno en cuanto al fortalecimiento de sus capacida-
des para desarrollar servicios de apoyo y/o políticas de promoción de las 
OECA, como las Cámaras de Industria y Comercio, las prefecturas y los 
municipios. Es decir, se trataba de un apoyo indirecto a las mismas organi-
zaciones económicas campesinas. 

Las formas de apoyo a las OECA fueron diversas y fl exibles en función de 
demandas que surgían desde las organizaciones y el programa. En general, 
el apoyo empezó con una orientación más directa al productor para luego 
enfatizar en el fortalecimiento de la organización, y fue tomando forma en 
acciones de: 

• Asistencia técnica a productores, incluyendo el apoyo en la formula-
ción de proyectos para tal fi n

• Capacitación y acompañamiento a los directivos y personal técnico de 
las OECA

• Estrategias de fortalecimiento organizacional

• Servicios de fi nanciamiento y creación de fondos de crédito

• Relacionamiento con el Estado (nacional, departamental y municipal), 
sociedad civil (ONG, Cámaras de Comercio, etc.) y donantes

• Diseño de estrategias comerciales: apoyo en la instalación de tiendas, 
en procesamiento o transformación de productos orientados al desa-
yuno escolar

• Elaboración de estudios, algunos a nivel de los países andinos conjun-
tamente con otras organizaciones internacionales y publicados en la 
Revista RURALTER, alrededor de los temas sobre: 

o producción sostenible

o innovación tecnológica

o mercados

o sostenibilidad empresarial

o género

o concepto teórico de OECA
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o metodologías de fortalecimiento de las OECA

o situación jurídica y tributaria de las OECA

o políticas públicas nacionales y municipales

Concepto de OECA, entre el productor y el mercado

Con base en las experiencias y las teorías de diferentes partes del mundo, 
el programa adoptó un concepto básico de OECA que la consideraba como 
una entidad situada entre el productor directo y el mercado, tal como nos 
muestra el grafi co que sigue:

Es decir, la OECA es una organización que se confi gura a partir de, y de-
pende de, socios productores que son generalmente unidades económicas 
familiares; pero que, a la vez, actúa como agente económico específi co en 
el mercado donde tiene que competir con otros agentes o actores. Para ser 
competitiva, la OECA debe transformar esa dependencia de sus socios en 
una ventaja competitiva, por ejemplo en la garantía de calidad del produc-
to.

Un rol importante de la OECA en el espacio público, que cobraba cada vez 
más importancia, estaba ligado a su participación en espacios de planifi -
cación para el desarrollo como comisiones, municipal y departamental, de 
desarrollo local, o en cadenas de valor.

Este posicionamiento de la OECA se caracteriza por su dualidad entre la 
parte organizativa y la parte empresarial. Por un lado, la OECA funciona 
con base en la asamblea de socios y el directorio elegido democráticamen-
te. Los socios aspiran un precio más alto para sus productos primarios 

DEPENDIENTE INDEPENDIENTE
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PRODUCTOR2 ORGANIZACION
ECONOMICA
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en el mercado. Por otro lado, la OECA delega las funciones gerenciales a 
personal contratado (coordinador/gerente y personal técnico) que vela por 
la gestión empresarial de la organización y que tiene la responsabilidad de 
obtener un margen entre el precio de compra de productores/socios y de 
venta en el mercado que sea, al menos, sufi ciente para poder fi nanciar el 
funcionamiento de la organización además de generar ingresos para dis-
tribuir entre los socios productores.

Un elemento importante que mueve a los productores campesinos para 
crear una OECA o corporación (CORACA) tiene que ver con las oportu-
nidades que brinda la asociación al ejercicio de nuevos roles y benefi cios 
para los productores campesinos. Entre ellos:

• Generar economías de escala para que los productos de los socios 
puedan ser competitivos en los mercados.

• Facilitar como organización económica un funcionamiento más 
especializado y efi ciente para participar exitosamente en los mer-
cados internos y, sobre todo, externos; algo muy difícil de lograr 
desde la organización tradicional/comunitaria o desde un produc-
tor individual, dadas sus difi cultades para adquirir por sí mismos 
una serie de recursos (como innovaciones técnicas, fi nanciamien-
tos, etc.).

• Atraer y promover inversiones de mayor envergadura y que son 
importantes para mejorar las infraestructuras de almacenaje, el 
transporte, el procesamiento de los productos (como en el caso de 
la leche, por ejemplo), etc.

• Crear poder/voz para los pequeños productores en el mercado y 
en espacios de planifi cación para el desarrollo económico.

• Añadir nuevas (o llevar a un nivel más sofi sticado) funciones o 
buenas opciones de la producción campesina, mediante la com-
pra conjunta de insumos, acopio, almacenamiento, procesamien-
to/transformación, transporte, marketing; difícilmente alcanza-
bles por un productor individual. 

Aunque el programa no usaba la terminología de economía solidaria, 
sino que más bien buscaba la inclusión de la economía campesina en la 
economía convencional, en la práctica existe una clara coincidencia con 
la economía solidaria en dos áreas. La primera se advierte al interior de la 
OECA misma, ya que la relación entre los productores y su organización 
no se reduce a una simple relación de compra-venta, sino que implica una 
combinación de factores tanto de organización como sociales, culturales 
y económicos. Entre éstos se incluyen aquellos vinculados con la necesi-
dad de acuerdos sobre cómo fi jar precio, cómo distribuir los ingresos, por 
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ejemplo. Una segunda área coincidente con la economía solidaria se da a 
nivel de mercados específi cos que se construyen u organizan para asegurar 
la comercialización conjunta del producto; ejemplos, en este aspecto, son 
los mercados de comercio justo, la participación en las compras estatales 
a partir de una actitud solidaria del Estado que busque la inclusión en las 
compras de los pequeños productores locales en situación desfavorable, y 
los mercados de producción orgánica. 

De este modo, los mercados donde operan las OECA pueden ser mucho 
más diversos. 

La metodología de fortalecimiento de las OECA

En sus inicios, el programa partía con proyectos de inversión para cada una 
de las OECA, en función de sus prioridades en los diferentes momentos; 
en ese sentido fue predominante el apoyo a la producción individual de 
cada socio. Con el transcurso de los años, de los aprendizajes adquiridos 
y de la emergencia de nuevas oportunidades, se fue desarrollando una 
metodología cada vez más explícita y más enfocada en la organización 
misma. La siguiente fi gura muestra la metodología resultante al fi nal del 
programa. 

DEPENDIENTE INDEPENDIENTE

PRODUCTOR1

PRODUCTOR4

PRODUCTOR3

PRODUCTOR2 ORGANIZACION
ECONOMICA
CAMPESINA

OTROS ACTORES EN EL 
MERCADO

ESPACIOS DE PLANIFICACION 
PARA EL DESARROLLO

ORGANIZACIÓN INTERNA MERCADO  Y MUNDO EXTERNO

DISTRIBUCION DE INGRESOS Y 
BENEFICIOS

GENERACION DE INGRESOS Y 
BENEFICIOS

- Comercio justo

- Compras   
estatales

- Producción 
orgánica
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Como puede observarse, se distinguían tres fases de desarrollo de las 
OECA: inicial, fortalecimiento y consolidación. Con todas las OECA se 
trabajó en seis temas fundamentales: 

• Cuatro de ellos tenían un carácter general y estaban referidos a 
la autogestión, generación de ingresos propios, construcción de 
relaciones externas, y gestión empresarial

• Un tema específi co para cada OECA era el referido a lo técni-
co-productivo, según el rubro de producción de que se trate, y

• El sexto tema era de carácter transversal y enfocado a la equidad 
de género.

El objetivo fi nal apuntaba a crear organizaciones asociativas integradas al 
mercado, con capacidad de autogestión, con condiciones de sostenibilidad 
económica y social, y que actuaran con equidad de género.

Para cada tema general se desplegó una serie de indicadores acorde a la 
fase de desarrollo en que se encontraba la OECA. El siguiente cuadro es-
quematiza el proceso metodológico.

 

Organizaciones

Organizaciones aso-
ciativas integradas al 
mercado, con la capa-
cidad de autogestión, 
que tienen sosteni-
bilidad económica y 
social, y actúan con 
equidad de género

AUTOGESTIÓN

INGRESOS 
PROPIOS

RELACIONES 
EXTERNAS

GESTIÓN 
EMPRESARIAL

TECNICO 
PRODUCTIVO

TEMAS

FASE INICIAL FASE FORTALECIMIENTO FASE CONSOLIDACION

Objetivo

G

É

N

E

R

O
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TEMA FASE INICIAL FASE FORTALECIMIENTO FASE CONSOLIDACIÓN

AUTO-
GESTIÓN

-Reglas de funcionamiento 
defi nidas en instrumentos 
normativos básicos, como 
Estatutos y Reglamentos.

- Membresía voluntaria 
por compromiso o conve-
niencia

- Analiza relaciones entre 
hombres y mujeres.

- Cuenta con una estructura 
organizativa participativa 
democrática.

Organización defi ne en 
forma participativa, su 
visión y misión.

Estructura organizativa 
clara y representativa 

Reconocimiento legal 
logrado (Personalidad 
Jurídica)

Directorio conformado 
con carteras funcionales al 
objetivo de la asociación.

Genera su propio plan de 
negocio.

Incluye mujeres en el Di-
rectorio, en carteras impor-
tantes si están incluidas en 
actividades principales.

Membresía defi nida, cum-
pliendo con normas de 
funcionamiento.

Ofrece igualdad de opor-
tunidades a hombres y 
mujeres en los benefi cios 
económicos.

Se defi nen políticas y 
líneas de acción en las 
instancias normativas 
(Asamblea, Directorio)

Las acciones de imple-
mentación se defi nen 
en la instancia ejecutiva 
(Coordinador /a - Ge-
rencia)

Cuenta con un plan 
estratégico elaborado de 
manera participativa.

INGRE-
SOS 
PROPIOS

Productores/as logran 
ingresos realizando activi-
dades económicas de forma 
asociada.

Organización cuenta con 
un sistema de aportes 
establecido y vigente.

Clara diferenciación entre 
las funciones comerciales 
(rentables) y no comer-
ciales. 

50% de gastos fi jos y recu-
rrentes de la organización 
son cubiertos con ingresos 
propios.

La organización genera 
ingresos propios por 
concepto de aportes, 
cobro de servicios a 
sus asociados/as y por 
actividades comerciales.

100% de gastos fi jos y 
recurrentes, son cubier-
tos por ingresos propios.
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RELA-
CIONES 
EXTER-
NAS

Relaciones institucionales 
con organizaciones terri-
toriales, ONG, Gobierno 
Municipal

Es miembro activo de una 
organización representativa 
de grado superior (nivel re-
gional y/o departamental).

Tiene convenios estable-
cidos con organizaciones 
del ámbito local, depar-
tamental y/o nacional en 
torno a sus objetivos.

Impulsa activamente y 
de manera comprome-
tida, el funcionamiento 
de su organización de 
representación a nivel 
departamental y nacional.

(Contratos con mercados 
formales).

GESTIÓN 
EMPRE-
SARIAL

La organización cuenta con 
productores/as que realizan 
una o más actividades eco-
nómicas de forma asociada.

 Realiza estudios de factibi-
lidad para sus actividades 
económicas.

 Cuenta con una contabili-
dad simple y transparente.

Directorio defi ne metas 
comerciales anuales.

Hay informes económicos 
por actividad económica 
y son manejados por el 
Directorio.

 Realiza auditorías institu-
cionales externas.

 Actividad económica con-
sidera el manejo adecuado 
de los recursos naturales.

La organización maneja 
varios instrumentos de 
control interno (informe 
por actividad económica, 
planes de negocio, base 
de datos con sus relacio-
nes comerciales, otros)

Tiene estrategias para 
asumir el riesgo de la 
comercialización.

Clara delegación de fun-
ciones entre Directorio y 
personal contratado.

Auditorías institucionales 
con dictamen positivo.

Lo anterior proyecta la trayectoria necesaria para lograr una asociación 
sostenible. En cuanto a autogestión, visualiza el tránsito de una organi-
zación dependiente de la institución u organización que la ha gestado y 
de dirigentes nominales hacia actores que ejercen sus roles, y que buscan 
equidad de género; de un accionar espontáneo hacia otro regulados por 
normas y estatutos o reglamentos internos elaborados de común acuerdo, 
etc. etc. Todo lo cual muestra un camino hacia la consolidación de la orga-
nización y a la claridad de sus políticas de funcionamiento.

En cuanto a ingresos propios, igualmente, se muestra una ruta para ir avan-
zando en el autofi nanciamiento de los gastos fi jos con los ingresos propios 
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generados. Del mismo modo, en lo relativo a relaciones externas, el pro-
ceso avanza desde una relación reducida a un vínculo con la institución, 
ONG u organización impulsora de la iniciativa hacia la construcción de 
vínculos con instituciones públicas estatales: gobierno central, prefecturas 
y municipios; y también con los mercados formales en un proceso gradual 
y cuidadoso. Finalmente, en relación con la gestión empresarial, también 
se advierte la necesidad de un paulatino proceso que vuelva cotidianos y/o 
rutinarios la programación de actividades, los registros contables, la reali-
zación de actividades de manera asociativa, etc. 

Tensiones en las OECA

La experiencia del programa sacó a la luz una serie de tensiones inherentes 
a las OECA con el afán no tanto de mostrarlas como barreras al fortaleci-
miento o a su viabilidad, sino más bien para identifi car los elementos don-
de colocar especial atención en el acompañamiento de las organizaciones. 

Entre esas tensiones se identifi caron, como las más relevantes, las siguientes:

• Los productores campesinos y sus organizaciones distribuían 
su producto entre venta y autoconsumo. Solo luego de separar 
la parte destinada a su consumo establecían el volumen para la 
venta. Es decir, no estaban acostumbrados a actuar a partir de las 
“señales” o requerimientos del mercado, inclusive de los merca-
dos solidarios. 

• Actuar con base en el mercado implicaba cambios en el tipo y for-
ma de producción, en la introducción de mecanismos de control 
de calidad, de fi jación de precios de compra de productos a los 
socios con base en las posibilidades de venta en los mercados, y 
otros. Ciertamente, incorporar las informaciones de requerimien-
tos externos, de los mercados posibles y de aquéllos donde puede 
ganar más, signifi ca un cambio de mentalidad que es realmente 
algo que crea tensiones en la cultura de los productores.

• En cuanto al liderazgo de las organizaciones campesinas, muchas 
veces era elegido alguien por tener vínculos externos y, con ello, 
capacidad de conseguir apoyos externos, y no a partir de un reco-
nocimiento o legitimidad al interior de la organización. Para que 
la OECA tenga éxito en el mercado, sin duda, es importante que 
el liderazgo pueda estar sustentado y orientado por la capacidad 
de conseguir mercados; pero, a la vez, también es fundamental 
ese liderazgo hacia adentro para cohesionar a los socios y com-
prometerlos en el cumplimiento colectivo de compromisos de 
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producción según lo demandado en los mercados, venderlo vía su 
organización e invertir en ella.

• La solidaridad y lealtad con la organización por parte de los so-
cios eran principios por construir, en la medida que la mayoría de 
ellos/as no entraba generalmente a la organización por adhesión 
voluntaria, sino para lograr un benefi cio de algún proyecto. Esto 
tenía consecuencias en la membresía de la asociación, pues mu-
chas veces ella iba disminuyendo en número; lo que llevaba a una 
revisión de la membresía y a la inclusión de algunos requisitos 
como la exigencia de aportes o inversiones monetarias por parte 
de socios.

• El tema de la distribución de ingresos era otro ámbito de tensión 
que necesitaba de discusiones bien fundadas alrededor de varias 
alternativas: distribución con base en los aportes, de modo igual 
por socio, o según el volumen de productos entregados. Cada una 
de estas modalidades tiene sus ventajas y desventajas en cuanto a 
la equidad, a la atracción de inversión, y en cuanto al compromiso 
de venta de los productos mediante la organización o la utiliza-
ción de otros servicios. Todos estos eran elementos importantes 
para lograr una OECA fuerte y sostenible; normalmente, las prio-
ridades al respecto cambiaban a lo largo del proceso de desarrollo 
de las OECA. Podría decirse que la distribución por igual es lo más 
justo, lo más solidario; pero, ello puede a la vez desincentivar la 
inversión en la organización y entorpecer su expansión. Por tanto, 
esta es una cuestión controversial que requiere de análisis profun-
dos y, sobre todo, colectivos de los socios en el marco de la mayor 
democracia posible.

• La profesionalización para mejorar la gestión empresarial y no 
depender de asistencia técnica externa, conlleva también ciertos 
dilemas o disyuntivas, sobre todo en organizaciones campesinas 
y de mujeres, entre la decisión de contratar algún profesional dis-
ponible y comprometido o reclutar gente propia, socios o sus hijos 
que, quizás, no cuenten con la experiencia adecuada o conoci-
mientos específi cos. La incorporación de profesionales general-
mente creaba tensiones con los dirigentes que los debían super-
visar y evaluar, por las brechas en los ingresos de unos y otros, y 
también por diferencias culturales. Además, la profesionalización 
debe ser un proceso deseable que tiene que ser sostenido por la 
capacidad fi nanciera de la OECA que, a su vez, está basada en su 
mejor funcionamiento. Si bien esto también ha podido conducir a 
un círculo virtuoso, muchas veces ello ha sido posible después de 
superar serias crisis fi nancieras y personales.
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• El funcionar como actor competitivo en mercados convencionales 
necesitaba del establecimiento de acuerdos con empresas priva-
das y con otras entidades de un mundo diferente o que actuaban 
bajo otra lógica; y esto no era fácilmente aceptado por todos, en 
ocasiones esos actores eran considerados como inamistosos. 

• Las discusiones entre CIOEC nacional, las CIOEC departamen-
tales y las OECA eran permanentes, y sobre todo las más fuertes 
giraron en torno a la participación, el posicionamiento político, 
el relacionamiento con donantes y con organización de servicios 
para las OECA. El grado de centralización/descentralización al 
respecto, no dejaba de tener implicaciones directas en cada nivel 
de organización, así como también en cada uno de los socios a 
nivel individual. Además, la diversidad de necesidades, demandas 
y oportunidades y que obviamente van cambiando en el tiempo, 
generaba algunas tensiones con base en visiones divergentes al 
respecto, en cuanto al destino de la incidencia política, quiénes 
deberían organizar ciertos servicios, etc. 

• Una tensión sentida con el incremento de participación en es-
pacios de planifi cación para el desarrollo y de incidencia política, 
surgía de la difi cultad de construir propuestas efectivas que armo-
nizaran el interés de los diferentes productores y organizaciones 
económicas. El dilema de optar por una economía alternativa o 
por su inclusión en la economía convencional estaba al centro de 
la misma; en este ámbito, la situación y oportunidad real de los 
productores no siempre está en el punto de partida.

Resultados del programa de fortalecimiento de las OECA

Aunque no ha sido posible –para esta presentación- compilar los datos 
cuantitativos sobre el fortalecimiento de las OECA, sea en términos del 
número de productores y productoras organizados, como de comercializa-
ción de productos e ingresos para las organizaciones y las familias produc-
toras, inversiones, etc.; sin embargo, en términos cualitativos se pueden 
mencionar varios avances alcanzados por el programa:

• Una década después, se ha podido constatar que casi todas las 
OECA siguen funcionando, aunque con diferentes dinámicas; y, 
quizás, lo más importante sea que su experiencia ha inspirado y 
estimulado la generación de muchas otras OECA.

• Las OECA han fortalecido sus actividades comerciales con inno-
vaciones en procesamiento y con el lanzamiento de nuevos pro-
ductos, apertura de tiendas propias y suscripción de contratos con 
mercados formales.
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• La aceptación de OECA en espacios públicos, estatales y otros, de 
diálogo y planifi cación para el desarrollo. El Diálogo Nacional en 
2001 fue un claro hito, donde la CIOEC y las OECA se preparaban y 
participaban como actores específi cos e importantes. Esta presencia 
ha continuado en momentos posteriores (Asamblea Constituyente) 
y en diálogos con ámbitos de gobierno, con importantes resultados 
(propuestas para la nueva CPE, las leyes 144 y 338)

• Lo anterior no ha comprometido la independencia en el accionar 
económico de las OECA y su acción de incidencia política, espe-
cialmente en el nivel local. Puede evidenciarse una aceptación ge-
neral de las OECA como actor y agente estratégico insoslayables 
para el desarrollo económico rural, por parte de ONG y muchas 
entidades estatales.

• Un último resultado tangible del programa es la considerable can-
tidad de documentación producida por el programa del SNV, que 
incluye estudios de caso, sistematizaciones, propuestas metodo-
lógicas y políticas.

Re� exiones � nales

El programa y experiencias posteriores han dejado algunas refl exiones que 
puedan ser útiles para continuar el debate en cuanto a la economía solida-
ria, a las estrategias de desarrollo rural y a las oportunidades reales para el 
pequeño productor campesino.

Un primer elemento que tiene que ver con los principales factores críti-
cos para el fortalecimiento sostenible de las OECA, es el funcionamien-
to interno transparente y competitivo, y la factibilidad del negocio como 
empresa solidaria. Las ventajas competitivas de las OECA y los pequeños 
productores deben hacer la diferencia, como la relación entre éstas y sus 
proveedores y/o empleados, por ejemplo para tener un mejor producto y 
reducir costos de transacción. En estas relaciones es necesario un mayor 
análisis para defi nir y desarrollar estas ventajas competitivas considerando 
las especifi cidades para cada caso.

Un segundo punto es la organización duradera de servicios especiali-
zados por y para las OECA. Como cualquier emprendimiento necesitan 
asistencia técnica y fi nanciamiento acorde a su situación y oportunidades 
específi cas que deben superar la dependencia de proyectos y programas 
externos temporales. Varios aspectos pasan a primer plano: el nivel de ma-
yor efi ciencia y factibilidad para ofrecer estos servicios, disponibilidad de 
subsidios y su tiempo de permanencia, así como su origen, la diversidad 
de necesidades, la gestión de estos servicios, garantía de calidad de los 
servicios, etc.
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La última refl exión es sobre el concepto de economía solidaria. Sin querer 
abogar por una signifi cación única del mismo, es importante analizar -en 
los diferentes contextos y para los diferentes sectores- cuáles son las po-
sibilidades, ventajas y desventajas, de establecer sistemas independientes 
del productor al consumidor, y cuáles son esas posibilidades, ventajas y 
desventajas, en relación con su vinculación/integración a los sistemas eco-
nómicos generales.



LOS COMPLEJOS CAMINOS 
DE CONSTRUCCIÓN DE 

ECONOMÍAS SOLIDARIAS

1. DESDE LA SOCIEDAD

ÁMBITOS URBANOS





Experiencia Cooperativa MONDRAGÓN: 
Humanidad en el trabajo

Ibon Antero Intxausti27

En el convencimiento que aprendemos con base en intercambios de expe-
riencias, en el presente ensayo voy a compartir la Experiencia Cooperativa 
Mondragón (ECM) y, particularmente, sobre la experiencia de la coopera-
ción en el trabajo. Se trata de refl exiones creadas desde el instituto LAN-
KI28, Instituto de Estudios Cooperativos de la Universidad de Mondragón. 
Para ello voy a dividir la presentación en tres partes; una primera referida a 
un acercamiento al contexto al que respondía su emergencia y a lo que hoy 
es Mondragón, una segunda que entra en el trasfondo ideológico del por 
qué y para qué se activó esta experiencia y, fi nalmente, una tercera parte 
que recoge tanto los aprendizajes que me parecen interesantes como los 
desafíos que también se presentan en su desarrollo. 

Breve descripción histórica de Mondragón 

En primer lugar, es necesario decir que Mondragón se ubica geográfi ca 
y culturalmente en el País Vasco, una región situada en la divisoria entre 
Francia y España con territorios a ambos lados. Es un país con una historia 
de muchos años de resistencia y reivindicación por su cultura, su idioma y 
su identidad; una cultura donde históricamente ha existido un fuerte arrai-
go del trabajo en comunidad, y que hoy constituye una de las claves de la 
experiencia cooperativa que nos ocupa.

27  Formado en ingeniería industrial y MBA. Ha desarrollado su vida profesional en el 
entorno de la Experiencia Cooperativa de Mondragón y desde hace 10 años desa-
rrolla su labor en la Fundación Mundukide. Ha sido coordinador del Programa de 
intercambio de experiencias comunitarias y en la actualidad coordina los Programas 
de Desarrollo Socio-Económico en América Latina.

28 http://www.mondragon.edu/es/huhezi/investigacion/grupos-de-investigacion/lanki 
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HISTORIA DEL PROCESO DE CREACIÓN Y SUS PRINCIPALES HITOS

Como su nombre lo indica la Experiencia Cooperativa MONDRAGÓN 
(ECM) es una EXPERIENCIA: algo vivo que se adapta y reinventa para 
enfrentar los desafíos que pone cada momento. 

Nace en un contexto difícil, el de la segunda postguerra, de dictadura, y de 
una sociedad dividida que se enfrenta a muchas carencias y necesidades; 
pero que, al mismo tiempo, también cuenta con un liderazgo singular, el 
de un sacerdote (José María Arizmendiarrieta) que llegó a Mondragón con 
nuevas ideas y que, desde el impulso de la doctrina social de la iglesia, 
comienza a educar, motivar e inspirar sobre todo a los jóvenes que, a partir 
de ello, vivieron años intensos de estudio y de trabajo. 

Es de destacar que antes de la creación de la primera cooperativa ULGOR 
de lo que es ahora ECM, ya habían pasado 15 años de la llegada de Ariz-
mendiarrieta a Mondragón, y también 12 desde la creación de la Escuela 
Profesional Politécnica que fue la bandera de una estrategia de transfor-
mación de la comunidad local. La primera cooperativa creada exclusiva-
mente por mujeres fue AUZO LAGUN, un emprendimiento dedicado a 
la gastronomía y fundado en el año 1968. Ella fue avanzando progresiva-
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mente hasta convertirse en una gran cooperativa que hoy día cuenta con 
más de 4.000 puestos de trabajo y ofrece más de 150 mil almuerzos al día 
en todo el Estado Español. Este proceso se fue dando en un contexto de un 
acelerado ritmo de creación de nuevas cooperativas y de rápida expansión 
del movimiento cooperativo, que resultó sorprendente, como lo muestra el 
cuadro siguiente.

Como puede apreciarse, se trató de un proceso de creación de cooperativas 
individuales y soberanas, de primer grado, que se organizaron en diversos 
sectores y básicamente en el de la educación y la producción industrial 

IMAGEN DE MONDRAGÓN HOY 

En el tiempo, en torno a la Caja Laboral se fueron vertebrando nuevos ám-
bitos de actividad como el agrario, el del consumo o de la previsión social. 
La presencia de ECM al día de hoy se puede decir que es global; existen 
cooperativas agrupadas en diversos sectores -aunque la actividad principal 
es la industria- y sus ventas alcanzan a varios países del mundo. 

- 1941 El padre Arizmendiarrieta llega a Mondragón.

- 1943 El Padre Arizmendiarrieta funda la Escuela Profesional Politécnica (hoy la 
Escuela de Ingeniería de la UNIVERSIDAD MONDRAGON).

- 1956 Nace la primera cooperativa ULGOR.

- 1959 Nace Caja Laboral (Banco+División Empresarial).

- 1959 Lagun Aro (Previsión Social propia).

- 1964 Primer Grupo Cooperativo Comarcal ( Ularco-Fagor).

- 1966 Alecop (Alumnos Escolares Cooperativos).

- 1968 Auzo Lagun (Coop de mujeres).

- 1974 Ikerlan (Centro de Investigación).

- 1987 I Congreso de las cooperativas MONDRAGON.

- 1991 III Congreso: Creación de MONDRAGON Corporación Cooperativa.

- 1997 Creación ofi cial de la UNIVERSIDAD MONDRAGON.

Historia de la Experiencia Cooperativa 
MONDRAGON
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Es importante señalar que, más allá de esta expansión, las cooperativas de 
educación (desde niveles básicos hasta Universidad) cobraron gran impor-
tancia; igualmente ha sido notable la prioridad otorgada al ámbito de la 
investigación y el desarrollo.

Por otro lado, la agrupación y los mecanismos de cooperación han sido 
claves a lo largo de toda la trayectoria de ECM. Se trata, como ya se dijo, de 
cooperativas de primer grado y autónomas principalmente, pero VINCU-
LADAS y ARTICULADAS entre sí a través de interesantes mecanismos de 
INTERCOOPERACION que, como veremos más adelante, hacen al tras-
fondo ideológico de esta experiencia. 

Si bien en un inicio este proceso de agrupación de cooperativas se daba 
por cercanía geográfi ca, en los años 80 se fue transitando hacia una confi -
guración sectorial, como se muestra en la imagen que sigue. 

Somos MONDRAGON, un grupo empresarial integrado por cooperativas autónomas e indepen-
dientes, con fi liales productivas y delegaciones corporativas en 41 paises y ventas en más de 150.

INGRESOS TOTALES EMPRESAS Y COOPERATIVAS PERSONAS CENTROS TECNOLÓGICOS

Presencia comercial y productiva en 
los cinco continentes en los sectores 
industrial, fi nanciero, distribución y 
conocimiento

Sectores productivos en todo el 
mundo:

11.875 260 74.117 15

fi nanzas

industria

conocimiento

PRESENCIA GLOBAL
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Dado la importante diversifi cación sectorial y, sobre todo, la signifi cati-
va escala de producción alcanzada, que permitió transitar desde el ám-
bito local al nacional e internacional, el tema del modelo organizativo se 
convirtió en materia de amplias y profundas refl exiones y debates en la 
medida que los cambios de escala planteaban necesidades de transforma-
ción organizativa, al mismo tiempo que la mayoría de las cooperativas se 
posicionaban a favor de una transformación organizativa que no altere el 
espíritu y mensaje solidario y democrático de las comunidades de trabajo.

Trasfondo ideológico

Comencemos por indagar en el trasfondo ideológico o la utopía que sub-
yace en esta experiencia cooperativa. Para ello es necesario remontarnos 
a los orígenes del movimiento cooperativo, con el fi n de ahondar en las 
motivaciones que alumbraron el cooperativismo de Mondragón. Las pre-
guntas que nos surgen son: ¿Cuál fue la razón de ser de las cooperativas de 
Mondragón? ¿A qué sueños, e ilusiones respondía la fórmula cooperativa 
en sus orígenes? ¿Por qué y para qué se activó la ECM hace ya más de 50 
años?

Or
ga

ni
za

ci
ón

CONGRESO

Comisión Permanente Consejo General

Centros de Investigación y Desarrollo y Formación

Grupo Industrial

Grupo 

Financiero

Grupo 
Distribución

Automovil Chassis y Powertrain

Transporte Vertical

Construcción

Componentes

Automatización Industrial

CM Automobilistica

Máquinas-Herramientas

Ingeniería y Servicios

Hogar

Equipamientos

Utillajes y Sistemas

Sistemas Industriales
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Nos surgen dos ideas que fueron los pilares fundamentales que están en la 
esencia del cooperativismo de Mondragón: 

(i)      Transformación de la concepción de la empresa, y 

(ii)    Justicia social 

Se quiso transformar lo que se entendía por empresa hasta aquel momen-
to. El cooperativismo en general, y el cooperativismo de Mondragón en 
particular, intentaron dar respuesta al confl icto social fundamental de la 
sociedad de aquella época. Es decir, abordaron el confl icto histórico entre 
el trabajo y el capital. 

¿Cuál fue la respuesta? Una propuesta orientada a modifi car de raíz las 
relaciones de poder entre capital y trabajo dentro de la empresa, a darle 
al trabajo un mayor valor que al capital, ofreciendo al trabajo otro estatus: 
humano y también político dentro de la empresa. Es decir, colocar en el 
centro de la organización a las personas y crear estructuras basadas en la 
soberanía y en el poder de las personas y en el poder de decisión de las 
personas.

¿Qué suponía aquello en la práctica? Nada menos que tener voz y voto 
en las decisiones, y también tener participación en la propiedad, en los 
resultados y en la gestión. 

Internamente la empresa quería y debía ser democrática. Pero, ciertamen-
te, no era sólo una fórmula de empresa lo que se buscaba. La empresa que-
ría ser democrática internamente, sí, pero la propuesta del cooperativismo 
de Mondragón no se agotaba en el interior de las cooperativas. Fijaron la 
mirada más allá de la cooperativa, y entendieron la empresa como herra-
mienta para caminar hacia la justicia social y el desarrollo comunitario. 

En el fondo de esta experiencia cooperativa existe un sueño sólido de 
transformación social, que animó e incentivó a muchísimas personas a im-
pulsar la construcción cooperativa como trasfondo ideológico y razón de 
ser de la empresa, como su sueño más sólido. 

Aportes y desafíos 

En esa dirección llevamos recorridos casi 60 años de práctica cooperativa 
y, como en toda experiencia, hubo momentos muy diversos: se han tenido 
momentos de expansión y también de crisis, momentos de logros y de 
contradicciones, momentos de reformulaciones, y otros. 
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No hay espacio para analizar cada uno de esos momentos, pero es in-
teresante conocer qué puede aportar esta experiencia para inspirar otras 
formas de hacer empresa basada en otros valores. 

APORTACIONES Y DESAFÍOS

¿Qué aprendizajes aporta esta experiencia y cuáles son algunos desafíos a 
los que nos enfrentamos? Refl exiones creadas desde LANKI, el Instituto 
de Estudios Cooperativos de la Universidad de Mondragón, nos permiten 
señalar lo siguiente.

De hecho, los acontecimientos en el periodo de crisis de estos últimos años 
han puesto una vez más a prueba al cooperativismo de Mondragón y su 
capacidad de adaptación y resiliencia a los cambios.

Vamos a tratar de responder a las siguientes cuestiones ¿Qué ha aportado 
el cooperativismo de Mondragón? ¿Qué tiene de interesante esta expe-
riencia cooperativa para inspirar formas de hacer empresa basada en otros 
valores? Para luego entrar también a indagar sobre los principales retos 
que se presentan hoy día.

Búsqueda del equilibrio entre efi cacia empresarial y valores cooperativos

Sin duda, es de primerísima importancia la constatación de que se puede 
ser una empresa efi caz y sostenible en el tiempo con base en la manten-
ción de una serie de valores éticos. O dicho de otra forma, es posible de-
mostrar que la efi cacia empresarial es absolutamente compatible con la 
práctica de los valores cooperativos en el ámbito de la empresa. 

Este equilibrio entre efi cacia y valores no es nunca sencillo, pero es posible. 
En esa dirección la ECM es un testimonio del compromiso por tratar de 
humanizar la economía, con sus logros y sus límites también evidente-
mente.

Precisamente es en esta búsqueda donde las cooperativas tienen uno de 
sus retos más importantes de cara al futuro. Si entendemos que las coo-
perativas son proyectos socio-empresariales, ellas están inevitablemente 
abocadas a responder a dos lógicas. Por una parte, la rentabilidad empre-
sarial y por otra, la lógica cooperativa, social o solidaria. Una y otra lógica, 
y ambas al mismo tiempo.

El hecho de constituir empresas efi caces y rentables resulta requisito indis-
pensable para la supervivencia de la cooperativa (esto es algo que han te-
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nido siempre muy en claro los fundadores). Hoy toca atender a una lógica 
empresarial muy exigente, pues la creciente escala, la internacionalización 
y la fi nanciación son temas hoy centrales en la agenda de las cooperativas 
y principalmente de ECM, dadas sus actuales características.

Sin embargo, si queremos constituir proyectos cooperativos es imprescin-
dible nutrir y fortalecer los aspectos ideológicos o cooperativos; es esta 
vertiente lo que nos diferencia de otros modelos de empresa. Y es ahí don-
de se presentan, seguramente, los mayores défi cits en relación con los nue-
vos dimensionamientos del emprendimiento.

Uno de los retos fundamentales de la ECM es precisamente ese: alimentar 
el diferencial cooperativo y promover proyectos socio-empresariales fuer-
tes y con identidad. Ello conlleva activar estrategias integrales que incidan 
en esa dirección como, por ejemplo, la promoción e innovación en la di-
mensión de la participación, el abordaje de nuevos retos desde la transfor-
mación social, la profundización y articulación de estrategias efi caces de 
educación cooperativa, y el afi anzamiento del liderazgo cooperativo.

Otra aportación de la ECM: la institucionalización de los valores (o la plas-
mación de las ideas y valores en prácticas y mecanismos concretos) 

Es posible afi rmar que ECM ha acertado en articular de forma práctica los 
conceptos básicos del pensamiento cooperativo. Encontramos que, desde 
los orígenes, ECM ha tenido como inquietud o máxima: los valores sólo se 
convierten en realidad si son puestos en práctica. 

Es por ello que existe una incesante vocación (hasta obsesión, diría yo) por 
traducir los valores en mecanismos y prácticas concretas. Lo importante 
ha sido el cómo se practican los ideales: ¿Cómo hacer real y efi caz la soli-
daridad? ¿O la participación? ¿O la transformación social? Esto es impor-
tante porque puede ser relativamente sencillo hablar de solidaridad, pero 
lo realmente complicado (y, seguramente, lo realmente valioso) es cómo 
lo hacemos en la práctica. Aunque la práctica siempre sea más imperfecta 
que el ideal; pero ¿cómo lo traemos a la práctica?, ¿a mecanismos concre-
tos? Esa es la cuestión…

Es verdad que en el reverso de la moneda nos encontramos con el reto de 
alimentar, renovar, reavivar y hasta reinventar el sentido cooperativo y sus 
principales señas de identidad. La cooperativa no es sólo (o sobre todo) 
una fórmula de empresa, sino una cultura, una forma de hacer que ha de 
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ser alimentada constantemente. La ECM cuenta con un reto importante 
en esta dirección. Para ello es indispensable promover la refl exión coope-
rativa de forma efi caz y sistemática.

La práctica de la intercooperación

Sin duda, la creatividad mostrada para articularse en red y para la inter-
cooperación es –quizá- el diferencial más relevante de la ECM. MONDRA-
GON es una red de cooperativas que intercooperan entre sí. Una red que 
conjuga reglas y criterios comunes con la soberanía de cada cooperativa. 
La intercooperación ha sido, por un lado, expresión clara de la práctica de 
la solidaridad (de cómo hacemos solidaridad como decía antes); y por otro, 
un factor determinante para el desarrollo empresarial de las cooperativas.

Ha habido grandes dosis de creatividad institucional y organizativa, y se 
han desarrollado numerosos mecanismos concretos para la práctica de la 
intercooperación, tales como supra-estructuras para el fortalecimiento del 
grupo, fondos comunes para atender las necesidades de las cooperativas 
(bien para compensar pérdidas o sostener nuevas inversiones), o mecanis-
mos exigentes e innovadores como las reubicaciones de socios/as trabaja-
doras o la reconversión de resultados. Estos han sido mecanismos propios 
de esta experiencia. 

No hay duda de que una de las aportaciones más importantes de la ECM 
consiste en haber conferido carácter estratégico a la intercooperación, y el 
hecho de haberlo articulado de forma práctica. Esto constituye un valor 
fundamental y es motivo de orgullo entre los cooperativistas. 

Intercooperación

• No competencia interna
• Reconversión de resultados(45%)
• Información y Transparencia
• Aportación inicial del socio/a

Reglas de pertenencia al Grupo

Mecanismos:

• Recoversión de resultados
• Reubicaciones de socios/as
• Apoyo fi nanciero de Caja Laboral
• Intervención de la División Empresarial
• Fondos intercooperativos

Autodependencia en la 
interdependencia

Solidaridad
vs

Autoexigencia
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Es evidente que, a raíz de la última crisis, se abren nuevas interrogantes 
en torno a la intercooperación, tales como: ¿qué nivel de correlación debe 
existir entre la solidaridad y la exigencia a la hora de compensar pérdidas 
o realizar inversiones? ¿Cuáles son los límites de la solidaridad? ¿Puede 
tener efecto somnífero que desactive la auto-exigencia? ¿Cómo evitarlo? 
¿Es posible hacer frente a las crisis de las grandes cooperativas? Estas son 
cuestiones que están en agenda y siguen abiertas.

No cabe duda que el grupo cooperativo deberá seguir profundizando en 
la intercooperación, innovando, equilibrando solidaridad con exigencia, y 
alimentando el proyecto común a nivel de grupo. La intercooperación es 
un elemento diferencial muy importante.

La democracia empresarial

Uno de los diferenciales más evidentes con respecto a otro tipo de empresa 
es el carácter democrático de las cooperativas. El modelo cooperativo im-
plementa la práctica de la democracia en el ámbito de la empresa, y pone 
en manos de sus protagonistas el poder de decisión. Ello supone alterar de 
raíz la relación típica entre trabajo y capital, y devolverle al trabajador/a el 
control y la propiedad de su trabajo, dándole al capital un carácter subor-
dinado dentro de la estructura empresarial.

Sabemos que no es lo habitual que las empresas se organicen de forma 
democrática. En general, en el ámbito de la empresa y la economía im-
peran lógicas de concentración de poder y del capital. En ese sentido, la 
ECM es un grupo de cooperativas que opera en base a unos principios 
democráticos, una experiencia imperfecta, pero relevante en el mundo de 
la democracia empresarial. 

Democracia empresarial

• N-Soberanía del trabajo
• Socio/a trabajadora y copropietaria al mismo tiempo.

Reglas de pertenencia al Grupo

• Corresponsabilidad del socio/a,
• Revisar modelo de gobernanza,
• Hacer pedagogía en la comunicación
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Es obvio que no es sencillo articular con éxito la práctica de la democracia 
en el ámbito de la empresa (menos aún en empresas de gran tamaño, 
como algunas de nuestras cooperativas), y nuestras cooperativas muestran 
síntomas que apuntan hacia la necesidad de una profunda revitalización 
de los aspectos democráticos cooperativos. Es preciso seguir ahondando 
en esa dirección: reforzar la concepción de socio/a (como trabajador y 
co-propietario al mismo tiempo), un estatus exigente supone trabajar la 
corresponsabilidad de los socios y nutrir el sentido de pertenencia, revisar 
el rol de los órganos de gobierno, hacer pedagogía en la comunicación, 
combinar democracia con gestión efi caz. Todos ellos campos a refl exionar 
y mejorar.

La diversidad cooperativa y la integralidad de su propuesta

Llama la atención el hecho de haber sido capaces de trasladar la fórmu-
la cooperativa a diversos sectores de la sociedad articulados dentro del 
mismo grupo. En efecto, se ha desarrollado la fórmula cooperativa en di-
ferentes ámbitos: la industria, el consumo, la educación, las fi nanzas, la 
agricultura, la investigación o los servicios. Con ello, la ECM demuestra 
que es posible organizar, de acuerdo a la fórmula cooperativa, a los secto-
res fundamentales de la sociedad. 

Esta es, sin duda, una aportación interesante y una práctica que está es-
trechamente relacionada con la integralidad de la propuesta de Arizmen-
diarrieta. El cooperativismo arizmendiano se sustenta en la siguiente idea: 
que las fórmulas basadas en la co-propiedad y en el poder de decisión de 
los protagonistas son más humanas y más interesantes. 

Apoyándose en esa idea, se ha desarrollado la práctica de la auto-organi-
zación en diferentes ámbitos sociales. Existe una llamada a la auto-organi-
zación en la base del pensamiento de la ECM: el sueño de una comunidad 
que se auto-organiza a todos los niveles.

No cabe duda que ante los retos que enfrentamos como sociedad, la prác-
tica de la auto-organización y la autogestión resultan a día de hoy de gran 
valor. 

La transformación social como objetivo del movimiento cooperativo

Si ahondamos en el trasfondo ideológico de la ECM es evidente que las 
cooperativas nacen con una clara vocación de transformación social. En-
tendieron y practicaron la empresa como herramienta para la transforma-
ción social.
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El camino recorrido en este ámbito es cuantitativamente importante y cua-
litativamente relevante. Muestra de ello son algunos aspectos que voy a 
mencionar brevemente a continuación:

La aportación de la ECM como modelo y motor de desarrollo local. Las 
cooperativas son fórmulas enraizadas en su entorno. Es sabido que el capi-
tal hace mucho más fácilmente las maletas. El poder de decisión descansa 
en las personas que componen la organización, y frente a procesos de des-
localización, las cooperativas son realidades más conectadas con lo local, 
con las necesidades del entorno. La ECM, aun siendo una realidad inter-
nacionalizada (con toda la complejidad que ello implica), es un grupo em-
presarial enraizado en el País Vasco. Sin lugar a dudas, desde la perspectiva 
del desarrollo local, resulta interesante contar con realidades económicas 
auto-organizadas y enraizadas en el País.

La vocación por generar y mantener el empleo ha sido uno de los objetivos 
declarados de la ECM. Las cooperativas han priorizado la generación y la 
defensa del empleo por encima de las lógicas de maximización del capital, 
entendiendo que de ese modo se contribuye al desarrollo económico y 
social del entorno. 

Otro aspecto relevante es haber generado un reparto más equitativo de 
la riqueza, con mecanismos como el abanico salarial (que, aun generando 
controversia, limita el nivel retributivo de las cooperativas a niveles muy 
inferiores en comparación con otros modelos de empresa). 

Otro mecanismo importante son los Fondos de Obras Sociales (COFIP), a 
través de los cuales se ha colaborado con numerosas iniciativas educativas, 
culturales y sociales del entorno. Ha habido compromiso con la educación, 
el euskera (la lengua vasca) o la cultura vasca, las iniciativas socio-cultu-
rales diversas, o el ámbito de la cooperación al desarrollo como es el caso 
de Mundukide.

El camino recorrido en este ámbito es, sin duda, interesante; sin embargo, 
de cara al futuro, es aún un campo que precisa de innovación. 

Es necesario reconectar las cooperativas con los sueños y necesidades so-
ciales actuales, y promover un rol más activo en el ámbito de la transfor-
mación social. Avivar la conciencia transformadora de los cooperativistas, 
cooperar con agentes sociales y económicos que compartan la idea de la 
autogestión o la economía social-solidaria, o visibilizar las acciones que ya 
se realizan en estos ámbitos, son algunos de los retos a los que se enfrenta 
la Empresa Cooperativa Mondragón en la actualidad. 



Políticas públicas municipales que reciclan vidas

Roxana Dulón Gonzales29

Resumen de la experiencia

En lo que sigue analizaré una experiencia de trabajo desde la Fundación 
PASOS, ubicada en la ciudad de Sucre, orientada a fortalecer la economía 
solidaria y la equidad de género, y desarrollada con mujeres que trabaja-
ban como recolectoras nocturnas de residuos sólidos (botellas, latas, hule, 
cartón, vidrio) y que luego de recogerlos y seleccionarlos los vendían de 
manera individual a intermediarios de la ciudad a precios bastante bajos y 
con muchas dudas respecto al peso de esos residuos. 

Se trata de una experiencia que trabajamos en relación con la cadena de 
reciclaje, aunque en una ciudad como Sucre, una ciudad de alrededor de 
260 mil habitantes, relativamente pequeña, donde la cuestión del reciclaje 
no constituye, en modo alguno, un polo de desarrollo económico. Se habla 
sobre todo de recoger residuos sólidos, de seleccionarlos y de ir avanzando 
hacia la construcción de una cadena de reciclaje que tiene más relación 
con ciudades bolivianas como La Paz, Santa Cruz, El Alto o Cochabamba, 
donde ya se dan algunas experiencias al respecto. 

El eje de discusión de esta refl exión gira en torno a la importancia de con-
tar con el apoyo de una normativa, de una política pública para poder de-
sarrollar realmente experiencias de economía solidaria. 

Es importante dar algunos antecedentes para poder entender mejor los 
elementos de esta refl exión. En la ciudad de Sucre se generan, más o me-
nos, al día alrededor de 170 toneladas de basura, y se estima que de ellas, 
unas 20 toneladas pueden ser recuperadas o consideradas como residuos 
sólidos reciclables. Por otro lado, en la ciudad, hace ya muchos años, sobre 
todo las mujeres, niños y niñas eran quienes recogían este material des-
echable (sobre todo botellas PET, cartones, latas de cerveza) con el objetivo 
de vender y aumentar sus ingresos. Trabajaban desplazándose hacia basu-

29 Licenciada en Administración de Empresas, Diplomada en Género y Desarrollo, 
Master en Administración de Empresas y Doctora en Ciencias Geográfi cas. Trabaja 
en el área de desarrollo rural desde hace varios años y con larga experiencia en pro-
yectos de seguridad alimentaria, género y desarrollo. Ha realizado varias investiga-
ciones, sistematizaciones, procesos de planifi cación, evaluación y trabajos prácticos. 
Actualmente es directora de la Fundación PASOS.
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rales clandestinos, donde la gente depositaba su basura, y allí comenzaron 
a seleccionar lo que pensaban podría ser comercializable; este trabajo se 
hacía por las noches, y según pudimos observar, muchas de estas mujeres 
trabajaban con “pasamontañas” no tanto a causa del frio de la noche sino 
porque no querían dar a conocer su identidad. No conversaban con nadie, 
rompían las bolsas que vecinos y vecinas dejaban fuera de sus casas para 
que sean recogidas por el carro basurero, y antes de que ello ocurra, abrían 
las bosas y buscaban lo que podía ser reciclable. 

Se trataba de un trabajo invisible, de un trabajo que era mejor que nadie 
viera, un trabajo como muchos que suelen hacer las mujeres en general: 
nadie ve lo que las mujeres hacen cotidianamente.

Así, en el marco de un proyecto de Empleo Digno desarrollado por la Fun-
dación, fue que se impulsó la cualifi cación y dignifi cación de este trabajo, 
mayoritariamente cumplido por mujeres jefas de hogar, con muy pocas 
oportunidades laborales por su nivel de educación y difi cultades de co-
municación en idioma castellano. Se trataba de asumir retos importantes: 

• En primer lugar, hacerlo visible al promover el paso de trabajar en 
la noche y en basurales, a trabajar en el día recogiendo residuos de 
domicilios, con identifi cación, ropa y herramienta adecuada.

• En segundo lugar, organizarlo mediante una manera asociada 
para lograr ventajas económicas con la venta en conjunto y lograr 
economías de escala. Esto sin duda implicaba empezar a trabajar 
con valores vinculados con la asociatividad, honradez, transpa-
rencia, solidaridad de grupo para lograr mejores condiciones de 
trabajo, entre otros. 

• En tercer lugar, lograr la valoración de este trabajo realizado por 
las mujeres por cuanto, con el mismo, toneladas de residuos dejan 
de llegar a los botaderos municipales y se contribuye a la limpieza 
de las calles y barrios, y se genera un servicio medioambiental y 
de salud pública al evitar la circulación de camiones cargadísimos 
de basura por la ciudad. Estos elementos de la valoración, por otro 
lado, planteaban el reto para la medición económica del trabajo, 
de los benefi cios en la salud y la sanidad de la ciudad. 

• Finalmente, lograr el reconocimiento del trabajo de las recolecto-
ras como un ofi cio, del mismo modo que el reconocimiento de sus 
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organizaciones / asociaciones como operadoras de los servicios de 
aseo y limpieza municipal, y en ese sentido contribuir a posicio-
narlas como prestadoras de un servicio público dentro de la ca-
dena del reciclaje. Este reconocimiento, por lo demás, se inscribe 
en una ley municipal de gestión integral de residuos sólidos que 
dispone que los gobiernos municipales deben certifi car el ofi cio 
de recolectores, recicladores. 

Se han logrado avances en todos estos ámbitos, aunque la viabilidad eco-
nómica de este trabajo está aún sujeta a los vaivenes crueles del mercado. 
Por ejemplo, en el año 2015, cuando bajó el precio del petróleo, las reco-
lectoras tenían que recoger cuatro veces más cantidad de residuos para 
mantener su nivel de ingresos. Por tanto, si la sostenibilidad del trabajo 
de las recolectoras y sus asociaciones quedara únicamente vinculada a las 
oportunidades de mercado, sería muy vulnerable; pues el tipo de trabajo 
que realizan y el servicio que prestan y, más aún, el logro de su sosteni-
bilidad requieren apoyo y respaldo de recursos que pueden provenir de 
políticas públicas: leyes, reglamentos, ordenanzas, planes y programas que 
reconozcan el ofi cio y sus asociaciones, regulen el trabajo y sean conside-
radas como prestadoras de servicio público. Solo de este modo es posible 
disminuir drásticamente su vulnerabilidad frente al mercado. 

Dado que la gestión integral de residuos sólidos, por Ley en Bolivia, es 
competencia total de los gobiernos municipales, las políticas públicas que 
se planteen deben proponerse e impulsarse en este nivel.

En lo que sigue, se muestran las propuestas, estrategias y metodologías 
que fueron desarrolladas para lograr que las políticas públicas municipa-
les, en la ciudad de Sucre, que se desarrollen en el marco del modelo de 
economía plural, faciliten y normen el trabajo realizado por las mujeres 
asociadas que trabajan en el recojo y selección de residuos sólidos recicla-
bles. Es decir, ellas deben incluir propuestas de empleo digno e inclusivo, 
que benefi cien de manera focalizada y explícita a mujeres por ser quienes 
se encargan de la limpieza en la casa, en la calle y en la ciudad, para con-
tribuir de este modo a reducir las brechas de inequidad de género referidas 
al acceso a mercados laborales.

DESCRIPCIÓN DE LA POBLACIÓN PARTICIPANTE DE LA EXPERIENCIA

En la recolección trabajan personas de manera ocasional, otras que le de-
dican un medio tiempo, y las que consideran este ofi cio como su principal 
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ocupación. Las recolectoras y recolectores que trabajan actualmente se han 
organizado en dos asociaciones, y existe una tercera recién constituida con 
la que llegan a un total de 80 socias y socios, de los cuales un 75% son mu-
jeres; la mayoría tiene entre 41 y 65 años, y también de manera mayoritaria 
se trata de población migrante del área rural, cuyas familias se desplazaron 
hacia la ciudad en busca de mejores oportunidades de vida. El 40% de las 
recolectoras son analfabetas, 50% ha cursado alguno de los cursos del ciclo 
básico, y ninguna de ellas ha alcanzado el bachillerato; un alto porcentaje 
que aprendió a leer y escribir ya lo ha olvidado. 

Estas mujeres tienen en promedio 5 hijos; aunque algunas recolectoras en-
trevistadas tienen hasta 14 hijos (9 vivos). Todas han enfrentado problemas 
de mortalidad infantil de sus hijos que alcanza al 23%, los que fallecieron 
en su mayoría antes de cumplir los 5 años. Ninguna recolectora deja a sus 
hijos en alguna guardería: 8 de cada 10 los deja al cuidado de los hijos e 
hijas mayores, y 2 de cada 10 indica que sus niños están con ellas durante 
la jornada de trabajo.

Viven en los barrios alejados y más pobres de la ciudad. El 43% de estas 
mujeres tiene casa propia; mientras que el 57% restante vive como cuida-
dora de alguna vivienda, en alquiler o bajo la modalidad del anticrético. 
Cerca de la mitad de las recicladoras (48%) viven con su familia en una ha-
bitación y un 24% de ellas tienen una casa con dos ambientes en total. El 
acceso a servicios de agua y luz es casi generalizado y prácticamente la to-
talidad de sus hijos e hijas en edad escolar asisten actualmente a la escuela.

Las informaciones mencionadas no son casuales pues tienen que ver con 
las prioridades de la institución: emprendimiento fundamentalmente con 
mujeres por sus objetivos de equidad de género; y, sobre todo, que sean 
personas con pocas oportunidades laborales o de estudio. Es decir, se prio-
riza sobre todo mujeres con escasas condiciones para ejercer derechos a 
la protección. Al tratarse de mujeres migrantes, en muchos casos se trata, 
además, de mujeres que –inicialmente-  solo hablaban quechua. Es decir, 
se trata de un universo con el cual es imprescindible un enfoque de género 
y de justicia social.  

Trayectoria e hitos importantes en el desarrollo de la experiencia

En el municipio de Sucre, la recolección de basura, a cargo del municipio, 
se realiza de manera general sin diferenciar entre residuos orgánicos de los 
no orgánicos, o de residuos reciclables de los no reciclables. El servicio es 
prestado por una Empresa Municipal llamada EMAS (Empresa Municipal 
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de Aseo y Saneamiento) que recorre la ciudad en horarios diurnos y noc-
turnos recogiendo la basura. Su cobertura alcanza el 35% de los hogares 
de la ciudad y el costo es cubierto por la población a partir de un pago 
mensual que se realiza de manera conjunta a los pagos por el servicio de 
energía eléctrica.

Actualmente, la gestión del recién electo Alcalde (2015- 2020) está im-
pulsando la ejecución de un programa llamado Sucre Recicla, que intenta 
poner en práctica propuestas orientadas a la Gestión Integral de Residuos. 
En la ejecución de este programa se espera incorporar el trabajo de las 
recolectoras y sus asociaciones.

MERCADO EXISTENTE PARA RESIDUOS SOLIDOS

Sin embargo, en la ciudad de Sucre, no se ha desarrollado aún un polo 
económico vinculado al reciclaje, actividad para lo que solo existe una úni-
ca empresa que, a partir de residuos sólidos, produce tubos Berman. Con 
todo, existen varios intermediarios mayoristas que acopian residuos sóli-
dos para venderlos luego a empresas que los compran y que normalmente 
están ubicados en las ciudades más grandes de Bolivia (La Paz y Santa 
Cruz).

Estos intermediarios compran los residuos tanto en cantidades pequeñas 
como cantidades mayores, y su estrategia de compra y de precios ofertados 
difi ere en función de la cantidad que compran: a menor cantidad de resi-
duos, menor precio; a mayor cantidad de residuos, mayor precio. 

DEL TRABAJO “OCULTO” AL TRABAJO VISIBLE DE LAS RECOLECTORAS

En cuanto al trabajo realizado por las recolectoras en la ciudad de Su-
cre, este no es reciente. Muchas de ellas cuentan que aprendieron el ofi cio 
acompañando a sus mamás, quienes ya desde hace años recurrieron a esta 
labor para conseguir ingresos adicionales. 

Las personas que trabajan en este ofi cio, sobre todo mujeres, niños y ni-
ñas, ven la recolección de residuos como actividad que les perite generar 
recursos marginales y complementarios a la economía familiar. Suelen tra-
bajar en la noche recorriendo los basurales clandestinos y ofi ciales de la 
ciudad, donde comienzan a seleccionar los residuos que les interesan. Van 
también por las calles de la ciudad abriendo las bolsas de basura que los 
vecinos suelen dejar fuera de su domicilio, eligiendo lo que les sirve y de-
jando basura desparramada en el suelo, por lo que su actividad no es bien 
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vista ni por los vecinos y menos por la Empresa Municipal de Aseo que no 
solo debe recoger bolsas de basura abiertas sino además barrer la basura 
desparramada. 

Por lo general, las recolectoras no hablan con la gente, se esconden, usan 
“pasamontañas” para no ser reconocidas, cargan lo recolectado en su es-
palda, no usan guantes, ni botas, mucho menos barbijos.

Con estas personas, sobre todo con las mujeres, se comenzó a hablar para 
motivarlas e interesarlas en realizar el mismo trabajo pero en condiciones 
muy diferentes: no trabajar en los lugares de disposición fi nal de la basura 
(basurales), sino en los lugares de origen de la basura (los domicilios y/o 
negocios), sin tener que pasar vergüenza, durante el día, con mejor pre-
paración para el trabajo, conversando con las y los vecinos, y tocando las 
puertas para prestar un servicio necesario en la ciudad. 

El resultado de este proceso fue la conformación de dos asociaciones de 
recolectoras que, a la fecha, cuentan con personería jurídica y trabajan 
prestando el servicio de recolección de residuos en 30 barrios de la ciudad 
de Sucre, atendiendo a más de 5.000 familias y recogiendo anualmente 
algo más de 200 toneladas de residuos que  dejan de llegar a los botadores. 
Esto les ha permitido insertarse en un empleo digno con un ingreso que 
tiende a ser comparable al salario mínimo nacional de Bolivia. 

Actualmente, la recolección de residuos continua siendo realizada tan-
to por recolectoras individuales de manera “oculta” como por recolec-
toras asociadas que trabajan de manera visible y por empleados de la 
Empresa de Aseo; de manera eventual, también es realizada por niños, 
niñas y mujeres que en ocasiones especiales (festejos y acontecimientos 
masivos) recolectan latas y botellas. Se ha podido advertir que todos 
estos grupos tienen problemas entre sí por que compiten por el mismo 
producto al no existir ninguna reglamentación que regule y norme este 
tipo de trabajo a nivel municipal. Por ello, en la calle se compite utili-
zando diversas estrategias que pueden acabar incluso en peleas que, en 
la mayoría de los casos, se traducen en perjuicio de todos los actores 
incluyendo los vecinos que no saben qué hacer ni a quien entregar sus 
residuos.

Ante ese contexto, a lo largo de la implementación de la experiencia fueron 
planteados varios objetivos en el ámbito de la economía, el mercado, los 
derechos, y de la creación de un contexto favorable. Todos ellos, de manera 
general, se enmarcaban en la fi nalidad de orientar la actividad hacia la ge-
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neración de empleos dignos y negocios inclusivos en el marco de la cadena 
de valor y gestión de residuos sólidos. 

Los objetivos requerían una acción pública de incidencia en políticas pú-
blicas que se orientaran hacia la: 

• Generación de un entorno legal, normativo y actitudinal ciudada-
no, favorable al reconocimiento del trabajo de las recolectoras

• Creación de condiciones para que los tomadores/as de decisión 
de ámbitos públicos y privados, y líderes/lideresas de opinión del 
Municipio de Sucre, pudieran conocer y adoptar actitudes favora-
bles al ejercicio de los derechos económicos de los recolectores y 
recolectoras.

DE LOS OBJETIVOS DEL PROGRAMA A LA INCIDENCIA Y PROPUESTAS DE POLÍTICA PÚBLICA

De manera transversal, a lo largo de la ejecución de la experiencia se 
han contemplado objetivos vinculados a lograr el posicionamiento del 
tema en la opinión pública general, y la promoción de un marco legal 
que favorezca, reconozca y regule el trabajo de recolección. De cara a 
ese propósito y, en el marco de impulsar la formación y diseño de polí-
ticas públicas vinculadas al reciclaje considerado como trabajo inclusi-
vo y digno, se fueron identifi cando objetivos vinculados a la incidencia 
y a la identifi cación de logros en las diferentes fases del proyecto. Entre 
ellos se identifi caron los siguientes:

• Desarrollar y aplicar un proyecto de sensibilización y educación 
ciudadana para la valoración de una ciudad ambientalmente sa-
ludable.

• Sensibilizar a los tomadores/as de decisión a favor de los derechos 
económicos de las recolectoras y recolectores en el Municipio de 
Sucre.

• Impulsar normas municipales y nacionales de inclusión y recono-
cimiento social como trabajadores y trabajadoras a los y las reco-
lectoras de residuos sólidos urbanos.

En el marco de estos objetivos se desarrollaron varias acciones para lograr 
un entorno favorable al trabajo realizado por las recolectoras, tanto a nivel 
de la ciudadanía en general como a nivel de las y los tomadores de deci-
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siones en diferentes niveles públicos. Con base en las acciones realizadas 
se logró que muchas empresas (27 en total a la fecha entre restaurantes, 
empresas de servicios, colegios) apoyaran el trabajo de las recolectoras y se 
comprometieran a entregar sus residuos de manera gratuita bajo la fi gura 
de Amigos de las Recolectoras.

También se ha logrado que Concejales, hombres y mujeres, e incluso 
Alcaldes, así como el personal técnico responsable de diferentes direc-
ciones como la de Medio Ambiente, Desarrollo Económico Local, Áreas 
Verdes, Catastro, Comisión de Medio Ambiente, se interesen y apoyen 
el trabajo realizado por las recolectoras facilitando presupuestos mu-
nicipales para obtener los insumos y herramientas necesarias, y para 
apoyar públicamente la actividad de recolección.

El mayor reto a lograr, sin embargo, era que el municipio reconozca el 
trabajo de las recolectoras, así como sus asociaciones; para ello se pre-
sentó ya en el año 2013 una propuesta de Ordenanza Municipal que en 
uno de sus objetivos específi cos propone fomentar la participación de 
cooperativas, asociaciones y empresas pequeñas y medianas de reco-
lección y reciclaje. Esta propuesta de ordenanza está en consideración 
en el marco de un programa para la ciudad denominado Sucre Recicla.

EL PROGRAMA DEL DESAYUNO ESCOLAR MUNICIPAL Y LAS ASOCIACIONES DE RECOLEC-
TORAS

Una experiencia relevante se está dando en Sucre en el marco del Pro-
grama Municipal de Desayuno Escolar y Alimentación Escolar Comple-
mentaria. Este Programa se desarrolla en el marco de una ley nacional, 
en cuya puesta en marcha se ha logrado que el Municipio incorpore, en 
el Documento Base de Contratación (DBC) para empresas proveedoras 
del desayuno escolar, una cláusula referida al manejo de residuos sóli-
dos, que sostiene: 

En cumplimiento a la Ley del Medio Ambiente 1333 (27/04/1992) y 
Reglamento de Gestión de Residuos Sólidos, las empresas proveedo-
ras deberán presentar en su propuesta un “Programa de Recolección 
y Manejo Adecuado de Residuos Sólidos” generados por los mismos 
productos distribuidos, este programa debe garantizar un recojo efec-
tivo de los residuos sólidos…(DBC, 2014)

Para cumplir con su responsabilidad de recoger los residuos, las empresas 
proveedoras del desayuno escolar han contratado los servicios de las aso-
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ciaciones de recolectoras, las que recogen –por el momento- los residuos 
generados en 50 de las 140 unidades educativas que se benefi cian con el 
desayuno escolar. 

El pago mensual por este servicio -que ascendió a 200 bolivianos mensua-
les por Unidad Educativa atendida- les permite cubrir holgadamente los 
costos comunes en los que incurren las asociaciones y que incluyen el pago 
de alquiler y de servicios básicos de sus centros de acopio; también les 
permite pagar dietas al personal directivo de la asociación, y cubrir algunos 
arreglos y mantenimiento de sus herramientas de trabajo.

Pero además de encontrar solución económica a sus gastos operativos, 
un hecho signifi cativo es que las recolectoras que son contratadas como 
prestadoras de servicios han elevado su autoestima con la valoración de 
su trabajo y el logro de su reconocimiento como trabajadoras prestado-
ras de servicios. Esto ha sido fruto de una de las luchas de las recolecto-
ras. Con base en este reconocimiento, ellas también han sido contratadas 
como capacitadoras del estudiantado de las 40 unidades educativas donde 
trabajan, en los temas de separar residuos, dónde y cómo colocarlos, el 
signifi cado de estas actividades, etc. A modo de ilustración del logro de esa 
autoestima, en una ocasión un niño, con la ingenuidad que le es propia, 
preguntó a la capacitadora: “¿el ofi cio de recolectora es una profesión?”; a 
lo que ella respondió: “seguramente para la sociedad, para tu casa, para tus 
profesores no es un trabajo, para mí lo es, para mi es mi trabajo”. 

En cuanto a los contratos suscritos, se trata de contratos entre actores 
privados: empresas proveedoras de productos al desayuno escolar y las 
asociaciones de recolectoras de residuos; ellos se basan e impulsan con 
sujeción a una cláusula del documento de contratación municipal promo-
vido por un actor público, y que ha permitido que las asociaciones hayan 
podido enfrentar la crisis de baja de precios de los productos reciclables, 
compensando sus ingresos entre venta de productos y los pagos corres-
pondientes por la prestación de sus servicios. En este escenario se encuen-
tra también la participación de otro actor privado: la Fundación PASOS, 
organización no gubernamental que cumple el rol de asistencia técnica 
y apoyo organizativo a las asociaciones y control de calidad del proceso 
implementado.

La participación de estos actores tuvo variaciones entre el año 2015 –de 
inicio de esta experiencia- y el año 2016 –año en que se esperaba que la 
experiencia pase de nivel piloto a cubrir el total de las Unidades Educativas 
participantes del Programa de Desayuno Escolar-. No obstante, ello no fue 
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así. Con todo, para que la experiencia siga vigente, se debió reducir el costo 
del servicio por Unidad Educativa atendida y modifi car el rol de Fundación 
PASOS, tal como lo muestran las siguientes ilustraciones:

Gráfi co 1: Actores participantes y roles cumplidos por los actores vinculados a la 
experiencia de desayuno escolar y asociaciones de recolectoras (año 2015)

Fuente: Fundación PASOS, 2016

Gráfi co 2: Actores participantes y roles cumplidos por los actores vinculados a la 
experiencia de desayuno escolar y asociaciones de recolectoras (año 2016)

Fuente: Fundación PASOS, 2016
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Retos a enfrentar 

Los diferentes actores que participan dentro de esta experiencia tienen 
varios retos que enfrentar y ellos se detallan a continuación de manera 
diferenciada según cada uno de los actores:

Como puede verse del cuadro, en cuanto a las asociaciones se encuentran 
como retos más importantes el fortalecimiento de los criterios asociativos, 
la construcción de confi anza y de hermandad entre mujeres, la convicción 
de encontrar en la asociatividad una fortaleza, en la medida que esta signi-
fi ca ponerse ciertos retos para lograr un cambio. 
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ROL DE LA MEJOR MANERA
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En cuanto a la actuación de fundaciones u ONG y, en específi co a la Fun-
dación Pasos, se trata de alentar y estimular este tipo de experiencias, ya 
que en la articulación de los diferentes actores: empresas, asociaciones, 
instituciones de apoyo (como la Fundación), de cara a la construcción de 
procesos económicos solidarios, hemos encontrar la posibilidad de avan-
zar hacia otra manera de trabajar la economía, que ayuda a superar su res-
tricción a una relación entre Estado y mercado como únicos actores desde 
donde pueden proyectarse alternativas. Superar esta dicotomía entre es-
tado y mercado, es uno de los más importantes retos que se enfrentan y 
que constituye una condición para desarrollar alternativas incluyentes en 
la generación de los procesos económicos. 



Cooperativa San Hilarión: 
¿Una experiencia de economía social y solidaria en 

escenarios urbanos de Perú?
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Esta presentación está dedicada a compartir el desenvolvimiento de una 
experiencia económico social y solidaria de la ciudad de Lima: La expe-
riencia de la Cooperativa San Hilarión, una cooperativa de ahorro y cré-
dito, reconocida como una de las más emblemáticas del movimiento de 
cooperativas de ahorro y crédito del Perú de los últimos años.

Se trata de una experiencia que viene siendo estudiada a través de un pro-
ceso de diálogo con sus protagonistas, promovido desde el Seminario de 
Economía Social, Solidaria y Popular de la Facultad de Ciencias Sociales de 
la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, donde han estado involu-
crados estudiantes, docentes y compañeras y compañeros de la Coopera-
tiva San Hilarión.

El interés surge inicialmente de mi relación como facilitador en la Escuela 
de Liderazgo y Gestión Asociativa organizada por la propia cooperativa. La 
indagación empezó hace un par de años, junto a un equipo de estudiantes 
que acompañé en la elaboración de un reporte de investigación acción a 
manera de estudio exploratorio31; pero es un proceso todavía en marcha 
y que no ha concluido, que está permitiendo esbozar nuevos abordajes y 
acciones conjuntas, donde la universidad está afi anzando su relación con 

30  Licenciado y magister en Sociología, docente del Departamento Académico de So-
ciología de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos. Consultor de la Asociación Catalana Ingeniería Sin Fronteras. Forma parte 
del proyecto sobre fortalecimiento de movimientos y políticas públicas de economía 
solidaria y equidad de género desenvuelta por la Universidad del País Vasco, la Univer-
sidad Mayor de San Andrés de Bolivia y varias organizaciones de Ecuador y Perú.

31 El reporte fue trabajado como parte del curso de Teorías del Desarrollo de la Escuela 
Profesional de Sociología y publicado por Bieber, Calderón, Echegaray, Horna, Ri-
vera, Portocarrero (2017). 
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la cooperativa32. A pesar de estar aún en proceso, se han producido algunos 
resultados preliminares que es posible compartir para la discusión.

Elementos del contexto

Antes de empezar el abordaje de la experiencia es necesario señalar al-
gunos aspectos de la situación urbana en el caso del Perú, para tener un 
panorama más amplio y ubicar mejor la experiencia. El país ha experi-
mentado un proceso de urbanización muy acelerado similar al vivido en 
otros países de América Latina. Básicamente, el proceso de urbanización 
se desarrolló, en el caso peruano, con mayor agudeza en el periodo com-
prendido entre 1940 y 2007. 

Considerando las cifras censales es posible apreciar la rápida evolución 
de la población urbana que pasa de 2 a 20 millones; es decir, crece en 
diez veces en el lapso de poco más de seis décadas. De este modo, pasa 
de representar el 35% del total de la población al 76% aproximadamente. 
Este acelerado proceso de urbanización, vigoroso y creciente en términos 
geométricos, más allá de las innumerables consecuencias que generó en 
la sociedad peruana, constituye una característica de soporte necesaria de 
mencionar para el análisis de la experiencia, pues esta urbanización es una 
de las tendencias principales para entender las características de la socie-
dad peruana contemporánea.

Perú: Población censada por área urbana y rural, 1940-2007

32 La relación ha permitido desenvolver durante el 2016 una experiencia de prácti-
cas pre-profesionales con estudiantes de la Escuela Profesional de Trabajo Social, y 
elaborar el Plan Estratégico de la Cooperativa San Hilarión al 2021, a través de un 
proceso participativo que conjugó el trabajo de estudiantes de la Escuela Profesional 
de Sociología, socios, personal técnico y dirigentes de la cooperativa.

Urbano

64,6 29,934,840,552,6

70,165,259,547,435,4

2007

75,9

24,1

Rural
1940 1961 1972 1981 1993
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Fuente: Instituto de Estadística e Informática (2007)

En este marco, la ciudad de Lima –la mayor ciudad del Perú- es una de las 
que ha experimentado en mayor grado la expansión urbana, ha concen-
trado tradicionalmente los recursos de toma de decisiones, fi nancieros y 
las expectativas de la población, y ha estado caracterizada por un proce-
so de urbanización centralizado y acelerado. Una de las zonas de mayor 
crecimiento urbano de la ciudad de Lima es la del distrito de San Juan de 
Lurigancho, el más grande del país, ubicado al Este de la metrópolis, con 
una población de 1’100,000 habitantes y donde está ubicada la experiencia 
de la Cooperativa San Hilarión. 

Cooperativa San Hilarión: Ubicación

Fuente: Elaboración propia.
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Este proceso vigoroso, complejo y acelerado de generación de asentamien-
tos urbanos en diversas zonas de la ciudad de Lima, ha estado marcado 
por ciertas características que es necesario resaltar. En primer lugar, un ras-
go marcado es la evidencia de que la estructura del mercado de trabajo ur-
bano capitalista no puede lograr incorporar la creciente población urbana y 
las nuevas generaciones de población popular nacidas en las ciudades. Por 
lo tanto, el proceso de inserción laboral es limitado y restringido, porque 
el capital no tiene la capacidad de absorber fuerza de trabajo de manera 
estable. Este fenómeno genera un proceso de marginalización y exclusión 
de crecientes sectores de la población de la ciudad, no sólo del mercado 
de trabajo sino también del mercado de vivienda y de servicios públicos.

Es decir, desde esta perspectiva, el proceso de urbanización va amarrado 
a un proceso de marginalización de la fuerza de trabajo en circunstancias 
que, al mismo tiempo, se acompaña de dinámicas excluyentes en relación 
con el acceso a la vivienda y los servicios públicos.

San Juan de Lurigancho: Fotografía de la zona de Puente Nuevo

Fuente: http://pe.geoview.info/puente_nuevo_en_san_juan_de_lurigancho,37845378p

Estos procesos llevan a la población marginalizada a desempeñar diversas 
actividades económico-sociales bajo relaciones fundadas tanto en una ra-
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cionalidad donde el mercado capitalista está presente, como también en 
una racionalidad de solidaridad, cooperación, reciprocidad.

Esta combinación de soporte de sus actividades es un elemento fundamen-
tal a reconocer porque en gran medida orienta las prácticas de la población 
marginalizada. Es decir, asumimos que esta población no solamente está 
orientada por una racionalidad vinculada al mercado capitalista sino que, 
además, recurre a otras racionalidades fundamentadas en la solidaridad, la 
cooperación, la reciprocidad. Todas ellas inherentes a la dinámica de rela-
cionamiento y vinculación que despliega la población marginalizada.

Quijano (1977), uno de los referentes emblemáticos en esta discusión, 
denomina estas relaciones como polo marginal de la economía, plantea-
miento surgido de una perspectiva de interpretación crítica del proceso de 
desarrollo capitalista latinoamericano, porque lo que está en el centro de 
su planteamiento es qué ocurre con la fuerza de trabajo y los trabajadores 
que no logran vender su fuerza de trabajo al capital; y, especialmente, qué 
actividades emprenden, cómo las organizan, y también qué territorios las 
albergan. No es difícil deducir que su refl exión va más allá de la crítica al 
crecimiento económico y la modernización capitalista, porque indaga en 
las bases mismas de constitución del capitalismo latinoamericano, en las 
relaciones que lo sustentan, demostrando que sus posibilidades reales de 
crecimiento y aporte a la modernización de la sociedad tienen debilidades 
estructurales innatas que lo limitan.

Este punto de partida nos parece importante de señalar porque hemos 
podido apreciar que los estudios dedicados a cooperativas de ahorro y cré-
dito, y que en el caso peruano no enfatizan en las dinámicas de exclusión o 
marginalización, al fi nal de cuentas se hacen determinantes para entender 
el surgimiento de experiencias como las de la Cooperativa San Hilarión.

Aspectos conceptuales del debate

Es importante anotar que la literatura dedicada al movimiento de las coo-
perativas de ahorro y crédito, en el Perú, es muy antigua. Ha sido produci-
da por lo menos desde los años 50 del siglo pasado, y a partir de entonces 
se ha desarrollado una serie de abordajes que, sin embargo, no han anali-
zado las dinámicas de marginalización a profundidad33.

33 Está pendiente desenvolver un trabajo de revisión sistemático sobre los estudios 
dedicados a las cooperativas de ahorro y crédito en el Perú. El animador de su surgi-
miento fue Daniel McLellan, un sacerdote dedicado al fomento y promoción de las 
cooperativas de ahorro y crédito desde 1954, fundador de la Central de Cooperati-
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Otra anotación también necesaria y pertinente para el abordaje de la ex-
periencia, consiste en diferenciar el enfoque de la marginalización de otros 
como el de la informalidad. El enfoque de la informalidad proviene funda-
mentalmente de abordajes en torno al mercado de trabajo y el empleo; la 
preocupación central de la informalidad es cómo el empleo es protegido, 
cómo el empleo se desenvuelve en condiciones de ilegalidad en algunos 
casos; pero, el punto de discusión es el empleo. Este constituye el elemento 
central de preocupación. En este enfoque, se puede advertir el énfasis en 
una perspectiva normativa, donde la dinámica propiamente de reproduc-
ción de capital queda fuera de la discusión, para asumir una perspectiva de 
tipo jurídico que limita el abordaje del fenómeno de la informalidad.

De Soto (1986), un economista peruano y connotado representante de este 
enfoque, es quien sintetiza mejor esta propuesta y la lleva a su extremo en 
su libro: “El otro sendero”, donde precisamente enfatiza el aspecto jurídico. 
De Soto asume que el mercado requiere ampliarse y brindar los mecanis-
mos que permita a todos benefi ciarse de él, mecanismos sobre todo legales 
como contratos; esto es para él, el “misterio del capital”. Desde nuestra 
perspectiva, este enfoque es limitado porque restringe la vida social a los 
aspectos normativos o jurídicos.

En cambio, para lograr un abordaje sistemático de la experiencia como la 
que analizamos, es necesario ir más allá de esto e incorporar otras nocio-
nes. Nos parece clave considerar la noción de economía social y solidaria, 
trabajada entre otros autores por Coraggio (2011). Él propone que:

“... La economía social y solidaria es una forma de producir so-
ciedad y no sólo utilidades económicas, porque genera valores de 
uso para satisfacer necesidades de los mismos productores o de 
sus comunidades –generalmente de base territorial, étnica, social 
o cultural- y no está orientada por la ganancia y la acumulación de 
capital sin límites”. (2011: 45-46).

Como puede advertirse, este autor vuelve a unir producción y reproducción, 
al producir para satisfacer de manera más directa y mejor las necesidades 
acordadas como legítimas por la misma sociedad (…) Su fundamento es, 
sin duda, el trabajo y el conocimiento encarnado en los trabajadores y sus 
sistemas de organización

vas Parroquiales, transformada en 1958 en la Federación Nacional de Cooperativas 
de Ahorro y Crédito del Perú. Un par de trabajos pioneros dedicadas a las mismas 
son los realizados por Imano (1978) y Chacaltana (1978). El trabajo colectivo de 
Conger, Inga, Webb (2009) brinda una perspectiva amplia al respecto.
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Sobre la base del entendimiento de Coraggio es que ingresamos al abor-
daje del caso de la Cooperativa San Hilarión. Sin embargo, es pertinen-
te anotar de manera complementaria -siguiendo a Quijano (2011)- que 
una institución central en la dinámica económico-social y solidaria es la 
cooperativa; esta se convierte en una institución central en la medida que 
representa una alternativa al capital. 

Quijano (2011) precisa: “La cooperativa es su institución central, alterna-
tiva al capital (…) Su diferenciación con las empresas capitalistas no se 
refi ere, por lo mismo, ni a su división del trabajo ni a su relación con el 
mercado ni al lugar del salario o de la administración jerarquizada. Se-
gún sus actuales defensores, las diferencias residen, ante todo, en que sus 
agentes se identifi can, explícitamente, como un sistema de autogestión de 
los trabajadores, de su fuerza de trabajo, de los instrumentos de produc-
ción, de los recursos u objetos de producción y de los productos. Es decir, 
se ubican ideológica y políticamente, de modo explícito, en contraposición 
al capitalismo” (2011: 379).

La experiencia de la Cooperativa San Hilarión

Sobre esta base conceptual, ¿qué representa la Cooperativa San Hilarión? 
Según la Federación Nacional de Cooperativas de Ahorro y Crédito del 
Perú, ente rector de las mismas, estas instituciones suman 162, sirven a 
más de 1’140,000 socias y socios, junto a sus familias y se encuentran dis-
tribuidas en las 24 regiones del país.

La experiencia de la Cooperativa San Hilarión se desenvuelve –como fue 
señalado antes- en el distrito de San Juan de Lurigancho de la ciudad de 
Lima. Es una de las experiencias de cooperativas de ahorro y crédito, a ni-
vel urbano, más reconocida en el Perú y también una de las más antiguas, 
con 31 años de recorrido. Su origen se remonta al 13 de octubre 1985, año 
de su creación promovida por pobladoras y pobladores de la zona de San 
Hilarión, quienes tomaron la decisión de organizarla.

En su emergencia y desenvolvimiento juegan un rol clave los sacerdotes 
Jean Leblanc y Camilo Cagnon, quienes desempeñaban un trabajo pasto-
ral en el distrito de San Juan de Lurigancho. Ellos fueron unos de los prin-
cipales animadores de la experiencia, lo que nos muestra el rol importante 
de la Iglesia Católica como institución clave de promoción de experiencias 
económico-sociales y solidarias, de apuestas éticas implicadas en su lab-
pastoral, similar a otros casos en países de América Latina34.

34 El trabajo de Cantero (2012) presenta el caso de la comunidad de Salinas de Gua-
randa de la provincia de Bolívar, Ecuador, donde puede apreciarse el liderazgo des-
plegado por el sacerdote Antonio Polo, quien anima desde este lugar una emblemá-
tica experiencia de economía social y solidaria.
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Cooperativa San Hilarión: Fotografía de celebración del 26 aniversario, 2011

Fuente: https://www.youtube.com/watch?v=zHMl3Asv9tU

Es necesario resaltar que este componente ético no está desvinculado de la 
demanda por acceder a servicios fi nancieros, por parte de la población de 
San Juan de Lurigancho, en particular de la zona de San Hilarión, donde es 
creada la cooperativa. Esta demanda de acceso a un servicio también ani-
ma el proceso autogestionario que le da soporte y es otro elemento clave 
para entender el origen de la experiencia.

La cooperativa inicia con un capital social de 12’500,000 soles de la época, 
un poco más de 3 millones y medio de dólares. Hoy posee 101 millones de 
soles (alrededor de 30 millones de dólares) en activos.

Entre los elementos de posicionamiento que permiten entender el peso 
que tiene esta experiencia cooperativista, se puede señalar que San Hi-
larión es una cooperativa reconocida y con un fuerte posicionamiento a 
nivel local, no solo por los servicios fi nancieros que brinda (y que la banca 
comercial no está interesada en brindar a la población atendida por esta 
cooperativa), con préstamos de pequeña escala que oscilan entre los 750 
y 900 dólares; también otros de mayor escala que van de 6.500 y 25.000  
dólares, que es la capacidad que la cooperativa tiene para ofertar en sus 
servicios fi nancieros. 

Sin embargo, lo más importante en ese reconocimiento es que estos servi-
cios fi nancieros no vienen solos; ellos están acompañados además de una 
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intensa labor educativa y cultural que la cooperativa realiza, y a la que se 
suman programas y proyectos sociales que se desenvuelven muy ligados 
a la dinámica de desarrollo local. Es decir, la cooperativa interviene en la 
vida de la comunidad y está interesada en el desenvolvimiento de inicia-
tivas locales; ha venido animando de manera importante, por ejemplo, la 
participación de sus asociadas y asociados en procesos participativos de 
elaboración de planes, de presupuestos participativos, en el distrito de San 
Juan de Lurigancho. Con ello muestra que se trata de una experiencia sui 
generis al interior del movimiento de cooperativistas de ahorro y crédito 
del Perú, que no en todos los casos logran incluir dentro de sus apuestas 
instituciones una relación con su territorio o desarrollar acciones efectivas 
de vinculación con la comunidad.

Es particularmente importante mencionar otro elemento de esta experien-
cia: el rol protagónico que otorgan a las mujeres en el discurso formal de la 
cooperativa, pero sobre todo en los procesos de capacitación y formación 
de dirigentes. La presencia de líderes mujeres principalmente en las labo-
res de la cooperativa es notoria, y se advierte un proceso hacia un afi anza-
miento de su rol dirigencial en la organización y de sus responsabilidades 
institucionales.

A pesar de esta tendencia, sin embargo, debe anotarse que son escasos 
aún los cargos directivos asumidos por ellas dentro de la cooperativa. En 
gran medida y casi siempre, los cargos de mayor jerarquía son asumidos 
principalmente por varones. 

A pesar de esto, es importante reconocer el surgimiento de un núcleo 
importante de líderes mujeres dentro de la cooperativa, que posee un rol 
protagónico no formalizado en la dinámica de la institución; pero con ca-
pacidad efectiva para incidir en sus decisiones relacionadas sobre todo con 
servicios fi nancieros, actividades sociales y culturales, así como con la bús-
queda de soluciones sustentadas en conocimientos prácticos producidos 
desde la vida cotidiana de las familias.

Algunos desafíos y conclusiones preliminares

En el proceso de desarrollo de la experiencia se ha generado una tensión 
al interno de su dinámica organizativa, entre el proceso de especialización 
en la implementación de los servicios fi nancieros brindados a la población 
y los principios cooperativistas vinculados con apuestas éticas y políticas 
inspiradoras iniciales de la experiencia. Es decir, por un lado está la de-
manda de especializarse en la oferta de servicios fi nancieros, y por otro el 
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punto inicial de la experiencia se halla sustentado en apuestas fundadas en 
la solidaridad y la cooperación. 

Esta tensión además adquiere una expresión generacional porque los téc-
nicos o especialistas en la provisión de los servicios de la cooperativa son 
cada vez más jóvenes, y ellos enfatizan en la efi ciencia y ganancia como 
objetivos de la organización; en contraposición, la preocupación de los di-
rigentes elegidos (adultos y adultos mayores en su mayoría), están centra-
das en asuntos más sociales y en la atención de las necesidades de las y los 
asociados. Esta cuestión es muy importante desde nuestro punto de vista 
e interesa mencionarla como un desafío. 

Adicionalmente, deben señalarse dos apuestas centrales en el plantea-
miento de la experiencia:

Uno se refi ere al hecho que la cooperativa no nace como una apuesta ética 
o política, más allá de la fuerte infl uencia que recibe en su fundación de los 
sacerdotes Leblanc y Cagnon; más bien se orienta a soluciones prácticas 
para los pobladores de San Juan de Lurigancho. 

El otro radica en que, en este distrito popular de Lima, la cooperativa se 
concibe como una economía plural (término que es utilizado en los docu-
mentos ofi ciales de la cooperativa), que puede coexistir con otros modelos 
económicos. Esta idea de la coexistencia es una apuesta, una idea compar-
tida por las y los socios, dirigentes y hasta los técnicos o especialistas. 

Estos dos aspectos son medulares en la experiencia de la cooperativa y nos 
llevan a conclusiones preliminares:

• La Cooperativa San Hilarión es una institución autónoma, de princi-
pios cooperativistas, y sustentada en relaciones económicas sociales 
que no pueden reducirse a relaciones capitalistas (sin ser anticapitalis-
ta). No nace desde una propuesta política contra el capitalismo, sino 
desde necesidades inmediatas (acceso a servicios fi nancieros deman-
dados por la población urbano popular), y que produce conocimientos 
prácticos dirigidos a atender necesidades y demandas de población 
migrante marginalizada. Este aspecto de producción de conocimien-
tos prácticos aparece como un elemento importante. 

• La experiencia se ha convertido en un mecanismo de facilitación del 
acceso a servicios fi nancieros a bajísimas tasas de interés y condiciones 
favorables de pago, de un sector económico-social desatendido por la 
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banca comercial. Puede apelarse, por ello, a la noción de institución 
recíproca (Bieber, Calderón, Echegaray, Horna, Rivera, Portocarrero, 
2017), creada en un contexto de mercado capitalista excluyente y em-
pobrecedor, y de aplicación de políticas de liberalización de mercados 
animadas desde el Estado.

• Y, fi nalmente, La experiencia permite deducir que el despliegue de la 
individualidad, a partir sobre todo de unidades económicas de peque-
ña escala conducidas por emprendedoras y emprendedores -que son 
las y los interesados en acceder a sus servicios fi nancieros- no está en 
contradicción con el establecimiento de relaciones económico-socia-
les donde la racionalidad del mercado capitalista no es la única, sino 
que viene acompañada de otras como la solidaridad, la cooperación o 
la reciprocidad.
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Introducción

Los procesos constituyentes y la aprobación de nuevas Constituciones en 
Ecuador (2008) y Bolivia (2009) abrieron el paso hacia un cambio de sis-
tema económico, al introducir en los textos constitucionales los conceptos 
de economía social y solidaria en el caso ecuatoriano, y de economía plural 
en el caso boliviano. La incorporación de tales términos no fue en modo 
alguno casual, sino que respondió al cuestionamiento de los resultados de 
las políticas neoliberales con su agudización de las desigualdades, y a la 
constatación y reconocimiento de prácticas cooperativas, asociativas, co-
munitarias bastante experimentadas y articuladas como para constituirse 
en una base social y económica capaz de proponer y producir cambios. 

En estas prácticas económicas -que han recibido diferentes denominacio-
nes como economía popular, social, solidaria, comunitaria, colaborativa, 
etc.- están frecuentemente presentes las mujeres, quienes encuentran en 
ellas tanto formatos más fl exibles y adaptados a la realidad de sus cir-
cunstancias, como espacios donde pueden organizarse en función de sus 
intereses y agenda política, y lograr autonomía económica al controlar sus 
propios recursos al asumir el liderazgo de las iniciativas. Al menos por aquí 
apuntaban nuestras hipótesis de partida.

En este artículo nos vamos a referir a las prácticas de economía social y 
solidaria (ESS) lideradas por mujeres campesinas organizadas de la pro-

35 El presente artículo se basa en los talleres y encuestas realizados en la provincia de 
Loja y que sustentan los contenidos de la publicación: Urretabizkaia, Leticia y Maite 
Fernández-Villa (2015): Circuitos económicos solidarios interculturales y su contri-
bución a los derechos económicos de las mujeres: el caso de Loja, Hegoa, Bilbao, 
disponible en:  <http://publicaciones.hegoa.ehu.es/publications/356>

36 Máster en Desarrollo y Cooperación Internacional por la Universidad del País Vasco 
(UPV/EHU). Coordinadora General de Hegoa, Instituto de Desarrollo y Coopera-
ción Internacional de la Universidad del País Vasco (www.hegoa.ehu.eus).
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vincia de Loja37, prácticas que se relacionan entre sí a través de lo que el 
Movimiento de Economía Social y Solidaria de Ecuador denomina Circui-
tos Económicos Solidarios Interculturales (CESI). En un primer momento, 
veremos brevemente cómo se defi ne el CESI y qué actores lo integran. 
Ante la constatación de una gran presencia de mujeres en el CESI, nos 
preguntaremos si este modo de relación ofrece resultados que permitan 
cambiar las relaciones de género –lo que sería coherente con el principio 
de equidad defendido por la economía social y solidaria, y con el princi-
pio de participación−; y si el CESI puede ser una estrategia válida para la 
consecución de las necesidades prácticas y los intereses estratégicos de las 
mujeres.

En un segundo momento estableceremos el marco teórico desde el cual 
vamos a analizar los impactos del CESI en las vidas de las mujeres. Este 
marco teórico es el resultado de un análisis crítico feminista de los dere-
chos económicos recogidos en el Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC) que, en la literatura, jornadas, even-
tos y materiales de capacitación, ha producido un cierto consenso -con 
especifi cidades en cada contexto- sobre lo que se entiende como derechos 
económicos de las mujeres.

Establecido ese marco analítico, en un tercer momento relataremos, a 
partir de las palabras de mujeres campesinas de la provincia de Loja, los 
principales hallazgos y retos identifi cados en relación con la capacidad del 
CESI para promover el ejercicio efectivo de los derechos económicos de 
las mujeres. Igualmente, el modo en que las organizaciones de ESS, redes 
o movimientos, academia e instituciones públicas comprometidas con la 
equidad pueden contribuir a reducir las desigualdades de género desde 
sus roles y espacios respectivos.

Terminamos con una refl exión sobre las identidades que atribuimos a las 
mujeres y cómo los cambios en la percepción de las mismas, el reconoci-
miento de sus prácticas y su promoción activa desde las políticas públicas 
pueden aproximarnos a economías en las que “creamos y cuidamos la vi-
da”38.

Circuitos Económicos Solidarios Interculturales

Desde 2010, el Movimiento de Economía Social y Solidaria del Ecuador 
viene desarrollando un proceso de investigación acción-participativa con 
organizaciones y comunidades impulsoras de la ESS en Ecuador, que ha 
dado lugar a la propuesta conceptual, metodológica y estratégica de los 
Circuitos Económicos Solidarios Interculturales (CESI).

37 Provincia del Sur del Ecuador.

38  Mujer lojana.
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“Los CESI son un conjunto articulado de actores socioeconó-
micos que viven los principios de la Economía Solidaria, en 
donde el factor ‘C’ de la asociatividad está presente y activo en 
todos los procesos económicos. Los CESI son intercambios de 
unos sujetos a otros, en un movimiento circular de relaciones 
responsables y recíprocas” (Silva, 2013).

“[…] En este sentido, los CESI se constituyen en espacios de 
articulación de las prácticas y actores de la economía solidaria 
relacionados con los campos de la producción sana, las fi nan-
zas solidarias, el comercio justo, el consumo responsable, el 
post-consumo, el turismo comunitario, la salud ancestral, etc., 
que se adscriben a los principios de la economía solidaria y que 
deciden articularse para satisfacer necesidades fundamentales 
del ser humano que logre construir una sociedad de la cultura 
de paz, que en términos natos signifi ca el fomento del Buen 
Vivir (convivir), el Sumak Ally Kawsay” (Jiménez, J, 2015, Cit. 
en Ochoa et al, 2015).

El concepto de CESI busca localizar en los territorios las experiencias de 
ESS y conectarlas entre sí. Para ello emplea estrategias como los mercados 
solidarios, ferias, canastas, tiendas, venta directa… y el consumo solidario, 
con circuitos cortos que relacionen directamente a personas productoras 
y consumidoras. En estos espacios se intercambian no solo los productos 
y servicios de la ESS, sino también sus saberes y experiencias; es decir, el 
CESI es un espacio de relación que trasciende lo económico para incorpo-
rar aspectos como los cuidados y la convivencia. En la puesta en práctica 
de las distintas estrategias, encontramos en Ecuador una fuerte presencia 
de mujeres, pues cuentan con una participación mayoritaria entre las pro-
ductoras agroecológicas que comercializan a través de ferias, canastas, etc., 
y entre las consumidoras que realizan sus compras en los mismos espacios.

Entendemos que el protagonismo de las mujeres en el CESI se debe al 
modo en que estas articulaciones responden a sus necesidades y se adap-
tan a su cotidianeidad, modos de vida y racionalidad económica. Y, por 
tanto, de ahí nace la pregunta sobre su potencial transformador de las re-
laciones de género. ¿Son las prácticas de economía social y solidaria y su 
articulación más efectivas para el empoderamiento de las mujeres que las 
prácticas económicas convencionales?

Para responder a esta pregunta desde un enfoque de derechos, en primer 
lugar adoptamos como marco teórico los debates feministas sobre los de-
rechos económicos de las mujeres. En segundo lugar, facilitamos en Loja 
el taller participativo “Experiencias de articulación al Circuito Económico 
Solidario Intercultural y su incidencia en los Derechos Económicos de las 
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mujeres”39. En este taller se presentaron las bases teóricas de los CESI y 
los derechos económicos de las mujeres, intercalando grupos de discusión 
para que las participantes pudieran contrastar y debatir en qué medida 
los conceptos aportados se relacionaban con sus vivencias y cuáles eran 
sus implicaciones prácticas. A este taller acudieron 23 mujeres pertene-
cientes a 11 organizaciones de mujeres y campesinas de Loja40. En tercer 
lugar, para complementar la información obtenida en los grupos focales, 
se aplicaron encuestas sobre la evolución de algunos indicadores de em-
poderamiento de las mujeres, en concreto el acceso y control de recursos 
productivos e ingresos, así como posibles cambios en el grado de libertad 
para movilizarse sin restricciones. Estas encuestas fueron aplicadas en dos 
momentos: antes y después de la intervención de un proyecto de apoyo 
a la articulación de las mujeres al CESI a través de ferias y venta directa 
o mercadomicilio. En una primera encuesta sobre indicadores de empo-
deramiento de las mujeres participaron 82 mujeres; mientras que en la 
encuesta específi ca sobre ingresos participaron 82 mujeres y 8 hombres. 

Con esta información logramos una primera aproximación a las vivencias 
de las mujeres lojanas en relación con el CESI, a sus avances y retrocesos 
en términos de derechos, y a los retos que ellas plantean para profun-
dizar en los cambios. Antes de relatar estos hallazgos, vamos a plantear 
brevemente el marco teórico de los derechos económicos en el que nos 
movemos.

Más allá del Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales: una lectura crítica feminista

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PI-
DESC) recoge un conjunto de derechos que, aun colocando a hombres 
y mujeres en un plano de igualdad formal, tal y como están redactados 
no garantizan la equidad de resultados entre hombres y mujeres, pues no 
parten de los escenarios cotidianos en que las mujeres se desenvuelven. 
Entonces, cuando hablamos de derechos económicos de las mujeres ¿a 
qué nos referimos? De manera sintética, podríamos explicar que los de-
rechos económicos de las mujeres son una construcción del movimiento 
de mujeres para hacer explícitas las condiciones reales y subyacentes que 

39  1 y 2 de diciembre de 2014.

40  Organizaciones: Asociación de Apicultores de San Pedro de Vilcabamba, Coopera-
tiva de Ahorro y Crédito Las Lagunas, Coordinadora Política de Mujeres del Ecua-
dor – Loja, Movimiento de Economía Social y Solidaria del Ecuador – Loja, Núcleo 
Cafetalero de la Comuna Honor y Trabajo de Pózul, Red Agroecológica de Loja, 
Unión Cantonal de Organizaciones Campesinas y Populares de Paltas, Unión Can-
tonal de Organizaciones Campesinas y Populares de Espíndola, Unión Popular de 
Mujeres de Loja, Unión Mixta Campesina de Puyango y Zapotillo, Unión Popular 
de Mujeres de Espíndola.
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deben darse y promoverse para lograr la equidad de hecho (no solo de 
derecho) en el logro de los derechos económicos recogidos en el PIDESC. 
Señalemos algunos ejemplos.

El Art. 6 del PIDESC consagra el derecho a trabajar y el derecho a la orien-
tación y formación técnico-profesional, aunque su concepto de trabajo 
equivale al empleo remunerado. Sin embargo, la experiencia nos dice que 
el acceso de las mujeres al empleo se ve entorpecido por la diversidad de 
trabajos productivos, reproductivos y comunitarios que ellas asumen y que 
les coloca -de partida- en una posición de desventaja; también nos dice 
que la formación técnico-profesional suele orientarlas hacia tareas tradi-
cionalmente femeninas. Por tanto, la alternativa feminista al mencionado 
artículo introduce un cuestionamiento a la división sexual del trabajo y 
propone el “derecho efectivo a un reparto equitativo de los trabajos do-
mésticos y de cuidados entre hombres y mujeres” (Jubeto, Dema y Larra-
ñaga, 2010).

El Art. 7 del PIDESC se refi ere al derecho a condiciones de trabajo equi-
tativas y satisfactorias. Se podría mencionar aquí la brecha salarial exis-
tente entre hombres y mujeres, las diferentes formas de precariedad que 
afrontan unos y otras, así como normativas de seguridad y prevención de 
riesgos laborales que no tienen en cuenta las diferencias entre los cuerpos 
de hombres y mujeres. En el entorno de las organizaciones campesinas, 
con las que trabajamos, cobran además relevancia otros aspectos como 
el acceso y control de las mujeres sobre los recursos para la producción 
y sus benefi cios, que se convierten en condicionantes esenciales para su 
empoderamiento económico entendido como la “autonomía económica 
que se alcanza a partir de la capacidad de generar y administrar ingresos 
propios y del acceso y control de los recursos productivos” (Escobar, Landa 
y Romero, 2007). Por tanto, el acceso y el control de bienes como tierra, 
agua, tecnología, semillas, capacitación… se convierten en elementos de 
cuya disposición (o, caso contrario, desposesión) depende el desempeño 
económico de las mujeres y, en último término, la independencia.

Aunque el Art. 9 establece el derecho a la seguridad social, no lo explicita 
sufi cientemente, de forma que se dé un derecho efectivo a la autonomía 
económica de las mujeres y a recibir prestaciones sin que estas queden 
subordinadas a la unidad familiar. Es decir, defendemos que las mujeres 
sean sujetas de derechos individuales y no dependientes de su relación 
conyugal con un varón. Defendemos también que la protección a la familia 
y a las madres, recogida en el Art. 10, no reduzca a las mujeres a su rol de 
madre, sino que aborde la paternidad corresponsable y disponga medi-
das de política pública que denuncien y prevengan la discriminación que 
afrontan las mujeres en el empleo a causa de la maternidad. En la base de 
la defensa de esos derechos se sitúa la capacidad de incidir en las políticas 
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públicas de manera organizada. 

El Art. 8 establece el derecho a la unión, organización y participación en 
organizaciones sindicales; derecho que las mujeres ejercen en sus organi-
zaciones propias y también en organizaciones mixtas. Y el Art. 11 se refi ere 
al derecho a un nivel de vida adecuado, cuyo logro -en un contexto de 
grupos de interés fuertemente posicionados e históricamente aliados a las 
élites en el poder, y de un poder predominantemente masculino- signifi ca 
para las mujeres reivindicar su derecho a participar en el establecimiento 
y control de las políticas públicas orientadas al bienestar de las personas. 
No solo de las políticas de igualdad en tanto “temas de mujeres”, sino de 
las políticas de salud, educación, vivienda, etc. Signifi ca también una orga-
nización del tiempo socialmente sostenible, en la medida que las mujeres 
padecen los efectos diferenciales de tales políticas y cuentan, por tanto, 
con propuestas diferenciadas y con capacidad de transformación de las re-
laciones de poder. Esto incluye el derecho a hacer seguimiento de la inser-
ción de la perspectiva de género en la política económica en sus diversas 
dimensiones.

Por tanto, cuando nos detenemos a considerar si los CESI como prácti-
cas alternativas facilitan el ejercicio efectivo de los derechos económicos 
de las mujeres, nos vamos a referir a la lectura crítica feminista de dichos 
derechos y sus propuestas (y no a la limitada redacción y presupuestos 
implícitos en el PIDESC).

Un primer logro de este enfoque es renunciar a la consideración de las mu-
jeres como grupo vulnerable y, en consecuencia, como objeto de políticas 
asistenciales, para reconocerse y reconocerlas como titulares de derechos 
y, por tanto, sujetas de políticas económicas y sociales.

“De la protesta a la propuesta”: logros y retos que cosechan las 
productoras de saberes

Continuando la línea argumental anterior, en la medida que las mujeres 
juegan un rol de sujetas de política pública, son importantes sus análisis 
y evaluaciones como su capacidad de diseñar propuestas. En este sentido, 
los hallazgos y retos que planteamos a continuación son producto del co-
nocimiento de las mujeres campesinas lojanas que se detienen a refl exio-
nar sobre sus experiencias como productoras, comercializadoras y consu-
midoras campesinas; y que, de ese modo, se convierten en productoras de 
conocimientos diversos, en productoras de saberes.

Sus refl exiones surgen de los trabajos que realizan y del cuestionamiento 
que hacen a la división sexual de los mismos; del acceso y control de los 
recursos; de los avances en libertades y toma de decisiones; y de las rela-
ciones y liderazgos en su participación política. Los retos se dirigen a los 
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agentes de la ESS: organizaciones de ESS, redes o movimientos, academia 
e instituciones públicas comprometidas con la equidad.

Trabajo productivo: “Hemos mejorado la producción compartien-
do recursos y los conocimientos de los antepasados”

El proceso de transición de la agricultura convencional a la agricultura 
agroecológica ha permitido la recuperación de los saberes ancestrales y lo-
cales, así como la puesta en común de recursos, prácticas y conocimientos. 
A partir de una producción sana y diversa, las mujeres constatan mejoras 
en su alimentación y salud, en la comercialización, las relaciones familiares 
y comunitarias basadas en el trabajo compartido, y en una mayor sensa-
ción de valía personal.

Como modo de producir, la producción agroecológica cuenta con pers-
pectivas de crecimiento, pues aún no se satisface la demanda existente. 
Sin embargo, a día de hoy, no está garantizada una rentabilidad estable 
para las fi ncas. Para asegurar esa rentabilidad, las mujeres proponen -en-
tre otras medidas- el apoyo por parte de las universidades e instituciones 
públicas a la investigación e innovación en esta producción para que las 
mejoras tecnológicas se reviertan en calidad y cantidad de la producción y 
en una reducción de la sobrecarga de trabajo de las mujeres. La innovación 
se produce también a partir de los aprendizajes adquiridos en el proceso 
del intercambio de experiencias y buenas prácticas que pueden promover 
por sí mismos los actores de los CESI. 

Satisfacer la demanda, además, requiere mano de obra en zonas rurales 
donde uno de los problemas es la emigración de las y los jóvenes por falta 
de oportunidades. Corresponde a las organizaciones facilitar la participa-
ción de las y los jóvenes en sus actividades y estructuras, a partir de los 
intereses que le son propios -como es la necesidad de empleo-, mediante 
la implementación de iniciativas productivas en las que sean protagonistas 
y que motiven su permanencia en el medio rural.

Asimismo, la rentabilidad se incrementa facilitando la difusión y promo-
ción de las actividades y productos de la economía social y solidaria, a tra-
vés de medios de comunicación o de alianzas con instituciones públicas y 
privadas. La organización de visitas de personas consumidoras a las fi ncas 
agroecológicas, o la construcción conjunta de Sistemas Participativos de 
Garantía (como trabajan la Red Agroecológica de Loja, el Gobierno Mu-
nicipal de Loja y los grupos de consumidores) pueden ser ejemplos de las 
formas que adopten tales alianzas (de enfoque circular, alejado de los  for-
matos verticales y generadores de dependencia propios de articulaciones 
como los negocios inclusivos).

Para las redes y movimientos de ESS, el apoyo al trabajo productivo pasa 
por ampliar el espacio de relación e intercambio, pues las y los productores 
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solidarios cuentan con un potencial desarrollo como consumidores res-
ponsables −podríamos referirnos a ellos como prosumidores de la ESS−. 
Dada la diversidad de la producción solidaria y su dispersión, articular los 
CESI como espacios de intercambio signifi ca abordar aspectos como el co-
nocimiento de los fl ujos económicos del territorio de cara a modifi car esos 
fl ujos, incentivando el consumo local, los circuitos cortos y sostenibles, y 
la generación de relaciones próximas frente al aislamiento de individuos 
sin capacidad de incidencia. Por tanto, como estrategias de expansión que 
pueden funcionar están la articulación en redes de las organizaciones que 
desean participar en los CESI, y el diálogo de saberes con organizaciones 
que, estando próximas a estas prácticas, aún no se identifi can como parte 
de la ESS. 

Para las instituciones públicas, el apoyo al rol productivo de las mujeres 
organizadas supone incentivar emprendimientos de mujeres en activida-
des agropecuarias y artesanas, con líneas de fi nanciación específi cas para 
estos grupos. Esto implica un proceso de identifi cación y potenciación de 
las iniciativas ya existentes de las mujeres como trabajadoras organizadas, 
algo muy distinto de una articulación artifi cial de “mujeres en riesgo de 
exclusión” desde políticas de corte asistencial.

Por otra parte, en vista que desde la política pública a menudo se fo-
mentan prácticas contrarias a los enfoques de soberanía alimentaria y 
agroecología de estos grupos de mujeres –como el monocultivo para la 
exportación, transgénicos, desmantelamiento de estructuras educativas 
y de cuidados rurales, etc.−, se precisa una mirada atenta a las políticas 
de fomento y también una veeduría crítica sobre las políticas que se 
traducen, lamentablemente, en cierto perjuicio de iniciativas económi-
cas de la ESS.

Trabajo reproductivo: “He comprendido al estar articulada y cono-
cer a las compañeras que las mujeres creamos y cuidamos la vida”

El trabajo productivo en las condiciones actuales es un medio necesario 
para garantizar la autonomía económica de las mujeres, pero no garantiza 
por sí solo el conjunto de cambios que las mujeres necesitan. De hecho, el 
desempeño de las mujeres en la producción está fuertemente condiciona-
do por sus responsabilidades en el ámbito reproductivo: se da una fuerte 
interacción e interdependencia entre ambos ámbitos, al punto que abordar 
uno sin abordar el otro suele producir sobrecargas en el sistema.

Las mujeres son plenamente conscientes del trabajo que realizan en los 
hogares. Consideran que a lo largo del proceso de articulación en CESI se 
ha avanzado en valorarlo y compartirlo en las familias, lo que ha repercu-
tido en el bienestar de las relaciones familiares y de las propias mujeres: 
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“Se ha empezado a compartir el trabajo doméstico porque se dan 
cuenta de que la mujer ya no está mucho tiempo en la casa, se res-
ponsabilizan más”. 

Al otro lado de la balanza, no parece que una mayor implicación de las 
mujeres en el entorno productivo suscite una respuesta equivalente de im-
plicación de los hombres en lo reproductivo en la misma proporción: 

“Trabajamos iguales con las mismas capacidades, aunque las muje-
res seguimos trabajando más horas en el hogar sin remuneración”. 

Las mujeres continúan realizando trabajos como cocinar, limpiar y ser 
madre −con “condiciones de trabajo mejoradas” gracias a las innovaciones 
tecnológicas, entre otros factores− al tiempo que han asumido tareas nue-
vas que antes no hacían. Ahora, además de producir agroecológicamente y 
cumplir con los trabajos de la casa, transforman y procesan los productos, 
participan en ferias, manejan cuentas y gastos, lideran emprendimientos 
económicos y ocupan cargos directivos en las organizaciones. En este sen-
tido, podemos considerar que los CESI amplían la oportunidad de las mu-
jeres de acceder a nuevas tareas. Sin embargo, esto no signifi ca que se haya 
superado la división de roles tradicional: 

“Se mantiene la división sexual del trabajo, hemos mejorado pero la 
responsabilidad sigue siendo nuestra”. 

Al no descargarse de las responsabilidades reproductivas y de cuidados, la 
proliferación de actividades y las ausencias del hogar se siguen viviendo 
como problemas para las mujeres. En algunos casos no se han podido ven-
cer las resistencias de sus familias y/o esposos. Es cierto que el cambio en 
las relaciones es la tónica dominante de la articulación en torno a los CESI, 
tanto a nivel intra e inter-organizacional como intrafamiliar e interperso-
nal. Aun así, no se trata de un cambio sencillo. Los CESI han contribuido a 
mitigar y solucionar tensiones preexistentes, pero también pueden generar 
nuevas en torno a este “abandono” de los hogares por parte de las mujeres. 

Se reclama, entonces, una mayor corresponsabilidad no solo de los hom-
bres, sino también institucional y social para responder a los trabajos pro-
ductivos y reproductivos. Para avanzar en esta dirección se descarta cul-
pabilizar a los hombres, en busca de una refl exión colectiva sistémica que 
cuestione los modelos de reproducción social.

La asunción de esta responsabilidad requiere cambios culturales y actitu-
dinales. Para apoyar estos procesos de cambio, las organizaciones de ESS, 
como protagonistas de una propuesta alternativa de vida, pueden lide-
rar campañas de sensibilización sobre la responsabilidad de hombres y 
mujeres en el trabajo doméstico y de cuidados, particularmente entre sus 
miembros, ganando una mayor coherencia entre el discurso y la práctica. 
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Estrategias que parecen haber funcionado para facilitar los cambios cultu-
rales y actitudinales en este sentido son el diálogo, la comunicación, la ne-
gociación de nuevas reglas para el reparto del trabajo en el hogar, aprender 
a delegar tareas cotidianas y, sobre todo, mucha paciencia. 

Ahora bien, frente a estas estrategias que cada mujer pelea casi en soledad 
con su pareja, padres, hermanos… surge la necesidad de elaborar y poner 
en práctica estrategias colectivas que acompañen estos procesos. Algunas 
de las estrategias puestas en práctica en organizaciones lojanas han sido la 
formación en equidad de género, la incorporación de hombres a la organi-
zación manteniendo el liderazgo de las mujeres, y la generación de espa-
cios de socialización y celebración colectiva donde se ejemplifi can nuevas 
maneras de pensar, sentir y distribuir los trabajos.

Asimismo, corresponde a las instituciones públicas sensibilizar sobre la 
responsabilidad social de los trabajos productivos y reproductivos, y tam-
bién impulsar políticas públicas que comprometan recursos para facilitar 
los cuidados de la población a lo largo de las fases de la vida. De forma 
que cada agente −hombres, mujeres, comunidad, sociedad, Gobiernos 
Autónomos Descentralizados, Estado− ejerza parte de los cuidados que 
le corresponden, agotando su margen de maniobra y redistribuyendo un 
trabajo que hasta ahora ha permanecido casi exclusivamente en manos de 
las mujeres.

De la formación como estrategia al cambio de cultura organi-
zacional

Los procesos de formación y capacitación a grupos de mujeres son alta-
mente valorados por ellas. La formación mejora las capacidades técnicas 
para el trabajo productivo y aumenta las opciones en el mercado laboral. 
Facilita herramientas para negociar y manejar confl ictos. Proporciona mo-
vilidad y relaciones fuera de la casa; espacios de encuentro, de refl exión 
compartida y construcción de estrategia.

Para que las intervenciones protagonizadas por las mujeres caminen en la 
dirección del empoderamiento, un recurso imprescindible es la formación 
en género. En este campo, los retos tienen que ver con facilitar el acceso 
a la formación en el entorno rural y a mujeres con personas a su cargo, y 
reducir la dependencia de las organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo (ONGD). Las mujeres organizadas demandan formación con 
un enfoque integral aterrizado en la realidad local y grupal que, además 
del ámbito productivo, recoja aspectos emocionales, habilidades sociales 
y valores que se consideran pilares fundamentales en estos procesos. In-
sisten en el reconocimiento ofi cial de la formación, en la que las mujeres 
invierten tiempo y recursos, lo que exigiría una mayor coordinación con 
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las instituciones de educación formal (centros educativos, universidades y 
otras entidades públicas y privadas). 

Partiendo del valor de la formación en género en las organizaciones, en-
marcamos esta como parte de un proceso más amplio, una vez constatadas 
las difi cultades que encuentran las mujeres en las organizaciones mixtas 
en términos de acceso y control de recursos, así como de equidad en la 
participación política. En algunas organizaciones mixtas, la formación en 
género produce cambios en el discurso y facilita cierta incorporación de las 
mujeres a los puestos directivos, pero no acaba de transformar la estruc-
tura profunda de la cultura organizacional. Es preciso valorar los primeros 
cambios como parte de un proceso de largo plazo, que de forma sosteni-
da y periódica vaya afi nando el análisis y la comunicación interna hasta 
tocar y afectar dicha estructura profunda. Para esto no son sufi cientes los 
procesos de formación clásicos, entendidos como transferencia de ideas y 
conocimientos, sino que se requieren procesos de cambio organizacional 
pro equidad específi cos de cada organización, con una alta interacción en-
tre sus miembros.

Por otra parte, como se ha señalado, las organizaciones pueden y deben 
acompañar los procesos de empoderamiento de sus mujeres miembro en 
las familias, facilitando espacios de socialización y celebración donde se 
experimenten y ensayen nuevos roles que rompan con la división sexual 
del trabajo, y actitudes de solidaridad y respeto desde el principio de equi-
dad.

Las mujeres entienden, además, que el empoderamiento requiere la fuerza 
y el respaldo del grupo, y que las instituciones públicas deberían impulsar 
la cultura asociativa en la población en general, frente al individualismo 
que promueve el modelo de globalización dominante.

Acceso y control: “Yo decido. Comparto con el hogar, pero yo 
decido”

Las mujeres involucradas en procesos de transición agroecológica han au-
mentado su acceso a tierras familiares y comunitarias, y su poder de deci-
sión sobre el uso de las tierras familiares: 

“Todo lo que supuso que mi papá no se sintiera invadido -porque 
es él el que controla el terreno- es una gran lucha de las mujeres, 
aunque sea tierra de la familia”. 

La organización ha facilitado un mayor acceso a agua potable y riego fa-
miliar, así como a la capacitación. Como mujeres siguen teniendo menor 
acceso y control que los hombres sobre estos recursos, salvo en el caso de 
la capacitación.
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El acceso y control de los bienes naturales, tierra y agua, es una reivindica-
ción del movimiento campesino que ha de ser incorporada con más fuerza 
en la agenda de los movimientos de economía social y solidaria, en vista 
de la convergencia de sus principios e intereses. A día de hoy, son retos 
pendientes para las instituciones públicas la aplicación efectiva de medidas 
específi cas de redistribución de la tierra, incorporando la variable género 
para asegurar una redistribución equitativa también entre hombres y mu-
jeres, comenzando con la recogida de datos de propiedad desagregados 
por sexos (actualmente insufi cientes). 

En el caso del agua, un mayor acceso para las y los actores de la ESS en 
Loja requiere, además de algunas obras de infraestructura, sobre todo el 
diseño y la implementación de sistemas de riego adaptados a las necesida-
des de las y los pequeños productores. Si bien estos sistemas se han puesto 
en marcha gracias al esfuerzo de las propias organizaciones, se echa en 
falta el apoyo público para ello.

Además del acceso, el control colectivo del agua frente a las presiones para 
su privatización es un interés estratégico del campesinado. La legislación 
ecuatoriana abre una puerta para dicho control por parte de las comunida-
des, dado que establece la posibilidad de que los servicios de agua y riego 
sean prestados por entidades comunitarias. Esta posibilidad debe aún con-
solidarse en prácticas concretas.

La adopción del enfoque agroecológico ha reducido la dependencia de 
los insumos comerciales. En cuanto a otros recursos productivos como la 
maquinaria, equipamiento e insumos no comerciales, aunque ha mejorado 
el acceso y control de las mujeres de los mismos, aún no se alcanza una 
situación de equidad en relación con los hombres. En general, todavía es 
preciso reivindicar el acceso y control equitativos de los recursos producti-
vos disponibles, en las familias y organizaciones.

Las organizaciones campesinas, movimientos y redes son conscientes de 
la necesidad de mantener la incidencia para la redistribución social del 
conjunto de los recursos productivos. De nuevo, falta incorporar la variable 
género a la hora de realizar un diagnóstico sobre la disponibilidad de los 
recursos y su reparto.

El acceso al crédito merece una mención específi ca. Si bien los procesos or-
ganizativos han facilitado enormemente el acceso y control del crédito no 
bancario por parte de las mujeres, mediante la creación de fondos propios 
de fi nanzas populares y solidarias, no se han producido avances similares 
con respecto al sistema fi nanciero formal. Esto indica que las iniciativas 
económicas de mujeres no han alcanzado un grado de capitalización sufi -
ciente que ofrezca garantías para la banca. En nuestra opinión, la estrategia 
en este caso no sería la bancarización de las mujeres −el acceso a fi nancia-
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ción es un mero medio y no un fi n en sí mismo−, sino el fortalecimiento 
de los emprendimientos hasta alcanzar una rentabilidad e ingresos lo bas-
tante estables a largo plazo como para resolver la necesidad de autonomía 
económica de las mujeres. Este fortalecimiento incluye pensar en modos 
de otorgar valor añadido a los productos, así como el fomento del consu-
mo responsable dentro de los CESI.

Un recurso esencial para la sostenibilidad de la vida y al que se ha prestado 
insufi ciente atención es el recurso tiempo. Actualmente permanece entre 
muchas mujeres la percepción de pobreza de tiempo: 

“Para nosotras las mujeres el derecho al descanso está ausente, no 
tenemos”. 

Mientras algunas mujeres afi rman organizar mejor sus horarios, el he-
cho de mantener los roles en el ámbito doméstico, incidir en la pro-
ductividad agropecuaria y articularse en espacios colectivos difi culta la 
gestión de los tiempos, por lo que algunas mujeres sienten un aumento 
global de su carga de trabajo. Las opiniones diferenciadas en este as-
pecto nos muestran que se trata de un asunto pendiente, pero variable 
según las circunstancias que rodean a las propias mujeres. Una inter-
pretación más política de este hecho es que, por el momento, la respon-
sabilidad de resolver la pobreza de tiempo aún recae sobre las mujeres 
y no es asumida familiar, comunitaria, organizacional o socialmente. 
Es destacable que en Ecuador ya se hayan aplicado encuestas sobre el 
uso del tiempo, que permiten apreciar las diferencias entre hombres 
y mujeres. Falta ahora que la erradicación de la pobreza de tiempo se 
convierta en un objetivo de la política pública, con el mismo rango con 
que se procura luchar contra otras manifestaciones de la pobreza. Esto 
exige modos concretos y medidas políticas y sociales para la reducción 
de la carga de trabajo de las mujeres. 

Como resultado del esfuerzo de articulación al CESI han aumentado los 
ingresos propios y el control sobre los mismos, principalmente el control 
de los ingresos de las actividades económicas que las mujeres realizan en 
solitario −como la transformación−, posibilitando una mayor autonomía 
económica: 

“Las mujeres tenemos una oportunidad en la transformación. Los 
hombres solo siembran y cosechan y ahí se quedan. Nosotras trans-
formando tenemos independencia económica”.

En cuanto a la capacitación, la dependencia de las entidades que la propor-
cionan determina un escaso control de las mujeres sobre los contenidos, 
metodologías y aspectos logísticos que les afectan. La invitación en este 
caso es avanzar hacia formatos de capacitación con diseños más participa-
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tivos y arraigados en el contexto local, que valoren y visibilicen el talento y 
los saberes de las mujeres.

Libertades: “Si logras que en tu hogar se concienticen de la labor 
que estás haciendo, mejoran las relaciones, la autonomía, la liber-
tad de movimiento”

La articulación de las mujeres en los CESI ha afectado positivamente en 
sus aspectos emancipatorios y libertades. En la medida en que la articu-
lación al CESI permite una mayor autonomía económica de las mujeres, 
aumenta también su poder de negociación en las familias. Los testimonios 
expresan un mayor poder de decisión y también una actitud más abierta-
mente dispuesta a valorar el proceso de toma de decisiones en términos de 
negociación o colaboración mutua, frente a actitudes de dependencia cada 
vez menos frecuentes. Que se haya avanzado en esta dirección no signifi ca 
que exista equidad en la toma de decisiones en todos los ámbitos ni para 
todas las mujeres: la equidad sigue siendo una meta por alcanzar.

A raíz de la necesidad de salir de la casa para la capacitación, comercia-
lización, y fomento de la articulación y las alianzas, se ha promovido una 
mayor libertad para movilizarse sin restricciones, a pesar que el acceso al 
transporte permanece como un obstáculo, particularmente en el medio 
rural –lo que también difi culta la salida de productos al mercado−. Algunas 
mujeres afrontan todavía restricciones de movilidad en la relación con sus 
esposos y compañeros. No podemos pasar por alto que la negación del 
permiso para el propio movimiento es una forma de violencia, y que las 
organizaciones deben trabajar en su prevención y erradicación. Además 
de la sensibilización en general, son necesarias estrategias de protección y 
empoderamiento de las mujeres, y alianzas con los hombres para lograrlo.

Participación y políticas públicas

No cabe duda que los CESI han proporcionado a las mujeres una mayor 
participación y presencia en los espacios públicos donde poder propagar 
discursos y demandas propias. Forma parte de la propia naturaleza y de-
fi nición del CESI, además, la vinculación y alianzas entre distintas entida-
des, lo que ha facilitado el encuentro entre organizaciones del territorio.

En el espacio de la organización, las mujeres aprecian cambios en la mane-
ra de relacionarse, en el sentido de una mayor participación y horizontali-
dad, así como una aportación propia en los modos de entender el ejercicio 
del liderazgo: 

“La participación de la mujer ha provocado el cambio en la organi-
zación, en la manera de liderar, vemos de otra manera la jerarquiza-
ción, vemos a todos al mismo nivel y todas las opiniones cuentan”. 
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Las mujeres han aumentado su presencia en los cargos directivos, pero 
el incremento del número de mujeres en puestos de responsabilidad en 
organizaciones mixtas no signifi ca una paridad de hecho en el ejercicio de 
la participación y el poder. Las organizaciones y movimientos afrontan to-
davía el reto de lograr una igualdad de trato y apoyo a las mujeres en su rol 
de liderazgo; existen aún obstáculos y resistencias, groseras o sutiles, que 
encuentran en el desempeño cotidiano de sus funciones. Facilitar la parti-
cipación y el liderazgo efectivo de las mujeres requiere, de nuevo, asumir 
la corresponsabilidad en los cuidados.

Desde su pertenencia a las organizaciones del CESI, las mujeres han parti-
cipado en espacios de refl exión y acción (campañas, redes, planifi caciones 
participativas promovidas por las instituciones públicas, etc.) donde han 
construido agendas políticas y otros instrumentos de incidencia. Con ellos 
han contribuido a la aprobación de políticas públicas vinculadas a la equi-
dad de género y los derechos de las mujeres, tanto a nivel provincial en 
Loja como estatal en Ecuador41. 

Esta participación, por desgracia, se ve obstaculizada por diversos factores 
como la gestión de los tiempos, la falta de formación política y económica 
para ocupar puestos de liderazgo al mismo nivel que los hombres, y la falta 
de apoyos necesarios para el ascenso político de las mujeres –tanto por 
parte de las organizaciones como por parte de sus iguales, las propias mu-
jeres−. Por todo ello, las mujeres reconocen que todavía se requiere insistir 
en refl exión, estrategias, espacios y formatos de diálogo que fomenten las 
alianzas entre mujeres y el posicionamiento de sus demandas en las or-
ganizaciones. Conscientes de que la desigualdad está además cruzada por 
múltiples variables y que sus intereses como mujeres están ligados a otros 
procesos de vida sostenibles en el largo plazo, defi enden la renovación, 
incorporación y participación activa de las y los jóvenes en las organiza-
ciones. Esta transformación de las organizaciones es clave, dado que las 
organizaciones son, por un lado, la plataforma desde donde las mujeres 
acceden a la participación política y, por otro, el lugar donde se experimen-
tan las prácticas alternativas que constituyen el punto de partida para las 
políticas públicas.

Las instituciones públicas son determinantes a la hora de promover u 
obstaculizar la realización de los derechos económicos de las mujeres, y 
del derecho a la participación política que permite velar por el ejercicio y 
disfrute de todos los derechos. Las demandas de las mujeres campesinas 
a la institucionalidad pública incluyen el fortalecimiento de las estructu-

41  Se pueden mencionar instrumentos como la Propuesta de ordenanza para fomen-
tar la producción, circulación y consumo agroecológico y solidario, la Ley 103, La ley 
de cuotas y paridad, y la Agenda de igualdad, no discriminación y buen vivir de las 
mujeres de la provincia de Loja.
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ras organizativas de las mujeres, el diseño e implementación de políticas 
públicas para la provisión de cuidados, como ya se ha dicho, y de políticas 
públicas para facilitar la permanencia en el medio rural (productivas y tam-
bién políticas de acceso a la educación, salud, transporte…). La aplicación 
de dichas políticas públicas locales con perspectiva de género, exige in-
troducir líneas presupuestarias que respondan a los intereses de las mu-
jeres. Asimismo, existe una demanda de seguimiento de la política y -en 
concreto- de que se realicen evaluaciones de impacto de los programas y 
proyectos en la calidad de vida de las mujeres. 

Conclusiones: Identidad, conceptos, prácticas y políticas ¿un 
itinerario a través del cambio?

Los Circuitos Económicos Solidarios Interculturales han facilitado a las 
mujeres la articulación en torno a unas prácticas acordes con la naturaleza 
y con sus vidas, que ha favorecido su empoderamiento. De acuerdo con los 
datos de las encuestas y los resultados de los grupos focales, las mujeres 
que han participado en estos procesos ejercen un trabajo productivo que 
les genera mayores ingresos, y comparten más los trabajos reproductivos 
y de cuidados con sus familias. Han adquirido los conocimientos y ha-
bilidades necesarios para mejorar sus capacidades económicas, sociales y 
políticas. Ha aumentado su acceso y control de los recursos y benefi cios, 
logrando así una mayor autonomía económica. Han ejercido su derecho a 
organizarse y a participar en el establecimiento, control y seguimiento de 
las políticas públicas. Es decir, podemos afi rmar que los CESI han contri-
buido a que las mujeres avancen en el ejercicio de sus derechos económicos.

“Participar en la organización y en el CESI ha permitido mejorar las 
condiciones económicas de las familias y con eso aliviar la carga de 
trabajo de las mujeres. Con el molino para moler grano no es que 
me salgan los dólares, pero con ese molino facilito trabajo de las 
mujeres, facilito ingresos y el mantenimiento de la vida. Y eso a la 
vez puede permitir acceder a trabajos remunerados, eso y el adquirir 
destrezas. Es un círculo”. 

A lo largo de este proceso aún en marcha, la primera manifestación de los 
cambios se produce en términos de la identidad de las mujeres, tanto en 
la consideración de sí mismas como en la proyección externa y el modo 
en que deben ser tratadas por el resto de agentes. Así, se debe descartar la 
visión −antropocéntrica, sesgada y descontextualizada de las experiencias 
reales− de las mujeres como “colectivo vulnerable”, “aisladas en su hogar”, 
“grupo objetivo de capacitación”, “objeto de política asistencial”, para asu-
mir −con los matices que sean precisos en cada caso− a los grupos de mu-
jeres como titulares de derechos, trabajadoras organizadas que afrontan 
desigualdades, productoras de saberes y hacedoras de política pública.
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Desde esta perspectiva, la construcción de una economía solidaria que 
ponga en el centro la sostenibilidad de la vida; es decir, de una econo-
mía feminista, nos supone esfuerzos epistemológicos, de conceptualiza-
ción y de re-signifi cación, que nacen de un diálogo de saberes en el que 
participamos las organizaciones, la academia, los movimientos y también 
las instituciones, al menos en aquellos países como Ecuador y Bolivia que 
han adoptado iniciativas de transformación y despatriarcalización también 
desde el Estado. En este sentido, los conceptos siguen a las prácticas y se 
alzan como modos de nombrar signifi cados compartidos a partir de expe-
riencias creadas por las bases. La política pública tiene como reto recono-
cer, promover y fortalecer estas experiencias en todo su alcance y profundi-
dad en una perspectiva estratégica de largo plazo; tiene la responsabilidad 
de acoger y desarrollar las propuestas que ya están sobre la mesa.

Identidad, conceptos, prácticas y políticas constituyen no tanto un itinera-
rio lineal para el cambio, como un entramado de mutuas interacciones que 
conducen a nuevos aprendizajes y nuevos pasos. Sabemos hacia dónde 
queremos que se encaminen esos pasos: el Sumak Kawsay en Ecuador, el 
Suma Qamaña en Bolivia, que son aspiraciones a las que los pueblos no 
pueden renunciar. Y tampoco las mujeres.
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Presentación

En América Latina y particularmente en Ecuador, existe una diversidad y 
heterogeneidad de prácticas de economía solidaria que, en su conjunto 
y variedad, muestran una constelación de propuestas alternativas que se 
suman a las de la región, consolidando valores y prácticas de producción 
sana, comercio justo, consumo solidario, turismo comunitario, educación y 
salud solidaria, entre otros.  

Estas prácticas nacieron en nuestra historia reciente como respuestas al 
deterioro de los procesos de sobrevivencia, y como búsquedas alterna-
tivas a los mecanismos de empobrecimiento desarrollados por sistemas 
económicos dominantes que colocan en el núcleo de la vida social a la 
reproducción del capital y sus intereses. De otra parte, la economía soli-
daria en nuestro país, se ha sumado a las propuestas de resistencia social 
a modelos hegemónicos que invisibilizan esas otras prácticas económicas, 
nacidas y sostenidas por los pueblos indígenas y campesinos de la región, 
y que se mantienen como parte de un patrimonio tangible e intangible de 
los pueblos y su pasado histórico. Finalmente, la economía solidaria busca, 
ya en lo profundo de su ejercicio, la transformación del sistema capitalista, 
en tanto este -visto como proyecto civilizatorio- descuida radicalmente la 
reproducción material e inmaterial de la vida al subsumirlo todo a los inte-
reses de acumulación del capital.

El modelo económico imperante, de manera sistemática, ha invisibilizado 
esas prácticas económicas por no reconocerles utilidad para la reproduc-
ción del capital; sin embargo, ellas se han mantenido en la historia y en 
la cultura de los pueblos, ejerciendo resistencia, presencia y permanencia 
con la esperanza de promover formas alternativas de producción y de vida 
económica, que busquen transformar el sistema económico dominante. 

42 Economista, Magister en Relaciones Económicas Internacionales por la Universidad 
Andina Simón Bolívar. Miembro del Movimiento de Economía Social y Solidaria del 
Ecuador, Docente Universitario de la Carrera de Trabajo Social Universidad Central 
del Ecuador. Es Facilitador en temas de derechos humanos, no violencia, gestión de 
confl ictos y masculinidades.
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Los actores sociales nacidos en el ejercicio de una economía alternativa, y 
junto a otros movimientos sociales (indígenas, mujeres, jóvenes trabajado-
res), se han movilizado permanentemente para generar y presentar pro-
puestas alternativas que reconfi guren la visión que tienen de la sociedad y 
el Estado, que incorporen una nueva cultura económica, y cuyo eje central 
sea un sistema económico solidario garantista de los derechos humanos, 
de la plurinacional, y que promuevan la igualdad de género y generacional, 
y el cuidado del planeta. Sobre la base de esa lucha se generó un acumula-
do histórico-político de lucha social y de propuestas políticas de transfor-
mación que han confl uido -junto con otras tendencias- en la búsqueda de 
un Estado más solidario.

Pero esta búsqueda nació también como consecuencia del desmantela-
miento del Estado y de sus lógicas de bienestar y desarrollo con la im-
plementación del modelo económico neoliberal que promovió –como es 
sabido- procesos de privatización, desregulación y concentración del ca-
pital que llevaron a una debacle de la institucionalidad pública y a una 
incontrolable pauperización de amplios sectores sociales. Es así que, por 
ejemplo, en 1999 se dolariza la economía ecuatoriana y los niveles de po-
breza y extrema pobreza alcanzaron al 80 % de la población, en contraste 
con la acumulación de la riqueza que elevó enormemente el bienestar de 
los más ricos. 

Sobre la base de esa acumulación histórica y recogiendo las propuestas 
políticas de los movimientos sociales –particularmente las del sector de 
economía social y solidaria-, nace en el año 2006 el movimiento Alianza 
País, con su líder Rafael Correa, que propone un cambio político, social y 
cultural del Estado y la sociedad ecuatoriana. La visión que se proyectó 
generó simpatía y adhesión en los movimientos sociales que no tardaron 
en sumarse a la propuesta de Alianza País, y fue asumida como oportuni-
dad para transformar el sistema económico, político y cultural del Estado 
ecuatoriano.

En el año 2007 llega al poder Rafael Correa y plantea una serie de reformas 
políticas que tenían como eje el cambio de la matriz productiva y social del 
país. Para ello, una de las principales tesis del Gobierno de Correa fue la 
convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente que reforme estruc-
turalmente al Estado ecuatoriano.

En ese marco, las organizaciones sociales, incluidos los actores de la eco-
nomía solidaria, se movilizaron intensamente para que se incorpore en la 
nueva Carta Magna un cambio del sistema social, económico y político, 
que permita incorporar una serie de propuestas que fomenten prácticas 
valores hacia un sistema económico social solidario y garantista de los de-
rechos humamos.
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En ese sentido hay que recalcar que los avances que se advierten hoy en la 
Constitución y las Leyes ecuatorianas, son fruto de esa acumulación his-
tórica que los movimientos y actores sociales han promovido para refor-
mar al Estado ecuatoriano, con su movilización y exigencia para que sus 
propuestas sean incorporadas en los marcos normativos y en las políticas 
públicas.

Avances constitucionales en la Economía Social y Solidaria

La constitución ecuatoriana tienen como eje central la construcción de un 
Estado Plurinacional y Pluricultural que fomente y desarrolle el Sumak 
Kawsay, como plantea en su parte inicial: Ir hacia “Una nueva forma de 
convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para 
alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay”. Esta noción aparece en el texto 
constitucional como eje vertebrador del Estado ecuatoriano, promoviendo 
un régimen jurídico-político garantista de los derechos humanos, decla-
rando a la naturaleza como sujeto de derechos y fomentando el sumak 
kawsay en la construcción de un sistema político, económico y cultural 
distinto.

En ese marco, el artículo 283 (Constitución, 2008) plantea que: “El sistema 
económico es social y solidario43 y reconoce al ser humano como sujeto y 
fi n; propende a una relación dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado 
y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar 
la producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales 
que posibiliten el buen vivir”. 

Es necesario recalcar que en este marco se plantea la construcción de un 
sistema social y solidario que coloque al ser humano en el centro de la 
actividad económica, y que fomente la satisfacción de las necesidades fun-
damentales de las personas, asegurando la reproducción material e inma-
terial; lo que permitiría en palabras de Coraggio el fomento del Sumak 
Kawsay como verdadero “buen vivir” (Coraggio, 2011)

Lo que plantea la Constitución –recalquémoslo- no es algo menor. Se trata 
de la construcción de un sistema económico social y solidario como nuevo 
paradigma económico productivo, a diferencia de lo que sostenía la Cons-
titución de 1998: un “sistema económico social de mercado” que busca pri-
mordialmente la maximización de las ganancias.

En este orden de profundidad, la construcción de un sistema econó-
micosocial y solidario implica, por un lado, una promoción generali-
zada de nuevas relaciones sociales de producción, las cuales deberían 
estar marcadas por los principios de la economía solidaridad como la 

43  El resaltado es nuestro.
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reciprocidad, la complementariedad, la redistribución, la democracia 
(MESSE, 2016), en contraste con lo que hoy sucede en las economías 
de capital auto-regulado, donde esas relaciones están signadas por 
la explotación, marginación, exclusión, sometimiento y expropiación. 
Por otro lado, la visión recogida en el texto constitucional ecuatoriano 
apunta a la construcción de fuerzas productivas que tengan como ca-
tegoría organizativa al trabajo y la asociatividad, bajo el concepto de 
Luis Razeto del Factor C (Razeto, 1988), y donde la conjugación de los 
factores de la producción (trabajo, tierra, capital, gestión y tecnología) 
esté organizada para fomentar solidariamente la reproducción material 
e inmaterial de las personas y el cuidado de la naturaleza. Es decir, la 
reproducción ampliada de la vida en su integralidad. 

En ese camino es importante señalar lo que plantea la Constitución 
en el Art. 334: el “Estado promoverá el acceso equitativo a los factores 
de producción, para lo cual le corresponderá: Evitar la concentración 
o acaparamiento de factores y recursos productivos, promover su re-
distribución y eliminar privilegios o desigualdades en el acceso a ellos; 
Desarrollar políticas específi cas para erradicar la desigualdad y discri-
minación hacia las mujeres productoras, en el acceso a los factores de 
producción; Impulsar y apoyar el desarrollo y la difusión de conoci-
mientos y tecnologías orientados a los procesos de producción”. 

Para ello es necesario disponer de pilares que sostengan un nuevo sis-
tema económico: el pilar educativo que fomente la solidaridad; unos 
medios de comunicación que sensibilicen y promuevan los principios 
de la solidaridad; partidos políticos, iglesias y familias que fomenten y 
hagan economía solidaria; pero también un sistema político que pro-
mueva marcos normativos acordes al sistema solidario.

Un sistema económico solidario plantearía tres elementos fundamen-
tales que recogen su visión en torno a la violencia: cambiar los compor-
tamientos de las personas; consecuentemente, elevar la cultura de las 
personas logrando que las costumbres, los comportamientos individua-
les y colectivos, las cosmovisiones, estén inspiradas por la solidaridad; 
y también fomentar cambios estructurales institucionales que siembren 
actitudes y comportamientos basados en la solidaridad en ámbitos tan 
marcados por el conservadurismo individualista como son la familia, la 
iglesia y los partidos políticos (Galtung, 2009). 
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Gráfi co No. 1: Pirámide del Sistema Solidario

Elaboración: Jhonny Jiménez

En consecuencia, lo dispuesto por la Constitución requiere de una refor-
ma del sistema político, económico y social del Estado ecuatoriano, pero 
también el cambio en las actitudes de las personas; es decir, cambios en la 
política y en lo político, haciendo referencia primero a cambios institucio-
nales y luego a necesarios cambios actitudinales en las personas y en los 
colectivos.

Así mismo, la Constitución coloca en el mismo nivel a la economía social 
y solidaria con la economía pública y la privada; lo que para Coraggio per-
mite constituir una economía mixta que promueva un régimen solidario 
generalizado. (Coraggio, 2011)

El Art. 319 de la Constitución reconoce por su parte las diversas formas de 
organización económica, visibilizando a los actores que provienen de la 
economía solidaria (como son las comunidades, las cooperativas, las uni-
dades asociativas, las unidades económicas domésticas, las autonómicas y 
mixtas); esto es fundamental ya que históricamente estas formas económi-
cas han sido invisibilizadas y no reconocidas a la hora de plantear políticas 
públicas que las favorezcan. 

Del mismo modo, en el Art. 336 se propone el comercio justo como medio 
de acceso a bienes y servicios de calidad, que minimice las distorsiones de 
la intermediación y promueva la sustentabilidad. 
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Una disposición constitucional que hay que valorizar es la de la soberanía 
alimentaria. En efecto, el Art. 281 reconoce como “un objetivo estratégico y 
una obligación del Estado garantizar que las personas, comunidades, pue-
blos y nacionalidades alcancen la autosufi ciencia de alimentos sanos y 
culturalmente apropiados de forma permanente”, para lo cual un com-
promiso estatal, entre otros aspectos, es “… la transformación agroa-
limentaria del país que provengan de la pequeña producción y de la 
economía solidaria; además plantea proteger al sector agroalimentario; 
fortalecer la diversifi cación y la introducción de tecnologías ecológicas 
y orgánicas en la producción agropecuaria; promover políticas redistri-
butivas que permitan el acceso del campesinado a la tierra, al agua y 
otros recursos productivos; promover la preservación y recuperación de 
la agrobiodiversidad y de los saberes ancestrales vinculados a ella; así 
como el uso, la conservación e intercambio libre de semillas”.  

Aunque no establece la prioridad de la agroecología como fundamento 
de la producción, en normas posteriores se recoge este aspecto impor-
tante para las organizaciones sociales que buscan fomentar un cambio 
de la matriz productiva. Además, la Constitución declara al país libre 
de semillas y cultivos transgénicos (Art. 401) con el fi n de promover la 
biodiversidad, considerando así el concepto de “patrimonio genético”. 

Como se puede observar, en Ecuador existe un importante marco nor-
mativo constitucional que permite fomentar la economía solidaria; 
pero hay que reconocer también que, en el mismo marco normativo, 
se encuentran instalados aun elementos que promueven la economía 
convencional (capitalista). Esto es preocupante ya que, a la hora de 
implementar políticas públicas, se da más importancia a la economía 
convencional que a la solidaria. Es el caso de la ejecución de políticas 
extractivistas de los recursos de la naturaleza, que deja al concepto del 
Sumak Kawsay apenas como una retórica bonita. Al respecto, Sánchez 
Parga dice (2014, citado en Martínez, 2016): “este concepto posee úni-
camente una semántica seductora”, pero un “grado cero de carga teóri-
ca”, lo cual facilita “un gran despliegue retórico” y hace del discurso del 
buen vivir algo similar a la “coca”: un mero “analgésico o estimulante” 
(Martínez, 2016: 83).  

LEYES Y NORMAS SECUNDARIAS

En el año 2011 se promueve la Ley de Economía Popular y Solidaria, 
LOEPS (Asamblea Nacional, 2011), la cual defi ne a la economía popular 
y solidaria en su Art. 1 como “(…) la forma de organización económica, 
donde sus integrantes, individual o colectivamente, organizan y desa-
rrollan procesos de producción, intercambio, comercialización, fi nan-
ciamiento y consumo de bienes y servicios, para satisfacer necesidades 
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y generar ingresos, basada en relaciones de solidaridad, cooperación y 
reciprocidad, privilegiando al trabajo y al ser humano como sujeto y fi n 
de su actividad, orientada al buen vivir, en armonía con la naturaleza, 
por sobre la apropiación, el lucro y la acumulación de capital”

Recogiendo los planteamientos conceptuales de la economía solida-
ria, propone el fomento de un sistema económico solidario que presi-
da y regule la producción, la comercialización, el consumo y el fi nan-
ciamiento para la producción de bienes y servicios, orientando así el 
qué hacer económico hacia la satisfacción de las necesidades de las 
personas. Además, el concepto recoge principios como cooperación y 
reciprocidad.

Un elemento que hay que resaltar de la LOEPS es el reconocimiento 
del acto solidario. Esto es fundamental porque recoge la importancia de 
las acciones solidarias que se dan entre las personas y los grupos, pero 
además permite que estos actos sean libres de tributos a la renta fi nal 
que pudiera gestar. 

La Ley reconoce a las diversas formas de organización de los actores de 
la economía solidaria, entre ellas las unidades económicas familiares, 
las cooperativas, las asociaciones, las comunas y las unidades de pro-
ducción.

La misma Ley incorpora una mayor institucionalidad de la economía 
solidaria; por un lado crea la Superintendencia de Economía Solidaria 
encargada de la transparencia y control social; el Instituto de Economía 
Popular y Solidaria (IEPS) para su promoción y fomento; la Corpora-
ción Nacional de Finanzas Populares y Solidarias (CONAFISE), enti-
dad autónoma encargada de la fi nanciación al sector de las fi nanzas 
populares y solidarias; la Junta de Política y Regulación Monetaria y 
Financiera encargada de la regulación; el Comité Interinstitucional de 
Economía Popular y Solidaria encargada de la regulación, donde parti-
cipan los delegados de varios Ministerios. Sin embargo, en este espacio 
no existe la participación de la sociedad civil. Finalmente, crea también la 
Corporación de Seguro de Depósitos encargada de generar un fondo de 
seguridad fi nanciera. 
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Gráfi co No. 3: LA INSTITUCIONALIDAD DE LA ECONOMIA POPULAR Y SOLIDARIA

Fuente y Elaborado por: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (SEPS)

Como se puede observar, la Ley crea una institucionalidad importante para 
el fomento de la economía solidaria. Si bien cada una de estas instancias 
ha realizado avances importantes -unas más que otras-, lo que más se ha 
impulsado son las políticas de control y regulación; mientras que las po-
líticas de fomento real son una deuda pendiente aún, particularmente en 
relación con el trabajo desde el IEPS

Por otro lado, hay que agregar que una serie de leyes, al favorecer la eco-
nomía en su conjunto, promueven la economía solidaria en el país. Nos 
referimos a:

• Ley del Sistema de Contratación Pública (2008) que establece me-
canismos de contratación pública, donde se da preferencia a los 
bienes y servicios que provienen de la EPS (Art. 25. A)

• Ley de Empresas Públicas que establece la posibilidad de fomen-
tar la asociación entre las empresas públicas y las de la EPS. 

• Ley Orgánica de Soberanía Alimentaria que fomenta la produc-
ción y distribución de los productos agroecológicos enmarcados 
en la soberanía alimentaria. Además promueve la producción 
campesina y pesquera y fomenta la creación de un seguro agrícola 
y el acceso a créditos. 

• Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, 
COPCI, (2010), que regula el proceso económico en las etapas de 
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producción, distribución, intercambio, comercio y consumo, fo-
mentando el comercio justo, la soberanía alimentaria, y promo-
viendo políticas a favor de la EPS (Art.22) 

• Código Orgánico de Organización Territorial, COOTAD, (2010) 
que en los Gobiernos Autónomos Descentralizados fomenta el 
impulso de las acciones de la EPS, principalmente en el fomento 
de la productividad. Y en los municipios se promueve el mane-
jo de los espacios públicos que acogen la realización de eventos 
vinculados a la economía solidaria; del mismo modo que, en las 
Juntas Parroquiales se dispone la promoción y el fortalecimiento 
organizativo – asociativo de la economía solidaria.

• Ley de Recursos Hídricos, Uso y Aprovechamiento del Agua 
(2012), que promueve la participación de las organizaciones de la 
EPS en el manejo, uso y aprovechamiento de los recursos hídricos. 

• Ordenanza del Municipio de Quito sobre EPS Solidaria (No. 0539, 
2014), que establece que el 5% de las contrataciones del Munici-
pio deben provenir del sector de la EPS.

• Ordenanza Provincial del Gobierno Descentralizado de Pichincha 
para el Fomento de Productos Agroecológicos (2014). 

Como se había manifestado, el fortalecimiento de una institucionalidad y. 
un marco normativo a favor de la economía solidaria es importante; pero 
debe orientarse más efectivamente a la promoción de políticas públicas 
que favorezcan la economía solidaria de modo extenso, haciendo un real 
contrapeso a las políticas que favorecen la economía convencional de mer-
cado. En defi nitiva, no resta sino concluir que al fomento de la economía 
solidaria le falta mucho camino por andar. 

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA

El Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017 propone dos ejes centrales para 
el desarrollo social: el primero se relaciona con la promoción de valor agre-
gado en los bienes y servicios que fortalezcan la producción local, para 
disminuir la dependencia del comercio exterior. Según Jannette Sánchez, 
ex ministra del Gobierno de Rafael Correa, lo que se “ busca es enfrentar 
dos problemas estructurales complejos: el de la heterogeneidad estruc-
tural evidente en la desigualdad, a través del fortalecimiento de cadenas 
productivas incluyentes y cadenas productivas con alta participación de la 
economía popular y solidaria; y el problema de una especialización pro-
ductiva vulnerable ... en la exportación de bienes primarios” (…) (Sánchez, 
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2016: 39). El segundo eje tiene que ver con la eliminación de las asimetrías 
sociales que se han dado, producto de relaciones de desigualdad social, de 
género, generacionales, ambientales y discapacidad, con miras a eliminar 
la pobreza en el Ecuador. Al respecto se pueden mirar las llamadas Agen-
das de la Igualdad.

Elaborado por: SENPLADES

Un instrumento para la defi nición de las políticas públicas en relación con 
la economía social y solidaria es el Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017. 
Su objetivo No. 8 se propone consolidar el sistema económico social y so-
lidario a través de varios componentes que van desde establecer una regu-
lación adecuada del Estado para delimitar, orientar y potenciar los espacios 
públicos, ampliar los espacios cooperativos a nivel regional, establecer una 
Nueva Arquitectura Financiera para lograr mayor equilibrio en relación a 
poderes globales, y que se ha expresado en el liderazgo ecuatoriano en la 
creación del Banco del Sur y el Sistema Unifi cado de Compensaciones- 
Sucre. Complementariamente, dicho Plan Nacional plantea desarrollar ca-
denas productivas para fomentar la soberanía en el marco del propósito de 
cambiar la matriz productiva, incorporando valor agregado a la producción 
y cambiando el tipo de inserción en el sistema mundial. Este planteamien-
to pone especial énfasis en nuevas formas de producción, distribución y 
consumo desde los territorios -enfoque territorial- con el fi n de fortalecer 
capacidades propias -enfoque endógeno- a través de políticas descentrali-
zadas que potencien el desarrollo en los sectores estratégicos y el impulso 
de las economías populares y solidarias (SENPLADES, 2013).

Hay que resaltar que el Plan Nacional del Buen Vivir establece una serie 
de políticas activas dirigidas al sector de la economía popular y solidaria, 
como las que se encuentran enmarcadas en el cambio de la matriz produc-
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tiva, dando valor agregado a los productos; en la democratización de los 
medios de producción; en la endogenización de las ganancias de la fi nan-
zas populares; en la promoción de cadenas de producción en lo referente a 
precios y a la defi nición de precios de sustentación para establecer condi-
ciones de comercio justo y de reducción de la intermediación; igualmente, 
en la realización de un mapeo de actores desde la oferta; y, fi nalmente, en 
la promoción de la asociatividad (SENPLADES, 2013).

En este marco conceptual de las políticas públicas, el Gobierno ha reali-
zado avances importantes en promover una sociedad más equitativa; por 
ejemplo: la reducción de los índices de pobreza ha alcanzado el 23,70% a 
junio del 2016 en comparación al 61,34% de diciembre de 2007, cuando 
sube Correa al Gobierno. (INEC, 2016)

La inversión en aspectos de los derechos sociales, económicos y culturales 
son importantes; así mismo los avances en materia de salud, educación, vi-
vienda e infraestructura carretera; la inversión en el área social es del 9.6% 
del PIB, y ha seguido creciendo en los últimos años: un 1.3 y 1.7 puntos 
porcentuales respecto a los años 2012 y 2011 (INEC, 2016).

Hay una ostensible mejora en las condiciones del trabajo, entre ellas la 
eliminación de las empresas tercerizadoras, o la ampliación del sistema 
de seguridad social a más trabajadores, incluyendo a las “amas de casa”, 
incrementando la cobertura en un 18% entre 2007 y 2014 (Sánchez, 2016). 
El gobierno ha establecido también una política de incremento salarial de-
nominada “salario de la dignidad”, que intenta cubrir la canasta familiar 
básica. 

En este marco, se ha fortalecido la clase media y se han incrementado los 
niveles de consumo. Sin embargo, este tema está en entredicho pues se 
trata de un consumo de productos no generados ni dirigido a la extensión 
de la actividad de la economía solidaria, sino más bien al fortalecimiento 
de la reproducción del capital y la concentración de las ganancias. Al res-
pecto, en su informe anual del 2016, OXFAM manifi esta que el 1% de la 
población concentra el 99% de las ganancias a nivel mundial. 

Hay que resaltar el trabajo desarrollado por la Superintendencia de Con-
trol del Poder del Mercado, que ha establecido algunas políticas interesan-
tes de mencionar como la semaforización de los productos alimentarios 
de consumo que deben incorporar en su etiquetado si su contenido es 
alto en azúcar y grasas, si son o no son transgénicos, etc. A decir de los 
funcionarios de la Superintendencia, esto ha permitido mejorar la calidad 
y direccionar el consumo de la población a productos más sanos. 

Otra de las políticas implementadas por la Superintendencia es la norma 
que obliga a los supermercados del país a que, en las perchas de éstos, 
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se deba exponer al menos un 15% de productos que vienen de la econo-
mía popular y solidaria. A pesar de esta normativa existente, los mecanis-
mos de acceso todavía son difíciles para las prácticas solidarias, ya que la 
productividad general de la economía popular y solidaria es muchísimo 
menor a la capacidad de oferta de los supermercados. Por otro lado, los 
términos de negociación que establecen las grandes tiendas no siempre 
son favorables a la economía solidaria. (Jiménez, 2016: 122)

Las políticas públicas activas de promoción de la economía popular y so-
lidaria son responsabilidad del Instituto de Economía Popular y Solidaria 
del Ecuador (IEPS). Sin embargo, se notan muchas defi ciencias, entre las 
que se evidencian una alta inestabilidad de los directivos y funcionarios del 
Instituto (a la fecha han pasado 6 directores); se suma a esto la no conti-
nuidad en las políticas de fortalecimiento de las capacidades de las organi-
zaciones, la falta de promoción de mercados solidarios, la no existencia de 
un sistema de información adecuado, y otras que a la larga no permiten el 
fortalecimiento del sector. Hay que añadir a esto el bajo presupuesto que 
la entidad dispone para el fomento de la EPS. Por ejemplo, del presupuesto 
de 22 millones de dólares en el 2014, el 69% se destinó a pagos corrientes, 
dejando poco para la inversión; dos años después, en el 2016, el presu-
puesto se redujo en un 49,5%, cifras que dejan ver el relativo interés que 
tiene la economía solidaria para el Estado.

Además hay que señalar que el Instituto es parte del Ministerio de In-
clusión Económica y Social, MIESS, el cual está encargado de desarrollar 
políticas sociales que eliminen las desigualdades en los sectores más vul-
nerables. Desde ese enfoque, todavía se considera a la economía solidaria 
como una “economía de los pobres”, a pesar que en los diversos discursos 
se intenta deslindar esta visión; por ejemplo, la ex Ministra Sánchez ha 
manifestado que las “… políticas de fortalecimiento de la EPS, no pueden 
ser políticas de pobreza… En lo general deben generar oportunidades y 
movilizar recursos públicos y privados en los territorios concretos para for-
talecer las capacidades y los recursos de los propios actores de la EPS en 
la solución de sus necesidades y demandas legítimas de bienes y servicios 
para la reproducción digna de sus vidas…” (Sánchez, 2016: 47). 

Entre las políticas dirigidas al sector, debemos destacar las desarrolladas 
por la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria que se encarga 
de implementar las políticas de supervisión y control. Para esta Superin-
tendencia, su trabajo habría permitido que las organizaciones del sector 
fi nanciero y no fi nanciero, registradas en la SEPS, “pasen de 6.016 a 9.139, 
es decir un crecimiento del 52%, cubriendo todo el territorio nacional….., y 
que signifi có la presencia de más de 214.000 socios y asociados en el sector 
fi nanciero y cerca de 5 millones en el sector fi nanciero….” (Jácome, 2016: 
24). También se menciona que en la “actualidad el sector del cooperativis-
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mo de ahorro y crédito cuenta con más de 8.7442 millones de dólares en 
activos… lo que le ha permitido mayor capacidad de resiliencia, estabili-
dad y menor volatilidad que otros sectores económicos” (Jácome, 2016: 27).

Si bien hay que señalar el crecimiento importante del sector cooperativista 
de las fi nanzas, existe un sinnúmero de prácticas solidarias -como asocia-
ciones de productores o cajas de ahorro- que prefi eren no registrarse en 
la Superintendencia por el sinnúmero de requisitos que muchas veces so-
brepasan las capacidades de las organizaciones. A decir del Movimiento de 
Economía Social y Solidaria, MESSE, el Gobierno ha plantado un excesivo 
control de las prácticas solidarias que no ha ido a la par con las políticas de 
promoción y fomento.

El trabajo desarrollado por la Corporación de Finanzas Populares (CONA-
FIPS) ha sido importante; esta es una entidad autónoma de banca de se-
gundo piso que tiene como objetivo fondear a las cooperativas de aho-
rro y crédito del sector de las fi nanzas populares, para que éstas realicen 
intermediación fi nanciera dirigida al sector de la economía popular. Esta 
entidad “hasta 2014, ha colocado 710 millones de dólares, que equivale al 
0,78% del PIB ecuatoriano del 2014, que ya ha benefi ciado a medio millón 
de emprendedores de la EPS, operando con 302 organizaciones de fi nan-
zas populares” (Corporación Nacional de Finanzas Populares CONAFIPS, 
2015). 

Los gobiernos locales también han desarrollado, en menor medida, una 
serie de políticas favorables a la EPS; por ejemplo, el Gobierno Provincial 
de Pichincha tiene un programa de fortalecimiento de la economía soli-
daria desde el cual se impulsa el fomento de las cajas de ahorro, la capa-
citación a los agricultores agroecológicos y la promoción de las canastas 
comunitarias de productos orgánicos. Pero, si bien hay esfuerzos, de forma 
general las políticas en la mayoría de gobiernos locales son muchas veces 
contradictorias con lo dispuesto por la Constitución y, más bien, buscan 
que las iniciativas se relacionen con cadenas productivas para la exporta-
ción, como los monocultivos; actividad lejana para los actores de la econo-
mía solidaria. Pero además, estos actores tienen enormes difi cultades a la 
hora de coordinar con los gobiernos locales; por ejemplo, en el uso de los 
espacios públicos para las ferias de producción agroecológica y economía 
solidaria, se les pone enormes difi cultades y trabas por parte de los fun-
cionarios. 

 Por otro lado, hay que señalar que el Gobierno ha dado prioridad a las 
políticas económicas convencionales que, por un lado, han estado enmar-
cadas en la re- primarización de la economía a través del fortalecimiento 
del extractivismo vinculado al petróleo y la minería, entrando en confl icto 
con organizaciones de la EPS por los daños ambientales y sociales que, 
como resulta evidente, genera el extractivismo en los territorios. 
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Las políticas dirigidas a la economía popular y solidaria en las diversas 
propuestas planteadas por el Ejecutivo, tanto en el Plan Nacional del Buen 
Vivir como en las políticas del IEPS y del Ministerio de Agricultura, están 
relacionadas con el fomento de grandes cadenas productivas, negocios in-
clusivos, cadenas de valor, que no fortalecen una economía diversifi cada. 
Al contrario, conducen a que los emprendimientos generados apunten con 
preferencia a los monocultivos para la exportación, y también a procesos 
de mayor control económico desde las grandes empresas nacionales e in-
ternacionales. Al respecto, Martínez (2016) manifi esta que la existencia de 
un gran número de pequeños productores, se encuentra articulado a gran-
des agroindustrias que, antes que promover un cambio del sistema, lo que 
hacen es promover inserciones inequitativas a la economía capitalista. 

A modo de conclusiones

En el país existe, sin duda, un avance importante del marco normativo so-
bre economía popular y solidaria; este avance se ha dado principalmente 
por la presencia de los movimientos sociales y de los actores de la econo-
mía solidaria que han sabido exigir que sus propuestas sean visibilizadas 
en la Constitución. Ellos también han facilitado además la presencia de 
un Gobierno interesado en la construcción de un marco normativo de la 
economía en el país que, hoy por hoy, es uno de los más importantes de 
América Latina en la promoción de la economía social y solidaria. 

Pero también hay que reconocer que los avances normativos y en la insti-
tucionalización de la economía solidaria no están aún consolidados. Esto 
se debe, por una parte, a la historia constitucional del país y a su realidad 
política: los avances pueden retroceder, pues hay fuerzas políticas intere-
sadas en bajar el perfi l a la economía solidaria y consolidar una economía 
social de mercado que favorezca los intereses de acumulación de capital. 
En ese sentido, es necesario que los actores de la economía solidaria estén 
vigilantes de los riesgos que se avecinan, particularmente, con los nuevos 
procesos eleccionarios que pueden cambiar la actual correlación de fuerzas. 

Desde el Movimiento de Economía Solidaria se ha solicitado fortalecer 
el marco normativo; para ello se ha propuesto, a propósito de la reforma 
a la Ley de Economía Solidaria, avanzar en la aprobación de un Código 
Orgánico de la Economía Solidaria que concuerde con lo que dispone la 
Constitución en torno al establecimiento de un sistema económico social 
y solidario.

Este marco normativo fortalecido deberá avanzar en la promoción de las 
prácticas solidarias. Hasta hoy se ha puesto énfasis en el control y la su-
pervisión, dejando de lado las acciones de fortalecimiento de las prácticas 
solidarias; en este sentido, un nuevo marco normativo tiene que concordar 
con el fuerte espíritu de fomento recogido en el texto constitucional. 
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Por otro lado, la actual institucionalidad es débil; es necesario que ella se 
ubique al mismo nivel que las instituciones que fomentan la economía 
convencional. Por ello, es importante disponer de un Ministerio de la Eco-
nomía Solidaria que tenga todas las funciones necesarias para la promo-
ción de la EPS y no esté subordinado a otras políticas, como es actualmen-
te el caso del IEPS.

Es urgente que el marco normativo separe la economía popular de la social 
y solidaria, recuperando el espíritu de la Constitución. Cuando ésta señala 
haber incorporado en la Ley “lo popular”, no logra clarifi car en qué consis-
te el fomento de la solidaridad. Si bien es necesario disponer de políticas 
que fomenten la economía popular para que estas se trasladen al marco 
de la solidaridad; sin embargo, también es necesario disponer de políticas 
claras que fomenten nuevas relaciones sociales de producción y fuerzas 
productivas que estén al servicio de la vida. En este sentido, un nuevo mar-
co normativo debe tener una defi nición al respecto mucho más clara. 

Por otro lado, la mirada de la política pública en torno a la economía so-
lidaria, como una “economía de pobres y para pobres”, ha hecho que el 
mismo Instituto esté cobijado en un ministerio que trabaja con sectores 
sociales empobrecidos; lo cual da cuenta del carácter confuso de sus políti-
cas. No está mal que diversos programas del Instituto hayan sido dirigidos 
a la economía popular; pero es necesario que, en el camino de construir 
un cambio del sistema social y solidario, se diseñen políticas económicas, 
sociales y culturales dirigidas a toda la población ecuatoriana.

Las políticas públicas han sido sectorizadas por las diversas instituciones 
del gobierno central y local; no existe un nivel de coordinación entre ellas, 
por lo que el aprovechamiento de los recursos del sector público y de los 
actores de la economía solidaria se diluye. En ese sentido, es necesario ge-
nerar procesos de articulación y coordinación interinstitucional que permi-
tan adecuados niveles de convergencia que fomenten acciones colectivas 
de impacto social, económico y cultural.

Si se quiere construir un sistema social y solidario como determina la 
Constitución, es necesario que se generen cambios en los procesos de pro-
ducción, distribución, transformación, intercambio, consumo y post con-
sumo; cambios que deben estar marcados por nuevas relaciones de pro-
ducción basadas en los principios de la economía solidaria (reciprocidad, 
redistribución, complementariedad, democracia, justicia); pero, además, es 
necesario que se generen fuerzas productivas que no estén marcadas por 
la economía del capital, sino por los factores del trabajo y la asociatividad, 
que permitan que la fuerza productiva de un sistema solidario esté al ser-
vicio de la vida y asegure con efi cacia la reproducción material e inmaterial 
del ser humano. 
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También se requiere que, en la base de este sistema solidario, se instalen 
pilares que lo sostengan; por ello es necesario un nuevo proceso educativo 
en todos los niveles, que deconstruya la economía convencional y promue-
va nuevos procesos de producción y consumo; es decir, se requieren ciu-
dadanos sensibilizados hacia la solidaridad. Además, se necesitan nuevos 
medios de comunicación, partidos políticos y sistema de justicia que favo-
rezcan la solidaridad. Hay que recordar que la economía solidaria no solo 
se encuentra en el ámbito económico, sino también alcanza dimensiones 
culturales, ambientales, políticas, espirituales y sociales; en ese sentido, las 
políticas públicas que favorezcan la solidaridad deben estar implicadas en 
todos los ámbitos del quehacer político y necesitan del involucramiento de 
todos los sectores públicos, privados, populares y solidarios. 

En torno a las políticas activas dirigidas al sector de la economía popular, 
hay que partir de la idea que la política pública se enfrenta a un sector al-
tamente heterogéneo y disperso; esto constituye un desafío para la política 
pública: partir de las necesidades y requerimientos de los actores de la eco-
nomía solidaria, ya que muchas de las políticas públicas implementadas 
han sido desarrolladas a sus espaldas. Por ello, una adecuada construcción 
de espacios de coordinación es cada vez más urgente.

Las políticas públicas dirigidas a promover la producción de la economía 
solidaria están dirigidas a promover cadenas productivas inclusivas, o ne-
gocios inclusivos; estas propuestas son cuestionadas por los actores so-
ciales, ya que con ello se intenta insertar la EPS a procesos económicos 
internacionales que fortalecen la economía convencional, y que no cam-
bian sustancialmente las relaciones injustas del comercio ni la producción. 
Desde el MESSE y desde otros actores, se plantea la necesidad de construir 
circuitos económicos solidarios interculturales que estén enraizados en los 
territorios, que permitan generar procesos económicos que satisfagan las 
necesidades de sus habitantes. Para ello se proponen dos estrategias don-
de la política pública debe intervenir: (i) la construcción de mercados soli-
darios (ferias solidarias, tiendas de comercio justo, ventas directas, merca-
dos electrónicos, etc.) que permitan generar procesos de articulación de las 
prácticas solidarias en los territorios; y (ii) la necesidad de generar acciones 
de sensibilización para el fomento del consumo solidario. Al respecto afi r-
ma Martínez, citando a Draperi: “Las verdaderas iniciativas se construyen 
hoy en día en la meso república intercooperativa, es decir, en los territorios, 
a partir de lógicas innovadoras que reconectan productores y consumido-
res, eliminando intermediarios, en una economía de proximidad”. (Martí-
nez, 2016: 95).

El territorio debería ser el ámbito privilegiado para el fomento de las polí-
ticas públicas; es en este espacio donde se construyen procesos identitarios 
de sueños, de relaciones y satisfacción de necesidades; el territorio como 
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un espacio de construcciones sociales e históricas que permiten promo-
ver otras economías. Para ello, plantea Martínez: “Uno de los retos de esta 
relocalización... es a través de la eliminación de los circuitos largos de co-
mercialización de producciones estándares, para promover circuitos cortos 
de distribución de productos específi cos, donde las organizaciones de la 
economía social, abandonen la posición de subordinación productiva, para 
convertirse en actores y promotores de su destino socio económico” (Mar-
tínez, 2016: 94) 

Históricamente, la economía solidaria se ha sostenido desde la moviliza-
ción; en ese sentido, si bien la intervención del Estado es fundamental 
para fortalecer un marco normativo e institucional que favorezca el sistema 
social y solidario, es necesario además apostar por el fortalecimiento de la 
asociatividad, promoviendo y desarrollando las capacidades de los actores 
de la economía solidaria ya que son ellos los que impulsarán, desde la 
construcción de autonomía, el fomento de redes y procesos de articulación 
de circuito económicos solidarios y, en suma, otra economía.

Si el Estado no dispone de un actor fortalecido para el diálogo en la so-
ciedad civil, hipoteca los procesos de participación que precisamente 
dinamizan el rol del Estado. La sociedad civil es altamente propositiva; 
particularmente los actores de la economía solidaria han presentado, de 
manera permanente, propuestas creativas para cambiar los sistemas polí-
ticos, económicos, culturales; por lo que la apuesta por el fortalecimiento 
de la asociatividad, la construcción de redes y la articulación a nivel local 
y nacional debería ser también la apuesta central de las políticas públicas.

Fortalecer las capacidades de los actores de la economía solidaria, permiti-
rá que el Gobierno central y los gobiernos locales aprovechen los recursos 
tangibles e intangibles de los actores de la economía solidaria. Como se ha 
manifestado, las prácticas solidarias mueven recursos no solamente fi nan-
cieros, que pueden ser aprovechados para que la implementación de una 
política pública genere cambios en cada uno de los territorios. 
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Políticas públicas para una economía plural, 
solidaria y equitativa44

Ana Verónica Ramos Morales45

Introducción

Los cambios generados en Bolivia desde el año 2006 se traducen en la 
evidente mejora de las condiciones de vida de la población, que ha per-
mitido el ascenso de aproximadamente dos millones de bolivianos a la 
denominada clase media, una importante reducción de la pobreza extre-
ma, la profundización de la democracia expresada en el voto popular, la 
creciente participación de las mujeres en los diferentes ámbitos del que-
hacer nacional, la reducción de las tasas de desnutrición, el incremento de 
la infraestructura productiva. Esta, entre otras, es una muestra de tan solo 
una parte de los resultados del nuevo enfoque en el rol del Estado, de los 
actores económicos, la participación de los movimientos sociales, el uso de 
los recursos nacionales y el modelo de funcionamiento de  la economía.

La consideración de la economía solidaria en el contexto actual de Bolivia, 
pasa por la generación de un entorno distinto para el desarrollo general de 
la economía y de los diferentes actores, por la existencia e incorporación 
de otras lógicas económico productivas, del rol y límites del mercado, un 
Estado actor y promotor, la participación de los sectores sociales, la recu-
peración y reivindicación de otros principios en el accionar económico que 
remontan la maximización de los ingresos, y una visión dirigida al Vivir 
Bien de todas y todos los bolivianos. 

44  Documento elaborado en base a la presentación realizada para el Seminario  “Expe-
riencias y Desafíos de la Economía Solidaria, compromiso con la equidad de género” 
organizado por el CIDES – UMSA. La autora contó con la colaboración de Fabiola 
Cruz Moreno y Bishelly Elías Argandoña, de la Dirección de Planifi cación del Minis-
terio de Desarrollo Productivo.

45  Economista con Doctorado en Economía Social por la Universidad Mayor de San 
Andrés, y estudios en temas sobre el sistema fi nanciero, agroecología y desarrollo 
rural, políticas fi scales y género. Es docente universitaria, fue gerente general del 
Banco de Desarrollo Productivo (BDP), Ministra de Desarrollo Productivo y Eco-
nomía Plural de Bolivia desde el 22 de enero de 2015 hasta el 23 de enero de 2017. 
Actualmente es Directora Ejecutiva de la Ofi cina de Fortalecimiento a la Empresa 
Pública.  
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En la Constitución Política boliviana se reconoce la existencia de diferen-
tes actores económicos y la necesidad de su articulación, incluyendo sus 
derechos y las pautas para el accionar desde el Estado. En este marco, este 
artículo presenta la propuesta de fortalecimiento de la economía plural 
con base en el nuevo modelo de desarrollo económico y, específi camente, 
en la Política Sectorial del Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía 
Plural, haciendo énfasis en dos ejes principales: el fortalecimiento de la 
economía comunitaria y de la equidad de género, como parte de un todo 
que se articula y complementa. Se intenta también refl ejar la compleja rea-
lidad económica y social de Bolivia. 

La economía plural 

La Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia (2009) esta-
blece el carácter plural del modelo económico boliviano y su orientación 
a mejorar la calidad de vida y el Vivir Bien (bien común) de todas las boli-
vianas y los bolivianos, reconociendo cuatro formas de organización de la 
economía: comunitaria, estatal, privada y social cooperativa, que se articu-
lan sobre los principios de complementariedad, reciprocidad, solidaridad, 
redistribución, igualdad, equidad social y de género, seguridad jurídica, 
sustentabilidad, equilibrio, justicia y transparencia, propios de la economía 
comunitaria, que a su vez complementa el interés individual con el Vivir 
Bien colectivo. (Artículo 306, CPE) 

En la economía plural, el Estado ejerce la dirección integral del desarrollo 
económico y sus procesos de planifi cación, la industrialización de los re-
cursos naturales para superar la dependencia de la exportación de materias 
primas y lograr una economía de base productiva, en el marco del desa-
rrollo sostenible en armonía con la naturaleza, del respeto a la iniciativa 
empresarial y seguridad jurídica. En ese sentido, el Estado fomentará y 
promocionará el área comunitaria de la economía, entre otras acciones. 
(Artículo 311, CPE) 

Entre las principales funciones del Estado se establece su participación di-
recta en la economía mediante el incentivo y la producción de bienes y 
servicios económicos y sociales; en la promoción prioritaria de la indus-
trialización de los recursos naturales renovables y no renovables, respe-
tando y protegiendo el medio ambiente, para garantizar la generación de 
empleo e insumos económicos y sociales para la población. Así también en 
la promoción de políticas de distribución equitativa de la riqueza y de los 
recursos económicos del país, y en la gestión de recursos económicos para 
la investigación, asistencia técnica y transferencia de tecnologías para pro-
mover actividades productivas y de industrialización. (Artículo 316, CPE) 

La intervención del Estado está orientada a encontrar elementos dinami-
zadores que puedan articular y fortalecer las distintas formas económicas, 
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a través de la incorporación de otras lógicas económicas que no necesa-
riamente son las empresariales. Se considera al Estado como un actor im-
portante de la economía en la perspectiva de cumplir acciones vinculadas 
a fortalecer, desarrollar, impulsar o emprender actividades en diferentes 
sectores.

Se incluye también las particularidades, perspectivas y roles de la eco-
nomía privada tanto la mediana y gran empresa, como las de la micro 
y pequeña empresa, la artesanía y sus organizaciones. Del mismo modo 
que las cooperativas, en el marco de los principios de cooperación, en los 
diferentes sectores económicos en que desarrollan sus actividades. Y, fi -
nalmente, la economía comunitaria que, en su articulación con el resto de 
economía y en el desarrollo de sus actividades, no prioriza la maximiza-
ción de utilidades sino el manejo y la administración del riesgo, generando 
otras alternativas que permitan la reproducción de la vida.   

El Modelo Económico, Social, Comunitario, Productivo 

Desde el año 2006, se inicia en el país la implementación del Modelo Eco-
nómico Social Comunitario Productivo (MESCP), a partir de la recupe-
ración de los recursos naturales y la activa participación del Estado en la 
economía. El modelo adopta una política productiva basada en la promo-
ción del sector estratégico integrado por hidrocarburos, minería, electrici-
dad y recursos naturales, llamado así por su capacidad de generación de 
excedentes en la perspectiva de fortalecer el sector generador de ingresos 
y empleo representado por las actividades agropecuarias, industria, manu-
factura, artesanía, turismo, vivienda y otros; así como también la reducción 
de las desigualdades sociales y la mejora de las condiciones económicas de 
la población con base en la mejora en la distribución y redistribución de 
los ingresos nacionales.

De manera simplifi cada se defi nen dos sectores importantes en la econo-
mía nacional: el sector estratégico o generador de excedentes y el sector 
generador de ingresos y empleo. El Estado ejerce el control y la propiedad 
del excedente económico para impulsar la transformación y diversifi cación 
del aparato productivo –que benefi cia al sector generador de empleo-, a 
través de la industrialización de recursos naturales y el fomento a la pro-
ducción de bienes con valor agregado.

Por tanto, el Estado tiene dos funciones centrales: la redistribución del 
ingreso para el fortalecimiento de los sectores generadores de empleo, y  
para el conjunto de la población a través de diferentes mecanismos como 
la inversión, bonos y subvenciones. En esta perspectiva, el rol del Ministe-
rio de Desarrollo Productivo y Economía Plural es promover la industria-
lización, el desarrollo y articulación de los diferentes actores económicos, 
contribuyendo al crecimiento de la economía nacional.
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Los resultados del nuevo modelo son visibles a nivel macro y microeco-
nómico. En el cuadro siguiente, se presentan algunos de los indicadores 
más importantes como el Producto Interno Bruto (PIB), cuyo crecimien-
to promedio en el periodo del 2006-2015 ha alcanzado el 5%, empujado 
principalmente por el accionar del Estado en sus diferentes áreas de in-
tervención, colocando a Bolivia como uno de los países con mayor tasa 
de crecimiento económico de la región. El PIB per cápita tuvo 893 dólares 
como promedio de crecimiento en el período 1986-2005, mucho menor 
al obtenido entre 2006-2015, que fue de 2.226 dólares que representa un 
incremento en 2.5 veces

En términos de infl ación, Bolivia no solo logró su reducción sino que, ac-
tualmente, la mantiene controlada (el año 2015 cerró con una infl ación 
acumulada de 2,5%, a junio 2016 de 2,27), permitiendo sostener el poder 
adquisitivo en la economía nacional. La inversión pública acumulada se 
triplico en el periodo 2006-2015, llegando a 30.549 millones de dólares, 
frente a la realizada entre 1986 – 2005 que fue de 9.458 millones de dólares, 
y dirigiéndose de manera importante al sector productivo, de salud, educa-
ción, construcción de infraestructura –caminos, puentes, otros-.

La exportación de productos de la industria manufacturera ha pasado de 
$us 10.305 millones en el periodo 1986 – 2005 a $us 23.571 millones en 
el periodo 2006 -2015; y en términos de volumen ha ido en crecimiento 
permanente; no obstante, es necesario anotar las limitaciones que actual-
mente derivan de la caída de los precios internacionales de los productos 
de exportación que han ralentizado su crecimiento.

Cuadro 1: Indicadores de la Economía Boliviana 1986 – 2005 y 2006 – 2015

Indicador U. medida 1986 - 2005 2006 - 2015

CRECIMIENTO DEL PIB REAL (En porcentaje) 3,20% 5%

PIB PER CAPITA (En dólares) 873 2.226

INFLACIÓN (En porcentaje) 11,50% 6%

INVERSIÓN PÚBLICA (En millones de dólares) 9.458 30.549

EXPORTACIONES INDUSTRIA 
MANUFACTURERA

(En millones de dólares) 10.305 23.571

CARTERA DE CRÉDITO (En millones de dólares) 3.360 178.432

CARTERA SECTOR PRODUCTIVO (En porcentaje) n.d 38%

Fuente: INE, elaboración UDAPRO.

En Bolivia, históricamente el sector productivo se benefi ció de la otorga-
ción de créditos que no tuvo muy en cuenta sus particularidades, estable-
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ciendo condiciones fi nancieras poco acordes a las mismas. A partir de la 
promulgación de la Ley 393 de 2013, se ha incluido el crédito productivo 
en la oferta fi nanciera que distingue las condiciones particulares del ámbi-
to rural y que establece techos para las tasas de interés, periodos de gracia, 
reconocimiento de garantías no convencionales, entre otros elementos. 
Ello permite un mayor y mejor acceso al crédito; así, para el periodo 2006 
– 2015, el 38% de la cartera fue destinado a este sector acompañando las 
políticas que promueven su crecimiento. 

En cuanto a las políticas sociales, estas han producido una mejora del ni-
vel salarial a lo largo de los últimos diez años, así como una disminución 
signifi cativa de la pobreza y la pobreza extrema. Ambos resultados son 
contundentes y han tenido efectos en la mejora del nivel de vida en la 
sociedad boliviana, como se aprecia en el siguiente cuadro.

Cuadro 2: Salario y Pobreza en Bolivia 2005 y 2014

Indicador U. medida 2005 2014

SALARIO (En bolivianos) 440 1.440

POBREZA (En porcentaje) 60,6 39,3 (p)

POB. EXTREMA (En porcentaje) 38,2 17,3 (p)

(p) preliminar

Fuente: INE, elaboración UDAPRO

Los salarios a su vez han incrementado la demanda interna que puede 
fomentar el desarrollo de la oferta nacional. En torno a la reducción de la 
pobreza, las acciones implican intervenciones estatales en diferentes ám-
bitos: salud, educación, provisión y acceso a agua potable, alcantarillado, 
energía, ingresos, dirigidas a amplios e  importantes sectores de población 
con base en una elevada inversión pública.

El rol del Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural

En el marco del nuevo modelo económico, el Ministerio de Desarrollo Pro-
ductivo y Economía Plural (MDPyEP) forma parte de las instancias que 
promueven a los sectores generadores de empleo e ingresos. Su mandato 
es fomentar la transformación y diversifi cación de la matriz productiva, a 
partir de la promoción e integración de las diversas formas económicas de 
producción, impulsando la generación de valor agregado en la producción 
y la promoción de la industrialización de los recursos naturales renovables 
y no renovables en el marco de respeto y protección del medio ambiente. 
Este objetivo se orienta a garantizar la generación de empleo e ingresos 
para la población.
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En el marco de la Constitución Política del Estado, Agenda Patriótica 2025 
y Plan de Desarrollo Económico y Social 2016-2020, el MDPyEP ha elabo-
rado su PLAN SECTORIAL DE DESARROLLO INTEGRAL PARA VIVIR 
BIEN – INDUSTRIA, MANUFACTURA Y ARTESANÍA 2016-2020, que 
constituye el instrumento de la política nacional para la producción, y que 
defi ne las directrices para el desempeño de los diferentes actores de la 
economía plural. 

El Plan Sectorial adopta un enfoque dirigido a promover la transformación 
y diversifi cación de la industria, manufactura y artesanía de Bolivia, incre-
mentando la producción de bienes con valor agregado, mediante el impul-
so de las fuerzas productivas y la consolidación de complejos productivos 
sectoriales y territoriales. 

El principal desafío es incrementar la producción de los bienes y servicios 
con valor agregado, mediante la transformación de las condiciones de pro-
ducción, para satisfacer el consumo nacional y generar ingresos a través 
de la exportación. Este cambio se orienta en la perspectiva del desarrollo 
de las capacidades de las unidades productivas y de la artesanía, de con-
currencia de visiones productivas, de recursos técnicos y fi nancieros, de 
los actores productivos hacia el ámbito nacional y territorial, la seguridad 
alimentaria con soberanía, y la sostenibilidad económica, fi nanciera y am-
biental. 

La transformación y fortalecimiento de las fuerzas productivas se promue-
ve a través del desarrollo de la mano de obra, la tecnifi cación y moderniza-
ción del aparato productivo interviniendo en complejos productivos. Para 
ello, el Estado interviene en la transformación productiva, la comercializa-
ción, la articulación y coordinación con los diferentes niveles de gobierno, 
las organizaciones económicas privadas, comunitarias y social cooperati-
vas dinamizando los complejos productivos y mejorando el acceso de los y 
las consumidoras nacionales a productos de calidad y a precio justo.  

Para el periodo 2016-2020 se prevén intervenciones diferenciadas según 
las características y heterogeneidad de los actores de la economía plural, y 
orientadas a: 

• Promover el uso y aprovechamiento de los recursos nacionales 
que permitan desarrollar actividades rentables, sostenibles, a la 
vez que generar y mantener empleo digno. 

• Mejorar los ingresos de los productores, sobre todo de las micro y 
pequeñas unidades productivas, de las artesanías y de las econo-
mías comunitarias.
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• Dinamizar la economía interna, asegurando la multiplicación de 
los benefi cios para los y las bolivianas, generando oportunidades 
para el desarrollo de la oferta nacional.

• Mejorar la distribución de los recursos e ingresos entre los dife-
rentes actores de la economía plural, evitando la concentración 
de los benefi cios en territorios, rubros y actores de los comple-
jos productivos. 

• Reducir las desigualdades territoriales a través del incentivo a 
la producción transformada en las regiones, departamentos y 
municipios del país.

• Sustituir importaciones para reducir los gastos y/o salidas de 
recursos.

• Promover la diversifi cación de las exportaciones con valor agrega-
do.

• Promover la participación equitativa de hombres y mujeres en 
el sector de la industria, la manufactura y la artesanía.

Los desafíos y los pilares establecidos en la Agenda Patriótica y en el 
Plan de Desarrollo Económico y Social 2016-2020 se traducen en las 
políticas y lineamientos estratégicos del Plan Sectorial de Desarrollo 
Integral de la Industria, Manufactura y Artesanía bajo la visión que 
“El Estado Plurinacional de Bolivia ha transformado y diversificado 
la matriz productiva incrementando la producción de bienes y servi-
cios con valor agregado de la industria, la manufactura y la artesanía, 
y la inversión productiva estratégica, fortaleciendo y tecnificando las 
fuerzas productivas, abasteciendo el mercado interno con calidad y 
a precio justo y generando ingresos a través de la exportación, lo-
grando el desarrollo de la capacidad productiva, la concurrencia de 
recursos, equilibrios territoriales, la seguridad alimentaria con sobe-
ranía y la sostenibilidad económica, financiera y ambiental, recono-
ciendo la pluralidad de los actores que intervienen en los complejos 
productivos”. 

Por consiguiente, los desafíos del periodo 2016-2020 de cara a la 
transformación y fortalecimiento de las fuerzas productivas en base 
a los complejos productivos se traducen en cinco políticas: 
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Esquema 1: Políticas del Plan Sectorial de Desarrollo 2016 -2020

Es importante considerar que las políticas están dirigidas a articularse y 
complementarse dentro de los complejos productivos, en perspectiva de 
fortalecer a sus actores tanto horizontal como verticalmente.

1. Intervención estratégica estatal en complejos productivos priorizados 
mediante intervenciones sectoriales y territoriales, a partir de los dife-
rentes actores de la economía plural. 

Esta política incluye las principales acciones de desarrollo de indus-
tria pública basada en la articulación y dinamización de los Complejos 
Productivos Priorizados a través de la creación y fortalecimiento de 
empresas públicas estatales dinamizadoras a nivel sectorial y territo-
rial. Con ellos se generan espacios de concertación, coordinación entre 
los actores de los complejos productivos en los ámbitos nacionales 
y territoriales, se promueve la participación equitativa de hombres y 
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mujeres en los complejos productivos y la generación de mecanismos 
de inversión y de normativa para su desarrollo.

El complejo productivo es la articulación de los actores que participan 
en la generación y comercialización de un producto principal y/o sus 
subproductos, que pueden pertenecer a las diferentes formas de orga-
nización productiva de la economía plural, trascendiendo territorios 
(Ley Nº 307). Los Complejos Productivos se clasifi can en cinco tipos: 
de seguridad alimentaria con soberanía, de aprovechamiento sosteni-
ble de recursos naturales, de fortalecimiento y generación de empleo, 
de sustitución de importaciones, y de adopción de tecnología.

En este marco, las acciones ponen énfasis en sectores y territorios 
subnacionales priorizados, articulando actores económicos, políticos y 
académicos y otros involucrados en las actividades respectivas. A junio 
2016 se cuenta con 18 plantas públicas en operación y 14 en proceso 
de construcción en 14 empresas públicas productivas que generarán 
3.096 empleos directos y 27.586 empleos indirectos, que estimularán 
la producción local de materias primas e insumos, mejorarán los pre-
cios de venta de los productores, construyendo mercados seguros y 
reduciendo el impacto de la estacionalidad sobre los precios al reco-
ger la sobreoferta. Estas empresas articulan proveedores, demandan 
servicios, y desarrollan un tejido laboral en torno a la industria que 
fortalece las economías locales.   

2. Promoción de la mejora en la productividad, facilitando el acceso de 
los actores a tecnología, servicios fi nancieros y no fi nancieros, forma-
ción/desarrollo de habilidades y destrezas, e infraestructura productiva.

Tiene como objetivo incrementar los niveles de productividad de la 
industria manufacturera enfatizando en las micro y pequeñas uni-
dades productivas y artesanales, a través del acceso a recursos pro-
ductivos tales como investigación, difusión e innovación tecnológica 
adecuada a las características de los diferentes actores involucrados 
en los complejos, formación de recursos humanos con participación 
paritaria, mejora de la calidad y oportunidad de los servicios de apoyo 
al sector. Para ello se fortalece a los proveedores de  materia prima, 
insumos, bienes intermedios y servicios complementarios de origen 
nacional y se promueve el desarrollo de infraestructura adecuada para 
la industria.

A junio de 2016 se contaba con tres Centros de Innovación Productiva 
operando y dos en implementación, que permiten la mejora de las 
habilidades técnicas y la incorporación de tecnología entre las micro 
y pequeñas empresas y artesanos de los complejos de cuero, textil ca-
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mélidos y madera. 14.231 productores han sido capacitados y 2.274 
Unidades Productivas accedieron a servicios especializados durante 
2015 y 2016. De igual manera, 16.061 productores de pequeña escala 
cuentan con especialización técnica en mejora de procesos producti-
vos, gestión empresarial, desarrollo de planes de negocios y desarro-
llo organizacional en PROBOLIVIA. Durante 2016, se ha logrado el 
acceso a la Certifi cación de Competencias y fortalecimiento del Pro-
ductor/a de la Micro y Pequeña Empresa, generando 20 estándares de 
competencia, 147 certifi caciones y 4 referentes curriculares, que per-
miten reconocer los saberes y conocimientos de los productores de 
textiles, cueros, madera, metalmecánica, artesanía y ladrilleras.

Se ha fortalecido 4.963 empresas privadas y públicas con medidas de 
gestión integrada a través del reconocimiento de su gestión (57 em-
presas), asistidas para la implementación de Sistemas de Inocuidad 
Alimentaria (SIA) (200 empresas), registradas en el Sistema de Infor-
mación Ambiental Industrial (4.700 empresas) y con instrumentos del 
Responsabilidad Social Ambiental (6 empresas).

Se ha articulado con entidades fi nancieras para la otorgación de fi nan-
ciamiento a productores y productoras, en el marco de la normativa 
fi nanciera; así se ha logrado habilitar fi deicomisos por el valor de $us. 
63,68 millones a tal fi n.

3. Desarrollo y consolidación de mercados en el marco de la identifi ca-
ción de la demanda y la promoción de la oferta de productos con valor 
agregado en los ámbitos territoriales, nacionales y de exportación.

Se enfatiza la adopción de medidas que fortalezcan el mercado inter-
no, como base para fomentar una expansión de la demanda (consu-
mo) de bienes producidos en el sector generador de empleo e ingresos. 
El fortalecimiento del mercado interno se ve reforzado con políticas 
redistributivas del ingreso y la dinamización del mercado interno, a 
través de la provisión de bienes y servicios de calidad a precio y peso 
justo. Estas cumplen el propósito de generar un notable proceso de 
reducción de la pobreza en el país. De esta manera en el mercado in-
terno se trabaja en la promoción de la producción nacional, mejora de 
los sistemas de distribución y comercialización, regulación, defensa, 
fortalecimiento y ampliación de la Industria Nacional, garantizando el 
abastecimiento de alimentos estratégicos y la regulación de la expor-
tación de excedentes. 

A junio de 2016 al menos mil empresas utilizan el sello “Hecho en 
Bolivia” para identifi car su producto y calidad según normas naciona-
les. Se han generado 4 normas para defensa comercial: incremento de 
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aranceles de la importación de calzados; creación de Centros de Ser-
vicios Productivos de Madera (inversión Bs. 2,5 millones, benefi cian a 
8.500 productores), mejora de márgenes preferenciales, autorizaciones 
previas para la importación de prendas de vestir, calzados y muebles. 
Se han otorgado 4.741 certifi caciones de producción nacional para el 
Acceso a Compras Públicas, permitiendo a los productores ampliar su 
margen de preferencia del 20% hasta el 55% para compras estatales. 
274 unidades productivas se benefi ciaron del margen de preferencia, 
accediendo a Bs. 98.165.560 por las ventas al Estado.

En Seguridad Alimentaria con Soberanía se cuenta con 128.471 tone-
ladas métricas (Tm) de Reserva Estratégica de Arroz, Maíz y Trigo. 51% 
de la demanda nacional de trigo ha sido abastecida (2015). Se tiene 
una capacidad de 452 mil Tm estáticas para almacenamiento de plan-
tas en operación, ampliación y en construcción: 2 centros de acopio en 
operación en Santa Cruz (4 Cañadas y San Pedro, 172 mil Tm); 1 en 
construcción en Cabezas (30 mil Tm) y 5 con contrato para su ejecu-
ción en Oruro, Santa Cruz y Beni (250 mil Tm).  Se garantiza mejores 
precios a los productores y consumidores, se apoya así la mejora de 
sus formas productivas y se fortalece a sus organizaciones.

En el desarrollo del mercado externo se coordina la promoción, aper-
tura de mercados y concreción de negocios internacionales, la marca 
país para promover el desarrollo comercial, y también la moderniza-
ción del Sistema de Servicios de Comercio Exterior a través de servicios 
de logística de exportación de calidad, tales como: Ventanilla Única de 
Comercio Exterior, infraestructura, tramitación, autorizaciones, control 
de calidad y manejo de carga. Se ha logrado que 450 actores públicos 
y privados elaboren la Estrategia Nacional de Logística Comercial de 
Bolivia 2016-2025, con 15 proyectos programados de una inversión 
aproximada de $us. 43 millones y la Ventanilla Única de Comercio Ex-
terior de Bolivia (VUCE-Bolivia) se halla en implementación de la Fase 
Piloto, destinada a mejorar el servicio a los exportadores.

Se han mejorado las habilidades de exportación para pequeños y pe-
queñas productoras a través de la realización de seis eventos de pro-
moción comercial, durante la gestión 2016, en Canadá, Cuba, Ecuador, 
Paraguay e Italia; 783 unidades productivas realizan negocios en ferias 
especializadas y logran negocios por Bs. 22,55 millones, acercando la 
producción a los consumidores e intermediarios. 

4. Fortalecimiento de la economía comunitaria mediante incentivos para 
su participación en los Complejos Productivos; se trata de generar 
equilibrios entre los distintos tipos de economías. Esta política contie-
ne acciones específi cas dirigidas a esta forma de organización econó-
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mica evitando su falta de visibilidad en las formulaciones generales de 
los complejos. 

La Economía Social Comunitaria, en un sentido amplio, es una for-
ma de organización que puede abarcar todas las esferas económicas: 
producción, transformación, comercialización, fi nanzas y también ser-
vicios. Puede incluir asociaciones que involucran a otros de fuera de 
la comunidad. Se basa en un patrimonio, bienes o servicios comu-
nitarios, y su lógica de funcionamiento y de organización adopta 
criterios económicos, sociales, culturales y ambientales y no sola-
mente utilitarios. 

Desde el sector se contribuye para que las organizaciones de la 
economía comunitaria que realizan manufacturas, artesanías o pro-
ducen materias primas en el marco de los Complejos Productivos 
Priorizados, se fortalezcan en sus procesos de producción, gestión, 
administración y comercialización, para que se articulen de manera 
equitativa con los distintos actores. Las unidades productivas de 
la economía comunitaria tienen una riqueza de conocimientos y 
prácticas de producción, transformación manufacturera y artesa-
nal, que es necesario que se registre y resguarde, así como que se 
promocione como parte de su identidad y cultura para evitar su 
piratería por parte de otros actores.

La política tiene como objetivo incrementar la participación de la 
economía comunitaria en los complejos productivos priorizados a 
través del reconocimiento y mejora de su participación en el sector 
de la industria manufacturera. Ello es posible alcanzar a través de 
fortalecer las organizaciones comunitarias, revalorizar conocimien-
tos y prácticas ancestrales, y preservar su patrimonio visibilizando 
el rol de hombres y mujeres en procesos de transformación.

A junio de 2016, alrededor de mil quinientas organizaciones de 
productores de la economía comunitaria diversifi can sus ingresos, a 
través de su papel de proveedores a las empresas públicas: Promiel, 
Lacteosbol, EBA, Insumos Bolivia y EMAPA. Más de mil seiscientas 
unidades productivas, 786 de mujeres y 386 de hombres, se bene-
fi cian de la promoción y fortalecimiento de la agricultura familiar 
urbana y periurbana; en promedio, ellas generan importantes in-
gresos y ahorros anuales por el autoconsumo. 

Se han establecido dos modelos “genéricos” de gestión asociativa 
con base en siete asociaciones de productores que están aún en 
 la prueba piloto, y se ha implementado el Registro Nacional de 
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Artesanos que inicialmente benefi cia a 45 unidades artesanales 
en el marco del Programa Nacional Artesanal. Se han elaborado 
655 planes de mejora productiva y de gestión administrativa, para 
pequeños y micro productores y que se encuentran en plena im-
plementación. De manera paralela, 73 microempresarios y/o aso-
ciaciones han recibido signifi cativas transferencias de recursos no 
reembolsables para este proceso.

5. Desarrollo de una institucionalidad para apoyo al sector que acom-
pañe a los distintos servicios orientados a lograr una Bolivia Pro-
ductiva. Así, la  quinta política está orientada al desarrollo de la 
institucionalidad del sector y de las distintas entidades de apoyo 
del sector público, mejorando la efi ciencia y efi cacia de los servicios 
públicos otorgados. Esta mejora incorpora el desarrollo de procesos 
y normativa interna; la consolidación de un sistema de planifi ca-
ción, seguimiento y evaluación por objetivos con indicadores de 
género; y el desarrollo y posicionamiento de la imagen institucio-
nal del sector.

Política con equidad de género para una economía equitativa46 

El PSDI 2016 – 2020 incluye el componente de equidad e igualdad de 
género, basado en la CPE que, en los artículos 46 y 48, establece la ge-
neración de empleo en actividades productivas y de industrialización 
a través de un trabajo digno y de incorporación de mujeres al trabajo 
garantizándoles la misma remuneración que a los hombres por trabajo 
de igual valor.  

La política institucional de género tiene el objetivo de consolidar el 
nuevo modelo económico plural productivo boliviano bajo un enfoque 
de complementariedad, equidad e igualdad de género, con énfasis en 
la lucha contra la violencia económica y patrimonial hacia las mujeres 
para lograr la complementariedad de género y generacional. Incluye 3 
ejes temáticos: 

1. El reconocimiento del trabajo femenino en la economía plural, 
mediante la contabilización del trabajo de la mujer (productivo 
y reproductivo) en la información recabada en el sector pro-
ductivo y, sobre todo, con la participación equitativa de las mu-
jeres en los complejos productivos priorizados y en empresas 
que promuevan una gestión inclusiva y equitativa.

46 Realizado con la colaboración de Jésica Gonzáles Cusicanqui, responsable de géne-
ro del MDPyEP. 
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2. El fortalecimiento del rol productivo de las mujeres y la co-
rresponsabilidad masculina, estableciendo el acceso igualita-
rio y equitativo a los servicios productivos para las mujeres, 
con miras a fortalecer sus capacidades productivas. Promover 
la corresponsabilidad que tienen los hombres con la equidad 
de género, así como el impulso e incentivo de nuevos modelos 
de masculinidad que acompañen en equidad a las mujeres en el 
sector productivo.

3. La construcción de relaciones de complementariedad entre hom-
bres y mujeres en el ámbito productivo, a partir de la generación 
de herramientas y medidas que puedan visibilizarse en los dife-
rentes actores de la economía plural. Esta construcción debe ser 
reconocida y valorada a través de los sellos y premios que se otor-
guen.

Entre los principales avances a junio de 2016 se cuenta el modelo de ges-
tión empresarial inclusivo con enfoque de género que tiene cinco ejes: (i) 
normativa y cultura organizacional inclusiva y equitativa, (ii) equidad en la 
gestión de personal, (iii) formación con y para la equidad, comunicación 
sensible al género, (iv) conciliación entre la vida laboral y familiar, y (v) to-
lerancia cero a todas las formas de violencia y discriminación. Este modelo 
se está implementado en una prueba piloto con la empresa EBA y el ob-
jetivo es que las distintas empresas públicas productivas lo implementen. 

Entre las cualidades importantes del modelo, se encuentra su adaptabili-
dad que permite que para su implementación se pueda iniciar por cual-
quiera de sus ejes, es gradual y se puede implementar también en el sector 
privado.

 A nivel institucional, la implementación de la política se traduce en la 
incorporación de la equidad en los servicios del MDPyEP, entidades y 
empresas dependientes con espacios sensibles al género, comunicación 
institucional interna y externa equitativa, para lo que se han realizado 
talleres de sensibilización y establecido un sistema de desarrollo de ha-
bilidades en cascada, en la perspectiva de llegar al mayor número de 
personas. Se han realizado 15 talleres para formar cincuenta agentes 
de cambio, lo que permitió sensibilizar a 444 funcionarios y funcio-
narias,. Se establecieron también espacios sensibles al género en seis 
instituciones. Se cuenta con el Plan de Acción para la Prevención de 
la Violencia de Género, que incluye la prevención y apoyo en casos de 
violencia de género, para su implementación en todas las Entidades 
desconcentradas, descentralizadas y Empresas Públicas bajo depen-
dencia del MDPyEP. 
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Acercamientos entre economía plural, economía solidaria y 
economía comunitaria

El reconocimiento de la existencia de otras formas económicas, permite 
hablar de una economía plural donde la coexistencia de diferentes lógi-
cas económicas hace necesario considerar una distinta forma de orga-
nización de la economía que incluya los derechos de grandes sectores 
de la población. Entre esos derechos está el acceso a los recursos y a la 
distribución y redistribución de los ingresos, pasando no solo por los 
derechos económicos, sino también por una serie de derechos sociales 
que históricamente no han sido resueltos.  

Al mismo tiempo, la revalorización de los principios que –por defi ni-
ción- conforman las prácticas comunitarias (complementariedad, re-
ciprocidad, solidaridad, redistribución, igualdad, y equidad social y de 
género) precisan el desarrollo de mecanismos e instrumentos para que 
se articulen de manera equitativa al resto de los actores de la economía.

Estas tareas son parte de la construcción e implementación del nuevo 
modelo que implica, en algunos casos, la generación de normativa, ac-
ciones concretas y generales, articulación y coordinación. En ello, el rol 
del Estado como actor, promotor y regulador constituye un elemento 
fundamental para fortalecer y articular al conjunto de los actores de la 
economía; para favorecer la equidad y solidaridad en las relaciones eco-
nómicas entre actores con desigualdad de condiciones, para articular a 
las diferentes lógicas en un objetivo nacional común. 

Como resultados se pueden señalar las preferencias establecidas para 
la compra de productos por parte del Estado a pequeños productores 
y productoras; la incorporación del crédito productivo en la normativa 
fi nanciera; el control de las tasas de interés; la creación del Banco de 
Desarrollo Productivo que ha permitido la inclusión fi nanciera; el reco-
nocimiento y certifi cación de las habilidades y destrezas de productores 
y productoras formados en la práctica, permitiendo la certifi cación de 
las mismas; la creación de empresas públicas para mejorar los precios al 
productor y consumidor; asegurar mercados y eliminar conductas mo-
nopólicas en algunos rubros; la obligatoriedad de pagar a los pequeños 
productores no solo por el producto, sino también por los desechos en 
los procesos de benefi ciado o transformación por ejemplo del azúcar y 
el arroz; y otros muchos que podrían anotarse.

La visón integral de las acciones desde el Estado para atender entre 
otras muchas, las necesidades de la población en condiciones de po-
breza, la seguridad alimentaria con soberanía, el fortalecimiento del 
mercado interno, la mejora en la distribución y redistribución de los 
ingresos nacionales, el fortalecimiento y articulación de los actores de 
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la economía plural -empresas públicas, empresas privadas, microem-
presas, organizaciones de productores, cooperativas-, permite la con-
junción de elementos que entrelazan en el tejido económico social las 
concepciones de economía plural, economía solidaria y economía comu-
nitaria, en el marco de la construcción del Vivir Bien para todas las bolivia-
nas y bolivianos. 



Implicaciones de género en las políticas de 
economía popular y solidaria en ecuador (2007-2016)

Silvia Vega Ugalde47

La Constitución ecuatoriana aprobada en 2008 defi nió el sistema econó-
mico del país como “social y solidario” y estableció como formas de orga-
nización económica, la pública, privada, mixta y popular y solidaria (Art. 
283). En 2011 se aprobó la Ley Orgánica de Economía Popular y Solida-
ria y del Sistema Financiero Popular y Solidario (LOEPS) que establece, 
como instituciones encargadas de distintos ámbitos de gestión estatal de 
la economía popular y solidaria, la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria (SEPS) a cargo de la supervisión y control de las organizaciones 
de EPS; el Instituto de Economía Popular y Solidaria (IEPS) responsable 
del fomento y promoción de las personas y organizaciones que desplie-
gan EPS, adscrito al Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES); y 
la Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias (CONAFIPS) 
como entidad prestadora de servicios fi nancieros y crediticios de segundo 
piso para las actividades de EPS.48

En el presente artículo me concentro en el análisis de dos programas re-
lacionados con la EPS: la transformación del Bono de Desarrollo Humano 
(transferencia monetaria vigente desde 1998, con variaciones a lo largo 
del tiempo) en Crédito de Desarrollo Humano (CDH) e impulsado por 
el MIES, y el Programa de Desarrollo del Corredor Central (PDCC) a car-
go del IEPS.49 En este último, se incluye un enfoque de género explícito; 

47 Socióloga. Maestra en Historia Andina, profesora de las carreras de Sociología y de 
Política de la Universidad Central del Ecuador (Quito), activista del movimiento de 
mujeres de Ecuador. Realizó su tesis doctoral sobre economía comunitaria y soli-
daria en Bolivia y Ecuador durante los gobiernos de Evo Morales y Rafael Correa. 
(scvega@uce.edu.ec).

48 En enero 2017 se ha aprobado una nueva ley en la Asamblea Nacional, que espera 
la promulgación fi nal del Presidente de la República.

49 En la información pública proporcionada por la SEPS y la CONAFIPS, a través de 
sus páginas web institucionales no he encontrado referencias de políticas o progra-
mas de género. Los informes de rendición de cuentas de la CONAFIPS identifi can 
el número de benefi ciarios hombres y mujeres de las operaciones crediticias, indi-
cando que las mujeres han captado el 61.32% del crédito y constituyen el 78% de 
benefi ciarios de la Corporación (CONAFIPS, 2014), pero no existe información más 
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mientras que para las políticas de economía popular y solidaria, en general, 
se reconoce la inexistencia de una visión específi ca y expresa de género por 
parte de funcionarias responsables del tema en el Ministerio de Inclusión 
Económica y Social (MIES) y en el Instituto de Economía Popular y Soli-
daria (IEPS).

En efecto, estas funcionarias señalan:

Explícitamente no vas a encontrar (una política de géne-
ro), pero creo que uno de los mayores actores visibles son 
las mujeres… Por ejemplo, las mujeres receptoras del bono, 
ha hecho que se piense desde una visión de tener productos 
en función de las actividades propias de las mujeres y no 
volver a repetir cosas que no tienen relación con su propia 
actividad. En el caso de las cajas de ahorro, la mayoría son 
gerenciadas por mujeres…y en la actividad económica que 
nosotros tenemos, por ejemplo las asociaciones que proveen 
servicios de limpieza o alimentación, son de mujeres (Entre-
vista Andino, 2012).

En lo que es EPS hay una fuerte presencia de mujeres, en-
tonces de hecho estamos apoyando a un importante sector de 
la población femenina. Hay que ir mejorando, a­ nando los 
enfoques más especí­ cos de género (Entrevista Placencia, 
2012).50

Aunque no ha habido un enfoque expreso de género en las 
políticas de EPS en Ecuador, existen de hecho visiones de gé-
nero, implícitas pero actuantes, y es por tanto posible anali-
zar el enfoque de género en ausencia de una política expresa 
(Bacchi y Eveline, 2010).51 

detallada de otro tipo, según información proporcionada de forma personal por una 
funcionaria de CONAFIPS.

50  En entrevista reciente a otro funcionario, he confi rmado la ausencia de una política es-
pecífi ca de género para la EPS. La principal razón esgrimida para no haber podido desa-
rrollarla es la falta de personal sufi ciente, debido a que los recursos disponibles siempre 
son reducidos frente a la cobertura planteada para los programas (Muñoz, 2017).

51 Bacchi y Eveline sostienen que cualquier política, todas las políticas, son prácticas 
que atribuyen género y deben ser analizadas por sus efectos de género (Bacchi y 
Eveline, 2010).
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El Crédito de Desarrollo Humano y el Proyecto de Desarrollo 
del Corredor Central. Su descripción

Uno de los principales programas bajo la responsabilidad del MIES es el 
llamado Bono de Desarrollo Humano (BDH), transferencia monetaria de 
cincuenta dólares que reciben las madres de los hogares de los quintiles 
más pobres, los adultos mayores de 65 años no afi liados a la seguridad 
social, y personas con discapacidad superior al 40%. Transferencias mone-
tarias de este tipo existen desde fi nes de la década de los noventa en Ecua-
dor, y el gobierno actual afi rma que ha cambiado su carácter, pasando de 
ser un paliativo caritativo a una política integrada en un concepto de pro-
tección social más amplio y de búsqueda de movilidad social ascendente 
de la población pobre. Las medidas que paulatinamente habrían logrado 
este cambio son, según el gobierno, el mejoramiento de la focalización de 
los perceptores/as del BDH, con base en la construcción de instrumentos 
de medición de indicadores socio económicos, y en la condicionalidad que 
apunta a lograr la corresponsabilidad de las familias y comunidades en el 
mejoramiento del “capital humano” (salud y educación), especialmente de 
los niños y niñas de estos hogares.52 

Entre el año 2000 y 2015 ha variado la proporción de perceptores del BDH 
entre los tres grupos de población priorizada. Por un lado se ha reduci-
do a menos de la mitad el número de madres benefi ciarias, y por otro se 
ha incrementado el de adultos mayores y de personas con discapacidad.53 
En total, ha habido una reducción de 161.000 benefi ciarios/as, aunque el 
monto de recursos destinados a la transferencia se ha incrementado en un 
68.74%, debido al incremento del valor unitario del mismo.54

Uno de los mecanismos para fortalecer la integralidad de la política del 
BDH sería, según el gobierno, la búsqueda de vinculación con una estra-
tegia de generación de ingresos, como el crédito de desarrollo humano 

52  Los instrumentos de medición de indicadores sociales fueron, primero el SELBEN 
(Sistema de selección de benefi ciarios de programas sociales) y, desde el 2009, el 
Registro Social que es un índice de carácter multivariado construido para determi-
nar los niveles de consumo de los hogares.

53  En 2015, menos de 500.000 madres recibían el BDH cuando en el 2000 lo hacían 
1´077.000. En cambio han aumentado los adultos mayores que reciben el bono, de 
149.500 a 535.000 en ese mismo lapso de tiempo, y las personas con discapacidad, 
de 7.928 a 128.000 (MIES, 2016: 12).

54 El monto mensual destinado para el BDH en 2015 era de 55´412.750, mientras en 
2007 era de 38´092.170 dólares (MIES, 2016: 13).
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que consiste en sustituir la recepción del bono mensual por la agregación 
del mismo en 12 o 24 meses, alcanzando un monto entre 600 o 1200 dó-
lares respectivamente, según se trate de un crédito individual o asociativo 
(MIES, 2016).55 Todos los créditos operan con una tasa de interés del 5% y 
eran canalizados, hasta octubre del 2013, a través de algunas instituciones 
estatales y cooperativas de ahorro y crédito. A partir de esa fecha, solo el 
Banco de Fomento (llamado ahora Ban Ecuador) es el operador –público- 
del CDH (MIES, 2014).56

En sentido estricto, el CDH asociativo es el que podría considerarse en la 
línea de la economía solidaria; las demás modalidades apuntan a inicia-
tivas de economía popular. De acuerdo a los documentos disponibles, la 
modalidad ampliamente mayoritaria es la del CDH individual, que alcanzó 
al 85% entre 2007-2012, seguida del crédito microempresarial que cubrió 
el 14%, mientras que el asociativo apenas llegó al 1% (IEPS, 2013: 16). 
Los datos de 2013 confi rman una tendencia similar, pues se habla de un 
91% de créditos individuales y un 9% de asociativos (MIES, 2014: 16). La 
actividad económica predominante para la que se han usado los CDH es el 
comercio (80,5%) y, en menor medida, la producción agropecuaria (16,5%) 
(MIES, 2014: 6); y son las mujeres, madres de familia, las que mayoritaria-
mente han solicitado el crédito (90%) (IEPS, 2013: 13).

De los datos recabados por el IEPS, entre 2007 y 2012 se habrían canaliza-
do $579´367.000 (millones de dólares) para 1´218.478 operaciones crediti-
cias (IEPS, 2013: 3-4). A partir de esta información no es posible dimen-
sionar el porcentaje de perceptores del bono que habrían transitado hacia 
el crédito, ni se conoce cuántos volvieron a percibir el BDH luego de haber 
optado por el CDH.57 Lo que se desprende del análisis de una muestra 
de benefi ciarias, en 2013, es que un 69% destinaron el CDH a actividades 
económicas y un 31% a actividades de consumo; de aquellas que lo usaron 

55 En un documento del IEPS se habla también de otras dos modalidades: el microcré-
dito empresarial, con un monto de $840 y 12 meses plazo y el crédito articulado, con 
un monto de $900 y 18 meses plazo (IEPS, 2013).  

56 Esta situación se dio porque las cooperativas desistieron de administrar el CDH por 
falta de liquidez, debido a retrasos en las transferencias realizadas por el estado para 
estos rubros (Muñoz, 2017).

57 Los documentos ofi ciales no presentan la información de manera relacionada entre 
BDH y CDH y no es posible calcular esta relación a partir de la información frag-
mentaria existente, porque ha habido varios cambios de montos de BDH y CDH, 
cambios de modalidades de crédito otorgados en el periodo de análisis (2007-2013) 
y además se señala que un 65% de benefi ciarias/os han recibido más de un CDH 
(MIES, 2014: 15).
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para negocios, un 78% continuaron con la actividad, y un 34% de éstas 
manifestaron que han incrementado en algo sus ingresos (MIES, 2014: 5).

En cuanto al Proyecto de Desarrollo del Corredor Central (PDCC), este 
fue fi nanciado por un crédito del Fondo Internacional de Desarrollo Agrí-
cola (FIDA)58 e inició su ejecución en 2007 en el Ministerio de Agricultura 
(MAGAP) para luego trasladar la responsabilidad al IEPS en 2009. El pro-
yecto tuvo difi cultades institucionales para arrancar en los primeros tres 
años por estos cambios institucionales, y recién empezó a funcionar en 
2010; se ejecutó en las provincias centrales del Ecuador, particularmente 
en Cotopaxi (Sierra), Manabí (Costa) y Pastaza (Amazonía), con el propó-
sito inicial de generar un corredor de integración regional transversal que 
combinara lo rural, urbano y periurbano, que valorice las culturas locales 
y fortaleciera el manejo de recursos naturales de las zonas. La población 
destinataria del proyecto eran los/as agricultores/as de subsistencia y co-
munidades indígenas y campesinas con menos de una hectárea de tierra, 
pequeños productores agrícolas con posesiones entre 1 y 5 has., y también 
microempresarios/as de las zonas periféricas de las ciudades intermedias. 
Entre ambos grupos, la población involucrada fue de 36.000 familias (In-
tercooperación AL, 2014). 

El proyecto contó, desde el inicio, con un componente  “de género y for-
talecimiento organizacional”; pero, por las difi cultades generales de eje-
cución, este componente fue bastante débil en sus inicios: no hubo una 
línea de base de la cual partir, se elaboraron estrategias que no pudieron 
aplicarse y solo hubieron técnicas/os a cargo de forma intermitente. Sólo 
a partir de 2012 se elaboró e intentó aplicar una nueva estrategia de gé-
nero y un listado de productos orientados al logro de equidad de géne-
ro, especialmente mediante acciones de sensibilización y capacitación a 
las mujeres, intercambio de experiencias entre mujeres, documentación y 
difusión de experiencias exitosas, asignación de presupuestos específi cos 
para el componente, talleres de sensibilización a dirigentes hombres so-
bre las brechas de género, presentación de información desagregada por 
sexo, entre otras. Las misiones evaluadoras externas y el FIDA, siempre 
insistieron en la dimensión de género, lográndose atender al objetivo de 
una participación equitativa de mujeres y hombres como benefi ciarios/as 
de los productos y servicios del proyecto. La evaluación fi nal indica que en 
2013 se constató que  “de las 173 iniciativas productivas cofi nanciadas se 
atendieron a 16.272 familias, de las cuales 6.782 son jefas mujeres y 9.490 

58  Contrato de préstamo No. 650-EC (Intercooperación AL, 2014).
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son jefes hombres… habiéndose logrado una participación de 41.67% de 
mujeres” (Intercooperación AL, 2014: 122).

En cuanto a las actividades de capacitación, también se dio una participa-
ción equitativa, alcanzándose un 44% de participación de mujeres (Ibíd.: 
124). Se estableció también una mayor presencia de líderes mujeres que 
hombres en las actividades económicas del proyecto (559 mujeres frente 
a 545 hombres), especialmente en las artesanías, piscicultura y crianza de 
animales menores (Ibíd.: 125). Uno de los logros más destacados en la 
evaluación es la constitución de 45 cajas de ahorro y crédito, con un 50% 
de participación de mujeres, relievándose no sólo el benefi cio económi-
co inmediato de ellas para la satisfacción de necesidades cotidianas, sino 
también la constitución de espacios de encuentro, intercambio y empo-
deramiento de las mujeres y sus organizaciones (Ibíd.: 122). Todos estos 
logros contribuyeron a que el proyecto fuera galardonado con un premio 
de género otorgado por el FIDA.

La evaluación destaca, sin embargo, que si bien son positivos los índices de 
participación de mujeres, debe tomarse en cuenta el contexto de migración 
masculina en el que se desarrolló el proyecto, fenómeno que puede haber 
incidido en el mayor involucramiento de mujeres. Al no contar con una 
línea de base, no se puede aseverar de manera categórica que la mayor 
participación de mujeres responda a las estrategias implementadas por el 
proyecto.  Se afi rma que la encuesta realizada para evaluar su impacto “no 
permite identifi car cambios generados por el proyecto en cuanto a relacio-
nes de género, roles tradicionales, valoración o aportes de las mujeres en el 
hogar”, aspectos no incluidos en el proyecto que estaba más centrado en 
los activos productivos (Intercooperación AL, 2014: 128).

Pobreza y opresión de género

Al inicio de la gestión de gobierno del presidente Correa se creó una ins-
tancia encargada de la economía popular y solidaria en el Ministerio de 
Economía y Finanzas, y desde 2009 esta responsabilidad pasó al Ministerio 
de Inclusión Económica y Social (MIES), creándose el Instituto de Econo-
mía Popular y Solidaria (IEPS). Este cambio institucional que va desde un 
espacio económico a uno social y, particularmente, al MIES, reubicó a la 
economía popular y solidaria como parte de las estrategias de combate a 
la pobreza, dirigidas a la población de menores recursos y en condiciones 
de vulnerabilidad.59

59  “El sector social tiene una cantidad de propuestas para poblaciones del quintil 1, 2 
y 3 y lo que buscamos es una buena articulación con esos programas para fortalecer 
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La misión del MIES es clara en este sentido:

De� nir y ejecutar políticas, estrategias, planes, programas, 
proyectos y servicios de calidad y con calidez, para la in-
clusión económica y social, con énfasis en los grupos de 
atención prioritaria y la población que se encuentra en si-
tuación de pobreza y vulnerabilidad, promoviendo el desa-
rrollo y cuidado durante el ciclo de vida, la movilidad social 
ascendente y fortaleciendo a la economía popular y solidaria 
(MIES, Misión).60

El aumento de los índices de pobreza en el mundo y, en particular, du-
rante la década del 80 y 90, en América Latina generalizaron un campo 
de políticas públicas orientado a medirla –bajo distintas metodologías- y 
a disminuirla o mitigarla como principal objetivo. Especialmente en el pe-
riodo de implementación de los procesos de “ajuste estructural”, a inicios 
y mediados de los años ochenta, que implicaron diversos mecanismos de 
ajuste fi scal que limitaron los presupuestos –ya pequeños- de gasto social, 
se generaron medidas de carácter “compensatorio” para evitar la profundi-
zación del empobrecimiento de la población. A la par que se extendían los 
postulados neoliberales en el mundo y en América Latina, los organismos 
internacionales -como el BID, Banco Mundial- y diversas agencias de coo-
peración bilateral se encargaban de promover políticas anti-pobreza ba-
sadas, en su mayoría, en estrategias de focalización hacia las poblaciones 
más vulnerables. Las políticas de transferencias monetarias se inscribieron 
en este impulso.61 Al principio estuvieron orientadas solamente a entregar 
un pequeño subsidio monetario y, posteriormente, a medida que se logra-
ba una mejor comprensión del carácter multidimensional de la pobreza, se 
añadieron condicionalidades dirigidas a afectar positivamente los niveles 
de educación y salud de los niños/as de las familias pobres, para disminuir 
factores de vulnerabilidad asociados con la transmisión intergeneracional 
de la pobreza.

La mantención del “bono” y el impulso a su transformación en crédito se 
inscribe, también ahora, en una estrategia general de combate a la pobreza 
que genera intervenciones articuladas de varios ministerios sobre una mis-

las propuestas del IEPS” (Entrevista Andino, 2012).

60 “Misión del MIES”. http://www.inclusion.gob.ec/misionvision/ (Consulta en julio 2016).

61 La política de transferencias monetarias se inició en Ecuador en el año 1998, con el 
nombre de Bono de Solidaridad, en el gobierno de Jamil Mahuad. A la fecha, lleva 
18 años de aplicación.
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ma población para incidir en el mejoramiento de sus condiciones de salud, 
educación, vivienda, trabajo, según lo explica una de las entrevistadas (En-
trevista Placencia, 2012). Como la población pobre receptora del bono está 
bajo la responsabilidad del MIES, se ha buscado promover el cambio del 
bono hacia los créditos de desarrollo humano, para coadyuvar en el campo 
del trabajo y los ingresos.62

El problema de fondo sería entonces la pobreza:

Persiste, sin embargo, la pobreza y extrema pobreza, y el pri-
mer paso es lograr que mejoren de forma integral y que tengan 
ingresos dignos y estrategias sustentables, sea que se integren 
al mercado laboral o generen o fortalezcan actividades produc-
tivas (Entrevista Placencia, 2012).

Aunque no se lo diga de manera explícita, haber ubicado la economía po-
pular y solidaria como responsabilidad institucional del Ministerio de In-
clusión Económica y Social, inscribe esta política como prioritariamente 
orientada hacia los/as pobres, tanto en cuanto al crédito de desarrollo hu-
mano -ligado a la transferencia monetaria para poblaciones vulnerables-, 
como en relación con los programas de fomento impulsados desde el IEPS, 
tal el caso del Programa de Desarrollo del Corredor Central. Así pues, pa-
recería que la idea subyacente es que la economía popular (y/o solidaria) 
es una economía de pobres y para pobres.63 

El CDH, en esa perspectiva, partiría del supuesto de que un crédito destinado 
a emprender una actividad económica contribuye a sacar a los pobres de su 
condición de tales. Así, aparte de reducir al mínimo el camino para superar la 

62 El CDH tiene sus antecedentes en el Programa de Crédito Productivo Solidario 
iniciado en 2001, y ha ido evolucionando en su concepción y mecanismos de opera-
ción (MIES, 2016).

63  Un tema de discusión importante es cuál es el mejor espacio institucional desde 
el que un estado puede fomentar la economía solidaria. A partir del imperativo 
constitucional en Ecuador de impulsar un “sistema económico” social y solidario, 
considero que es conveniente y necesario que el impulso de la economía popular y 
solidaria se lo haga desde los ministerios económicos para no alentar la idea de que 
se trata de una economía para pobres y para afi rmar la posibilidad de políticas eco-
nómicas combinadas de carácter macro, meso y micro. Juan Pablo Muñoz considera, 
por el contrario, que ubicar la responsabilidad de fomento de la EPS en ministerios 
como el de la producción, enfocado en la economía privada grande y mediana, lo 
que haría es difuminar la posibilidad de fortalecer lo solidario, reduciendo la EPS 
al enfoque micro empresarial y difi cultar el apoyo que el estado debe brindar a los 
sectores populares que adolecen de un rezago histórico en sus capacidades de in-
tervención económica (Muñoz, 2017). 
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pobreza, ésta aparece como un problema individual del que cada persona po-
bre debe salir; hay un trasfondo reduccionista y mistifi cador  porque se reduce 
el tema de la pobreza a la carencia de ingresos y su superación a la generación 
de ingresos. Esto reduce un abordaje multidimensional de la pobreza y difu-
mina –para ejecutores y benefi ciarios/as- los condicionantes estructurales de 
la misma.

Coraggio propone una conceptualización de pobreza desde la economía 
social y solidaria, y unas orientaciones para pensar las políticas para su-
perarla:

Para la ESS la pobreza fundamental y las políticas para en-
frentarla tienen que ver con los satisfactores,64 lo que va más 
allá del acceso a bienes como condición material de la vida. 
Esto implica que la pobreza no es un asunto privado, de con-
sumo insu� ciente por insu� ciencia de ingresos o de recursos 
productivos, sino un asunto de convivencia, de relaciones 
sociales, en cuyo interior circulan y adquieren sentido social 
los bienes y servicios (Coraggio, 2013: 121). 

Partiendo de ello, reconoce que hay tres niveles de planteamiento de po-
líticas: uno micro, focalizado en los más pobres; otro meso, que busca ex-
pandir territorial y horizontalmente la solidaridad mediante redes y meca-
nismos asociativos; y un sistémico que aborda la transformación de macro 
estructuras que sienten bases para otro sistema económico (Coraggio, 
2013). La política de los créditos solidarios a partir del bono se inscribiría 
en el nivel micro, por lo que aplica la conclusión del autor: “No ver todos 
esos niveles de acción como parte de un programa estratégico que debe 
tener coherencia intra e inter niveles, puede debilitar la fuerza del conjunto 
de iniciativas y permite estigmatizar la versión débil y asistencial de la ESS 
como una salida temporal para los excluidos” (Coraggio, 2013: 123).65

64  Se refi ere a los satisfactores de un conjunto acotado y universal de necesidades hu-
manas como lo plantea Max Neef: subsistencia, protección, afecto, entendimiento, 
participación, ocio, creación, identidad y libertad. 

65  JP Muñoz refi rió algunos esfuerzos realizados por el IEPS para impulsar iniciativas de 
nivel meso en los territorios que permitieran encadenar sectores asociativos de produc-
ción, por ejemplo en relación a la provisión de alimentos para los centros escolares o de 
atención infantil por parte de agricultores familiares o asociaciones de campesinos con 
asociaciones de catering. No obstante, iniciativas de este tipo no pudieron prosperar 
por cálculos de costo-benefi cio en la implementación de ciertos programas estatales 
(Muñoz, 2017). 
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En su análisis de los distintos enfoques de las políticas públicas de “Mujer 
y Desarrollo”, que se han sucedido y sobrepuesto a lo largo de la segun-
da mitad del siglo XX –y que se proyectan hasta el siglo XXI, sin duda- a 
inicios de los años noventa, Caroline Moser identifi caba dos enfoques que 
pueden dar luces para interpretar la transformación del bono de desarrollo 
humano en crédito de desarrollo humano para el impulso de iniciativas 
productivas de las mujeres, que los llamó “el enfoque anti-pobreza” y el 
“enfoque de efi ciencia”. 

El objetivo del primero es aumentar la productividad de las mujeres; y el 
del segundo, propiciar la contribución económica de las mujeres a un de-
sarrollo más efectivo. Ambos buscan satisfacer las “necesidades prácticas” 
de las mujeres, relacionadas con mejorar sus condiciones económicas y 
sociales de supervivencia.66 Mientras el enfoque anti-pobreza se centra en 
potenciar el rol productivo de las mujeres, el de efi ciencia reconoce e im-
pulsa a las mujeres a cumplir diversos roles productivos, reproductivos y 
comunitarios, basándose en una idea de disponibilidad elástica del tiempo 
por parte de las mujeres. 

Este enfoque se adecuaba bien al periodo de ajuste estructural, pues se 
pretendía que las mujeres compensaran con su trabajo la disminución de 
los servicios sociales (Moser, 1995). 

La invisibilidad del trabajo reproductivo o su rea
 rmación 
como rol “femenino”

El enfoque “anti pobreza”, expresado en esta política de transformación 
del bono en crédito, valoriza el trabajo productivo en desmedro del repro-
ductivo. En este caso, ello ocurre a partir de la idea de “dependencia” que, 
según la visión gubernamental, se genera en las perceptoras de la transfe-
rencia monetaria. 

En palabras de una entrevistada,
La propuesta es que las mujeres en vez de recibir el bono, le 
apuestan a una actividad económica…Esto apunta a quitar 
esa idea estigmatizada de dependencia que puede generar el 
bono, o de baja autoestima (Entrevista Andino, 2012).67

66  “Las necesidades prácticas de género son las necesidades que las mujeres identifi -
can en virtud de sus roles socialmente aceptados por la sociedad”. En contraste, “las 
necesidades estratégicas de género son aquellas necesidades que son formuladas a 
partir del análisis de la subordinación de la mujer al hombre” (Moser, 1995: 68-69).

67  Entre los objetivos que se indican para el impulso del CDH consta expresamente 
“disminuir la dependencia de prestaciones sociales y tener una movilidad social 
ascendente” (MIES, 2014: 6). 
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Se parte, entonces, de la idea de que el bono crea dependencia y que 
esta estigmatiza a las mujeres receptoras y les genera baja autoestima. 
Las benefi ciarias del bono serían mujeres con baja autoestima debido 
a la dependencia generada por la recepción del bono, cuando lo más 
probable es que se trate de una visión estatal basada en el interés de 
reducir el alcance del programa por los costos que genera.68

Bacchi, al analizar una política de bienestar para jóvenes relacionada 
con la situación de desempleo y adoptada en Australia a fines de 
los noventa, resalta la connotación negativa atribuida a la “depen-
dencia” en el marco de las políticas sociales de condicionalidad que 
son compartidas tanto por neoliberales, comunitaristas, como por 
partidarios del “tercer sector”.69 Estas políticas se basan en la noción 
de que los derechos ciudadanos dependen del cumplimiento de res-
ponsabilidades, con lo cual la idea del goce universal de derechos 
es reemplazada por la idea de ciudadanos activos conquistando sus 
derechos. En este marco, la meta de las políticas es alentar a la gente 
a ser autodependiente y no dependiente de los subsidios del bienes-
tar social (Bacchi, 2009).

La oposición dependencia/auto dependencia o dependencia/inde-
pendencia está asociada con el trabajo pagado, con lo cual se resta 
importancia a todas las otras formas de trabajos que la gente nece-
sita y realiza (Bacchi, 2009). La oposición bono/crédito equivale en 
cierto modo, a la de dependencia/auto dependencia, y al referirse a 
las mujeres que son las receptoras de uno y otro, produce el efec-
to discursivo de suponer a las mujeres como “pasivas” o “inactivas” 
en tanto no realicen actividades “productivas”, con lo cual las innu-
merables actividades que ellas realizan para la sobrevivencia de sus 
familias son desvalorizadas, buscándose que asuman un “verdadero 
trabajo”, aquel que genere ingresos. Esta representación provoca una 
distinción entre las benefi ciarias de este programa: entre las que per-
manecerían como “pasivas receptoras” y aquellas que dan el paso a la 

68 Cuando la Ministra Jeanette Sánchez estuvo al frente del MIES, en el primer periodo 
gubernamental,hablaba del bono de desarrollo humano como un reconocimiento al 
trabajo que realizan las mujeres –entiéndase el trabajo reproductivo-. Posteriormen-
te, dejó de hablarse en este sentido, porque evidentemente ello conllevaría efectos 
no deseables, sea por marcar el trabajo de cuidado como específi camente femenino 
o por alentar la idea de la necesidad de “pagar” ese trabajo.

69 Denominación dada en el mundo anglosajón a las iniciativas sin fi nes de lucro, 
impulsadas por fundaciones no gubernamentales.
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“actividad productiva”, alimentando esa percepción maniquea entre las 
propias benefi ciarias.70

De modo similar, el “enfoque de efi ciencia” que apunta a una intervención 
múltiple de las mujeres en los ámbitos productivos, reproductivos y comu-
nitarios para mejorar las condiciones de vida de las poblaciones pobres, 
puede evidenciarse en la introducción de la “condicionalidad” asociada con 
la percepción del bono por parte de las mujeres, y que es presentada por 
los voceros gubernamentales como un indicador positivo de la “evolución” 
en el diseño de esta política. Al introducir la obligatoriedad de cumplir 
con determinados controles de salud infantil y de asistencia escolar de los 
hijos de las benefi ciarias del BDH, se reafi rma la responsabilidad de las 
mujeres en el bienestar de sus familias –no una corresponsabilidad com-
partida entre madres y padres de familia-, lo que ha sido cuestionado por 
analistas de género de las políticas de transferencias monetarias, así como 
el que las condicionalidades no estén dirigidas al mejoramiento de la salud 
y educación de las propias mujeres para fomentar su autocuidado (Armas, 
2005; Rodríguez, 2011).

La idea de que la multiplicación de actividades de las mujeres es positiva 
per se, típica del enfoque de efi ciencia en el que la “participación” de las 
mujeres es equiparada con el logro de la equidad (Moser, 1995), se observa 
también en la valoración que se hace del “enfoque de género” aplicado en 
el programa del Corredor Central del IEPS:

La participación de las mujeres ha sido fundamental para un 
proceso de reivindicación, tanto en las comunidades como en 
el hogar y ha permitido a la comunidad ampliar su horizon-
te de aspiraciones para su bene� cio familiar y comunitario 
(Aguinaga, 2015: 5). 

Al ser estos enfoques: anti pobreza y de efi ciencia, los marcos de género 
que al parecer inspiran implícitamente las políticas de economía popular 
y solidaria en Ecuador, y que -como lo explica Moser (1995)- enfatizan el 
ámbito productivo y se basan en una visión de disponibilidad elástica de 
tiempo por parte de las mujeres, no se problematiza lo que pasa en las 
relaciones sociales del ámbito reproductivo doméstico y la sobrecarga de 

70  El signo peyorativo hacia la dependencia y la valoración de la auto dependencia 
es muy común en las culturas occidentales; con ello se deja fuera la noción de in-
terdependencia que está presente en otras culturas y que se ajusta a las realidades 
humanas en distintos momentos del ciclo de vida o de las contingencias cotidianas 
(Bacchi, 2009). 
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trabajo que puede signifi car para las mujeres el aumento de actividades, 
sin que se plantee una redistribución de responsabilidades entre hombres 
y mujeres.

La visión de elasticidad del tiempo de las mujeres, presente en el “enfo-
que de efi ciencia”, cobra especial relevancia en contextos de la economía 
popular y solidaria, en los que es característica la fl exibilidad de espacios 
y de tiempos para la realización de actividades. Especialmente las mujeres 
en contextos rurales de producción de alimentos o artesanías y en ciertos 
contextos urbanos de producción de servicios, pueden moverse con fl uidez 
entre actividades productivas y reproductivas, entre espacios “económicos” 
y domésticos, porque las casas pueden ser activos económicos para la pro-
ducción o estar muy cerca del espacio de realización del trabajo producti-
vo, como la chacra de las familias agricultoras campesinas o la calle para 
vendedoras urbanas. Esta confi guración práctica del quehacer económico 
de la economía popular y solidaria resulta problemática desde la perspec-
tiva de superación de la división sexual del trabajo, porque no interpela 
el hecho de que sean las mujeres las que sigan a cargo –con casi total ex-
clusividad- de las tareas de cuidado doméstico. Otra cosa sería si en esos 
contextos se produjera una intercambiabilidad de actividades productivas 
y reproductivas entre hombres y mujeres.

La difi cultad de conceptualizar esta problemática y más aún de enfrentarla, 
constituye el “talón de Aquiles” para las políticas de economía solidaria que 
pretendan ser sensibles a la dimensión de género. Ello pude constatarlo 
en el caso ecuatoriano, donde no parece estar presente en el horizonte de 
las refl exiones del IEPS. Cuando pregunté cómo se podría integrar una 
dimensión de género en sus políticas, observé que el tema de la afectación 
o no a la división sexual del trabajo no apareció como preocupación; más 
bien se pensaba que el enfoque de género suponía añadir a los proyectos 
“refl exiones” o “entrega de información” a las mujeres sobre aspectos vita-
les para ellas, pero en cierto modo externos a la dinámica del mundo del 
trabajo y la economía.

Sí tenemos una mirada de que en los temas de EPS debemos 
tocar también temas sociales, como los de violencia, preven-
ción de embarazo, salud reproductiva. Porque es un espacio 
interesante, porque les tienes allí por una necesidad de ge-
neración de empleo e ingreso, pero tienes la oportunidad de 
incorporar estos otros temas (Entrevista Andino, 2012).
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El enfoque desde el que se miraba una posible integración de una visión 
de género no partía del ámbito propio de la economía popular y solidaria, 
sino de las posibles articulaciones con otros programas sociales dirigidos 
a mujeres o a enfrentar temas relativos a la igualdad de género, aprove-
chando los espacios generados por los programas y proyectos del IEPS, y 
usando como estrategia principal la sensibilización de las mujeres partici-
pantes. 

Estamos pensando que el tema productivo puede ser un meca-
nismo para que podamos tener espacios de re� exión propia de 
las mujeres…Queremos ver una mejor vinculación de progra-
mas especí� cos para las mujeres, que los impulsan el INFA y 
el MIES, y lo que hay que ver es cómo se juntan, optimizando 
los tiempos que son el principal obstáculo… No se puede tener 
medio día para esto, pero con metodologías lúdicas, en media 
hora las mujeres pueden irse con la información… (Entrevista 
Andino, 2012). 

Tampoco estaba presente un cuestionamiento al tipo de actividades que se 
promovían para las mujeres como trabajo productivo, que constituyen una 
extensión del tipo de trabajo doméstico al empleo y son, por lo general, 
menos valorados social y económicamente:

Hemos hablado con Salud para arrancar con temas como pro-
visión de lencería en salud (sábanas, uniformes) porque hay 
muchas mujeres en el tema de confección y servicios…El Mi-
nisterio de Salud y otros ministerios están privatizando servi-
cios de limpieza, provisión de alimentos. El PPA (Programa de 
Provisión de Alimentos) es parte del MIES y se está pensando 
conformar una gran empresa que dependería del MAGAP justa-
mente para hablar a pequeños productores para proveer los cen-
tros de cuidado infantil del Buen Vivir, o servicios de catering 
(Entrevista Placencia, 2012). 

No es que ha habido un direccionamiento que diga ´vamos a 
tener un proceso a� rmativo hacia las mujeres´, sino el sector 
es mayoritariamente de mujeres. Por ejemplo, en “Hilando el 
Desarrollo”, los talleres de corte y confección que están involu-
crados en la confección de uniformes son de mujeres; entonces 
el sector de EPS es un sector donde las mujeres cumplen un rol 
predominante, lo que ha hecho que en la de� nición de acciones, 
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programas y políticas estén visibilizadas las mujeres (Entre-
vista Andino, 2012). 

Al contrario, se valoraba como positivo el haber diseñado proyectos de ese 
tipo porque implicaban responder a la demanda de las mujeres:

Nos hemos volcado al sector más visible (las mujeres), por-
que éstas te demandan. Al demandarte ha hecho que la polí-
tica sea diseñada para el sector (Entrevista Andino, 2012).

Se menciona en círculos gubernamentales que un paso adelante en la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria constituye el reconocimiento 
de las personas “responsables de la economía del cuidado” como pertene-
cientes a las “Unidades Económicas Populares” que, junto con los sectores 
comunitarios, asociativos y cooperativistas, integran la EPS (LOEPS, 2011. 
Art. 8).71

Para efectos de esta Ley (las personas responsables de la econo-
mía del cuidado) se re  ere a las personas naturales que realizan 
exclusivamente actividades para la reproducción y sosteni-
miento de la vida de las personas, con relación a la preparación 
de alimentos, de cuidado humano y otros (LOEPS, 2011. Art. 
74). 

Al ser parte de la EPS, estas personas dedicadas a trabajos de cuidado 
tendrían acceso a diferentes medidas de fomento, promoción e incentivos 
que están contempladas en la Ley.72 Esta disposición se aplica a aquellas 
personas naturales que presten servicios de cuidado a terceros, diferentes 
a sus propias familias, por los que reciben un pago, según me aclaró una 
de mis entrevistadas:

Se re  ere a lo segundo, como actividad económica. La idea 
es que tengan un nivel de capacitación y de derechos, como 
se ha hecho con las trabajadoras domésticas. Se trata de un 
sector económico nuevo, que ya en otros países se ha dado 
(Entrevista Andino, 2012).

71 Nótese que se hace un uso confuso del término “economía del cuidado”. Las acti-
vidades de cuidado son el trabajo de cuidado y la economía del cuidado es el acer-
camiento teórico de la economía feminista para entender el lugar del cuidado y la 
reproducción de la vida en la economía general de la sociedad.

72  Entre las medidas de fomento constan el fi nanciamiento, la capacitación, el acceso 
a la seguridad social, a través de distintos regímenes, entre otras (LOEPS, 2011. Art. 
132). No se conocen, sin embargo, estudios sobre el alcance de estas medidas hacia 
mujeres involucradas en trabajo de cuidados.
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Supone reconocer la actividad de cuidado como actividad económica simi-
lar a la de otras “unidades económicas populares”73 pero no signifi ca reco-
nocer económicamente el trabajo de cuidado o reproductivo que se realiza 
dentro de las familias propias de los/as actores/as económicos.

En la sistematización realizada sobre la incorporación de género en el Pro-
grama de Desarrollo del Corredor Central (PDCC), no se detalla alguna 
actividad específi ca orientada a propender cambios en la división sexual 
del trabajo, pese a reconocer que “un 43% de mujeres manifi estan que a 
veces no pueden asistir a las reuniones por la carga de trabajo doméstico” 
(Aguinaga, 2015: 4). La atención a la modifi cación de relaciones de poder 
de género en los espacios productivos y organizacionales, que se expresa 
en algunos resultados relievados por esta sistematización y por la evalua-
ción de este proyecto, no alcanza al ámbito privado o doméstico de los 
hombres y mujeres participantes.

A manera de conclusión

Bacchi y Eveline (2010) proponen ver al género no como un atributo esen-
cial de las personas sino como un proceso de adquisición, de apropiación, 
de imputación de género; ser mujer u hombre tiene connotaciones distin-
tas en contextos diferentes y puede ir cambiando conforme a las prácticas 
sociales. En el terreno de las políticas públicas, proponen hablar de género 
como verbo y verbo en gerundio, en el sentido de que éstas son prácticas 
que atribuyen género (gendering practices); construyen y reconstruyen sig-
nifi cados de género que deben ser llevados a escrutinio por sus efectos dis-
cursivos, de subjetivación y sobre las vidas reales (Bacchi y Eveline, 2010). 
Para el análisis de políticas públicas para las mujeres o de transversaliza-
ción de género, proponen algunas preguntas:

¿Cómo los diversos marcos de análisis de género ins-
tituyen (erigen) el “problema” de la “desigualdad de 
género”? 

¿Cómo procedimientos específi cos de análisis de géne-
ro dan forma a las categorías sociales de “hombres” y 
“mujeres”?...

73  Forman parte de las Unidades Económicas Populares, “las que se dedican a la eco-
nomía del cuidado, los emprendimientos unipersonales, familiares, domésticos, co-
merciantes minoristas y talleres artesanales, que realizan actividades económicas de 
producción, comercialización de bienes y prestación de servicios que serán promo-
vidas fomentando la asociación y la solidaridad” (LOEPS, 2011. Art. 73).



EXPERIENCIAS Y DEBATES DESDE PAÍSES ANDINOS Y PAÍS VASCO 199

¿Cuáles “conocimientos” son dados por sentados en 
procedimientos específi cos de análisis de género? 
(Bacchi y Eveline, 2010: 9).

El marco de análisis que inspira ambas políticas analizadas en este artí-
culo es el combate a la pobreza. En la transformación del BDH en CDH 
–y en general, en las políticas de EPS impulsadas desde el MIES/IEPS-, 
no existe un enfoque explícito de género, que sí lo hay en el Programa 
de Desarrollo del Corredor Central ejecutado por el IEPS.

En el primer caso, no hay un abordaje de la “desigualdad de género” 
como tal. Lo prioritario y explícito es la superación de la pobreza a tra-
vés de actividades generadoras de ingresos, dirigidas a las mujeres que 
son las principales receptoras del bono y las que participan de manera 
numerosa en iniciativas de la EPS. El “enfoque de género” habría que 
introducirlo después o está ya implícito en el hecho de que las mujeres 
están siendo benefi ciadas con estos proyectos y las actividades que se 
impulsan responden a lo que ellas ya saben hacer; son en ese sentido, 
respuestas adaptadas a la demanda de las mujeres. 

En el segundo caso, la “desigualdad de género” estaría catalogada como 
la falta de acceso de las mujeres indígenas y campesinas pobres a re-
cursos productivos y a capacidades que fortalezcan sus actividades, ca-
rencia que también la tienen los hombres y que debe ser atendida de 
manera equitativa para unas y otros. Se cifra la existencia de visión de 
género en contar con mujeres benefi ciarias en un número relativamen-
te proporcional al de hombres, y en adecuar las actividades de los pro-
yectos a las que tradicionalmente son áreas de trabajo de las mujeres. 
De manera implícita o explícita, se supone que el enfoque de género 
consiste en favorecer a mujeres (pobres) de carne y hueso en calidad de 
“benefi ciarias” de los proyectos, a partir de adecuarlos al tipo de activi-
dades tradicionalmente femeninas y de dar a las mujeres aquello que ya 
tienen o se da a los hombres.

Las consideraciones explícitas de género adoptadas en el PDCC pare-
cen provenir de la exigencia de la entidad fi nanciadora, el Fondo Inter-
nacional de Desarrollo Agrícola (FIDA) que tiene una “política” explícita 
de género (FIDA, 2012), puesto que ni en los informes de rendición de 
cuentas del IEPS, ni en la evaluación fi nal del Proyecto, ni en el docu-
mento de sistematización de la experiencia producido en el IEPS, se 
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señala que las lecciones de este proyecto, en el campo de género, hayan 
permeado en otros impulsados por el Instituto. 74

En las estrategias de combate a la pobreza y, particularmente, en las rela-
cionadas con transferencias monetarias a la población, hay ciertos conoci-
mientos que se dan por sentados y han sido adoptados en todos los países. 
Estos son, por ejemplo, la introducción de una condicionalidad para acce-
der a la recepción de los bonos, basada en la argumentación de lograr la 
“corresponsabilidad” con el Estado de las familias benefi ciarias, lo que en 
la práctica se traduce en el refuerzo de la responsabilidad de las mujeres, 
en tanto madres, en el desarrollo educativo y de salud de sus hijos e hijas; 
o la necesidad de propiciar la generación propia de ingresos para salir de la 
“dependencia” hacia el Estado, mediante iniciativas de pequeña escala, por 
lo general desprovistas de andamiajes de soporte de más largo plazo y ais-
ladas de otro conjunto de mecanismos de apoyo social (proyectos micro).

Estos “conocimientos expertos” no cuestionados provocan efectos de gé-
nero que obnubilan la comprensión de las condiciones de subordinación a 
las que están sujetas las mujeres y, generalmente, las refuerzan porque se 
circunscriben exclusivamente al ámbito económico –productivo- sin afec-
tar las relaciones sociales de género de otros espacios de la vida; o bien 
instrumentalizan la participación múltiple de las mujeres en los ámbitos 
productivos, reproductivos y comunitarios/sociales, reforzando el sesgo 
“femenino” de ciertas actividades y responsabilidades.

Dos dilemas complejos al pensar políticas de economía social y solida-
ria e igualdad de género se encuentran de manera palpable en el caso 
ecuatoriano: cómo superar la concepción de la economía solidaria como 
economía para pobres, y cómo incluir el cuestionamiento simultáneo a 
los ámbitos de la producción y la reproducción de la vida para enfrentar la 
subordinación de género. Las líneas ensayadas en el periodo 2007-2016 en 
Ecuador no han mostrado indicios de abordar y superar estas disyuntivas.

74  Según JP Muñoz, este proyecto fue ejemplar porque contó con un equipo destinado 
para su ejecución, que pudo direccionar ciertas acciones, pero su experiencia no 
pudo generalizarse (Muñoz, 2017).
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La organización comunitaria, cooperativa y las 
alternativas solidarias en el marco 

de la Economía Plural

Gabriel Loza Tellería75

Introducción

La actual Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia (CPE, 
2009), a diferencia de anteriores constituciones, dedica una cuarta parte 
de las cinco partes que la componen a la estructura y organización econó-
mica del Estado que abarcan dos Títulos y 103 artículos. En el Título I de 
organización del Estado, en el Artículo 306, señala claramente: “El modelo 
económico boliviano es plural”.

No obstante, han surgido al interior del propio Gobierno diversas inter-
pretaciones que apuntan a otorgan al proceso de cambio el objetivo de la 
construcción del socialismo comunitario, aunque la economía comunitaria 
solamente es mencionada una única vez en el artículo 306 de la CPE, como 
una forma de la economía plural. En cambio, el concepto de economía 
solidaria no es incorporado entre esas formas; la solidaridad solo aparece 
en la parte relativa a los principios articuladores de la economía plural (Art. 
306, III). 

Entre las interpretaciones sobre el socialismo comunitario se encuentra la 
opinión de Rada (2014), quien señala que el objetivo estratégico del actual 
proceso debe ser la construcción del Socialismo Comunitario; a su vez, 
García Linera (2015) habla de una “nueva economía comunitaria nacien-
te”, y de que esta “tiene la llave del futuro”, el cual será necesariamente 
“un tipo de socialismo comunitario”, distinto a la sociedad y la economía 
capitalistas.

75 Economista de la Universidad Católica Boliviana y Maestría en Administración 
de Empresas del Instituto de Estudios Superiores en Administración de Empresas 
(IESA), Venezuela. Miembro del Colegio Profesional de Economistas de Bolivia. Do-
cente del CIDES-UMSA y de otras universidades. Ha desempeñado varios cargos 
jerárquicos en el Estado boliviano. engabolo@hotmail.com 
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Todos estos elementos: prioridades, ausencias u objetivos justifi can la ne-
cesidad de analizar las características del Modelo de Economía Plural im-
plementado en Bolivia76 de cara a la problemática de la Economía Social y 
Solidaria; asimismo, nos permiten encontrar que -en la práctica- se dio un 
proceso de avance desigual en las formas de la economía con tendencia al 
predominio de la economía estatal, que pone en cuestión su vigencia. Para 
tal efecto, en primer lugar se presenta el concepto y los principios de eco-
nomía plural según la Constitución Política del Estado Plurinacional y la 
interpretación dominante del Socialismo Comunitario, a manera de marco 
general. Luego, con base en la concepción del Modelo de Economía Plural, 
se examinan los avances efectivos en materia de economía plural, ponien-
do énfasis especialmente en la forma económica pública y la economía 
cooperativa minera y, en menor medida, en la economía comunitaria. Se 
cierra con las perspectivas que tienden a consolidar el avance desigual y 
el dominio de la economía pública, que posterga a la economía comunita-
ria, quedando la economía solidaria desprotegida y limitada al espacio del 
sector informal.

Marco general de la economía plural 

EL CONCEPTO DE ECONOMÍA PLURAL

La Constitución es muy específi ca sobre la propuesta de Economía Plu-
ral, defi niéndola claramente en el Artículo 306, como la constituida por 
las formas de organización económica comunitaria, estatal, privada y 
social cooperativa, las cuales -a su vez- pueden constituir entre sí em-
presas mixtas. 

Específi camente, la CPE defi ne la economía plural en función del régimen 
de propiedad, como es el caso de la forma de organización estatal y pri-
vada de la economía, correspondiendo a las llamadas formas comunitaria 
y social cooperativa un régimen de propiedad privada en última instancia 
aunque, en este caso, no es necesariamente individual ni divisible sino 
asociativa, y cuyos benefi cios se reparten entre los miembros de la comu-
nidad o de la cooperativa.

Es en la manera cómo se organiza la producción y la distribución de su 
producto que lo comunitario y lo asociativo se diferencia de la forma estric-
tamente privada, con base en los principios de solidaridad y reciprocidad. 

76 Un análisis detallado se encuentra en Loza (2013), Bolivia. El modelo de Economía 
Plural. 
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Por tanto, la economía plural es un tipo de economía mixta desde el punto 
de vista de la propiedad de los medios de producción y de su participación 
en el mercado. Adicionalmente, la propia CPE permite la constitución de 
empresas mixtas entre las diferentes formas de organización (Cuadro 1).

Cuadro 1
Estructura de la Economía Plural

Fuente: Elaboración propia con base en la CPE.

Nota: MiPYME; micro, pequeña y mediana empresa.

Adicionalmente, en la Sección IV de Políticas Sectoriales, Artículo 334, la 
Constitución señala que el Estado protegerá y fomentará a los siguientes 
sectores:

• Organizaciones económicas campesinas (OECA) y las asociacio-
nes de organizaciones de pequeños productores urbanos, artesa-
nos, como alternativas solidarias y recíprocas.

• El sector gremial, el trabajo por cuenta propia y el comercio mino-
rista.

Formas de 
Organiza-
ción Eco-
nómica

Pública Privada Privada Social 
Coopera-
tiva

Régimen de 
Propiedad

Estatal Privada Privada 
Tierras comu-
nitarias

Privada 
asociativa

Organización 
de la produc-
ción

Estatal Privada Comunitaria 
Reciprocidad 
Solidaridad

Asociativa 
solidaridad

EMPRESAS 
MIXTAS

Sectores OE campesi-
na Gremial 
Artesanal 
Mi PYME

Alternativa 
Solidaria

Economía Social Solidaria 

Organización Económica Nacional

Mecanismo de asignación de recursos: Plan y Mercado
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• La producción artesanal.

• Las micro, pequeñas y medianas empresas productoras, urbanas y 
rurales.

Esta es la única mención a las alternativas solidarias y recíprocas. Mencio-
na a la organización económica campesina como si fuera diferente a la or-
ganización comunitaria, aunque se refi ere a ella como parte de los sectores 
benefi ciados con políticas económicas sectoriales, en función del tamaño 
de la unidad productiva. Las asociaciones de pequeños productores, el sec-
tor gremial, artesanal y la micro y pequeña empresa en la práctica forman 
parte del llamado sector informal de la economía boliviana.

Conceptualmente podemos señalar que la organización comunitaria, la 
cooperativa y las alternativas solidarias y recíprocas forman parte de una 
“Economía Social y Comunitaria”. 

Por último, la CPE, en el Artículo 313, defi ne una “organización económica 
nacional”, como aquella que tiene los siguientes propósitos de carácter y 
alcance nacional:

• Generación del producto social.

• Producción, distribución y redistribución justa de la riqueza y del 
excedente económico.

• Reducción de las desigualdades de acceso a los recursos productivos.

• Reducción de las desigualdades regionales.

• Desarrollo productivo industrializador de los recursos naturales.

• Participación activa de la economía pública y comunitaria en el 
aparato productivo.

Es en esta disposición donde la Constitución menciona a la “economía” pú-
blica y comunitaria, en cuanto a su participación en el aparato productivo. 

Por otra parte, la CPE establece la Planifi cación como el mecanismo de 
asignación de recursos, pero no elimina el mecanismo de mercado aun-
que no lo menciona. Establece que el Gobierno debe presentar el Plan 
de Desarrollo Económico y Social a la Asamblea Legislativa Plurinacional 
(Art. 172), también el carácter integral y participativo de la planifi cación 
(Art. 316), y dispone que el Estado garantizará la creación, organización y 
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funcionamiento de una entidad de planifi cación participativa que incluya 
a representantes de las instituciones públicas y de la sociedad civil organi-
zada (Art 317).

PRINCIPIOS: INTERÉS INDIVIDUAL VERSUS INTERÉS SOCIAL

La visión de la economía plural no es un enfoque basado en la hegemonía 
del capitalismo, la propiedad privada, el libre mercado salvaje, ni tampoco 
exclusivamente en la lucha de clases y/o el socialismo estatista; es una vi-
sión pluricultural, plurinacional y anticolonial. 

Esta visión diferencia claramente entre liberalismo (individualismo) y co-
lectivismo (estatismo), ya que establece muy claramente que “la economía 
social y comunitaria complementará el interés individual con el vivir bien 
colectivo” (Art. 306). Además establece los principios de esta coexistencia o 
convivencia entre las distintas formas de organización económica: princi-
pios de complementariedad, reciprocidad y solidaridad distinta a los mo-
delos solamente basados en el principio de la competencia; los que están 
cerca de la llamada Economía Social y Solidaria. 

El concepto de “economía social y comunitaria”, por tanto, aparece en la 
CPE referido no tanto a las formas de propiedad ni mecanismos de asig-
nación de recursos, sino más bien en relación con los principios y valores. 
Sería equivalente, aunque completamente opuesta, a la “ascesis puritana” 
o “espíritu” del capitalismo defi nido, según Max Weber, como aquellos há-
bitos e ideas que favorecen el comportamiento racional para alcanzar el 
éxito económico. 

Por su lado, el concepto de desarrollo inscrito en el Plan Nacional77, que se 
sintetiza en la noción de Vivir Bien, está más relacionado con el enfoque 
del “otro desarrollo”, el de la economía social y solidaria (Gráfi co 1). El 
concepto del “Vivir Bien” tiene dos motivaciones simultáneas: el lograr el 
acceso y disfrute de los bienes materiales a la vez que la realización afec-
tiva, subjetiva y espiritual. Este enfoque se alinea con el de Amartya Sen 
(2000), quien criticó el enfoque neoliberal del bienestar material individual 
(utilitarismo) que conducía automáticamente al bienestar social y nacional, 
y que solo ponía énfasis en el acceso a bienes y servicios. Por el contrario, 
Sen postula que el acceso a bienes y servicios es un medio para alcanzar 
un plan de vida o una realización individual plena. El concepto de Vivir 
Bien plantea que el acceso material y la realización individual se sujeten a 
dos condiciones: armonía con la comunidad y armonía con la naturaleza.

77  Publicado en la Gaceta Ofi cial de Bolivia (2007).
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Vivir Bien

Acceso y disfrute de 
los bienes materiales

Realización afectiva, 
subjetiva y espiritual

En armonía con la naturaleza

En armonía con la comunidad

Gráfi co 1

Fuente: Elaboración propia con base en el Plan Nacional de Desarrollo (2006-2011).

Como dice el Artículo 5 de la Ley 300 de la Madre Tierra: “El Vivir Bien es 
el horizonte civilizatorio y cultural alternativo al capitalismo y a la moder-
nidad, que nace en las cosmovisiones de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, y las comunidades interculturales y afrobolivianas, 
y es concebido en el contexto de la interculturalidad”. “Signifi ca vivir en 
complementariedad, en armonía y equilibrio con la Madre Tierra y las so-
ciedades, en equidad y solidaridad, y eliminando las desigualdades y los 
mecanismos de dominación. Es Vivir Bien entre nosotros, Vivir Bien con lo 
que nos rodea y Vivir Bien consigo mismo”.

SOCIALISMO COMUNITARIO 

Antes y después de la nueva CPE se postuló un “socialismo comunitario 
como alternativa al capitalismo” (Samanamud, 2010), o una economía so-
cial y comunitaria como “formación económica, contenido, sentido y di-
reccionalidad de la economía plural” (Prada, 2010). El núcleo de ambas 
propuesta sería “… entonces una lógica económica no capitalista, centrada 
en el valor de uso, reapropiación social del excedente y reproducción am-
pliada de la sociedad”; es decir, sería una alternativa a la lógica capitalista, 
al valor de cambio, a la apropiación privada del excedente y a la acumula-
ción capitalista ampliada.

El “socialismo comunitario” en García Linera (2010: 7 y 8) señala que “La 
nueva Constitución defi ne un proceso largo al fi nal del cual está el socialis-
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mo comunitario que, previamente, tiene que atravesar un período de tran-
sición”, y que  “cuando hablamos de socialismo comunitario, hablamos de 
algo distinto, podemos llamarle comunitarismo o buen vivir, pero en el 
fondo estamos hablando de algo distinto a la sociedad capitalista” (Ibíd.).

Por su parte, De Alarcón (2010: 1) señala que el socialismo comunitario 
“generalmente se entiende que se trata de una forma de socialismo -lo que 
en sí mismo precisa ya una defi nición-, pero lo comunitario suele quedar 
en abstracción…” “El tema de la ambigüedad en la defi nición no es, sin 
embargo, un tema casual. Al ser una realidad a construir, el socialismo co-
munitario no tiene un contenido específi co, previamente determinado o, si 
se quiere, es un concepto a construir”. No obstante, concluye: “En su carác-
ter más genérico y esencial, podría pensarse que el socialismo comunitario 
es la forma que asume la lucha contra el capital teniendo como horizonte y 
como medio de realización las formas comunitarias” (De Alarcón, 2010: 10). 

En referencia al pensamiento del Vicepresidente Álvaro García Linera, De 
Alarcón señala que: 

“ … la condición material, que no es sino el potenciamiento de las 
formas productivas comunitarias y por formas productivas comu-
nitarias estamos entendiendo no sólo a las comunidades agrarias 
sino a todas aquellas estructuras que contengan notas de la forma 
comunidad en el ámbito urbano (esquemas asociativos familiares, 
barriales, zonales, sectoriales, etc.). Queda claro que las formas co-
munitarias, aun en el marco del dominio y vigencia del capitalis-
mo, aun subsumidas al capital, conllevan en su interior tendencias 
emancipadoras. Potenciarlas desde el Estado, formular políticas 
para multiplicarlas en todo el territorio nacional es contribuir a 
crear la condición material no sólo de la destrucción del Estado 
sino de la liberación del trabajo” (Ibíd.: 15).

Y considerando que para García Linera (1988) lo comunitario es el germen 
del socialismo, concluye De Alarcón:

“Pero, en todo caso, lo que más importa de las 3700 comunidades 
censadas en 1950 no es tanto la forma de propiedad de la tierra, sino 
el trabajo cooperativo y combinado que posibilita. Esto es lo que más 
le importa a Marx y, en general, lo que más importa a las condicio-
nes de la Revolución Socialista en el país, pues ese trabajo colectivo y 
combinado podrá convertirse en la base de la producción y apropia-
ción colectiva que representa el socialismo” (Ibíd.: 4).
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A diferencia de la izquierda tradicional, sostiene que para llegar al socia-
lismo no es necesario pasar por la disolución de la comunidad, y que la 
potencialidad de la comunidad radica en el carácter del trabajo que de-
sarrolla. El salto cualitativo en la formulación de García (2009) es contra-
poner la forma civilizatoria del valor, propia del capitalismo, a la forma 
comunidad que no es sino la proyección del ayllu universal como nueva 
forma de socialidad.

Recientemente, García Linera (2015: 3 y 4) hizo algunas apreciaciones 
señalando que “socialismo….es la vieja economía capitalista aún mayo-
ritaria, asediada por la nueva economía comunitaria naciente”; y que “en 
el Socialismo coexisten muchas formas de propiedad…Pero hay solo una 
propiedad y una forma de administración de la riqueza que tiene la llave 
del futuro: la comunitaria”.

La participación del Estado en la economía y el sector privado 

EL TAMAÑO DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA

Estimar la presencia del Estado en la economía no es una tarea fácil y, 
mucho menos, es hacerlo comparable con otros países. Se podría utilizar el 
producto interno bruto (PIB) por el lado del gasto y obtener la importancia 
del consumo y la inversión pública. En este caso, para 2015, la incidencia 
del consumo público fue de 17,3% del PIB, y considerando el PIB por el 
lado de la inversión pública se tiene un 13,5%; lo que da un 31% del PIB, 
proporción superior en 8 puntos porcentuales al nivel del gasto en 2005 
que alcanzó 22,8%. 

Otra forma de medir esa presencia del Estado en la actividad económica 
es considerar la participación de las empresas estatales en el PIB, aun-
que el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) no diferencia entre em-
presas públicas y empresas privadas. Una estimación gruesa al respecto 
–que establece la presencia estatal en hidrocarburos (4%), en minería y 
metalurgia (1,6%), en transportes (3,5%), electricidad (0,5%), en comuni-
caciones (0,5%) y en los servicios fi nancieros (0,4%)- daría un 12,4% de 
participación estatal directa para 2015. Si a ello se suman los servicios de 
administración pública -que tienen una participación del 15,1%- se llega 
a un total de 27,5%.

Otro indicador posible es el referido al peso de las empresas públicas en el 
gasto fi scal total que, para el periodo 2011- 2015, ha sido estimado en un 
tercio contando 28 empresas públicas.
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EL COMPORTAMIENTO DE LA INVERSIÓN PÚBLICA Y PRIVADA NACIONAL Y EXTRANJERA

El rol de la inversión pública en el desarrollo económico es uno de los fac-
tores que diferencia el modelo actual con el modelo neoliberal que privile-
gió la inversión directa extranjera (IDE), incluso en desmedro de la inver-
sión privada nacional. En la literatura económica hubo un marcado sesgo 
en contra de la inversión pública que, además, era más fácil de contraer o 
cortar que el gasto corriente en los programas de ajuste estructural. 

Entre 2005 y 2015, la participación de la inversión pública en el PIB subió 
de 6,9% a 13,5%, y la inversión privada solamente de 6,1% a 7,8 %, res-
pectivamente (Gráfi co 2).

Gráfi co 2: Participación de la inversión pública y privada en el total
En porcentajes

Fuente: Elaboración propia con datos del INE.

LA TENDENCIA A LA NACIONALIZACIÓN Y ESTATIZACIÓN

A partir de 2006, con el Gobierno del Presidente Evo Morales se profun-
diza la nacionalización de los hidrocarburos. Así, mediante D.S. 28701 de 
mayo de 2006 se establece que las empresas petroleras están obligadas 
a entregar en propiedad de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos 
(YPFB) toda la producción de hidrocarburos. Se nacionalizan las empresas 
Chaco S.A., Andina S.A., Transredes S.A., Petrobras Bolivia Refi nación S.A. 
y Compañía. Posteriormente, se nacionaliza la Compañía Logística de Hi-
drocarburos Boliviana S.A. y la empresa AIR BP Bolivia S.A. ABBSA. 

También se amplía la nacionalización al sector minero con base en la Em-
presa Huanuni, se autoriza a la Corporación Minera de Bolivia (COMI-
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BOL) participar en toda la cadena productiva minera, se nacionaliza el 
Complejo Metalúrgico Vinto y el Centro Minero de Colquiri. En el sector 
de energía eléctrica se nacionalizaron las empresas de electricidad en Co-
chabamba (ELFEC), La Paz (Electropaz), en Oruro (ELFEO) y la Empresa 
Transportadora de Electricidad (TDE). En el servicio de agua, la empresa 
Aguas del Illimani y en telecomunicaciones la Empresa Nacional de Tele-
comunicaciones (ENTEL); y, por último, se procede a la nacionalización de 
los Servicios Aeroportuarios Bolivianos (SABSA).

Según el Ministerio de Economía y Financiamiento Público (MEFP, 2016), 
la inversión programada de las Empresas Públicas fue de $us 1.805 millo-
nes que representan el 22% de la inversión total presupuestada para 2016. 
La inversión ejecutada por este nivel de Gobierno es el que viene dando 
impulso a la inversión en el área productiva. En 2005, esa inversión en 
valor era de $us 98 millones y representaba el 16,3% de la inversión pú-
blica total. En la misma gestión 2005, sólo 6 empresas públicas nacionales 
estaban en operación; con la nacionalización y la mayor participación del 
Estado en la economía, el número de empresas en operación llegó a 28 en 
2015, y estaban distribuidas en diferentes rubros: hidrocarburos, minería, 
energía eléctrica, comunicaciones, alimentos, textiles y servicio aéreo, en-
tre otros. De estas 28 empresas públicas, el 95% del total de las utilidades 
corresponde a YPFB. 

La economía comunitaria y la economía plural  

La Nueva Constitución establece que el Estado promoverá y protegerá la 
organización económica comunitaria, que comprende a los sistemas de 
producción y reproducción de la vida social, basada en los principios y la vi-
sión de “las naciones y pueblos indígena originario y campesinos” (Art. 307). 

En los diferentes trabajos sobre la dimensión económica de lo comunitario 
se habla de comunidad, economía y empresa comunitaria, en forma indis-
tinta; sin embargo, es necesario entenderla como forma de organización 
económica y -más propiamente tal- como un régimen de propiedad, como 
plantean Muñoz y Chiroque (2009).

Lo comunitario, visto como una sociedad y una economía, aparecería 
como alternativa al capitalismo; mientras que, como forma de organiza-
ción económica ha coexistido y se ha combinado desde la colonia con for-
mas feudales como las haciendas y con formas capitalistas de producción. 
Se ha articulado al mercado, adoptando diversos elementos del mismo, 
como precios y utilidades; por tanto, prácticamente, no sería una alternati-
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va al capitalismo sino un espacio funcional al mismo. Según la Fundación 
Tierra: “El mercado se ha convertido en el principal factor que determina 
tanto el uso de la tierra como los patrones de consumo alimentario, indis-
tintamente del tipo de propiedad de la tierra” (2013: 20).

Sin embargo, no están claras las difi cultades que resultan de su relacio-
namiento con al exterior; como señalan Muñoz y Chiroque (2009), una 
cosa es adecuarse a la lógica del capitalismo y otra a la lógica del mercado, 
entendiendo esta distinción según lo señala Núñez del Prado (2009: 420): 
“intercambio mercantil y mercado son instituciones económicas previas al 
capitalismo y no equivalentes a la teología y fundamentalismo de merca-
do, lo que el capitalismo y la modernidad se apropiaron haciendo creer que 
es privativo y exclusivo de sus estructuras”.

En sentido estricto, la forma de organización comunitaria es históricamen-
te una forma de producción de la economía rural campesina, que combi-
na formas de propiedad privada familiar con usos comunitarios; es decir, 
combina un uso y acumulación privados del excedente con la redistribu-
ción de ese excedente vía diversos mecanismos generados principalmente 
a través del mercado. 

Entre los avances en la gestión del Gobierno del Movimiento al Socialismo 
(MAS), está la Ley 144 de la Revolución Productiva Comunitaria Agrope-
cuaria, que defi ne la Economía Comunitaria como:

Constituye un modelo de desarrollo que comprende sistemas de plani
 -
cación, organización, producción, generación de excedentes y su distri-
bución para el bienestar común; basado en la cosmovisión de los pueblos 
indígena originario campesinos, comunidades interculturales y afroboli-
vianas, quienes administran su territorio, recursos y tienen sus propias 
formas de organización en armonía y equilibrio con la Madre Tierra. 

Con esta defi nición, la confusión sobre economía comunitaria se amplifi ca 
al constituirla como modelo de desarrollo, concepto mucho más amplio 
que abarca políticas de desarrollo, y al asociarla con la planifi cación que es 
un mecanismo de asignación de recursos. Lo más curioso es que no men-
ciona las relaciones con el mercado; y, en cuanto a la distribución, solo se 
refi ere a la distribución del excedente para el bien común y sin mencionar 
su destino para uso familiar o privado.

Adicionalmente, con el Articulo 8 de la Ley 144 se introduce un nuevo con-
cepto, el de Organizaciones Económicas Comunitarias (OECOM), consti-
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tuidas en el núcleo orgánico, productivo, social y cultural para el vivir bien; 
en los hechos, es una ampliación del concepto inicial indígena originario 
campesino a las comunidades interculturales y afrobolivianas.

Otro avance es la Ley 300 del 15 de octubre de 2012, “Ley de la Madre Tie-
rra y Desarrollo Integral para Vivir Bien”. Plantea que la Madre Tierra debe 
generar desarrollo para el pueblo boliviano de manera integral (Artículos 
2 y 7); por tanto, los derechos colectivos de indígenas originarios y cam-
pesinos, los derechos individuales y los derechos de la Madre Tierra son 
considerados “interdependientes y complementarios”. Propone la “elimi-
nación de la concentración de la propiedad de la tierra o latifundio y otros 
componentes en manos de propietarios agrarios y empresas, para que se 
logre una mayor equidad en el acceso a los benefi cios de la Madre Tierra 
con énfasis en el soberanía y seguridad alimentaria.

Por último, los procesos de saneamiento y titulación de tierras han sido 
signifi cativos durante el actual Gobierno en relación con los gobiernos 
del periodo 1996-2005; se ha triplicado el monto de hectáreas tituladas, 
se han multiplicado por cinco los benefi ciarios y por diez los títulos emi-
tidos. Un dato interesante es que antes, solamente el 10% de las mujeres 
accedían a la tierra, ahora accede un 46% de ellas, aunque la Fundación 
Tierra señala que la superfi cie de estas tierras es muy baja (Colque et al, 
2016). 

Si se analiza el avance en la titulación de las tierras por tipo de propie-
dad, se observan dos periodos: (i) entre 1953 y 1993, el 40% de los títulos 
fueron para las empresas, el 21% para la propiedad comunitaria y un 9% 
para la pequeña propiedad; (ii) entre 2010-2014 esa distribución cambió 
a un 13,9% para las empresas, un 27,3% para la propiedad comunitaria, 
un 14,1% para la pequeña propiedad, y 44% para las Tierras Comunita-
rias de Origen (TCO), según Colque et. al. (2016: 175). 

Por tanto, entre 1996-2015 la estructura de la tenencia de la tierra cambió: 
10% para empresas, 26% para campesinos e interculturales, 14% para 
las Tierras Comunitarias de Origen (TCO) de Tierras Altas y el 17% para 
las TCO de Tierras Bajas, con un total de 31% para las TCO, quedando un 
33% para tierras fi scales.78

78  La Disposición Transitoria Séptima de la CPE establece que la categoría de Tierra 
Comunitaria de Origen (TCO) se sujetará a un trámite administrativo  de conver-
sión a Territorio Indígena Originario Campesino.
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Gráfi co 3

Fuente: Extraído del Ministerio de Comunicación (2016).

Es decir, ha habido un cambio estructural en materia de titulación de tie-
rras que, para 2015, ha signifi cado un cambio en la estructura de tenencia 
de la tierra, en la cual un 57% del total está en propiedad de los pequeños 
productores y comunidades de Tierras Altas y Bajas, disminuyendo las tie-
rras de empresas privadas y aumentando las tierras fi scales.

Sin embargo, de acuerdo al INE (2015), el Censo Agropecuario de 2013 
muestra que: “De 34.654.983,7 hectáreas que las UPA (Unidad de Produc-
ción Agropecuaria) tienen o trabajan, 84,1 por ciento está bajo el régimen 
de tenencia en propiedad; 13,0 por ciento, cedida por la comunidad; 1,4 
por ciento, en arriendo; 1,2 por ciento, cuidada; y 0,3 por ciento, al partir 
o “partido”.

La crítica de la Fundación Tierra señala que si bien la denominada segunda 
versión de la reforma agraria boliviana ha cumplido una parte meritoria de 
su cometido, su continuidad -encarnada y reducida a un simple registro 
catastral de tierras- no solo es redundante sino regresiva, como se conclu-
ye en Colque et. al. (2016: 224).

Siendo en la práctica difícil de operacionalizar el concepto de economía 
comunitaria, es más conveniente utilizar el concepto de ‘agricultura cam-
pesina e indígena’, como lo hace la Fundación Tierra (2013): “para referir-
nos a aquellas unidades productivas agropecuarias operadas por familias 
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que están débil, pero crecientemente conectadas al mercado de productos 
agrícolas y precariamente al mercado laboral”. Sin embargo, reconoce la 
heterogeneidad de sectores que comprendería, pues abarca: “campesinos 
parcelarios de las tierras altas, pequeños ganaderos tradicionales, origina-
rios de ayllus y markas, indígenas de tierras bajas, campesinos cruceños, 
colonizadores andinos, entre otros”.

Un indicador de la importancia de la economía campesina es la partici-
pación del sector agropecuario en el PIB; esta ha ido disminuyendo de 
11,8% en 2005 a 10,2 % en 2015. El subsector más importante es el de 
la producción agrícola no industrial, más asociada al Altiplano del país, 
cuya participación se mantuvo en 5,3% entre 2005 y 2015; y si se le añade 
el subsector de la producción de coca, que subió levemente de 0,46% en 
2005 a 0,5 en 2015, se llega a una participación del 5,8% del PIB para 2015, 
similar a lo registrado en 2005. 

En términos de ocupación por actividad económica, la agropecuaria en su 
conjunto concentra el 33,9% de la ocupación total.

En síntesis, la economía campesina en su modalidad de producción co-
munitaria y familiar tendría -como máximo- una incidencia del 5,8% en 
el PIB, similar a la economía agropecuaria del Oriente, que muestra una 
mayor integración al mercado y realiza un proceso de acumulación del 
plus producto en el contexto de una economía capitalista. 

En el censo agropecuario, la forma de tenencia de la tierra muestra que 
84,1% está bajo el régimen de tenencia en propiedad y solo un 13,0% es 
cedida por la comunidad. 

Los roles y la participación de la producción cooperativa 

De acuerdo con la Declaración sobre la Identidad Cooperativa de la Alian-
za Cooperativa Internacional (ACI) y la Recomendación sobre la promo-
ción de las cooperativas de la OIT (N° 193, 2002), una cooperativa es: “una 
asociación autónoma de personas unidas voluntariamente para satisfacer 
sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común 
a través de una empresa de propiedad conjunta, y de gestión democrática”. 
Se regula de acuerdo con 7 principios operacionales, a saber: “adhesión 
voluntaria y abierta; gestión democrática por parte de los socios; partici-
pación económica de los socios; autonomía e independencia; educación, 
formación e información; cooperación entre cooperativas, e interés por la 
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comunidad”. Se basa en los “valores cooperativos de autoayuda, responsa-
bilidad personal, democracia, igualdad, equidad y solidaridad, y una ética 
fundada en la honestidad, transparencia, responsabilidad social e interés 
por los demás” (CICOPA, 2014: 16).

En 1993 se creó en Bolivia la Confederación Nacional de Cooperativas de 
Bolivia (CONCOBOL), y según ella: “A la fecha el impacto del sector coo-
perativo en la economía del país es de aproximadamente un tercio del PIB, 
de igual manera casi un tercio de la población del país participa en alguna coo-
perativa”. Sin embargo, no existe ni un censo ni una base de datos del total de 
cooperativas en el país. El Gobierno del Evo Morales, mediante Ley General 
de Cooperativas 356 de abril de 2013, establece en su artículo 1:

 “La presente Ley tiene por objeto regular la constitución, orga-
nización, funcionamiento, supervisión, fi scalización, fomento y 
protección del Sistema Cooperativo en el Estado Plurinacional de 
Bolivia, en sujeción a las disposiciones de la Constitución Política 
del Estado”. 

Señala en su Artículo 5 que: “La organización económica social cooperati-
va forma parte de la economía plural y es de interés del Estado Plurinacio-
nal, su fomento y protección, para contribuir al desarrollo de la democra-
cia participativa y justicia social”. En el Artículo 6 establece los siguientes 
principios cooperativos: solidaridad, igualdad, reciprocidad, equidad en la 
distribución, fi nalidad social y no lucro.

En el Artículo 8 dispone que: “Las aportaciones de las asociadas y los aso-
ciados, a las cooperativas, consistentes en efectivo, bienes, derechos y/o 
trabajo, constituyen propiedad colectiva. El instrumento de trabajo podrá 
ser de propiedad individual”; y en el artículo 14 establece que: “Las coope-
rativas adoptarán el régimen de Responsabilidad Limitada - R.L”.

En síntesis, la organización económica de las cooperativas se basa en la 
propiedad privada con formas de gestión asociativa o de cooperación, y 
un uso del excedente económico por parte de los socios de la cooperativa. 

Debido a limitaciones de información, se examinará las cooperativas en el 
sector fi nanciero y minero. En el sector fi nanciero boliviano, la presencia 
de las cooperativas y de mutuales tiene alta importancia en comparación 
con otros países. Las cooperativas fi nancieras y mutuales tienen una par-
ticipación relativa del 6,8% del total de depósitos, el 8,3% de la cartera; 
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y algo más alto es su peso en el patrimonio: 13,2%. Esta participación es 
similar en cuanto a depósitos y cartera respecto al banco estatal, el Banco 
de la Unión; aunque es mayor respecto al patrimonio, de acuerdo con la 
Autoridad de Supervisión del Sistema Financiero-ASFI (2014). La Fede-
ración Nacional de Cooperativas de Ahorro y Crédito tiene un total de 
160 cooperativas con 280 mil socios.

Con relación a las cooperativas mineras, la CPE dispone que se pro-
mueva su organización en actividades de producción. Señala que “… el 
Estado será responsable de las riquezas mineralógicas que se encuen-
tren en el suelo o subsuelo cualquiera sea su origen y su aplicación será 
regulada por la ley. Se reconoce como actores productivos, a la industria 
minera estatal, industria minera privada y sociedades cooperativas” (Art. 
369-I).

Las estadísticas generadas por la Federación Nacional de Cooperativas 
Mineras (FENCOMIN) muestran un alto potenciamiento del coope-
rativismo minero, sobrepasando en la actualidad los 65,000 socios y 
socias cooperativistas, organizados en 11 federaciones departamentales 
y regionales. 

Como explica Michard (2008), inicialmente las cooperativas compren-
dían a los trabajadores mineros excluidos de la minería estatal y priva-
da; pero, posteriormente, se desarrollaron actualmente en dos tipos de 
modelos. Por un lado, las cooperativas grandes con yacimientos impor-
tantes, que aglutinan a varios miles de socios, trabajadores subcontra-
tados, y equipos auxiliares que han logrado acceder a cierto tipo de tec-
nología y eliminar varios intermediarios para vincularse directamente 
con los compradores. Por el otro lado, se encuentran las cooperativas 
pequeñas con pocos socios, que trabajan directamente la mina con tec-
nología muy precaria, que deben subalquilar maquinaria, y comerciali-
zar su pequeña producción mediante una serie de intermediarios. 

La importancia de la cooperativa minera se muestra en el Cuadro 2. En 
términos de empleo su peso es del 87,8 en el total de empleo en el sec-
tor minero, muy por encima de la minería mediana y el sector estatal. En 
términos del valor bruto de la producción, su peso es del 28,8% del total, 
por debajo de la minería mediana (62,9%), y superior a la minería estatal 
(8,3%). En la participación de las exportaciones del sector minero su inci-
dencia es del 17,2%. 
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Cuadro 2: Producción, Empleo y Exportaciones
En porcentajes

Fuente: Elaboración propia con datos del Ministerio de Minería y Metalurgia (2014) y Banco Central de Bolivia.

Es un sector que ha recibido el apoyo del Gobierno de Evo Morales, pese 
a obtener altos niveles de riqueza y utilidades en un proceso explícito de 
acumulación capitalista basada en sobreexplotación de los trabajadores no 
socios. Además, las cooperativas mineras han suscrito 42 contratos de aso-
ciación con empresas privadas nacionales y trasnacionales, de los cuales 
“Las cooperativas sólo pagan al Estado el 1% de sus ganancias, mientras 
que las empresas privadas obtienen el 80% de las utilidades y la coopera-
tiva se queda con el 19%”.79 En 2009, el gobierno creó el FOFIM, Fondo 
Minero de Inversión, en apoyo a las cooperativas mineras. De los tres im-
puestos mineros que todas las empresas mineras pagan: Regalía Minera, 
Impuesto a las Utilidades de las Empresas (IUE) y la alícuota adicional al 
Impuesto a las Utilidades de las Empresas, las cooperativas solo pagan 
las regalías mineras ($us 31,8 millones, equivalente al 23,6% del total de 
regalías mineras), estando exentas de los otros impuestos por su “carácter 
social”, como lo estipula la Constitución Política del Estado. El problema 
es determinar si cumplen esa función social para tener derecho a esas pre-
rrogativas. 

Las perspectivas de la Economía Social, Solidaria, Cooperativa 
y Comunitaria 

El objetivo del proceso de cambio, como dice la CPE, no es eliminar la pro-
piedad privada y construir solamente una propiedad estatal; tampoco es 
constituir un socialismo comunitario con base en la economía comunitaria 

79  Declaraciones del Ministro de Gobierno publicadas por Correo del Sur.com. Lunes 
7 de abril de 2014.

Organización 
Económia

Valor Bruto 
Producción

Exporta-
ciones Empleo

Estatal 8,3 7,4 6,0

Mediana Minería 62,9 75,6 4,6

Cooperativa 28,8 17,2 87.8

Total 100,0 100,0 100,0
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campesina. El objetivo es articular una coexistencia y complementariedad 
entre las distintas formas de propiedad con base en un rol de dirección del 
Estado, el cual a su vez debe promover la integración y articulación de las 
diferentes formas de organización económica. 

En un sentido restringido, es una economía predominantemente privada 
desde el punto de vista de la participación en el PIB, puesto que la econo-
mía pública tendría un peso directo de 12,4%, la economía comunitaria–
familiar de solamente 5,8% del PIB, y la cooperativa un 4%. En cambio, el 
77,6% corresponderá a la formación económica privada propiamente tal.

Cuadro 3: Indicadores de la Economía Plural: 2013
(En porcentajes)

Organización PIB Empleo Exportaciones
Estatal 12,4 4,2 47,0
Comunitario 5,8 17,0 0,0
Privado 77,6 76,3 47,7
Coopera� va 4,0 2,5 5,3
Total 100,0 100,0 100,0

Fuente: Elaboración propia con datos del INE y del BCB:

Con referencia a las exportaciones totales hubo un cambio estructural ya 
que, en 2005, el 3% correspondía a empresas estatales y el 97% al sector 
privado; mientras que, en 2015, el 47% corresponde a empresas públicas, 
el 5% a cooperativas y el 47% a la empresa privada. El cambio se da en las 
exportaciones de hidrocarburos que son totalmente realizadas por YPFB, 
mientras en la minería el 90% corresponde a la empresa privada; y, en 
cuanto a exportaciones no tradicionales, la casi totalidad corresponde al 
sector privado, excluyendo las exportaciones de castaña de la Empresa Bo-
liviana de Almendras (EBA).

En términos de empleo, un proxy indicaría que la economía campesina 
tendría un 17% de la población ocupada, la cooperativa un 4%, y el sector 
público (200 mil funcionarios en 2015) un 4,2% del empleo total. Es decir, 
el sector privado participaría con el 76,3% de la población ocupada.

Por tanto, en términos de incidencia en el PIB, exportaciones y empleo, 
la organización económica privada es la más importante de la economía 
plural.
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La tendencia en la gestión pública ha sido fortalecer la organización eco-
nómica estatal y, en el sector minero, con un sesgo hacia las cooperativas 
mineras otorgándoles tratamientos preferenciales en materia de yacimien-
tos, obligaciones tributarias y créditos fi nancieros. En política económica, 
la comunidad campesina ha mantenido su peso específi co sin que se ob-
serven cambios estructurales, con excepción de la reciente Ley de Servicios 
Financieros que se orienta a una mayor inclusión fi nanciera del área rural. 
El sector privado ha mantenido buenas relaciones institucionales con el 
Gobierno, existe una nueva Ley de Inversiones que tiene por objeto re-
gular las inversiones extranjeras y establecer un tratamiento preferente a 
las inversiones nacionales privadas y públicas. La política laboral ha favo-
recido al trabajador formal sobre todo en materia de política salarial, con 
reajustes periódicos del salario mínimo, incrementos anuales en el salario, 
y la otorgación de un segundo aguinaldo. 

Gráfi co 4
Bolivia: Situación en el empleo según área: censo 2012

Mientras, el rasgo central en Bolivia es la fuerte incidencia del trabajador 
por cuenta propia: 41% en el área urbana, y del sector “otros” (donde está 
una mezcla desde el patrón, socio, empleador, cooperativista, trabajador 
familiar y aprendiz): un 7,2%, que en conjunto alcanzan un total de 48% 
de la población ocupada. La categoría de asalariado llega a un 51,8% (Grá-
fi co 4); sin embargo, solo la mitad está incorporada a la actividad formal 
con benefi cios sociales y seguridad social. Así, solo un 25% de la población 
urbana está en una caja de salud pública y un 12% en un seguro privado.

ASALARIADO CUENTA PROPIA OTROS

9,4%
20,5%

70,1%

51,8%

7,1%

41,1%
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El sector informal urbano en Bolivia tiene mucha importancia económica 
y política. Se estima que alcanzaba al 65% del empleo urbano en 2011, 
según CEDLA (2012), y comprende:

• Trabajadores por cuenta propia: unipersonales y familiares

• Propietarios de las micro y pequeñas unidades económicas (hasta 
5 ocupados)

• Trabajadores dependientes: operarios, ayudantes, aprendices

• Familiares no remunerados

• Trabajadores a domicilio

• Subcontratados

Este sector está al margen de la política tributaria, aunque a través de 
las microfi nanzas tiene acceso al sistema fi nanciero. Tiene una forma de 
organización asociativa que le permite formar parte de los llamados -en 
Bolivia- movimientos sociales, y participar en las diferentes instancias po-
líticas. Si bien este sector es considerado como parte de la “economía po-
pular y solidaria”, es un sector con alta desprotección social e inestabilidad 
laboral; y no es ajeno al objetivo del lucro y de la acumulación del capital. 

En síntesis, se puede concluir que el proceso de avance de la Economía 
Plural es desigual. Por una parte, las políticas se han centrado en la nacio-
nalización y la conformación de empresas públicas; es decir, en la organi-
zación económica estatal. Por otra parte, en cuanto a las otras formas de 
organización económica, se han concentrado en la forma de organización 
cooperativa y en el sector minero; también en el sector informal de la eco-
nomía, cuyas asociaciones forman parte de los movimientos sociales que 
tienen un peso político en el Gobierno y en el Movimiento al Socialismo.

No se observan avances en un “socialismo comunitario”; el peso de la co-
munidad campesina se ha mantenido relativamente igual. El sector que ha 
ganado participación es el de la economía campesina de la coca, basada 
en pequeños propietarios que no son precisamente pobres y tienen escasa 
tradición comunitaria.  
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CONTRIBUCIONES A UN 
DEBATE   INCONCLUSO





Economía solidaria y economía feminista: horizontes 
éticos  para un cambio  necesario

Ivonne Farah Henrich

Introducción

En este texto, intentamos analizar los puentes a nivel conceptual entre 
economía solidaria y economía feminista con miras a contribuir a la forma-
ción de una política pública de reproducción social, aún en ciernes en Bo-
livia, y cuyo requisito fundamental -a nuestro juicio- es la expansión de la 
solidaridad en la economía entendida en sentido amplio, y cuyo horizonte 
normativo es el de la sostenibilidad de la vida. Este requisito atañe, por lo 
mismo, a los emprendimientos económicos a nivel micro, particularmente 
aquellos autogenerados, donde las mujeres participan de forma mayorita-
ria. En este esfuerzo, ponemos especial énfasis en la idea de cómo generar 
condiciones para la vigencia de los derechos económicos y sociales de las 
mujeres y, particularmente, de las trabajadoras del ámbito de iniciativas 
económicas consideradas espacio de las economías solidarias. 

Partimos de la premisa que el principio de solidaridad está en la base de 
las condiciones de posibilidad para profundizar en criterios de justicia y 
equidad que deben permear el proceso de formación de políticas públicas 
que enfrenten tanto los problemas de profunda desigualdad social que hoy 
rodean la vida de las personas, mujeres y hombres trabajadores y, particu-
larmente de las productoras y trabajadoras en las economías autogenera-
das, como los referidos al escaso esfuerzo político para fortalecer empren-
dimientos solidarios.    

Sin duda, la formación y posterior implementación de una política públi-
ca orientada por la reproducción social, que incluye y fomenta iniciativas 
económicas solidarias, los cuidados y la protección social como derechos 
humanos, es un proceso complejo. Entre otros elementos, requiere de una 
mirada que interseccione las categorías de género, edad, clase y etnici-
dad; del mismo modo que una perspectiva heterárquica en su gestión que 
abarque  de manera simultánea los diversos niveles territoriales del poder 
estatal. Asimismo, requiere de un proceso de formación de políticas que 
haga de los cuidados, de la protección social y de la economía solidaria un 
asunto público y de Estado.

Sabemos que en estas materias estamos frente a una omisión estatal (tam-
bién forma de política pública): en cuanto al régimen de cuidados, este ha 
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sido y sigue siendo familiarista con un enorme peso sobre las mujeres; y en 
lo que hace a las economías alternativas, las políticas no han pasado de fa-
cilitar el acceso a micro créditos, por la prioridad otorgada a las economías 
exportadoras y principalmente extractivas.  

En lo que sigue se hará referencia a un doble desafío que supone el des-
plazamiento de las políticas en esa otra perspectiva, como uno de los re-
quisitos de un cambio histórico, para luego hacer una breve referencia a los 
aportes del feminismo a favor de una economía solidaria, a las relaciones 
entre feminismo y economía solidaria mediadas por la solidaridad como 
bien común compartido, y fi nalmente a los desafíos para la armonización 
entre ambas economías por vía de las políticas públicas, como un camino 
posible hacia la búsqueda de la sostenibilidad de la vida.  

Con todo, debe antes señalarse que, en los últimos años, la interpelación 
a la economía solidaria desde el feminismo es algo que viene cobrando 
fuerza en refl exiones académicas y discursos políticos orientados precisa-
mente a encontrar alternativas a las crisis estructurales que hoy atraviesan 
el sistema capitalista a nivel mundial y, particularmente, la llamada crisis 
de reproducción social, fi ncada en las profundas brechas de desigualdad y 
exclusión social. 

Y, en esas refl exiones, la articulación entre universidad y actores del movi-
miento feminista y a favor de una economía solidaria resulta muy fecunda; 
permite espacios de producción colectiva de conocimientos, sistematiza-
ción de prácticas y avances de investigación a nivel nacional e internacio-
nal; contribuye a la construcción de un lenguaje común que favorece la 
acción colectiva en busca de alternativas de respuestas a problemas so-
cioeconómicos, culturales, políticos y ambientales inherentes, que afi an-
cen principios, valores y herramientas para mover la realidad. Es un arma 
poderosa para fortalecer y desencadenar las energías del cambio, producir 
nuevos conocimientos, sistematizar experiencias que nutran esas energías 
y abran espacios de debate y acciones colectivas con base en una agenda 
común orientada a otra economía, solidaria que enraíce los derechos eco-
nómicos y sociales de las mujeres.   

Las interpelaciones y  las mutuas infl uencias entre ambas economías, fue-
ron estimuladas por los importantes procesos de reformas constitucionales 
y de las políticas que viven países latinoamericanos, y particularmente Bo-
livia, en los últimos quince años, que –en los casos más radicales- impug-
nan al capitalismo mundial y empalman con la discusión sobre búsquedas 
de nuevos horizontes de cambio político. 

Una arista de interpelación e invocación a sus mutuas interdependencias 
gira en torno al reconocimiento de la pluralidad de principios que orga-
nizan y coordinan la economía, y la complejidad que agrega al análisis de 
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modelos de desarrollo y a la formación de políticas públicas en sus distin-
tos niveles territoriales. En ese desafío, la solidaridad y la equidad de gé-
nero –imperativo de la economía feminista- tienen un lugar fundamental 
en el debate sobre los nuevos horizontes de futuro y sus condiciones de 
posibilidad, de cara a modelos de desarrollo complejos y políticas públicas 
integrales.   

En un ámbito más regional, esta discusión ha ido ocupando su espacio 
mediante estudios de experiencias y de prácticas concretas que pongan 
atención a las cuestiones de equidad de género en experiencias de eco-
nomía solidaria, por cuanto la equidad es inherente al principio de soli-
daridad, a la vez que requisito de expansión y efi ciencia de esta economía. 

Por ello, establecer las convergencias teóricas, metodológicas y prácticas 
entre ambas economías, se ha vuelto un importante desafío refl exivo y 
político para protagonistas e impulsores de la economía solidaria -pro-
ductores/as, académicos, instituciones públicas estatales y no estatales, y 
políticos-. 

Es en el principio de solidaridad donde radica su gran fuerza y potencial 
ético para interpelar la normatividad y parámetros de la economía capita-
lista, fundados en la lógica del lucro privado y la acumulación sin fi n que 
hoy organizan la reproducción social; y para vislumbrar un nuevo horizon-
te de futuro fi ncado en una nueva normatividad y parámetros económicos 
defi nidos alrededor de la sostenibilidad de la vida. 

Hoy en día enfrentamos varios problemas límites que afectan al mun-
do bajo los parámetros predominantes del desarrollo capitalista: se trata 
sobre todo de límites en los niveles de desigualdad y exclusión sociales; 
en la extracción de recursos naturales y bajo condiciones depredadoras 
del ambiente; de la exacerbación del individualismo que pone en riesgo 
la sociabilidad y/o “entramados relacionales” solidarios necesarios para la 
reproducción de la vida, entre varios otros. De estos problemas no escapa 
nuestro país. En breve, se trata de lo que feministas y ambientalistas, prin-
cipalmente, llaman “crisis de reproducción” humana y natural. 

Por lo mismo, reposicionar la discusión sobre la normatividad de la econo-
mía, sobre su fi nalidad, sus bases analíticas y empíricas, y necesariamente 
sobre el vínculo de esa normatividad y de la economía misma con la polí-
tica, es hoy día un imperativo.  

¿Por qué el vínculo con la política?

Porque, más allá de ser indisoluble en cualquier circunstancia, hablamos 
ahora de una necesaria e inevitable transformación o cambio social que 
exige no solo bosquejar o prefi gurar –aun sea solo germinalmente- un 
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horizonte normativo sobre un futuro al que se aspira, sino herramientas 
teóricas y metodológicas y, sobre todo, disposiciones subjetivas para im-
pulsar su construcción mediante acciones y luchas colectivas organizadas 
que fl uyan de manera constante generando, defendiendo y ampliando ese 
horizonte. Ello demanda, sin duda, acuerdos que den forma a la acción y 
a la identidad. 

En efecto, como señala Servet (2010), “afi rmar la necesidad y la potenciali-
dad de alternativas supone captar al interior de la organización de las so-
ciedades las capacidades que éstas disponen para comprometerse en esta 
tarea”…. No debe olvidarse, sin embargo, que una “… alternativa debe 
situarse en una perspectiva de cambios que sean simultáneamente globa-
les y de largo plazo… ”  y requieren articular dos diferentes elementos: “… 
El primero es la dirección general del proyecto que fi ja los objetivos que se 
van a alcanzar y expresa el deseo de los cambios fuertes. El segundo es el 
compromiso necesario para la tendencia a concertar en conjunto hacia la 
dirección deseada...” (ibíd.) 

Con todo, si bien las disposiciones subjetivas son imprescindibles, sus hi-
pótesis parten de la posibilidad de (re)fundar los parámetros de la repro-
ducción social con base en los principios y la racionalidad que ofrecen las 
economías solidaria y feminista para innovar la producción, distribución, 
(inter)cambios, consumo y sus mediaciones fi nancieras. Ellas resultan 
insufi cientes, y más aún si son aisladas. Es necesaria tanto su expansión 
mediante acciones públicas concertadas para la formación de políticas pú-
blicas, como acciones más globales y persistentes orientadas a enfrentar 
las identidades e inequidades de género sustentadas en estructuras eco-
nómicas, políticas e institucionales que han naturalizado la división sexual 
del trabajo. Ello no solo es un proceso largo sino arduo, pleno de obstácu-
los que se despliegan en convivencia y/o en contradicción, en el seno de 
acciones políticas y de fuerzas estructurales socioeconómicas y culturales 
predominantes y regidas por principios y lógicas diferentes.          

El doble desafío del cambio histórico en Bolivia

Es decir, los desafíos para el cambio son múltiples, pero no empezamos 
de cero. No podemos afi rmar que la solidaridad rija los diferentes patro-
nes institucionales de regulación económica, o que la economía solidaria 
y la equidad de género están dadas. Pero existen importantes normativas 
y disposiciones legales, incluso constitucionales, a favor de la pluralidad 
económica y de los derechos de igualdad entre géneros, que incluyen la 
solidaridad como un principio en su argumentación; existen también fran-
jas de equidad en ciertos ámbitos de la situación de mujeres y hombres 
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que ya han sido conquistados, y también espacios de economías guiadas 
por principios y patrones institucionales diferentes a los de la economía 
capitalista privada y estatal conocidas y dominantes. 

En el caso boliviano, como de otros países, es persistente la plurali-
dad organizativa de las actividades de producción económica, histó-
rica y contingente, y ella se ha acentuado en las últimas tres décadas. 
Estudios recientes muestran –a nivel micro- cómo, además de la ex-
pansión evidente de las economías capitalista privada y estatal, las 
nombradas bajo la noción de economía popular o “economía plural”
en sentido restrictivo (que incluye unidades domésticas, familiares, coope-
rativas, comunitarias, asociativas, redes de unidades, redes económicas y 
otras) abarcaban -hacia el 2012- alrededor del 65 al 70 % de los ocupados. 
Asimismo, el 70% de las mujeres y 56 % de los varones incluidos en la 
población económicamente activa, auto-generaban su ocupación en uni-
dades familiares y de pequeña escala. 

Sin embargo, también se muestra que estas economías populares (que in-
cluyen una vasta heterogeneidad de formas organizativas) tienden tanto 
hacia la gestación de economías y mercados solidarios como hacia un aco-
plamiento al mercado capitalista nacional y global. Esta bifurcación pone 
en duda que las formas plurales de organización de la economía sean en 
sí y por sí mismas solidarias o alternativas; ellas requieren decisiones y 
acciones individuales y colectivas conscientes y deliberadas para su cons-
trucción, reglas comunes para su reproducción e intervenciones políticas 
para su estabilización. Y más aún para acoger los impulsos feministas de 
cara a reorganizar los términos de la reproducción social.

Es decir, la pluralidad económica y, sobre todo, sus formas organizativas 
familiares, comunitarias o asociativas pueden articularse de manera diná-
mica en convivencia y/o contradicción en el conjunto de la economía plu-
ral a nivel nacional o internacional, en donde predomina la lógica econó-
mica capitalista. Y, además, nada indica que hayan ya encontrado caminos 
de convergencia con la equidad de género.   

Igualmente, se constatan importantes avances de equidad de género en el 
plano normativo, político y empírico, estimulados por el ciclo político que 
vive Bolivia desde 2006. Pero, los análisis feministas siguen dando cuenta 
de relaciones jerárquicas, opresivas y discriminatorias por género en mu-
chos ámbitos de la sociedad (familias, comunidades, organizaciones so-
ciales y políticas, mercados de trabajo, etc.) y de las instituciones públicas, 
que se traducen en mecanismos discriminatorios en la distribución de re-
cursos y responsabilidades que, a su vez, derivan en asimetrías de poder y 
dominación, cuya expresión más cruel se advierte en crecientes hechos de 
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violencia contra las mujeres. La identifi cación de estas relaciones ha sido 
facilitada por los grandes avances de los estudios de las mujeres tanto en 
la teorización como en construcción de herramientas metodológicas para 
su análisis; los que han cristalizado en propuestas normativas y de políticas 
importantes (Ver Farah y Wanderley, 2015). 

Si bien las teorizaciones alrededor de ambas economías son muy impor-
tantes, es posible afi rmar que en el caso de la economía solidaria esos es-
fuerzos de teorización, de identifi cación de sus principios y valores tanto a 
nivel micro como macro (Wanderley, 2015), han tenido en nuestro país una 
menor cristalización en marcos legales específi cos y, más escasa aun, en 
políticas públicas. Asimismo, la construcción de herramientas metodológi-
cas para el análisis de sus alcances y características es todavía un proceso 
en ciernes (Wanderley, Sostres y Farah, 2015 y 2016).    

Con todo, ambos desarrollos teóricos se inscriben en la crítica de las teo-
rías dominantes sobre la economía, sobre la interpretación del mundo y la 
idea de existencia de un solo mundo, de una sola racionalidad de funcio-
namiento de la realidad. Ambas hacen parte de la discusión teórica sobre 
la naturaleza de los procesos económicos y de una realidad que es pluri-
versa; y, en términos concretos, moldean espacios de formas que represen-
tan alternativas viables al discurso y práctica de una economía o supuesto 
mundo único. Ellas dan forma –desde sus particulares lógicas normativas, 
políticas y relacionales- a la posibilidad de organizar la producción y re-
producción de la sociedad de una diferente manera.

En lo que sigue, abordamos la relación entre economía feminista (EF) y 
economía solidaria (ES) como cemento de “otra economía” ¿poscapitalis-
ta? o ¿postneoliberal? Bosquejamos su crítica a la teoría económica domi-
nante, exponemos sus horizontes normativos y su potencial para generar 
condiciones de transformación social, que empiecen desde las políticas, en 
un contexto complejo y de relaciones de poder. 

Aportes teóricos y normativos de la economía feminista 

El gran desarrollo y fuerza moral de la economía feminista se evidencia en 
los noventa, proponiendo nuevos marcos normativos para la economía, 
que desestructuren la dominación patriarcal y pongan freno al capitalismo. 
Esto fue posible por su profunda y sistemática crítica a la teoría y práctica 
de la economía neoclásica y a su limitado e interesado recorte del campo y 
fi nes de lo económico. Su crítica se ubicó en el sesgo patriarcal y utilitarista 
de esta teoría, desde donde cuestionó la circunscripción de la coordinación 
y regulación de los procesos económicos al mecanismo de los precios del 
mercado, y del Estado; recuperando la economía como estructura confor-
mada por cuatro esferas: producción, distribución, (inter)cambio y consu-
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mo, mediadas por el fi nanciamiento. Con ello amplió tanto los ámbitos insti-
tucionales como los principios de regulación de la economía hacia las familias 
y las comunidades, contribuyendo a la idea de pluralidad económica.  

Así, la economía es entendida como proceso social y político destinado 
a la producción y reproducción de la vida humana, social y material, al 
que concurren las cuatro instituciones antes mencionadas: estado, merca-
do, familias y comunidades, y cuyos patrones de comportamiento corres-
ponden a principios y racionalidades plurales: redistribución, intercambio, 
subsistencia y reciprocidad, respectivamente. 

Este marco normativo de la economía fue ampliado por el ecofeminismo 
hacia la noción de “sostenibilidad de la vida”, incluyendo además la repro-
ducción de la vida natural.

Este cambio normativo de la economía trajo consigo varias discusiones, 
entre ellas las relacionadas  con la economía del cuidado –emergente ya 
en los años 70 y aún no resuelta-, y la distinción entre las nociones de tra-
bajo doméstico y trabajo reproductivo. Considerando que el cuidado es un 
trabajo caracterizado por “la emoción y compromiso de cuidar de otra per-
sona y por la actividad misma de cuidarla” –lo que implica solidaridad80-; 
el trabajo de cuidado presenta particularidades en la relación productiva, 
pues trasciende las dicotomías inherentes a: trabajo remunerado-trabajo 
no remunerado, doméstico-público, mercantilizado-no mercantilizado, 
para ubicarse más propiamente en el plano de la reproducción social. 

Más allá de la idea de trabajo reproductivo —que complejiza en términos 
analíticos la calidad estructurante de la reproducción a diferencia de la no-
ción de trabajo doméstico— y su aporte al trabajo productivo, mediante la 
“reproducción de la fuerza de trabajo”; la reproducción en cuanto trabajo 
comprende actividades destinadas al cuidado de los/as miembros del ho-
gar y de la familia, no siempre circunscritas a la esfera doméstica. Igual-
mente, comprende aquellas tareas que se entienden como prerrequisitos 
del cuidado y referidas a la gestión y mantenimiento de la infraestructura 
del hogar, el trabajo doméstico y las actividades derivadas de la atención y 
cuidado mismo. Si bien, ellas deben entenderse en cada contexto histórico 
social, en los nuestros –dada la pluralidad económica mencionada- se ob-
serva más un continuum entre trabajo reproductivo y productivo que una 
relación binaria o excluyente. 

80 Entendida esta como las interdependencias personales en el marco de la preocupa-
ción por el/a otro/a.
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La noción de economía de cuidado se usa en la región, en los años 90, 
con una connotación referida a la forma en que los trabajos de cuidado, 
invisibilizados y no contabilizados, estructuran los sistemas económicos, y 
más precisamente, del capitalismo (Federici, 2015). Aunque existe debate 
al respecto, los cuidados serían relaciones estructurales y estructurantes de 
cualquier sistema económico y de un amplio espectro de relaciones socia-
les mediadas por el trabajo, la provisión y recepción de cuidados. 

Con todo, la economía feminista relievó el papel económico de los hogares 
y familias en la reproducción, como institución de producción directa de 
bienes y servicios no mercantiles, de distribución y consumo, de provisión 
de cuidados, sin los cuales no es imaginable la reproducción de la econo-
mía y la reproducción social. 

Pero, al mismo tiempo, identifi có a los hogares como espacios de (re)pro-
ducción de relaciones de poder, de confl icto y/o cooperación, confi guradas 
con base en el sexo, la edad y la clase social que a su vez estructuran la divi-
sión sexual del trabajo (DST) y, con ella, identidades jerárquicas de género 
que asignan a las mujeres las responsabilidades de los trabajos domésticos, 
de cuidado y reproducción al interior de las familias. Identifi có los efec-
tos discriminatorios de ello para las mujeres dentro y fuera del hogar, con 
la institucionalización del patriarcado y la naturalización de esos trabajos 
como responsabilidad femenina; identifi có sus repercusiones en mecanis-
mos de asignación desigual de trabajo, recursos y responsabilidades entre 
mujeres y varones en las diferentes esferas de la vida social, económica y 
política, que incluyen a comunidades y asociaciones económicas. Todo lo 
cual inhibe la participación y ejercicio pleno de derechos de las mujeres en 
los diferentes ámbitos de la sociedad.  

Además de la crítica a la visión restringida al circuito meramente mer-
cantil y de la economía dominante, la economía feminista también 
criticó el concepto de mercado único, libre y autorregulado que niega 
las otras formas de mercados y la importancia de marcos normativos, 
subjetivos, emociones, roles sociales, hábitos, costumbres, prácticas de 
poder, reglas escritas y no escritas en las relaciones económicas y que 
estructuran las interacciones sociales, las oportunidades de inserción, 
trayectorias laborales e ingresos de hombres y mujeres en los merca-
dos concretos, y que generan discriminación. Esta crítica erosiona el 
supuesto de racionalidad instrumental o económica como único com-
portamiento que asegura el funcionamiento de la economía, negando 
objetivos, intereses o aspiraciones sociales, políticas y/o culturales de 
otra naturaleza.  
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Muy central ha sido la ampliación del concepto de trabajo al incluir las 
actividades -remuneradas o no- que requieren esfuerzo físico, emocional 
y psicológico, y tiempo para producir los bienes y servicios que sostienen 
la vida. Igualmente central es el redimensionamiento de la reproducción 
social (y de los cuidados) al trascender el esfuerzo laboral y conectarse con 
la solidaridad (inherente a las emociones y compromisos que envuelven la 
protección y los cuidados). La extensión de la solidaridad permite estre-
char el vínculo entre economía y política a favor de una mayor correspon-
sabilidad estatal y privada en prestaciones públicas de protección social y 
cuidados, como condición para desnaturalizar la DST y desestructurar una 
de las condiciones centrales de opresión de las mujeres. 

Esto no desprovee a las familias de su trabajo de protección y cuidados. 
Más allá de decisiones y acciones políticas sobre la desmercantilización o 
desfamilización de la reproducción vía políticas sociales y derechos -don-
de el Estado se posiciona centralmente para enfrentar las desigualdades 
mediante la profundización del principio de redistribución- las familias y 
comunidades no dejan de ser parte de la economía en el continuum pro-
ducción – reproducción. 

Siendo fundamental la desnaturalización de la DST para generar con-
diciones de posibilidad que desestructuren las desventajas y dinámicas 
complejas de poder y de relaciones jerárquicas entre hombres y mu-
jeres; es necesario, no obstante, problematizar la división sexual del 
trabajo y convertirla en un instrumento de análisis de cara a la cuestión 
del cambio social y cultural. En esa perspectiva, se debe también pro-
blematizar la falta de políticas públicas de protección o reproducción 
social y de cuidados que remonten su actual fundamentación sexista 
y familista, y fomenten los cimientos de otra economía ampliando la 
solidaridad a nivel global. 

La actual DST genera en las mujeres la necesidad de conciliar sus tra-
bajos: reproductivo, doméstico no remunerado y productivo generador 
de ingresos; lo que, en contextos de carencia de políticas sociales de 
cuidado –como el nuestro-, conduce a las mujeres a incrementar su 
participación en emprendimientos autogenerados y en condiciones de 
precariedad. 

Con esa conexión, pasamos a la discusión sobre economía solidaria a 
nivel micro, y a la pregunta acerca de qué posibilidad tienen los mo-
vimientos y prácticas de economía solidaria de jugar un papel político 
en la desnaturalización de la DST e incorporar la equidad de género. 
Qué vías de politización de la división sexual del trabajo pueden evitar 
que las estrategias de las mujeres para conciliar sus trabajos (incluidos 
aquellos en emprendimientos solidarios) no reproduzcan su naturali-
zación. Esa es la pregunta. 
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Horizontes normativos de la economía solidaria 

A diferencia del feminismo, el movimiento académico, teórico y político 
por la economía solidaria es más reciente, a pesar de importantes desa-
rrollos teóricos desde vertientes disciplinarias económicas, sociológicas 
y antropológicas sobre la pluralidad de la economía. Podría decirse que 
no ha logrado aún ofrecer equivalentes avances teóricos y, menos aún, la 
construcción de herramientas metodológicas de análisis de la naturaleza 
solidaria o no de los importantes espacios de emprendimientos económi-
cos plurales considerados alternativos. Es cierto que ello está en proceso, 
que también se cuenta con importantes avances sobre construcción de 
asociatividad, de relaciones de confi anza, de modelos paradigmáticos de 
organización cooperativa/ asociativa/comunitaria con resultados econó-
micos y sociales exitosos, de espacios ganados por mercados alternativos 
generados a partir del impulso del llamado comercio justo, etc. Es cierto 
también que el espacio de experiencias concretas solidarias es amplio y 
creciente, pero –con excepciones- está a la espera de teorización, sistema-
tización y generación de herramientas para su fortalecimiento y expansión.  

En materia de teorización, la noción de economía solidaria es objeto de 
amplios debates que rematan en variantes conceptuales más o menos am-
biciosas (maximalistas y minimalistas); pero su punto de partida común 
–que coincide con el de la economía feminista– es la crítica a la separación 
de la economía de sus soportes sociales, políticos e institucionales. En tér-
minos normativos, se orienta a la reproducción de la vida priorizando el 
trabajo y el principio de solidaridad entendido como interdependencias 
nacidas de la preocupación por el otro; tiene, pues, similitud con el con-
cepto del cuidado y de bien común. 

Este principio de solidaridad se entiende en niveles diferentes (macro y 
micro, sistémico o de proximidad) y, como postulan algunos autores, no 
escapa a las sociedades modernas capitalistas que presentan a la vez un 
mecanismo de mercado orientado a la ganancia y acumulación incesante y 
privada -contrarrestado por mecanismos de redistribución principalmente 
estatales- y un movimiento de resistencia a la exclusión de otros principios 
y patrones institucionales de organización de los procesos económicos 
(Ver Wanderley, 2015). Dado que en nuestros países esos mecanismos de 
redistribución no han sido amplios, encontramos experiencias históricas 
de formas económicas cooperativas, asociativas y comunitarias extendidas 
que –junto con la expansión de la economía informal y popular durante 
los ajustes neoliberales de los años 80 y 90- constituyen los espacios de 
prácticas potenciales de economía solidaria en su nivel micro. 

En la experiencia latinoamericana, por tanto, las refl exiones sobre econo-
mías alternativas surgen en los años setenta y ochenta incentivadas por los 
llamados fenómenos de marginalidad e informalidad, pequeñez del em-
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pleo asalariado, precarización del trabajo; por el retroceso de los derechos 
sociales y la pérdida de mecanismos de protección social bajo el contexto 
de los ajustes. Esos fenómenos vinieron con la expansión de iniciativas 
autónomas de generación de ingresos bajo formas cooperativas, familiares 
y asociativas, así como con la emergencia de organizaciones no guberna-
mentales (ONG) promotoras de servicios de apoyo a sectores desprotegi-
dos, en situación de exclusión o de pobreza. 

Estas iniciativas autogeneradas individuales y colectivas y las ONG se 
fueron fortaleciendo, lo mismo que la presencia pública de políticos y 
académicos críticos al modelo económico hegemónico, y de líderes de or-
ganizaciones sociales y políticas que apoyaban esas iniciativas de produc-
ción económica. Por su magnitud, dinámica y persistencia más allá de la 
coyuntura de los ajustes estructurales, estas prácticas fueron vistas como 
“otra economía”; y las refl exiones a su alrededor fueron mostrando sus ca-
racterísticas como germen de un nuevo proyecto político de organización 
económica alternativa a la capitalista. Al mismo tiempo, se iba proyectando 
un nuevo marco analítico de la economía: el de la economía solidaria, que 
trasciende al de informalidad y/o de estrategias de subsistencia. 

Luis Razeto acuña el concepto de economía popular solidaria en los años 
ochenta, para referirse a organizaciones autónomas de trabajo, asociativas 
y comunitarias, a cooperativas de trabajadores, o a iniciativas que buscan 
benefi cios comunes o para terceros. Según Razeto (1997), la privación 
propicia la asociación, complementación y cooperación entre personas de 
escasos recursos, y genera vínculos de solidaridad que pueden tener una 
energía transformadora. Esta solidaridad, que sintetiza en su llamado Fac-
tor C81, sería el elemento constitutivo de todas las esferas de la vida social 
y que actúa en las diversas fases del ciclo económico.  

Para este autor, se trata de “poner más solidaridad en los emprendimien-
tos, en el estado y sus políticas públicas”, en las instituciones familiares y 
otras, en las empresas, en las instituciones de apoyo, universidades, etc. 
distinguiendo dos niveles: 

a. La solidarización progresiva y creciente de las diferentes institu-
ciones y sus patrones de funcionamiento económico, y 

b. El desarrollo progresivo de formas de economía que sean solida-
rias propiamente (Razeto, 1997).

Coraggio, por su parte, propuso el concepto de economía del trabajo, cuya 
lógica sería la reproducción de la vida opuesta a la economía del capital y 
su lógica de la acumulación privada. Sus rasgos distintivos serían: no se-

81 Esa solidaridad estaría presente en lo que Razeto defi nió como Factor C: compañeris-
mo, cooperación, comunidad, compartir, comunión, colectividad, carisma, colaboración
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paración entre trabajo y propiedad, libre asociación, autogestión y trabajo 
cooperativo, predominio del trabajo entre los componentes de la produc-
ción, relaciones interpersonales, subordinación del valor de cambio al va-
lor de uso, efi ciencia distinta a la valoración productivista. Esta economía 
se basaría mayormente en unidades familiares integradas en diferentes ni-
veles (micro y meso) a la economía global, en la pluralidad de principios de 
coordinación de la misma, principalmente por la vía de los mercados. Una 
preocupación central de Coraggio es la exploración de las potencialidades 
de esta economía del trabajo, en sus distintos niveles de agregación y arti-
culación, para –mediante la acción política– promover una transformación 
gradual hacia una vida económica no capitalista (Coraggio, 2013).

Otros autores, como Singer y Gaiger, piensan la economía solidaria como 
proceso o como proyecto político en construcción, considerando la expe-
riencia del movimiento social y político a favor de la misma en su país 
(Brasil), cuyo horizonte apunta a la calidad de vida de sus trabajadores y 
a un desempeño acorde a objetivos éticos (cooperación en la producción, 
participación y democracia en la gestión, prácticas solidarias de comercia-
lización, y compromiso social y político). Ambas dimensiones serían su 
razón de ser a la vez que expresarían un específi co o alternativo criterio de 
efi ciencia. 

En coincidencia con otros autores, identifi can como requisitos de lo solida-
rio: ser una asociación u organización colectiva donde los socios son traba-
jadores; desarrollar actividades económicas, socio-ambientales y culturales 
como razón de existencia; ser una organización auto-gestionada donde los 
socios administran las actividades económicas y deciden colectivamente 
cómo distribuir los benefi cios en forma transparente y democrática; go-
bernar en base al voto individual de cada socio; ser una organización per-
manente con actividades defi nidas y sostenibles económicamente (Gaiger, 
Ferrarini y Veronese, 2015; cit. en Wanderley, 2015). 

En el caso boliviano, la refl exión sobre la noción específi ca de economía 
solidaria es más germinal, viene con los cambios políticos inaugurados en 
2006 y tiene referentes anclados en la sociedad y el estado. Los prota-
gonistas que han auto-defi nido sus prácticas como solidarias, tienden a 
identifi carla con una de las cuatro formas reconocidas e incluidas en el 
concepto de economía plural aprobado en la CPE de 200982: la de “econo-
mía comunitaria”. Así, defi nen la economía solidaria como: una práctica 
económica eminentemente comunitaria y de reciprocidad, donde  “…  las 
personas son el centro y objetivo principal de los esfuerzos … para me-
jorar su calidad de vida …, fortaleciendo sus capacidades …”  También 
la defi nen como “… alternativa al modelo económico imperante, … que 

82 La economía plural estaría constituida por cuatro formas: comunitaria, social coo-
perativa, estatal y privada.
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fomenta un desarrollo humano sostenible y participativo; y que … tiene 
raíces profundas en los pueblos originarios de Bolivia, quienes han desa-
rrollado los principios de la vida comunitaria y de la Economía Solidaria 
como la solidaridad, la reciprocidad y la equidad en busca de ´el Vivir Bien 
y en armonía´ o ´Suma Qamaña´ involucrando este concepto a las relacio-
nes entre las personas, como parte de la comunidad, con interculturalidad, 
en armonía con la naturaleza a través del tiempo…” (Farah, Wanderley y 
Sostres, 2015)

En sus distintas variantes, estas conceptualizaciones ponen de manifi es-
to tres dimensiones a considerar en su proceso de construcción a nivel 
microsocial: económica, política y social. En cuanto a lo económico, su 
normatividad alude una actividad continua y con viabilidad económica, 
patrimonio común, gestión cooperativa, trabajo realizado por las y los so-
cios. En lo político se le atribuye un rol democratizador al promover una 
administración participativa, con igual poder de decisión de cada socio, 
con autonomía organizativa, e implicación en las decisiones. Y en lo social, 
se hace referencia a un compromiso social con la equidad en la distribu-
ción de resultados, relaciones horizontales con otros, movilización por su 
fortalecimiento orgánico y por causas sociales orientadas al cambio. 

En suma, la economía solidaria sería un espacio público de proximidad 
donde se debaten, evalúan y se negocian temas de vida cercana, las nece-
sidades, las formas de resolverlas y las vías para fortalecer su normatividad 
y prácticas enmarcadas en reglas acordadas colectivamente. 

En los hechos, ya sabemos que estas economías pueden orientarse por la 
solidaridad o también por las normas del mercado capitalista nacional y 
global. Serán solidarias en la medida que se inserten en el llamado ético y 
cultural a la fraternidad humana, a la preocupación por el otro, a la dispo-
sición para el trabajo colectivo, la ayuda mutua para enfrentar problemas 
compartidos, hacer frente a las injusticias, la marginación, generar acción 
colectiva y presión en demanda de derechos, etc. (Razeto, 1997)

Solidaridad, equidad y políticas públicas en Bolivia

Partimos de la convicción que la situación desventajosa de las mujeres en 
los diferentes espacios de la economía, se debe –en su raíz- a la inamovili-
dad de la responsabilidad exclusiva de las mujeres por el trabajo doméstico 
y, particularmente por los trabajos de cuidados; desventajas que se acen-
túan en mujeres de los sectores populares de bajos ingresos, que son las 
que de manera preponderante participan en iniciativas económicas auto-
generadas. Ellas tienen que ver con la escasa democratización de las rela-
ciones dentro del hogar, reforzadas –en gran medida- por la debilidad de 
la corresponsabilidad estatal en la reproducción social mediante políticas 
redistributivas destinadas a la protección social del trabajo y a los cuidados 
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de la población. En breve, tienen que ver con la debilidad de la solidaridad 
a nivel micro (familias) y sobre todo a nivel macro (estado).         

La falta de solidaridad a nivel macro en la protección social de corto y 
largo plazo ha abierto un espacio laboral al mercado basado en el trabajo 
doméstico y de cuidado remunerado que acentúa las desigualdades. Pero, 
sobre sobre se da en momentos en que se está acrecentando y acelerando 
la inserción laboral de las mujeres en los mercados sin que se haya produ-
cido un cambio signifi cativo en la división del trabajo en las familias, o en 
una liberación de tiempo de las mujeres apoyado por políticas y servicios 
públicos de protección social, ni siquiera los destinados al cuidado de la 
infancia y de las personas adultas mayores, menos aún para las mujeres 
jóvenes y adultas trabajadoras. 

La absoluta insufi ciencia de las políticas de protección social habla de una 
virtual ausencia de solidaridad sistémica o a nivel macro que pueda cristalizar 
en la vigencia de derechos constituidos, lo que hace que la carga de trabajo 
de reproducción social tenga para las mujeres altos costos sociales y huma-
nos. No solo repercute en su empobrecimiento relativo y en la reiteración de 
su desigualdad a causa de la forma de inserción laboral y sus efectos en su 
educación, participación política y en otros espacios sociales, dadas las difi -
cultades de conciliar sus diferentes trabajos. También redunda en mantenerse 
en actividades conocidas, artesanales, domésticas, comerciales y de servicios 
que retribuyen, por lo general, más bajos ingresos y restringen sus opciones de 
ejercicio de cargos jerárquicos. Y, mientras más persistan en estos trabajos, más 
lentos serán los cambios culturales en torno a la división sexual del trabajo, y 
mayor la persistencia de prejuicios o estereotipos sobre su supuesta menor 
productividad, perfi l social, psicológico o físico, que generan discriminaciones 
y desventajas en su contratación. 

Por otro lado, el imaginario social prevaleciente sobre la obligación do-
méstica de las mujeres se verifi ca en la tendencia a su contratación bajo 
la modalidad eventual, a plazo fi jo, por tiempo parcial, o contratación de 
trabajo a domicilio. Por ello, lo característico es la tendencia creciente de las 
mujeres a ocuparse en actividades económicas autogeneradas, de pequeña 
y mediana escala; además de la tendencia a diversifi car el riesgo y conciliar 
sus tiempos de trabajo, sobre todo en familias pobres.  

Las desventajas de estas necesidades se acumulan en el tiempo por la so-
brecarga de trabajo que impide su desarrollo laboral, social y político. Es-
tudios muy recientes (Wanderley, F. 2013; Hillenkamp y Wanderley, 2015; 
Jiménez, 2015) muestran que la razón más importante por la que las mu-
jeres se ocupan en actividades autogeneradas es la necesidad de conciliar 
sus diversos trabajos y no necesariamente la falta de oportunidades de 
empleo; esto es más común para las trabajadoras con hijas e hijos peque-
ños y adolescentes ante la falta de servicios públicos. 
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En general, la mayoría de niños menores de cinco años son cuidados por 
las familias, lo que da cuenta de la extensión que alcanza el trabajo domés-
tico y de cuidados en la generación de bienes y servicios para consumo y 
reproducción familiar. Este trabajo reproduce desigualdades y desventajas 
relativas de las mujeres, que se reiteran entre e inter generaciones de mu-
jeres: cuando ellas salen a trabajar son las hijas, tías, hermanas o abuelas 
las que se hacen cargo  cuando es posible contar con estas redes de paren-
tesco o de proximidad. 

Pero, existen diferentes estrategias de conciliación según clases y estratos 
socioeconómicos, pues las familias de estratos altos “compran” servicios de 
cuidado en el mercado (trabajadora asalariada del hogar o servicio extraes-
colar), mientras la mayoría de familias de bajos ingresos no tienen esa al-
ternativa. Ello solo conduce a la reproducción de las desigualdades; dejan-
do en claro que las conciliaciones posibles entre los diferentes trabajos no 
constituyen una estrategia adecuada. Esta debe buscarse en la solidaridad; 
en la corresponsabilidad pública y social por la reproducción social, que 
incluye el cuidado. Solo políticas sociales universales (prestaciones de ser-
vicios sociales y seguridad de largo plazo) permiten trascender la trampa 
de la conciliación y expandir el principio de solidaridad. 

La debilidad de la solidaridad sistémica en torno a la reproducción social 
en Bolivia es responsable por la gran proporción de diversas formas de 
trabajo precario y de “subempleo” que se vuelven “alternativas” de las mu-
jeres bolivianas para conciliar sus trabajos. Enfrentarlas requiere remontar 
la trampa de la conciliación, en lo inmediato por la vía de políticas estatales 
solidarias y redistributivas que asuman su cuota en la reproducción social 
mediante prestaciones se servicios públicos. 

Desafío nada fácil cuando los cuidados y la protección social han estado a 
cargo del tejido familiar desde mucho antes de la conquista del poder es-
tatal; y cuando, bajo las prescripciones culturales dominantes83, fueron las 
mujeres quieres asumieron esas tareas, quedando inhibidas de participar 
en diferentes ámbitos de la vida social, y sometidas a opresiones ofensivas 
a su dignidad. Pero también, cuando la modernización capitalista del país y 
la emergencia de la “sociedad salarial”, que avanzó en la socialización de la 
protección social, solo logró su estatus de derechos mediante prestaciones 
de servicios sociales estatales, alcanzando un pequeño espacio de la socie-
dad y, en simultáneo, mediante la apertura de un restringido mercado de 
los cuidados. Es decir, cuando la protección y los cuidados son apenas un 
espacio muy parcial. 

83 Originadas primordialmente en la división sexual del trabajo que asigna a las mu-
jeres las responsabilidades del trabajo en los hogares, elemento estructural sobre el 
que se enraíza la desigualdad y exclusión de las mujeres.
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Considerando que, en países donde se ha producido una gran expansión 
de la responsabilidad pública por la reproducción, las familias no dejan de 
tener una función primordial en la reproducción, será solo la equilibrada 
distribución de las responsabilidades de protección entre las distintas ins-
tituciones y el reparto democrático de las tareas al interior de los hogares, 
lo que pueda contribuir a resolver las inequidades que afectan a las mu-
jeres.  

En Bolivia, el alcance de los sistemas de protección social es restringido; 
esta ha quedado en gran medida a cargo de las familias, redes de proximi-
dad y/o comunitarias, en circunstancias en que la demanda de cuidados 
es muy elevada por la dinámica demográfi ca, las transformaciones de las 
familias, la creciente inserción laboral para generar ingresos, y la hetero-
geneidad de su estructura socioeconómica. Hacia el año 2010, la oferta de 
servicios de cuidado infantil solo alcanzaba al 4 % de la infancia, y –dado 
el enorme défi cit- la carga de unidades de cuidados para cada mujer entre 
18-64 años era de 4,25 personas en promedio, y para el ámbito rural: 5,6 
personas (Jiménez, 2010). Esta carga tiene consecuencias en la disposición 
de tiempo para otros trabajos u otras actividades, con diferencias según 
espacio y tiempo que alertan que si no se toman medidas para resolver la 
ausencia de servicios sociales de cuidado y los arreglos asimétricos entre 
hombres y mujeres, las mujeres no solo seguirán cargando con el enorme 
peso de la reproducción y con sus desventajas laborales, políticas, educa-
tivas y otras, sino con el afi anzamiento de las orientaciones identitarias 
fundadas en la maternidad, con las   consecuencias ya mencionadas. 

Relaciones entre economía solidaria y economía feminista

Al margen de los diferentes conceptos sobre economía solidaria, la soli-
daridad no puede ignorar el desafío de la equidad de género, menos aun 
cuando las mujeres –como fue dicho-  participan mayoritariamente en 
las actividades económicas autogeneradas compulsadas por la distribu-
ción de sus jornadas de trabajo entre tareas domésticas, de reproducción 
social y de generación de ingresos. Como afi rman varias investigadoras, 
esta simultaneidad o sucesión de jornadas, incrementa la tendencia a la 
autogeneración de alternativas compatibles ante la falta o insufi ciencia de 
políticas de protección y cuidados, y la persistencia de una naturalizada 
división sexual del trabajo, razón común que hace que los  cuidados sean 
provistos mayormente por las familias con efectos en la reproducción de 
las desigualdades y desventajas. 

Por ello, las estrategias de conciliación no constituyen en realidad una es-
trategia adecuada. Esta debe buscarse en la corresponsabilidad pública o 
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“solidaridad sistémica” por la vía de políticas universales que trasciendan 
la trampa de la conciliación.

¿De qué modo pueden las economías auto-generadas y asociativas evitar 
la trampa de la conciliación? 

Ya fue señalado que la economía solidaria es, por ahora, solo un ámbi-
to de una economía plural guiada predominantemente por la lógica del 
mercado capitalista que convive y hasta se benefi cia de las otras  lógicas 
de coordinación económica (reciprocidad, redistribución y administración 
doméstica). Al contrario, aunque la economía solidaria despliega una lógi-
ca alternativa al patrón capitalista dominante, ella requiere esfuerzos cons-
tantes para su estabilización que provienen del desempeño de los otros 
principios e instituciones económicas (Coraggio, 2013); y esto plantea de-
safíos en cuanto a su capacidad de infl uencia en la solidarización de estos 
otros espacios.  

Dicho lo anterior, el desafío de la economía solidaria para aportar a la equi-
dad de género no es un desafío fácil; aunque existen varias afi nidades en-
tre la economía solidaria y la economía feminista.

Algunas de ellas se sitúan en plano normativo. Ambas economías conver-
gen en su crítica a los supuestos de la economía dominante. Igualmente 
coinciden en  su fi nalidad: la sostenibilidad de la vida y, por tanto, en la 
importancia que ambas otorgan a la reproducción, y en la legitimación o 
arraigo en las instituciones familiares y la importancia económica de la ad-
ministración doméstica. Por otro lado, comparten también el principio de 
equidad como fundamento de las luchas tanto del movimiento feminista 
como de los movimientos de economía solidaria. Es decir, en cuanto a sus 
marcos normativos, hay enlaces fundamentales.

En cuanto a su dimensión empírica, las afi nidades se pueden encontrar 
en su base organizativa predominante: la economía solidaria descansa de 
manera primordial en la unidad doméstica o en la asociación de varias de 
ellas, como ocurre también con la economía de los cuidados y las dimen-
siones de las emociones y compromisos alrededor de la reproducción. Esto 
signifi ca además que una base fundamental de ambas economías reside en 
el trabajo familiar, individual y colectivo.  

A pesar de estas afi nidades, ambas economías comparten también los de-
safíos para abordar las tensiones y relaciones de poder y subordinación 
que existen al interior de las familias, en las comunidades y en las asocia-
ciones que componen el espacio de la economía solidaria. 

Sin embargo, la economía solidaria no ha refl exionado ni resuelto las asi-
metrías o falta de reciprocidad en las relaciones entre asociados y asocia-
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das; tampoco la economía feminista ha realizado sufi cientes análisis sobre 
las relaciones entre hombres y mujeres en emprendimientos asociativos 
y/o solidarios. La economía solidaria se ha circunscrito  a plantear y ana-
lizar relaciones entre asociados en las unidades productivas sin reparar 
en las relaciones de poder o asimetrías de género. Este es aún su desafío, 
en cuyo proceso una y otra economías pueden encontrar puentes que les 
enriquezcan para avanzar en la superación del orden patriarcal. 

Las escasas aproximaciones en esa perspectiva, muestran que la relación 
entre economía del cuidado con la economía solidaria no es automática, si 
bien existen elementos propicios para armonizarse. 

Por un lado, el carácter autogestionario de las iniciativas económicas favo-
rece la construcción de la autonomía de las mujeres; la forma autogestio-
naria brinda a las mujeres mayor fl exibilidad para combinar sus tiempos, 
para controlar y dirigir sus vidas. Por otro, su base asociativa, además, abre 
oportunidad a la acción colectiva en demanda de derechos de ciudada-
nía, de un marco institucional más favorable, entre otras.(Wanderley y Hi-
llenkamp, 2015)

Algunos estudios muestran, además, que estas organizaciones represen-
tan una oportunidad para mejorar sus condiciones, asegurar una gestión y 
administración horizontal y transparente; y que ello ofrece ventajas para: 
(i) conciliar sus trabajos, (ii) ofertar cantidad y calidad de ciertos productos 
con mejores precios, (iii) espacio de convivencia, apoyo mutuo, ruptura de 
soledad y aislamiento en el hogar, (iv) mayor continuidad de relaciones de 
trabajo y de formas de vida que valoran, (v) control del proceso y acuerdos 
mutuos de respeto, de distribución de responsabilidades e ingresos, (vi) 
aprendizajes en diferentes áreas (técnicas, mercadeo, derechos, etc.), fl exi-
bilidad de horarios, continuidad en relaciones de trabajo y formas de vida 
conocidas y valoradas. Asimismo, para desarrollar una mejor interacción 
con su entorno y con otras asociaciones y redes institucionales de apoyo 
externas. Del mismo modo, ofrece ventajas para el desarrollo de destrezas 
y habilidades que mejoran su lenguaje y su habla en público, para organi-
zar de manera fl exible los horarios de trabajo, para llevar a las niñas y niños 
al taller; en breve para combinar la vida laboral con la familiar, y hasta brin-
dar la posibilidad de proveer de guardería en o cerca del taller de trabajo, 
generando trabajo de cuidado para otras/os. (Wanderley, 2015). 

Con todo, además de asegurar acceso a recursos materiales y no materia-
les, también presenta limitaciones que suponen desafíos a resolver. En-
tre ellos: (i) la necesidad de conciliación se traduce en la transferencia del 
trabajo a la casa y esto, a la vez, signifi ca terminar trabajando sola; (ii) la 
ausencia de protección social y de cuidado a nivel global, a la postre de-
bilita los benefi cios de la asociatividad en muchos sentidos, y no genera 
condiciones para cambios subjetivos y culturales sobre la división sexual 



EXPERIENCIAS Y DEBATES DESDE PAÍSES ANDINOS Y PAÍS VASCO 245

del trabajo que, bajo este esquema, se mantiene sin alteraciones; con ello, 
(iii) la identidad de “ama de casa” queda fuertemente enraizada incluso en 
mujeres productoras que son proveedoras principales de sus familias; y 
esto contribuye a que, (iv) no se adviertan cambios en la participación de 
las mujeres en cargos signifi cativos en las organizaciones matrices ni en la 
inclusión de sus demandas; (v) que sean muy escasas las mujeres socias 
que cuentan con recursos estables. 

En general, las situaciones de inseguridad (enfermedad, muerte, desocu-
pación o suspensión de ingresos y otras necesidades de protección, etc.) 
son las constantes y las que obligan a diversifi car las actividades, a acudir 
a redes familiares o de vecindad para provisiones diversas, incluido el cui-
dado de los niños menores de seis años. 

Estas limitaciones marcan los desafíos para una agenda futura que puede 
vincularse con desafíos en torno a la desnaturalización de la división del 
trabajo por cuanto –como se ha evidenciado antes- las iniciativas autoge-
neradas y aquellas llamadas solidarias, tienen problemas e incapacidades 
para resolver por sí mismas las cuestiones vinculadas con la protección 
social y los cuidados.

Potenciar la solidaridad de cara a la desnaturalización de la división sexual 
del trabajo, podría lograrse mediante dos niveles de acciones posibles: (i) 
por la vía de des-familiarización del cuidado mediante políticas públicas 
de reproducción social vinculadas con las políticas sociales (nivel macro y 
meso), y (ii) mediante el fortalecimiento de la solidaridad en las estructuras 
familiares y económicas asociativas (nivel micro), con vistas a horizontes 
alternativos.   

A un nivel macro, la desnaturalización pasa por la formación de políticas 
públicas que se orienten a la promoción del derecho al cuidado en tres 
categorías: derecho a recibir cuidados, el derecho de las mujeres al trabajo 
y el derecho de los y las trabajadoras en el cuidado84, como derecho so-
cioeconómico fundamental de las mujeres, de la infancia y de toda persona 
que requiere protección y cuidados. En este nivel, el derecho al cuidado en 
sentido amplio exige la corresponsabilidad del Estado para proveer pres-
taciones de servicios públicos que –al proveerse mediante el principio de 
redistribución- ahonda la solidaridad y también la cohesión social. La ga-
rantía de este derecho, a su vez, conecta la economía solidaria con la eco-
nomía feminista, a través de la apertura de un campo de trabajos de cuida-
do de la vida; expande el principio de solidaridad hacia la organización de 
prácticas y servicios públicos de cuidados como bien relacional que amplía 
las interacciones personales y, con ellas, las posibilidades de expresión de 
emociones y compromisos alrededor de la reproducción social. 

84  Ver Farah, Wanderley, Salazar y Sostres, 2012. 
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Pero, al mismo, esa corresponsabilidad permite aliviar la carga de los tra-
bajos de cuidados no remunerados y complementar o sustituir el trabajo 
asalariado del hogar que, como vimos, tiene efectos en la reproducción 
de las desigualdades. También permite abonar al ejercicio de los derechos 
sociales de mujeres cada vez más numerosas en las economías autónomas 
y/o asociativas en un contexto donde los servicios de protección públi-
cos, privados u otros, son escasos; y donde se experimenta una acelerada 
expansión de la inserción femenina en emprendimientos económicos, en 
espacios políticos y educativos, y se evidencia una importante transforma-
ción de las familias incentivada también por amplios procesos migratorios 
(Ver Farah, Wanderley, Salazar y Sostres, 2012).

A nivel micro, ya mencionamos que las mujeres son protagonistas ma-
yoritarias de los emprendimientos asociativos solidarios y que estos les 
posibilitan mayor autonomía precisamente por su forma organizativa y sus 
efectos en la fl exibilidad de horarios, las posibilidades de combinar sus 
distintas jornadas de trabajo, controlar o dirigir su vida, etc. etc. Asimismo, 
desde su constitución, los emprendimientos solidarios unifi can el tiempo 
- espacio de la producción-reproducción y rompen con la división públi-
co-privado. Todo ello, no obstante, no evita por sí mismo que la concilia-
ción de los diferentes trabajos deje de ser un mecanismo que reproduzca 
la naturalización de la división sexual del trabajo. 

La desnaturalización de la división sexual del trabajo por parte de empren-
dimientos económicos solidarios no es automática; la ausencia generaliza-
da de servicios de protección social y cuidados para los y las trabajadoras 
en los mismos, pone en evidencia muchas difi cultades; pero, sobre todo, 
que se requiere de mecanismos de solidaridad a nivel macro, como condi-
ción para fortalecer tanto la solidaridad que se construye en la experiencias 
de las iniciativas micro de asociatividad emprendedora,  como las condi-
ciones ventajosas que esta trae para potenciar la autonomía de las mujeres 
y el ejercicio de todos los otros derechos.  

Esto supone avanzar en la discusión alrededor de los marcos normativos 
de la economía. La cristalización del horizonte de sostenibilidad de la vida 
como norte ético de la economía y de la equidad de género, como se ha 
visto, tiene como condición de posibilidad el fortalecimiento del principio 
de la solidaridad en la formación de políticas públicas, de manera primor-
dial.  
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Debates en torno a la economía social y solidaria

 

Juan Carlos Pérez-Mendiguren Castresana85

Introducción: la consolidación del concepto 

En el marco de una crisis sistémica que asola el tejido productivo y social 
de muchos territorios y de la creciente insatisfacción de gran parte de la 
población con el funcionamiento del modelo económico hegemónico, se 
han vuelto a poner sobre la mesa los debates sobre la factibilidad 
teórica y práctica de otras formas de entender lo económico, y de 
otros tipos y formas de ser y hacer economía. Desde esta perspecti-
va, el concepto de Economía Social y Solidaria (ESS) tiene un indu-
dable poder evocador que ha contribuido a consolidarlo como una 
de las referencias habituales en los debates sobre la construcción de 
alternativas económicas al modelo actual, tanto a nivel internacional 
como en contextos nacionales, regionales y locales. 

Así por ejemplo, y en el marco de Naciones Unidas, la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) lleva celebrando desde el año 2010, 
y con carácter anual, una “Academia sobre la Economía Social y So-
lidaria” en diferentes países del mundo86. Así mismo, en el 2014 se 
crea el “Grupo de Trabajo Interinstitucional de las Naciones Unidas 

85 Doctor en Economía por la Universidad del País Vasco / Euskal Herriko Unibert-
sitatea (UPV-EHU) y Máster en Desarrollo Económico por la Universidad de East 
Anglia (Reino Unido). Amplia experiencia de trabajo con empresas y organizaciones 
sociales en Europa, África y América Latina –en temas de desarrollo rural, educación 
para el desarrollo, gestión participativa de procesos comunales, etc. Fue consultor 
para el Gobierno Vasco en evaluación de políticas públicas de desarrollo rural, y do-
cente en cursos y másteres en diferentes países. Actualmente es profesor agregado 
del Departamento de Organización de Empresas en la UPV-EHU, es también pro-
fesor adjunto al Instituto HEGOA – UPV para docencia e investigación, y de GEZKI 
– Instituto de Derecho Cooperativo y Economía Social de UPV. En los últimos años 
su interés se centra en la Economía Solidaria y el Desarrollo Humano Local. Cola-
bora activamente con REAS Euskadi (Red de Economía Alternativa Solidaria) como 
miembro del Comité de Auditoría Social de la red. 

86 Organización Internacional del Trabajo. http://socialeconomy.itcilo.org/es/inicio?-
set_language=es
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sobre Economía Social y Solidaria”87 que, en su documento de posi-
ción88 sobre el establecimiento de una agenda de desarrollo post-2015 
y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), considera que la ESS 
“representa una promesa considerable para llegar a alcanzar los objetivos 
económicos, sociales y medioambientales así como los enfoques integra-
dos inherentes al concepto de desarrollo sostenible” (TFSSE, 2014: iv). 

De la misma manera, y en los ámbitos nacional y regional, se constata la 
creciente relevancia de la ESS en la agenda socioeconómica y política de 
países diversos. Brasil es, quizá, uno de los lugares del mundo donde más 
se ha consolidado la ESS, tanto en el desarrollo de experiencias y redes de 
organizaciones como en su institucionalización en forma de políticas pú-
blicas que la apoyan (Hintze, 2010; Singer, 2008). En Ecuador, la ESS apa-
rece vinculada a las discusiones sobre el Buen Vivir (Unceta, 2013; Villalba, 
2013). A nivel europeo existen desarrollos legislativos interesantes como 
el caso de Francia con la aprobación de la Ley del 21 de julio del año 2014 
relativa a la ESS89, y el del propio Estado Español, pionero en la aprobación 
de una ley de Economía Social90. Más allá de su reconocimiento legislativo, 
existe en el Estado Español una pujante red de organizaciones y empresas 
de economía solidaria (Red de Empresas de Economía Alternativa y Soli-
daria – REAS, Red de Redes91), que se ha constituido como una federación 
de redes autónomas de nivel sub-estatal.

A su vez, las diversas redes nacionales y regionales de la ESS están crecien-
temente articuladas en torno a redes de carácter supranacional, como la 
Red Intercontinental de Promoción de la Economía Social y Solidaria (RI-
PESS)92, bajo cuyo impulso se han celebrado ya cinco encuentros, siendo 
el más reciente el de octubre del 2013 en Filipinas. Este denso entramado 
de agentes y experiencias ha contribuido a consolidar el concepto de ESS 
en el marco de otros eventos y foros con visión de transformación social, 

87  UN Inter-Agency Task Force on Social and Solidarity Economy. Para una descrip-
ción detallada del proceso seguido en la creación de este grupo, ver http://www.
unrisd.org/tfsse 

88  El documento identifi ca ocho áreas esenciales en la que la contribución de la ESS al 
reto del desarrollo sostenible es particularmente relevante.

89  http://www.assemblee-nationale.fr/14/ta/ta0387.asp

90  Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social (BOE Nº76 del 30/03/2011)

91  REAS de Redes dispone de una completa página web que articula el conocimiento 
y la activa generada por las diferentes redes que la componen: http://www.econo-
miasolidaria.org

92  http://www.ripess.org/?lang=es
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como es el caso del reciente Foro Social Mundial celebrado en Túnez en el 
2015; pero además, retroalimenta el creciente interés académico y político 
sobre el mismo.

En este sentido cabe mencionar la puesta en marcha, en el 2011, del Cen-
tro Internacional de Referencia y Enlace sobre Políticas Públicas en Eco-
nomía Social y Solidaria (RELIESS), con sede en Montreal93. Se abren y 
consolidan así espacios de investigación y fertilización, cruzados entre lo 
académico (la universidad) y las personas y colectivos de ESS; y se ensan-
cha el abanico de ofertas formativas en cursos de postgrados en torno a 
esta cuestión. Entre los cursos de postgrado puede mencionarse el propio 
Master Universitario Ofi cial en Economía Social y Solidaria de la Univer-
sidad del País Vasco, en cuya puesta en marcha colabora HEGOA, y que se 
encuentra ya en su segunda edición.

Sin embargo, la rapidez con la que se está extendiendo el uso de este tér-
mino no está exenta de controversias. Y es que el término ESS nace de la 
amalgama de dos conceptos indudablemente emparentados y ciertamente 
afi nes (Economía Social y Economía Solidaria), pero que presentan dife-
rencias signifi cativas según el contexto social en el que surgen. El recorrido 
histórico o el grado de desarrollo teórico de cada término, incluso el nivel 
de institucionalización alcanzado por el mismo, difi ere de un contexto a 
otro, del mismo modo que el nivel de signifi cación y uso en cada uno de 
ellos.  

Está fuera de las posibilidades de este artículo ofrecer un análisis porme-
norizado de cada uno de estos dos conceptos, y de la relaciones entre ellos 
y otros conceptos afi nes. Este ejercicio ya ha sido intentado por los autores 
en trabajos anteriores con mayor o menor fortuna94 y, en gran medida, las 
refl exiones aquí planteadas provienen en gran medida de las ya planteadas 
en los mismos. En cualquier caso, el objetivo de este texto es presentar un 
breve mapeo de los principales debates que se plantean en torno a la ESS, 
para que puedan ser posteriormente exploradas en detalle por aquellas 

93  http://reliess.org/acerca/?lang=es

94  Pérez de Mendiguren, Etxezarreta y Guridi (2009) ofrece un análisis sintético de la 
cuestión,  mientras que Pérez de Mendiguren (2014) profundiza en el concepto de 
Economía Solidaria presentado los diferentes enfoques del concepto a nivel inter-
nacional.  Así mismo, Pérez de Mendiguren y Etxezarreta (2015), analiza las contro-
versias generadas por el término ESS y los diferentes posicionamientos existentes 
en torno al mismo.  Por otra parte, en un reciente número de la revista IECA (nº5) se 
trata la ESS como tema monográfi co y se recogen una amplia variedad de enfoques 
y visiones sobre el tema.
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personas interesadas. Pero antes de identifi car los debates, es necesario 
presentar brevemente el signifi cado y alcance de cada uno de los dos tér-
minos.

Economía Social y Economía Solidaria: algunas precisiones 
conceptuales

Desde una perspectiva institucional y legal, el concepto de Economía So-
cial nos remite a los tres tipos de entidades que suelen considerarse como 
sus tipos organizativos tradicionales: empresas cooperativas, mutualidades 
y asociaciones. Esta familia de organizaciones comparte un tronco común 
que las vincula a la historia del asociacionismo popular y, en particular, a la 
historia del movimiento cooperativo. 

Sin embargo, esta identifi cación de base institucional/legal debe comple-
tarse con una referencia de tipo ético/normativa que presenta a las entida-
des de la Economía Social como “una forma diferente de hacer empresa”. 
Esta diferencia se manifi esta en su compromiso fundacional con una serie 
de valores y principios de actuación95 que estructuran su lógica organizati-
va y su actividad empresarial con base en los siguientes elementos: i) una 
clara preeminencia de las personas sobre el capital (tanto en la toma de 
decisiones como en el reparto del excedente); ii) la apuesta por la autono-
mía y democracia en la gestión; iii) la solidaridad (interna y externa); y  iv) 
la prioridad del servicio a sus miembros y a la comunidad por encima de la 
consecución de benefi cios (Monzón, 2003; Chaves et. al, 2003). 

Por otra parte, el concepto de Economía Social goza de una amplia tradi-
ción en la literatura académica y tiene una clara referencia internacional 
en el CIRIEC-Internacional96 que, a pesar de los matices derivados de los 
diferentes entramados jurídicos y de los diversos contextos socio-históri-
cos en los que se ha desarrollado el término, ha contribuido a generar una 
defi nición del mismo que goza de aceptación en el contexto europeo. Esta 
defi nición, además de hacer referencia a los ya citados principios97, organiza 

95  Los valores y principios de la Economía Social se recogen en la “Carta de Principios 
de la Economía Social” http://www.socialeconomy.eu.org/.  En el caso del Economía 
Social española, los principios y organizaciones que forma la Economía Socia se es-
tipulan en la ley 5/2011,  anteriormente citada. Ver http://cepes.es/pagina_cepes=24

96  El CIRIEC (International Centre of Research and Information on the Public, So-
cial and Cooperative Economy) es una organización no gubernamental de carácter 
científi co con delegaciones nacionales en diferentes países http://www.ciriec.ulg.
ac.be/en/pages/1_0ciriec.htm

97  Las organizaciones de Economía Social son entidades privadas, organizadas for-
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a las entidades que lo forman en dos sub-sectores: el de mercado y el de no 
mercado (Monzón y Chaves, 2012, 2011; Etxezarreta y Morandeira, 2012). 

Por su parte, el concepto de Economía Solidaria hace referencia a un con-
junto heterogéneo de enfoques teóricos, realidades socio-económicas y 
prácticas empresariales, que desde el último cuarto del siglo XX viene de-
sarrollando un creciente sentido de pertenencia a una forma diferente de 
entender el papel de la economía y los procesos económicos en las socie-
dades contemporáneas. Frente a la lógica del capital, la mercantilización 
creciente de las esferas públicas y privadas y la búsqueda de máximo be-
nefi cio, la Economía Solidaria persigue construir relaciones de producción, 
distribución, consumo y fi nanciación basadas en la justicia, la cooperación, 
la reciprocidad y la ayuda mutua. Frente al capital y su acumulación, la 
Economía Solidaria aboga por situar a las personas y su trabajo en el centro 
del sistema económico, otorgando a los mercados un papel instrumental 
siempre al servicio del bienestar de todas las personas y de la reproducción 
de la vida en el planeta (Pérez de Mendiguren et. al, 2009).

Además de obvios vínculos históricos y conceptuales con la Economía So-
cial, la Economía Solidaria reúne en su cuerpo teórico conceptos e ideas 
con origen en Latinoamérica y Europa (Pérez de Mendiguren, 2013; Gue-
rra, 2010 y 2011; Da Ros, 2007) y se refi ere a un conjunto heterogéneo de 
prácticas que se manifi estan en todas las esferas del proceso económico (i.e. 
producción, distribución, fi nanciación y consumo), que buscan garantizar 
la seguridad de los medios de vida de las personas y democratizar la eco-
nomía y los procesos económicos (Coraggio, 2011; Laville y García, 2009).

No existe una defi nición comúnmente aceptada sobre el concepto. Sin 
embargo, y a pesar de las diferencias, existe en la todavía escasa literatura 
sobre el tema cierto consenso en relación al carácter multidimensional del 
concepto (Coraggio, 2011 y 2012; Guerra, 2010 y 2013; Martínez y Álvarez, 
2008), que recogería al menos tres dimensiones complementarias. Cabe 
identifi car en primer lugar una dimensión teórica interesada en construir 
un paradigma alternativo sobre la economía, que parte de la crítica al pa-
radigma convencional. Los referentes teóricos sobre los que sustentar esta 
visión alternativa son de naturaleza diversa e incluyen tanto contribucio-
nes de la antropología y la sociología crítica como de las diferentes corrien-
tes de la economía crítica europea y latinoamericana (Laville, 2004 y 2009; 
Martínez y Álvarez, 2008; Hintze, 2010; Coraggio, 2009). 

malmente, con autonomía de decisión y libertad de adhesión, con distribución de 
benefi cios no vinculado al capital aportado y con organización democrática 
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La segunda dimensión se refi ere a la idea de Economía Solidaria como una 
propuesta política de transformación social hacia un modelo socio-econó-
mico alternativo al derivado de la lógica capitalista. Los mecanismos de 
transformación y las dinámicas que adoptan estas propuestas de supera-
ción del capitalismo, no se presentan como modelos cerrados sino como 
tránsitos hacia horizontes posibles, en los que los procesos económicos 
estén al servicio de la reproducción de la vida y sometidos a procesos de-
mocráticos participativos e inclusivos. En función de los autores, estos pro-
cesos en construcción vinculan la Economía Solidaria con la construcción 
de una Economía Plural (Laville, 2010), Economía del Trabajo (Coraggio, 
2007), Economía Matrística (Arruda, 2004 y 2005) o alguna modifi cación o 
derivado de los anteriores (Guerra, 2011). 

La tercera dimensión identifi ca la Economía Solidaria con un tipo especí-
fi co de empresa basada en la democracia, la autogestión y el empresariado 
colectivo (Martínez y Álvarez, 2008), y que busca funcionar con una lógica 
diferente a las de las organizaciones mercantiles tradicionales. En este sen-
tido, muchas de las organizaciones o empresas que se identifi can como de 
Economía Solidaria, adoptan discursos y formas institucionales típicas de 
la Economía Social clásica (cooperativas, mutuales y asociaciones) aunque 
no exclusivamente. Desde el punto de vista geográfi co, están localizadas 
tanto en países y regiones del llamado primer mundo como en países del 
tercer mundo, y su actividad puede estar relacionada con cualquiera de las 
esferas del proceso económico (Martínez y Álvarez, 2008; Askunze, 2007 
y 2013). 

Mapeando los debates en torno a la ESS

A la vista de los elementos presentados en el anterior apartado, no es sor-
prendente que el concepto de ESS esté sujeto a múltiples controversias de 
carácter teórico-conceptual, empírico y también de orden político e insti-
tucional. Sin ánimo de ser exhaustivos, y aceptando la imposibilidad de 
explorarlas con detalle, introducimos a continuación algunas de las que 
consideramos más importantes.

DEBATES SOBRE PERTINENCIA DEL CONCEPTO DE ESS FRENTE AL DE ECONOMÍA SOCIAL 

La cuestión que se plantea desde algunos agentes de la Economía Social 
(particularmente europea) es que esta amalgama no aporta un particular 
valor teórico o metodológico a un enfoque ya consolidado, y puede contri-
buir - en el mejor de los casos- a generar confusión, y -en el peor- asociar 
a esta economía con versiones excesivamente utópicas de la misma, o con 
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proyectos políticos manifi estamente anticapitalistas y no demasiado prag-
máticos con respecto a los retos organizativos y estratégicos que tienen 
las empresas de Economía Social. Este escenario puede pasar factura a la 
hora de consolidar el reconocimiento de la Economía Social en ámbitos de 
decisión política relevantes como las instituciones europeas.

Ante esta posición, los proponentes del concepto de Economía Solidaria 
manifi estan dudas sobre el término ESS justo en la dirección contraria. De 
hecho, autores como Laville (2009 y 2013) recuerdan que el concepto de 
Economía Solidaria parte de un posicionamiento crítico con la evolución 
seguida por la Economía Social y sus organizaciones durante la segunda 
mitad del siglo XX. Desde este punto de vista, la Economía Social habría 
ido perdiendo el potencial de transformación social que albergaba en su 
origen. Por un lado, la búsqueda del éxito en los mercados ha acabado tri-
vializando en muchos casos la propia esencia y valores de sus organizacio-
nes y empresas (como suele achacarse a experiencias cooperativas como la 
de Mondragón). Por otro lado, muchas de las empresas de carácter mutual 
han sido instrumentalizadas hacia la consecución de los objetivos de las 
instituciones públicas que las fi nancian o controlan. 

En ese sentido, la Economía Solidaria pondría el foco en la transformación 
social y la construcción de otra economía, rescatando el sentido originario 
de la Economía Social. A su capacidad para demostrar que es posible hacer 
economía desde otra perspectiva, la Economía Solidaria añadiría además 
un énfasis en la pluralidad de principios económicos (no sólo la lógica 
mercantil sino también la de la redistribución y reciprocidad), y aporta-
ría nuevas estrategias (hibridación de recursos y lógicas, estrategias de 
co-construcción de oferta y demanda). En estas circunstancias, las reservas 
con respecto al término de ESS vendrían del riesgo de que al aunar am-
bos términos, se acabe diluyendo el proyecto político de transformación 
post-capitalista que encierra la Economía Solidaria.

En consecuencia, García (2009) propone utilizar los tres términos como si-
nónimos, pero contextualizando su uso desde una perspectiva doblemente 
crítica: i) crítica con algunas de las derivas organizativas ocurridas en el 
seno de la Economía Social clásica, generalmente asociadas al crecimiento 
organizativo, y a la adopción de discursos sobre la efi ciencia y la rentabi-
lidad en detrimento de la democracia y la transformación social; ii) crítica 
con el propio sistema capitalista, sus procesos y el papel que quiere asig-
nársele en este marco a la Economía Social. En este sentido, el concepto 
de ESS debería entenderse como parte del proceso de construcción de una 
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alternativa post-capitalista. Surgen así dos debates, uno de orden micro 
y otro de orden macro, relacionados con las condiciones de posibilidad y 
factibilidad de este propuesta. Por motivos de espacio sólo abordaremos el 
primero, y apuntaremos algunos elementos básicos del segundo.

DEBATES SOBRE LAS DIFICULTADES DE OPERAR COMO UNA ORGANIZACIÓN DE ECONO-
MÍA SOLIDARIA 

Como hemos mencionado, uno de los aspectos centrales sobre los que se 
construye el discurso de la Economía Solidaria en relación con la Econo-
mía Social tiene que ver con la deriva organizativa de ciertos sectores de 
ésta última hacia comportamientos y lógicas que se alejan de sus princi-
pios. De hecho, el riesgo de que se abra una brecha entre los principios y 
las prácticas es un tema recurrente en la literatura sobre modelos de gober-
nanza98 en cooperativas (Heras-Saizarbitoria, 2014; Shaw y Carter, 2007). 
La evidencia empírica apunta a que el crecimiento en tamaño y comple-
jidad organizativa, o la creciente importancia de los valores mercantiles 
en relación con los sociales, pueda deteriorar la calidad democrática de la 
organización. Esto podría tener como resultado una tendencia hacia mo-
delos de control gerencial profesionalizado que se distancian cada vez más 
de los valores cooperativos (Spear 2006; Malo y Vezina, 2004). 

Sin embargo, conviene no perder de vista que las organizaciones de Eco-
nomía Solidaria no están exentas de caer en los mismos procesos, ya que 
tienen que ser capaces de sobrevivir en el marco de reglas del juego, re-
laciones e instituciones que caracterizan al sistema económico capitalista 
dominante. La dinámica de la competencia en el mercado y, en general, la 
necesidad de operar en el marco de instituciones económicas diseñadas 
desde la óptica del capital y no desde las necesidades de las personas, es 
fuente de importantes contradicciones y tensiones en estas empresas, que 
tienen que hacer compatible la consecución de objetivos sociales y am-
bientales, a la vez que ser capaces de asegurar los ingresos necesarios para 
sustentar su actividad. 

En muchos casos, estos objetivos no son compatibles en el corto plazo y 
plantean disyuntivas complejas que pueden acabar minando la legitimi-
dad de la organización, particularmente cuando la consecución de objeti-
vos de corte fi nanciero implica el sacrifi cio de los compromisos sociales y 

98 Gobernanza, del inglés governance, se refi ere en el contexto de las organizaciones 
al proceso de toma de decisiones y al proceso por el que las decisiones son puestas 
en marcha o no.



EXPERIENCIAS Y DEBATES DESDE PAÍSES ANDINOS Y PAÍS VASCO 257

las intenciones transformadoras de la propia empresa. En otros casos, sus 
propias condiciones de actividad (trabajadores con necesidades especiales 
de formación, o con situaciones personales o sociales de exclusión, etc.) 
difi cultan la puesta en marcha de mecanismos de gestión típicos en em-
presas tradicionales que operan en el mismo sector de actividad. 

En un contexto de presupuestos públicos decrecientes y de mayor difi -
cultad para conseguir fi nanciación procedente de la labor redistribuidora 
del Estado, las organizaciones de Economía Solidaria interactúan en si-
tuaciones de mercado con empresas tradicionales. La competencia es, en 
muchos casos, en términos de precios y en sectores en los que existen 
serias difi cultades para la diferenciación y pocas barreras de entrada para 
evitar que las ideas, productos y servicios ofertados sean replicados por los 
competidores. Concurre, además, el hecho de que tanto las formas de inte-
racción mercantil, como sus lógicas de efi ciencia monetaria y efi cacia en el 
corto plazo, no responden al ADN de las empresas de Economía Solidaria. 

Por otro lado, los instrumentos y herramientas de gestión empresarial es-
tán particularmente diseñados para la lógica de intervención de empresas 
de capital. Esto las coloca en una posición de tensión creativa y confl ictiva 
entre: 

• el mercado, los movimientos sociales y el estado; 

• las lógicas de la solidaridad, la donación y la recuperación de costes; 

• la participación y la efi ciencia en la prestación de servicios; 

• el voluntariado y la profesionalidad; 

• el compromiso social y el empleo remunerado; 

• las organizaciones sociales y las empresas (Guridi et al. 2011).

De hecho, y como señalan Sarasua y Udaondo (2004), incluso instru-
mentos y conceptos intrínsecamente vinculados a la ESS como es el de 
la autogestión, están envueltos en múltiples tensiones y paradojas, ya que 
puede asociarse a experiencias con importantes diferencias en cuanto a su 
potencial transformador. También cabe su utilización en el marco de las 
tendencias del management moderno para incentivar la implicación de 
los trabajadores en aras de la mayor efi ciencia y productividad dentro de 
una lógica capitalista. Existe así el riesgo de que la autogestión se deslice 
en el economicismo productivista, convirtiéndose en una mera práctica de 
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organización interna y generando un enfriamiento democrático que diluya 
la participación real de las personas en el contexto de una complejidad 
organizativa que las aleja del poder real para la toma de decisiones.

Por lo tanto, la cuestión sobre la medida en que las empresas de ESS son 
capaces de desplegar su actividad manteniendo la coherencia con los va-
lores y principios que las distinguen, es un aspecto fundamental de los 
debates sobre el tema. En este sentido, es importante apuntar dos cuestio-
nes, entre otras varias. La primera es que, si bien la Economía Social cuen-
ta con una carta de principios y valores internacionalmente reconocida y 
sancionada, esta carta tiende a obviarse a la hora de establecer los criterios 
para identifi car a las empresas de Economía Social. En general se tiende a 
asumir que las organizaciones que cumplan los criterios de forma jurídica 
son parte de la misma, independientemente de su nivel de coherencia con 
sus principios99. 

La segunda matización es que, en el caso de la Economía Solidaria, la 
cuestión es todavía más compleja por el hecho de que más allá de refe-
rencias genéricas a ciertos valores y principios que suelen mencionarse 
en la literatura sobre Economía Solidaria, no existe una formulación con-
cisa y compartida que defi na, priorice y estructure los valores y principios 
de la Economía Solidaria de forma operativa. Por lo tanto, incluso entre 
aquellas organizaciones que se autodenominan como tales, no es habi-
tual encontrar esta identidad con base en el compromiso con un conjunto 
de principios y valores claramente determinados. Además, en caso de que 
estos compromisos sean expresamente mencionados, no suelen estar sis-
temáticamente medidos, evaluados y comunicados de manera que pueda 
conocerse el nivel de desempeño social con respecto a los mismos. 

En este contexto, una de las excepciones a esta situación se encuentra en 
el caso de REAS Red de Redes. De hecho, una de las características defi ni-
torias de la Economía Solidaria en el caso español es que su identidad co-
lectiva como organizaciones de la Economía Solidaria se construye en base 
al compromiso que manifi estan con la denominada Carta de la Economía 

99  Recientemente, desde instancias ligadas al cooperativismo se están proponiendo 
estrategias y métodos que devuelvan a los valores y principios su papel central en 
la construcción de la identidad de la Economía Social. Así por ejemplo, el denomi-
nado CoopIndex es un instrumento de diagnóstico del grado de compromiso de 
las cooperativas con los valores y principios cooperativos promovido por un grupo 
de académicos y cooperativas principalmente canadienses (Novkovic et. al, 2012; 
Sotcki et al 2012).
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Solidaria100. Pero, además, desde la Red existe un compromiso explícito de 
diseñar indicadores e instrumentos (de Auditoría o Balance Social) que 
permitan verifi car el nivel de compromiso de las organizaciones con los 
principios de la Carta. 

Por el momento no hay una herramienta común para el conjunto de la 
Economía Solidaria en el Estado. Si bien existe una Comisión de Audi-
toría Social que busca coordinar esfuerzos y generar aprendizajes, cada 
territorio está impulsando instrumentos que se adaptan lo mejor posible a 
sus necesidades, en función de su idiosincrasia, capacidad y realidad. Los 
instrumentos más consolidados son: 

• el Balance Social puesto en marcha en el 2008 por la red catalana 
(Xarxa d’Economia Solidària101), y 

• la herramienta de Auditoría Social que desde el 2006 se aplica de 
forma conjunta en REAS Euskadi y REAS Navarra102. 

Además de estas herramientas, REAS Madrid está poniendo en marcha un 
instrumento de Auditoría Social ligado al recientemente creado Mercado 
Social madrileño103. También, según se escriben estas líneas, desde REAS 
Red de Redes se ha iniciado un proceso para acordar una batería de in-
dicadores comunes para todos los territorios, que sea compatible con los 
instrumentos ya existentes, y que ofrezca un punto de partida a aquellos 
territorios y organizaciones que todavía no han desarrollado instrumentos 
propios. 

DEBATES SOBRE LA FACTIBILIDAD DE LA ESS COMO ALTERNATIVA POST-CAPITALISTA

En estrecha relación con el debate anterior, aparecen los cuestionamientos en 
torno a las posibilidades de construir la ESS como un proceso que permita la 
superación del capitalismo, desde dentro del propio sistema capitalista, sin que 

100  http://www.economiasolidaria.org/carta.php

101  Los Balances Sociales desde el 2008 se encuentra disponibles en  http://www.xes.
cat/pages/xs042.php?i=0

102  Tanto el manual práctico de la herramienta como los diferentes informes anuales 
agregados de Auditoría Social pueden encontrarse en: http://www.auditoriasocial.
net/

103   El Mercado Social de Madrid es Red de producción, distribución y consumo de bie-
nes y servicios que trata de vincular a consumidores, proveedores y distribuidores  
que apuestan por el consumo con compromiso social y por los valores de la ESOL.  
http://www.konsumoresponsable.coop/mercado-social-madrid
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se acabe generando tan sólo un conjunto de experiencias exitosas puntuales 
sin capacidad de incidencia global. Esta cuestión se complica, además, cuando 
se tiene en cuenta que en muchos casos, la transformación se pretende hacer 
utilizando mecanismos e instrumentos de gestión que están diseñados para 
funcionar y reproducir la propia lógica capitalista. 

Estas dudas son planteadas en la literatura de diferentes formas. Algu-
nas plantean la pura imposibilidad epistemológica de construir un sistema 
económico solidario. Otras cuestionan la capacidad de los agentes de la 
Economía Solidaria para establecer circuitos económicos propios que fun-
cionen acorde a lógicas alternativas sin sucumbir a la lógica capitalista. Al-
gunas otras señalan que incluso en el caso de que se logre la supervivencia 
de experiencias de este tipo, éstas tendrían tal nivel de fragilidad y vulne-
rabilidad que serían incapaces de ofrecer condiciones dignas a sus prota-
gonistas más allá de la mera subsistencia en condiciones de precariedad104.

En cuanto a esta cuestión, cabe hacer dos matizaciones. La primera tiene 
que ver, a este respecto, con la diferencia entre los enfoques de la ESS 
que llegan de América Latina y los enfoques europeos. En el caso lati-
noamericano, la ESS se plantea inequívocamente como una estrategia de 
superación del capitalismo, mientras en el caso europeo las posiciones al 
respecto no son tan claras. El segundo matiz tiene que ver con que, a pesar 
de lo anterior, en el caso particular del Estado Español, el desarrollo teórico 
de la ESS ha tenido un importante impulso en el contexto de los debates 
sobre la Economía Crítica, y del trabajo de caracterización de la misma 
presentado en Martínez y Álvarez (2008). Desde esta perspectiva, la ESS 
puede entenderse no tanto como un enfoque teórico de la economía con 
intención paradigmática, sino como un conjunto de experiencias y proce-
sos “que buscan, desde la praxis, construir espacios sociales y económicos 
alternativos a las formas de organización y racionalidad típicamente capi-
talistas” (Ibíd.) y que, en este sentido, atesoran potencial para contribuir a 
la construcción de una Economía Alternativa. 

Además, y según plantean estos autores, la factibilidad de esta propuesta 
pasa, entre otros retos, por la capacidad de los agentes de la Economía So-
lidaria para abordar los siguientes debates: i) el papel del estado en la cons-
trucción de un sistema hegemónico de ESS, y la necesidad de reinventar el 
Estado y la propia democracia; ii) la necesidad de articular colaboraciones 
e integrar como sujetos a otros agentes sociales (sindicatos, movimientos 

104  Para una detallada discusión de estas propuestas en el contexto europeo y latinoa-
mericano, ver Pérez de Mendiguren (2014)
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sociales…); y iii) construir puentes con otros enfoques críticos clave como 
la Economía Feminista y la Economía Ecológica.

DEBATES SOBRE LA ESS EN LA AGENDA DE LA COOPERACIÓN AL DESARROLLO.

Para fi nalizar este trabajo, un apunte fi nal sobre el papel de la ESS en la 
construcción de una futura agenda internacional sobre el desarrollo, y en 
particular en relación a los debates sobre el papel del sector privado, las 
empresas, y los partenariados público-privados (PPP)105. Y es que bajo el 
paraguas de los llamados Negocios Inclusivos (Negocios con la Base de 
la Pirámide), y con la utilización de lenguaje de las empresas sociales y el 
emprendimiento social, se está consolidando una nueva narrativa domi-
nante sobre el papel de las empresas en el desarrollo, que otorga un papel 
central a los partenariados (PPP) de amplio espectro, y a una aparente-
mente renovada visión de la responsabilidad social corporativa (RSC). Las 
evidencias con respecto al impacto sobre el desarrollo de estas propuestas 
son, cuanto menos, muy poco conclusivas. Sin embargo, su lógica se está 
extendiendo rápidamente entre agentes institucionales, políticos y acadé-
micos que, además, contribuyen a multiplicar su infl uencia mediante la 
publicación y adaptación de protocolos de intervención y estrategias de 
acción ejemplifi cados en casos exitosos que se citan recurrentemente en la 
literatura sobre el tema.

Esta situación plantea para la ESS un necesario diálogo continuo con otras 
experiencias emancipadoras y corrientes de pensamiento crítico, plantea 
el reto de generar una nueva narrativa y una nueva praxis sobre la Em-
presa Social y el Emprendimiento Social que permita reconceptualizar lo 
empresarial (y lo mercantil) como un mero instrumento al servicio de las 
personas y del cuidado de la vida en el planeta. 

105  A este respecto ver el Boletín Nº28 (julio del 2011), y también Pérez de Mendiguren 
(2013), en el que se trata en detalle esta cuestión.
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Entre el concepto minimalista y maximalista de 
economía social y solidaria. Tensiones teóricas y 

agenda futura de investigación106

Fernanda Wanderley107

Introducción

La economía social y solidaria es un campo emergente de investigación que 
busca comprender las diversas formas de organización económica: coo-
perativas, asociaciones de producción y comercialización, mutualidades, 
fundaciones y organizaciones sin ánimo de lucro, empresas o emprendi-
mientos sin fi nes de lucro o con lucros limitados, colectivos de generación 
de renta, grupos de producción y comercialización ecológica, comunidades 
productivas indígenas y campesinas, entre otras. Estas formas organizati-
vas alternativas tanto a la empresa privada orientada a la maximización 
de ganancias como también a la lógica estatal, fueron ganando denomi-
nativos en las diversas regiones: tercer sector, empresa social y  empren-
dimiento solidario. De igual manera diversos conceptos fueron puestos 
sobre la mesa: economía social, economía solidaria, economía del trabajo 
y economía para la vida. Aunque estos conceptos se inscriben en marcos 

106  Este documento es una versión revisada del libro de la autora: Desafíos teóricos 
y políticos de la economía social y solidaria. Lectura desde América Latina. CI-
DES-UMSA/Hegoa/AVCD – Plural Editores, La Paz, 2015. Fue publicado en la Re-
vista Economía del Instituto Superior de Investigación y Posgrado de la Universidad 
Central de Ecuador, Dossier La Economía Social y Solidaria. Contribuciones a su 
conceptualización. Junio, 2017.

107  Doctora en Sociología por la Universidad de Columbia en Nueva York. Fue inves-
tigadora y catedrática en el CIDES-UMSA y de otras universidades bolivianas; au-
tora de varios libros y artículos sobre sociología económica y del trabajo, género 
y ciudadanía, políticas públicas, redes sociales y asociatividad. Fue Coordinadora 
del Componente de Investigación del Programa en Bolivia. Fortalecimiento de mo-
vimientos de economía solidaria en la región andina incidiendo en los derechos 
económicos de las mujeres por un desarrollo económico con equidad (PGM 2012 
– CIDES-HEGOA) y coordinadora de la Maestría en Economía Plural, Solidaria 
y Comunitaria entre enero-septiembre 2016 en el CIDES-UMSA. Actualmente se 
desempeña como Directora del Instituto de Investigaciones Socio Económicas de la 
Universidad Católica Boliviana (IISEC-UCB). 
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teóricos diferentes y son objeto de controversias teóricas y políticas, ellos 
han abierto un nuevo campo analítico para comprender la economía.1 

En América Latina las fuentes históricas del concepto de economía social 
y solidaria (ESS) se encuentran en las experiencias de cooperativismo y 
asociativismo en la región, mientras las fuentes más recientes se localizan, 
a partir de los años ochenta, en la expansión de la economía popular, las 
acciones de la Iglesia católica, ONG y cooperación internacional dirigidas 
a apoyar iniciativas de generación de ingreso desplegadas por los trabaja-
dores y las trabajadoras no asalariadas en el contexto de las políticas neoli-
berales. Uno de los primeros en formular el concepto de economía popular 
solidaria fue el chileno Luis Razeto en los años ochenta.      

El cambio interpretativo sobre las iniciativas populares fue radical en las 
últimas décadas. Del prisma de la economía informal se pasó al prisma de 
la economía social y solidaria. Una de las diferencias más importantes en-
tre estas dos perspectivas radica en el rol que desempeñan estas iniciativas 
en la sociedad y la economía. Desde el prisma de la economía informal 
se ha interpretado estas unidades económicas impulsadas por los traba-
jadores como producto de la incapacidad del desarrollo capitalista en la 
región de generar empleo asalariado para una población urbana en creci-
miento acelerado. La población en este sector sería presa de una situación 
de pobreza y estancamiento por su supuesta incapacidad para producir 
excedentes. Se estableció una asociación casi directa entre pobreza y sector 
informal, concepto muy próximo al de “marginalidad” propuesto por Qui-
jano (1974) y de “masa marginal” de Nun (1969) bajo el paradigma mar-
xista de desarrollo capitalista desigual y generador de un ejército de mano 
de obra de reserva. 

Desde el prisma de la economía social y solidaria en América Latina, inspi-
rado también y en gran medida por el marco teórico marxista, las unidades 
autogestionadas por trabajadores fueron reinterpretados como experien-
cias no capitalistas, cuyo desarrollo no solo es factible sino que también 
contiene un potencial emancipador y contrahegemónico. Estas experien-
cias apuntarían a un posible modo de producción alternativo al capita-
lismo. Siguiendo el argumento, su racionalidad específi ca (subsistencia, 
producción de valor de uso, reproducción simple o ampliada) deja de ser 
comprendida como “pre-capitalista” para ser “anticapitalista”. Este cambio 
interpretativo se observa en Quijano (2011) quien señala que estos actores 
dejan de ser víctimas del desarrollo y se convierten en los nuevos protago-
nistas de la emancipación social. 
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En esta tradición, la perspectiva crítica y emancipadora de la economía 
social y solidaria articula dos registros - político y académico-, replantean-
do la relación entre universidad y política y estableciendo nuevos desafíos 
para el ofi cio académico y su vinculación con los destinos de la sociedad 
en que está inmerso. Estos desafíos son multidimensionales y complejos. 
En específi co está el reto de articular dos compromisos: la “objetividad” del 
conocimiento sui generis de las ciencias sociales, y el compromiso político 
con las luchas populares y emancipadoras. Esto es, el desafío de interrela-
cionar las esferas académica y política y, al mismo tiempo, no subordinar 
una a la otra.

En este sentido, la discusión sobre la economía social y solidaria en Améri-
ca Latina asumió un carácter público en el sentido planteado por Burawoy 
(2005): Una perspectiva orientada a diferentes públicos y no solo al círculo 
de profesionales al interior de la Academia. En este sentido reclama un 
rol más activo de las ciencias sociales en las discusiones sobre cuestiones 
políticas y de políticas públicas, en un diálogo más estrecho con los activis-
mos políticos y los movimientos sociales en la defensa de la sociedad civil 
asediada por la intrusión del mercado y del Estado.

Se advierte dos alternativas epistemológicas en la discusión académica 
sobre la economía social y solidaria. Por un lado está la propuesta de no 
borrar las fronteras entre la esfera política y la esfera académica en tanto 
discursos diferentes, pese a su estrecha relación; y, por otro lado, está la 
propuesta de poner en tela de juicio la separación entre realidad y utopía 
en el análisis empírico. La primera fundamenta el concepto minimalista 
de las unidades económicas que componen la economía social y solidaria 
con base en criterios sobre su forma organizativa como, por ejemplo, pro-
piedad colectiva, autogestión democrática y articulación de fi nes sociales 
y económicos. Esta defi nición se acerca al concepto de empresa social de 
Defourny y  Nyssens (2012). La segunda fundamenta el concepto maxima-
lista de las unidades económicas que, además de los criterios de su forma 
organizativa del concepto minimalista adiciona valores que orientan las 
prácticas de los actores como los de igualdad, solidaridad y protección del 
medio ambiente; esto es, en una racionalidad solidaria. Esta defi nición se 
acerca al concepto de empresa solidaria de Hillenkamp y Laville (2013).   

El presente texto propone una lectura crítica de las tensiones teóricas en la 
construcción del objeto de estudio y, sobre esta base, analiza cuatro temas 
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emergentes en la agenda actual de investigación sobre la economía social 
y solidaria en América Latina. Se argumenta a favor del concepto minima-
lista y una perspectiva relacional de los comportamientos económicos, y 
se aborda los siguientes temas: El concepto de mercado y su rol en la ESS; 
la relación entre solidaridad sistémica y de proximidad; la construcción de 
cooperación y confi anza, y la equidad de género. 

La de� nición maximalista 

La defi nición maximalista de economía solidaria está explicitada en la in-
troducción de la importante obra colectiva  “Diccionario Internacional de 
la Otra Economía “(2009): 

La construcción de esta obra está sintonizada con los ideales y las realiza-
ciones objetivas de otra economía, aquella que se presenta como alterna-
tiva material y humana superior a la economía capitalista. Designadas por 
términos tales como economía solidaria, economía del trabajo, nuevo coo-
perativismo, empresas autogestionadas y otros, estas formas corresponden 
a realizaciones innovadoras, asociadas a nuevos valores y principios que se 
oponen a las prácticas excluyentes, social y ambientalmente predadoras 
(p.1). (Subrayado propio)

En otra importante publicación “Producir para vivir. Los caminos de la 
producción no capitalista” (2011), Santos defi ne el objeto de estudio de la 
economía social y solidaria de la siguiente manera: 

“Lo que se requiere, entonces, es centrar la atención simultánea-
mente en la viabilidad y en el potencial emancipador de las múlti-
ples alternativas que se vienen formulando y practicando alrededor 
del mundo que representan formas de organización económica 
basadas en la igualdad, la solidaridad y la protección del medio am-
biente” (p. 17). (Subrayado propio)

Desde la defi nición maximalista de ESS, la agenda de investigación se 
orienta a la búsqueda de experiencias en que el principio de solidaridad 
democrática opere y actúe en las prácticas económicas. Esta propuesta im-
puta al objeto de estudio (los actores de la economía popular y solidaria) 
un proyecto político emancipador y contrahegemónico sobre la base de la 
existencia (o el potencial) de sociabilidades anticapitalistas, cuyo eje cen-
tral es la solidaridad. Desde este prisma, una de las cuestiones centrales 
que guía la discusión latinoamericana de la economía popular y solida-
ria se refi ere a la viabilidad de estas formas económicas alternativas para 
constituirse en una propuesta política de un nuevo orden no capitalista. 
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Esta perspectiva se inscribe en un marco epistemológico que  piensa la 
realidad más allá de lo que existe. Una de las referencias de este marco 
epistemológico se ha denominado la sociología de las ausencias y de las 
emergencias. Citando a Wright (1998), Santos (2011) defi ne esta perspec-
tiva como la comprensión de “la realidad como un campo de posibilidades 
en el que caben alternativas que han sido marginalizadas o que ni siquiera 
han sido intentadas” (p. 17). Y explica:

“la tarea de las prácticas y el pensamiento emancipadores consiste 
en ampliar el espectro de lo posible, a través de la experimenta-
ción y la refl exión acerca de alternativas que representen formas 
de sociedad más justas. Al mirar más allá de lo existente, dichas 
formas de pensamiento y práctica ponen en tela de juicio la se-
paración entre realidad y utopía, y formulan alternativas que son 
sufi cientemente utópicas como para implicar un desafío al status 
quo y son sufi cientemente reales como para no ser fácilmente des-
cartables por ser inviables “(Ibidem).

El concepto maximalista de economía solidaria tiene, efectivamente, raíces 
en movimientos ciudadanos, investigadores, productores y consumido-
res comprometidos con los principios de igualdad, solidaridad, justicia y 
protección del medio ambiente en varios países, y constituye una potente 
herramienta política para disputar, en la esfera pública, una nueva escala 
de valores que permita  evaluar la contribución de las diversas formas de 
actividad económica al desarrollo de las sociedades más allá de los pará-
metros de mercado. En este sentido, el concepto maximalista de economía 
solidaria en el campo político se convierte en un parámetro prescriptivo 
con criterios claros para orientar la reestructuración de las organizaciones 
económicas y las acciones políticas hacia un orden más justo, solidario, 
inclusivo y sostenible. De igual manera, visibiliza los benefi cios sociales y 
económicos de otras modalidades organizativas basadas en la autogestión 
colectiva. 

Los problemas de la de� nición maximalista

Pese a las ventajas del concepto maximalista en el campo político, men-
cionadas en el anterior apartado, identifi camos problemas de la adopción 
del concepto maximalista en el análisis académico. Encontramos que la 
transferencia, no mediada, de los ideales del movimiento político al ob-
jeto de estudio contiene problemas para avanzar la comprensión de las 
dinámicas sociales y económicas del sector de la economía formado por 
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organizaciones colectivas gestionadas por socios-trabajadores y orientadas 
a objetivos económicos (la generación de excedente) en coordinación con 
fi nes sociales. 

El primer problema que encontramos con el concepto maximalista de ESS 
en el análisis académico se refi ere a la relación entre economía popular y 
economía solidaria. El concepto maximalista de economía solidaria deri-
vó en nuevas defi niciones de economía popular que incluyen supuestos 
fuertes sobre los signifi cados que comparten los actores y los principios es-
tructuradores de las iniciativas económicas. Si antes se comprendía la eco-
nomía popular como un conjunto de actividades económicas y prácticas 
sociales desarrolladas por sujetos pertenecientes a las clases trabajadoras, 
mediante el uso de su propia fuerza de trabajo y movilización de recursos 
escasos; ahora, a la luz del concepto maximalista de economía solidaria, la 
economía popular pasa a ser defi nida como “una forma de producir, dis-
tribuir y consumir bienes y servicios que transciende la obtención de ga-
nancias monetarias, vinculándose estrechamente a la reproducción de la 
vida (y no del capital) y teniendo como horizonte la satisfacción de valores 
de uso y la valorización del trabajo y de los seres humanos” (Icaza y Tiriba, 
2009: 150, traducción y subrayado  propio). 

Como se observa en la cita anterior, este nuevo concepto de economía 
popular, desde el prisma del concepto maximalista de economía social y 
solidaria, se funda sobre el supuesto (antes de la investigación empírica) 
de que el comportamiento económico en la economía popular tiene una 
“racionalidad” específi ca: la satisfacción de valores de uso y la valorización 
del trabajo y de los seres humanos, como ética de vida que seguirían los 
actores. 

Un segundo supuesto, estrechamente relacionado al anterior, es la idea de 
que las prácticas defensivas de sobrevivencia que caracterizan la economía 
popular se transformarán, casi como un “devenir natural”, en un proyecto 
de sociedad solidaria y cooperativa. Ejemplifi camos este supuesto repro-
duciendo la siguiente cita: 

“Muchos autores y militantes siguen la perspectiva de Luis Raze-
to, refi riéndose a una “economía popular de solidaridad” o “eco-
nomía popular solidaria”, aludiendo a las experiencias que explí-
citamente se caracterizan como formas colectivas de organización 
y que tienen a la solidaridad como proyecto político. En este sen-
tido, de acuerdo con Razeto, el potencial de la economía popular 



EXPERIENCIAS Y DEBATES DESDE PAÍSES ANDINOS Y PAÍS VASCO 273

consistiría en la viabilidad de que, poco a poco, estas estrategias 
defensivas de sobrevivencia se transformen un una opción social, 
económica y política. Desde esta perspectiva, la economía solida-
ria es percibida como un horizonte de la economía popular, per-
mitiendo así avanzar un proyecto de sociedad basado en la soli-
daridad y la cooperación” (Icaza y Tiriba, 2009: 154, traducción y 
subrayado propio).

La adopción del supuesto de comportamiento económico unívoco y cohe-
rente del concepto maximalista de la economía popular, social y solidaria 
encuentra serios problemas de adecuación empírica. Son muchas las evi-
dencias acerca de la hibridez y diversidad de las orientaciones de los com-
portamientos económicos en todos los sectores y grupos, incluidos los que 
cumplen los requisitos del concepto minimalista: (i) pertenecer a sectores 
desfavorecidos y con bajos recursos, (ii) estar organizados colectivamente 
para generar ingresos, y (iii) combinar fi nes sociales y económicos. Muchos 
estudios muestran la ausencia de un proyecto político emancipador, con 
equidad de género y comprometido con la protección del medio ambiente 
en este sector. Efectivamente, el universo de la economía social y solidaria 
es muy diverso en los países de América Latina y, en gran medida, está 
compuesto por trabajadores con escasos recursos y en situación de pre-
cariedad laboral e inseguridad social que no necesariamente tienen com-
promisos políticos de transformación del orden económico y menos con la 
equidad de género y la protección del medio ambiente. 

La alternativa al concepto esencialista de comportamiento económico es el 
concepto de comportamiento económico en continua construcción desde 
la perspectiva relacional de las identidades de los actores, en tanto estas 
no necesariamente guardan coherencia en todos los ámbitos y circuns-
tancias de sus vidas (Bourdieu, 2000 y 2005; White, 1995 y Somers, 1993). 
Al contrario, los comportamientos dependen de las interacciones en que 
se encuentran, dado que las expectativas mutuas son creadas en procesos 
continuos que incluyen marcos cognitivos, modelos de asociación, senti-
dos de pertenencia y de pugnas o disputas de control y poder. El relacio-
nismo metodológico(2)  de las Ciencias Sociales entiende la cultura como 
inseparable de la práctica y, por tanto, como algo inestable y en continua 
transformación. Es decir,  los horizontes de los actores solo pueden ser 
identifi cados por la investigación empírica orientada a comprender los 
procesos mediante  los cuales los comportamientos económicos llegan a 
ser instituidos.  



ECONOMÍA SOLIDARIA Y COMPROMISOS CON LA EQUIDAD DE GÉNERO274

Un segundo problema del concepto maximalista de unidades económicas 
solidarias es el supuesto de la presencia de lo que Razeto (1996 y 1999) de-
fi nió como Factor C: compañerismo, cooperación, comunidad, compartir, 
comunión, colectividad, carisma,  colaboración. El supuesto de la presencia 
del Factor C en las unidades económicas solidarias limita el análisis de los 
problemas teóricos y políticos de la acción colectiva, de la cooperación y 
la asociatividad en las iniciativas promovidas por los y las trabajadores/as. 
En otras palabras, la defi nición maximalista del objeto de estudio contri-
buye a no problematizar la construcción, mantención y proyección de la 
cooperación y la asociatividad en diferentes niveles y a escalas más am-
plias en organizaciones colectivas. En este marco es posible advertir que el 
problema de la acción colectiva y de la asociatividad no ha sido abordado 
en profundidad en esta literatura y, consecuentemente,  un conjunto de 
interrogantes se mantiene marginal como, por ejemplo, el por qué la aso-
ciatividad y la cooperación son difíciles de construir en la economía popu-
lar, social y solidaria en América Latina, o porqué constituyen  más bien la 
excepción y no la regla. 

Un tercero problema detectado en el concepto maximalista, que deriva de 
los anteriores, es la orientación del análisis académico hacia la búsqueda 
del sujeto histórico portador de una nueva ética y racionalidad, para visibi-
lizarlo y potenciar sus experiencias en el mar revuelto de la economía po-
pular, bajo el supuesto de que estos sujetos todavía no se han manifestado 
debido a la opresión de mundos hostiles. Esta orientación corre el riesgo 
de sobreponer el discurso político al discurso académico y, consecuente-
mente, orientar la investigación a buscar el sujeto del proyecto político an-
tes que en comprender la complejidad de las prácticas y dinámicas de los 
actores sociales y económicos -organizados colectivamente bajo modelos 
de autogestión- mediante el análisis empírico. Esta búsqueda del sujeto 
histórico y de las experiencias que contengan las alternativas a la economía 
capitalista neoliberal se observa en la siguiente cita: 

“Al inicio del siglo XXI, la aceleración de los movimientos de capital 
que se alejan de los compromisos con la colectividad,  choca con la 
satisfacción decreciente de las necesidades humanas y con la persis-
tencia  de la pobreza en amplias regiones del planeta. Encontrar las 
respuestas frente a estas mutaciones de la economía y de la política 
es una tarea fundamental. La reconstrucción de las condiciones obje-
tivas y subjetivas de transformación social requiere prestar una aten-
ción redoblada a las iniciativas que contengan, inclusive en germen 
y en pequeña escala, la capacidad de instituirse en otras formas de 
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vida, por estar imbuidas del valor de justicia, de un ethos redistribu-
tivo y de un deseo de humanización. En particular, importa valorar 
las experiencias que nacen de la auto-organización, que defi enden 
los derechos básicos del trabajo, y que apuestan por la asociación 
y  soluciones colectivas, formando un cúmulo de experiencias y de 
convicciones morales e intelectuales indispensables a la construcción 
de nuevos rumbos para la sociedad. (Laville y Gaiger, 2009: 162, tra-
ducción y subrayado propios).

Con todo, el peligro de la penetración del discurso político en el discurso 
analítico  fue advertido por varios de estos mismos investigadores como, 
por ejemplo, Gaiger (2009): 

El concepto de emprendimiento económico solidario se expone a los mis-
mos riesgos de las formulaciones sobredeterminadas por las categorías de 
la praxis. En estos casos, el hecho de relacionarse con prácticas y toma de 
posición acordes con propósitos de intervención en la realidad trae proble-
mas de una descontrolada interpenetración entre el discurso analítico y el 
discurso político y pragmático.

 Y más adelante completa: 

“En el  plano concreto, esos problemas se manifi estan  en la rei-
fi cación del concepto y en su asimilación normativa. Al desper-
tar entusiasmo y optimismo, su claridad induce a tomarlo como 
refl ejo depurado de la realidad, pese (…) al impase de encubrir 
motivaciones e iniciativas con orígenes y naturalezas distintas…” 
(p. 185, traducción propia). 

En este sentido, Gaiger subraya el desafío epistemológico y teórico que 
enfrenta la perspectiva teórica de la economía solidaria, aunque no iden-
tifi ca este riesgo en la adopción del concepto maximalista en el análisis 
académico.

Coraggio (2013) también advirtió problemas en el concepto maximalista 
en el análisis académico, planteando considerar diferentes niveles de aná-
lisis en las prácticas e institución de las organizaciones económicas popu-
lares, que muestran un camino a seguir para avanzar hacia valores y princi-
pios de solidaridad e igualdad, y/o de protección del medio ambiente. Este 
autor señala que, en su emergencia o en un primer nivel, el espacio de la 
economía popular “trabaja a nivel microeconómico” y  “se caracteriza por 
un conjunto de prácticas de inserción que se focalizan en lograr el alivio 
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de la pobreza y la exclusión… de grupos de personas o familias excluidas 
del mercado de trabajo en sentido amplio”(232). Es decir, de inicio su ló-
gica estaría guiada por la urgencia o la subsistencia sin desprenderse de la 
cultura del mercado y del interés individual; sus vínculos con sus entornos 
mediatos y más amplios estarían mediados por la asistencia, la solidaridad 
fi lantrópica y/o la búsqueda de satisfactores particulares. 

La posibilidad de “dar un salto” hacia la economía solidaria –o segundo 
nivel de organización- dependerá, en criterio de Coraggio (2013), de asu-
mir que la efi cacia social y la sostenibilidad de las iniciativas económicas 
impulsadas, solo encontrarán en las “redes de redes solidariamente com-
petitivas, pero no meramente económicas sino con complementariedades 
sociales y políticas”(234), condiciones para su formación como sujetos co-
lectivos (asociaciones locales, sectores o transversales, redes de comercio 
justo) constituidos en un “sector orgánico” o en un todo interdependien-
te sobre esas solidaridades.  Por último, es necesario trascender hacia un 
tercer nivel que va más allá de la constitución de un subsistema de ESS 
dentro de una economía mixta, que pueda llamarse “otra economía” y que 
avance hacia el desarrollo de economías integradas en la sociedad sobre la 
base de relaciones de solidaridad, de justicia, de igualdad, orientadas por 
el criterio común de la reproducción ampliada de la vida. Esta posibilidad 
exige la articulación del plano económico con el cultural y el político. Sin 
pretender abolir los otros principios y sus patrones institucionales (em-
presariales capitalistas por ejemplo), sí se buscaría a este nivel limitar su 
accionar y su cultura, disputando su hegemonía. 

Estas discusiones indican que en América Latina existe una larga historia 
de economía social y solidaria desde el criterio minimalista de las orga-
nizaciones económicas que la componen (propiedad y gestión colectiva, 
relaciones de trabajo entre socio-trabajadores y criterios de distribución de 
excedentes diferentes de la empresa privada o del sector público, solidari-
dad de proximidad y fi nes sociales y económicos), mientras que la econo-
mía social y solidaria desde el criterio maximalista (racionalidad orientada 
al bien común, la equidad, la sostenibilidad ambiental y fundada en niveles 
avanzados de confi anza, colaboración y asociatividad)  es todavía un pro-
yecto político en construcción. Pese a estas evidencias todavía se mantiene 
ambivalencias conceptuales sobre el campo de investigación de la econo-
mía social y solidaria en la región. 

En este sentido argumentamos que, en el estudio académico, la propuesta 
maximalista del objeto de estudio difi culta el análisis de las relaciones so-
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ciales que estructuran las experiencias concretas de formas organizativas 
diferentes a las del sector privado tradicional y del sector público en toda 
su complejidad  interna, en su entorno inmediato y también más amplio. 
Además, excluye del estudio a las organizaciones populares que no com-
parten los valores y principios de igualdad, solidaridad y protección del 
medio ambiente, aunque presenten formas organizativas fundadas en tra-
bajo colectivo, autogestión, solidaridad de proximidad y fi nes sociales.

Los desafíos de la agenda de investigación

La opción por el concepto minimalista de las organizaciones que com-
ponen la economía social y solidaria – propiedad y gestión colectiva, re-
laciones de trabajo entre socio-trabajadores y criterios de distribución de 
excedentes diferentes de la empresa privada o del sector público, solida-
ridad de proximidad y fi nes sociales además de los económicos – y por el 
relacionismo metodológico sobre el comportamiento económico  posibili-
ta avanzar el análisis de cuatro temas emergentes de la agenda de investi-
gación. Estos temas son: el concepto y el rol del mecanismo de mercado en 
la otra economía; la relación entre solidaridad sistémica y de proximidad; 
la cooperación, asociatividad y acción colectiva y, la equidad de género. La 
discusión a continuación busca contribuir a esta agenda a través del dialo-
go con otros cuerpos analíticos que exploraron problemas afi nes.

EL CONCEPTO DE MERCADO 

Uno de los temas todavía insufi cientemente trabajado por la literatura so-
bre economía social y solidaria es el referido al concepto de mercado y su 
relación con los otros principios y patrones de integración económica.3 El 
concepto de mercado, en esta literatura, es todavía muy dependiente de la 
teoría económica neoclásica que lo vincula con un tipo de institucionalidad 
de mercado libre y autorregulado. Esta defi nición cierra la posibilidad de 
comprender el mercado como un proceso y espacio de relaciones social-
mente instituido y, por lo tanto, pasible de regirse por normas y regulacio-
nes plurales. También difi culta la comprensión de dinámicas híbridas de 
cooperación y competencia que articulan las relaciones económicas. 

La nueva sociología económica tiene mucho que aportar aquí. Con base 
en el concepto del mercado como un proceso socialmente instituido, la 
nueva sociología económica desarrolló estudios empíricos sobre el funcio-
namiento de los mercados como estructuras sociales. En contraposición 
al concepto neoclásico del mercado, entendido como un mecanismo abs-
tracto de defi nición de precio y resultado lógico de la propensión univer-



ECONOMÍA SOLIDARIA Y COMPROMISOS CON LA EQUIDAD DE GÉNERO278

sal del homo economicus atomizado y utilitarista, los estudios sociológicos 
muestran el mercado como un mecanismo de coordinación sostenido por 
relaciones personales e impersonales entre actores sociales que compar-
ten prácticas, marcos cognitivos y actúan bajo reglas formales e informales 
(White, 2002, 1981; Granovetter, 1992; Abofalia, 1996; Baker, 1984; Burt, 
1992; Dobbin, 1997; Knorr Cetina, 2005; Fligstein, 2001; Evans, 1995; Zeli-
zer, 1994). 4

El concepto sociológico del mercado posibilita comprender cómo se re-
lacionan o articulan los principios e instituciones plurales en el ordena-
miento económico de sociedades con mercado, en sustitución de la idea 
de sociedades de mercado. También permite avanzar en la discusión sobre 
el carácter político y cultural del orden económico, donde el lugar y los 
alcances del mercado son resultado de decisiones y dinámicas esperadas 
y no esperadas, y no únicamente de leyes económicas naturales que ema-
narían de dinámicas autónomas. En suma, esta postura libera la imagina-
ción sociológica para pensar desarrollos alternativos que no requieren la 
eliminación del mercado como uno de los mecanismos de coordinación. 
En consecuencia, posibilita la discusión sobre cómo acoplar el mercado en 
un marco plural de principios e instituciones y, así, no excluir del análisis 
los problemas que enfrentan las economías local, nacional y regional en 
dinámicas competitivas globalizadas. 

COOPERACIÓN, ASOCIATIVIDAD Y ACCIÓN COLECTIVA

La literatura de la economía social y solidaria pone mucho énfasis en el rol 
de la cooperación, la asociación y la acción colectiva y, paradójicamente, 
no ha profundizado sufi cientemente en los desafíos teóricos y empíricos 
que implican los vínculos entre personas para lograr objetivos comunes, 
especialmente en la esfera económica. La importancia de la cooperación, 
la asociación y la acción colectiva en el seno de la economía ha sido am-
pliamente estudiada por la sociología económica y el institucionalismo 
económico (Ostrom y Ahn, 2003; Bagnasco y Sabel, 1995; Saraví, 1999; 
Wanderley, 2004; Turchi y Noroña, 2002; Axelrod, 1984).5 

Asumir que este es un problema sociológico signifi ca no naturalizar la 
confi anza, base de la cooperación; y, al revés, partir del supuesto de que 
la confi anza es una construcción social que requiere reafi rmación conti-
nuada (Zucker, 1986). Esto implica abandonar el supuesto, implícito en el 
concepto maximalista de economía solidaria, de que la cooperación es un 
proceso inmanente de ciertos grupos o sectores económicos. Y por lo tanto 
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comprender que el desafío está en superar la tentación de sustituir el con-
cepto de homo economicus utilitarista por el de homo economicus solidarius. 

Esto implica enmarcar la comprensión de la construcción social de la coo-
peración, la asociatividad y la acción colectiva desde el marco del relacio-
nismo metodológico y del concepto minimalista de economía solidaria. 
Esta posición teórica orienta la atención a comprender y explicar la es-
tructuración (siempre inacabada) de expectativas, compromisos, prácticas 
fundadas en reglas, mecanismos de vigilancia de las mismas y de sanción 
en caso de incumplimiento. Estos son los factores que sostienen la emer-
gencia y mantención de la cooperación en el tiempo.  

SOLIDARIDAD SISTÉMATICA Y SOLIDARIDAD DE PROXIMIDAD

Otro desafío de la literatura sobre economía popular, social y solidaria en 
América Latina apunta  a profundizar la inscripción de las unidades eco-
nómicas en la estructura social, económica y política más amplia; y, en 
específi co, las implicaciones de su exclusión o marginalidad en la solida-
ridad sistémica (sistemas de protección y seguridad social) de sus países. 
En contextos de precariedad e informalidad, como en América Latina, los 
actores de la economía social y solidaria enfrentan inseguridades básicas 
para la reproducción de sus vidas que no pueden ser resueltas por la soli-
daridad de proximidad (modalidades de protección con base en vínculos 
personales de sociabilidad primaria). 

La discusión en la región se distancia de la discusión europea de ESS de-
bido a que esta última se inscribe en contextos de Estados de Bienestar 
Social construidos en la post-guerra que, si bien están en crisis, todavía 
mantienen un nivel de protección social muy superior al de otros conti-
nentes. Es en este contexto que se plantea que la solidaridad sistémica, 
fundada en el concepto de ciudadanía social y establecida por el principio 
de redistribución a través de políticas sociales, ya no es sufi ciente para en-
frentar la exclusión, la anomía y el individualismo. Por lo que se aboga por 
nuevas prácticas, principios y espacios institucionales que operen a favor 
de la creación y el mantenimiento del vínculo personal en la promoción de 
bienes comunes, la formación de identidades sociales y de acción colectiva. 
La discusión europea propone las alternativas y complementaciones entre 
los instrumentos de política social en países que ya avanzaron en la ins-
titucionalización de derechos sociales, pero que perdieron en sociabilidad 
primaria (Laville, 2009). 
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En nuestros países no es posible privilegiar esta última suponiendo que la 
solidaridad sistémica ya está establecida o que ésta puede ser substituida 
por la solidaridad de proximidad. Por lo tanto, se impone un horizonte 
político y un marco analítico diferente al planteamiento europeo sobre la 
relación entre solidaridad sistémica y solidaridad de proximidad.   

EQUIDAD DE GÉNERO

Un tema emergente en la literatura sobre economía social y solidaria (ESS) 
es el referido a la inclusión de la equidad de género en un diálogo con la 
economía feminista (EF).6 Son muchas las afi nidades entre los dos enfo-
ques. Una primera está en la convergencia de la crítica a los supuestos de 
la economía neoclásica. Una segunda se asocia al relieve del principio de 
subsistencia y la institución del hogar en ambas propuestas.  Una tercera 
tiene que ver con el principio de la equidad que fundamenta tanto el mo-
vimiento de ESS como el movimiento de la EF (Farah y Wanderley, 2016).7

Pese a estos factores comunes, una de las principales difi cultades para este 
diálogo se encuentra en la divergencia de las perspectivas epistemológi-
cas que orientan la construcción del objeto de estudio de la ESS y la EF. 
La economía feminista avanzó mucho en el análisis de las relaciones de 
poder y subordinación de las mujeres en relación a los  hombres en todos 
las esferas institucionales de la economía incluido el mercado, el hogar, la 
asociación y el Estado; igualmente, en las propuestas políticas de transfor-
mación de estas estructuras. En contraposición, la ESS puso énfasis en las 
relaciones equitativas entre socios-trabajadores y menos en las relaciones 
equitativos entre hombres y mujeres. 

En concreto, el concepto maximalista de economía solidaria difi culta el 
análisis de las relaciones de poder y de subordinación por razones de gé-
nero y de generación al interior de las unidades domésticas, las comuni-
dades, las asociaciones, cooperativas y las diversas iniciativas económicas 
que buscan transitar hacia la economía solidaria. También se advierte que 
el principio de equidad de género y el hogar como espacio institucional no 
han adquirido todavía el mismo grado de importancia en las diversas ver-
tientes de la ESS. Por todo esto, abordar la equidad de género es un desafío 
emergente en la literatura de economía social y solidaria. 
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Conclusión

Son complejos y multidimensionales los desafíos del campo de estudio 
de la economía social y solidaria debido a su inscripción en la tradición de 
las ciencias sociales que propone articular el discurso político y el discur-
so académico. Dos tensiones epistemológicas atraviesan la construcción 
del objeto de estudio. La primera se refi ere a la relación entre discurso 
académico y discurso político, y la segunda a la defi nición apriorística del 
comportamiento de los actores económicos. La primera tensión enfrenta 
el desafío de articular, sin vulnerar, dos compromisos: el primero con la es-
pecifi cidad del conocimiento de las ciencias sociales (esto es el respeto por 
las reglas para la construcción de este tipo de saber) y el segundo con las 
luchas populares y emancipadoras. Este desafío pasa por interrelacionar 
ambas esferas - académica y política - y, al mismo tiempo, no subordinar 
una a la otra.

La segunda tensión afronta el desafío de superar la defi nición del homo 
economicus utilitarista sin caer en la defi nición del homo sociologicus solida-
rio en la construcción del objeto de estudio. En el  contexto de dominio del  
marco cognitivo utilitarista, los estudios sociológicos y antropológicos de 
la economía enfrentaron (y siguen enfrentando) el desafío de contrarrestar 
la lógica economicista evitando las trampas armadas por el “fantasma” del 
homo economicus que ronda nuestra imaginación: la tentación de caer en 
idealizaciones que solo espejan al revés la lógica economicista que quere-
mos evitar; es decir, el impulso de buscar en grupos o sectores sociales el 
homo solidarius en contraposición al homo egoísta y utilitarista, olvidando 
que ambos son construcciones abstractas y esencialistas que no dan cuen-
ta de la complejidad de los comportamientos humanos. 

En el marco del paradigma relacional, encontramos problemático el con-
cepto maximalista de economía solidaria en la defi nición del objeto de es-
tudio, por incluir el supuesto de un homo economicus solidarius puro que 
difi culta el análisis de comportamientos híbridos y en continua transfor-
mación. La opción por un concepto minimalista de las unidades que com-
ponen la economía solidaria asume que las identidades de los actores no 
son únicas ni guardan una coherencia interna en todos los ámbitos y cir-
cunstancias de sus vidas. Al contrario, estas dependen de las interacciones 
en que se encuentran, dado que las expectativas mutuas son creadas en 
procesos continuos que incluyen marcos cognitivos, modelos de asocia-
ción, sentidos de pertenencia y de pugnas o disputas de control y poder. 
Es decir, los horizontes de los actores solo pueden ser identifi cados por la 
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investigación empírica orientada a comprender los procesos mediante los 
cuales los comportamientos económicos llegan a ser instituidos.

En conclusión, consideramos que la defi nición minimalista de las unida-
des económicas que componen la economía solidaria con base en criterios 
más concretos sobre su forma organizativa como, por ejemplo, el carácter 
colectivo, la autogestión y la articulación entre objetivos sociales y eco-
nómicos en el marco del relacionismo metodológico, es el más adecuado 
en el análisis académico. Mientras que la defi nición maximalista de las 
unidades económicas con base en principios morales que fundamentan su 
organización y práctica como los de igualdad, solidaridad y protección del 
medio ambiente es más adecuada en el campo político. 
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Notas

1 La literatura de ESS es extensa e incluye: Cattani, Laville, Gaiger y Hes-
panha (Eds), 2009; Coraggio, 2013; Defourny & Nyssens, 2012; Hillenkamp 
y  Laville et al, 2013; Quijano, 1974; Razeto, 1996; Santos (Ed.) 2011; Singer, 
2007; Vega Ugalde, 2014; Wanderley, 2015.

2 El relacionismo metodológico asume que la explicación de los fenómenos 
sociales debe fundarse sobre los procesos concretos de interacción social y 
la agencia con refl exividad. Se aparta del atomismo metodológico al con-
siderar que las relaciones sociales y los patrones agregados de estas re-
laciones constituyen factores explicativos. De igual manera, se aparta del 
holismo metodológico al tomar a las interacciones entre individuos, a las 
intencionalidades y sentidos otorgados a sus acciones como parte constitu-
tiva de la explicación. 

3 La fuente principal de inspiración de la literatura de economía social y 
solidaria se encuentra en la obra de Karl Polanyi (1886-1964). Este autor 
articuló una teoría sobre los principios estructurantes de la producción y 
distribución de bienes y servicios para la satisfacción de las necesidades hu-
manas a lo largo de la historia. Karl Polanyi (1957) identifi có principios de 
integración y patrones institucionales de los órdenes económicos a partir 
del estudio de las experiencias sociales en perspectiva histórica, los mis-
mos que son pensados como tipos ideales. Son cuatro los principios y sus 
respectivos patrones identifi cados: redistribución (centralidad), intercambio 
con competencia (mercado), reciprocidad (asimetría) y subsistencia (admi-
nistración doméstica). 
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4  Los estudios sociológicos del mercado incluyen diferentes enfoques: es-
tructural, cultural y cognitivo y político. Para más detalle sobre esta discu-
sión, consultar Wanderley (2015). 

5  El rol de la cooperación en la esfera económica fue ampliamente estudiada.  
Se identifi caron experiencias exitosas de circuitos económicos bajo tipos de 
gobernanza en que la cooperación horizontal (entre unidades que ofrecen 
productos o servicios similares) y la cooperación vertical (entre unidades 
económicas que ofrecen productos o servicios complementarios) son ele-
mentos centrales para la consolidación de tejidos económicos innovadores 
y con mejoras sostenidas de la calidad de vida de la población. Estos nue-
vos tipos de gobernanza económica se expresan en conceptos como el de 
cluster, circuitos cortos o solidarios, encadenamientos productivos, sistemas 
agroalimentarios localizados, entre otros. Son nuevas dinámicas económi-
cas en que la competencia entre emprendimientos individuales y colectivos 
se mantiene como un ingrediente importante; sin embargo, ella adquiere 
otra forma: en lugar de una competencia solo en base a precio, se pasa a una 
competencia en base a innovación. 

6  Son muchas las contribuciones de la Economía Feminista. Entre estas es-
tán Aguirre, 2007; Andersen, 1991; Arriagada, 2008; Benería y Roldán, 1987; 
Blau, Ferber y  Winkler, 1986; Boserup, 1970; Borderías Carrasco, 1994; Jelin, 
2000; Kabeer, 1998; Montaño y Calderón, 2010; Pautassi y Rico, 2011; Tilly y 
Scott, 1978; Wanderley, 1995, 2003.

7  La economía feminista aportó críticas radicales al concepto de economía 
de la teoría neoclásica al cuestionar: (i) su visión restringida al circuito mer-
cantil y la invisibilidad de la esfera reproductiva y del cuidado como parte 
de la economía; (ii) la confusión entre mercado y la utopía del mercado 
libre y autorregulado que niega la importancia de los marcos normativos, 
roles sociales y prácticas de poder y discriminación en el seno de mercados 
concretos; (iii) el concepto de trabajo limitado a las actividades remune-
radas y el no reconocimiento de la contribución social y económica de las 
actividades no remuneradas para la reproducción de la vida social; (iv) la 
noción dominante de un modelo único de familia; (v) la división de esferas 
pública y privada; (vi) el supuesto de una racionalidad-instrumental (homo 
economicus) como único comportamiento adecuado para el buen funcio-
namiento de la economía. 
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